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ADVERTENCIA

El uso de un lenguaje que no discrimine ni marque diferencias entre hombres

y mujeres es una de las preocupaciones de nuestra Organización. Sin embargo,

no hay acuerdo entre los lingüistas sobre la manera de cómo hacerlo en nuestro

idioma.

En tal sentido y con el fin de evitar la sobrecarga gráfica que supondría utilizar

en español o/a para marcar la existencia de ambos sexos, hemos optado por

emplear el masculino genérico clásico, en el entendido de que todas las

menciones en tal género representan siempre a hombres y mujeres.
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Prólogo
Alrededor de 11 millones de mujeres en América Latina son tra-
bajadoras domésticas, lo que representa cerca del 16% de la
fuerza de trabajo urbana femenina en la región. En Paraguay,
esta cifra es aún mayor: una de cada cuatro ocupadas urbanas
es una trabajadora doméstica. Ninguna otra ocupación concen-
tra una proporción tan alta de mujeres trabajadoras.

En algunos países, como Paraguay, el trabajo doméstico en ho-
gares de terceros ocupa a una importante cantidad de niñas y
adolescentes provenientes, en general, de familias campesinas
pobres. Se vinculan al trabajo desde edades muy tempranas,
quedando excluidas, la mayoría de ellas, de la educación y la
protección de sus derechos.

Uno de los objetivos primordiales de la OIT es promover oportu-
nidades para que mujeres y hombres obtengan un trabajo de-
cente y productivo en condiciones de libertad, igualdad, seguri-
dad y respeto de la dignidad humana. Esto implica que todos
cuantos trabajan, mujeres y hombres, tienen derechos labora-
les. La Agenda de Trabajo Decente pone la igualdad entre los
géneros como una prioridad máxima. Por eso, cobra particular
importancia enfrentar los desafíos que hoy existen para que
ocupaciones como el servicio doméstico alcancen el umbral de
un trabajo decente y, al mismo tiempo, se elimine el trabajo de
niñas en hogares de terceros.

Las desigualdades entre los géneros son complejas de explicar,
pero hay consenso en reconocer que se sostienen en la división
social del trabajo que ha asignado a los hombres el papel de
proveedores y sostenedores económicos del hogar y a las muje-
res el papel reproductivo y de cuidado de la familia. Este orden,
que paulatinamente está siendo cuestionado por las generacio-
nes más jóvenes, es determinante en la forma como se distribu-
ye en la sociedad el tiempo de trabajo pagado y no pagado, e
incide sobre el desempeño de las mujeres en la economía.

El servicio doméstico no es como cualquier otra ocupación. Las
trabajadoras conviven con la familia a la cual prestan sus servi-
cios, desempeñando las tareas vinculadas a la reproducción de
las condiciones necesarias para la vida cotidiana, a cambio de
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un salario. Los empleadores no son empresas sino familias, y el
espacio de trabajo es la vivienda en que habitan los integrantes
del hogar. Es, por lo tanto, un trabajo que se realiza en un ámbi-
to privado, haciendo muy difícil su fiscalización. La trabajadora
ejecuta esta labor de manera aislada de otras trabajadoras, lo
cual incide en la escasa capacidad de organización y negocia-
ción por mejores condiciones de trabajo.

A pesar de la importancia de la tarea que ejecutan, las trabajadoras
de servicio doméstico presentan los niveles más bajos de remune-
ración y protección social. Con una composición mayoritariamente
femenina (sobre el 90%) es la principal opción ocupacional para las
mujeres de menores niveles de educación e ingreso.

En casi todos los países de la región, el servicio doméstico está
regido por una legislación menos protectora que la que cubre al
resto de los trabajadores. Así, por ejemplo, el salario mínimo de
una trabajadora doméstica es inferior al salario mínimo legal y
su jornada de trabajo es más larga, dándose casos en que la
legislación no se refiere a la extensión de la jornada laboral, sino
a un mínimo de horas de descanso.

La OIT ha desarrollado diversas actividades para apoyar los es-
fuerzos que se realizan en todos los países de la región en el
sentido de erradicar las peores formas de trabajo infantil e im-
plementar políticas de combate a la pobreza que enfaticen la
generación de Trabajo Decente. Con este propósito, se han co-
ordinado las actividades desarrolladas en Paraguay a través del
Programa de Fortalecimiento Institucional para la Igualdad de
Género, la Erradicación de la Pobreza y la generación de empleo
(GPE) y el proyecto subregional Prevención y eliminación del tra-
bajo infantil doméstico en hogares de terceros.

Los estudios que se presentan a continuación se realizaron bajo
la dirección de Bernardo Puente, Oficial Nacional de OIT/IPEC en
Paraguay y María Elena Valenzuela, coordinadora del programa
GPE. El propósito es analizar la prevalencia y características del
servicio doméstico en Paraguay y reflexionar sobre la protección
y respeto a los derechos laborales, del marco normativo que lo
rige. Nuestro objetivo ha sido aportar con nuevos conocimien-
tos para fortalecer la capacidad de los actores sociales para pro-
poner y diseñar políticas públicas en beneficio de este sector de
trabajadoras.
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A. Introducción

El presente capítulo tiene por finalidad realizar un análisis de los
Convenios Internacionales del Trabajo ratificados por la Repú-
blica del Paraguay, que de una u otra forma se aplican a los
trabajadores domésticos.

Las garantías y protecciones generales que otorgan los conve-
nios se aplican a todos los trabajadores sin distinciones, salvo el
caso de aquellos convenios que han sido elaborados para un deter-
minado tema, o para ciertas categorías específicas de trabajadores.

A fin de que se pueda comprender la labor de la OIT en materia
de elaboración de normas, en la parte B se realiza una introduc-
ción sobre lo que son las normas internacionales del trabajo y
en la C, se efectúa una explicación sobre el sistema ordinario de
supervisión de la OIT y los procedimiento de quejas que se en-
cuentran disponibles para realizar reclamos por incumplimiento
de los convenios.

La parte E presenta un análisis de comentarios de expertos a la
luz de los denominados Convenios Fundamentales de la OIT,
realizado por temas: La libertad sindical y el reconocimiento efec-
tivo de la negociación colectiva, la eliminación del trabajo forzo-
so, la abolición efectiva del trabajo infantil y la eliminación de la
discriminación en materia de empleo y ocupación.

En la sección F se efectúa un estudio de los comentarios realiza-
dos en virtud de otros convenios ratificados por el país, que
indican el camino a seguir en ese sentido. Como lo son el salario
mínimo, el empleo, el trabajo nocturno, las vacaciones, los exá-
menes médicos, sobre la política social, sobre los pueblos indí-
genas y tribales, y finalmente, la inspección del trabajo.

Por último en la parte G, se concluye con un estudio realizado de
una manera general.
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B. Establecer reglas

Las garantías y protecciones generales que otorgan los conve-
nios se aplican a todos los trabajadores sin distinciones, salvo el
caso de aquellos convenios que han sido elaborados para un
determinado tema como lo son, por ejemplo, la gente de mar,
los pescadores y los trabajadores portuarios, o para ciertas cate-
gorías específicas de trabajadores tales como los convenios so-
bre las plantaciones, el personal de enfermería, el trabajo a do-
micilio y las condiciones de trabajo en hoteles y restaurantes.

El presente capítulo tiene por finalidad realizar un análisis de los
Convenios Internacionales del Trabajo ratificados por la Repú-
blica del Paraguay, que de una u otra forma se aplican a los
trabajadores domésticos.

Uno de los objetivos fundamentales de la OIT ha sido la elabora-
ción de normas en los terrenos del empleo, condiciones de tra-
bajo y política social y controlar su aplicación.

Desde su creación en 1919, la OIT ha adoptado numerosos con-
venios y recomendaciones. Estos instrumentos abarcan una
amplia gama de cuestiones y pueden dividirse en distintas cate-
gorías. Van desde las normas que tienen carácter de promoción
a instrumentos más directivos que pueden aplicarse a grupos
sociales específicos y a sectores económicos determinados; pue-
den establecer prescripciones detalladas sobre cuestiones muy
técnicas y complejas o bien tratar de políticas sociales.

Las recomendaciones, a diferencia de los convenios, no generan
obligaciones al Estado sino que brindan orientaciones útiles y
detalladas sobre cómo tienen que tratarse determinadas mate-
rias, en cuanto a procedimiento y cuestiones de fondo (OIT,
2001a).

Para poder comprender como la OIT controla la aplicación de los
convenios y recomendaciones que se elaboran al interior de ella,
es importante conocer el sistema de supervisión de la OIT.
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C. El sistema de
supervisión de la OIT

Existen ciertos mecanismos de control a través de los cuales la
Organización examina la aplicación de los convenios por los
estados miembros una vez que han sido ratificados. Los meca-
nismos de control son diversos y se complementan.

La acción de la OIT relativa a la aplicación de las normas del
trabajo se funda en unos sistemas de supervisión ordinarios y
especiales, así como en medidas ad hoc.

El sistema ordinario de supervisión se basa en la ratificación de
convenios y en memorias periódicas sobre las medidas adopta-
das para dar curso a las diferentes disposiciones, que examina
una Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Reco-
mendaciones (CEACR) independiente.

Los informes de los expertos son objeto de un examen tripartito
con la Comisión de Aplicación de Normas de la Conferencia In-
ternacional de Trabajo.

Los sistemas especiales de supervisión consisten en: Procedi-
miento de quejas en materia de libertad sindical o de asocia-
ción; pueden presentar quejas las organizaciones de trabajado-
res o de empleadores interesados o los gobiernos, para su exa-
men por el Comité de Libertad Sindical (CLS) del Consejo de
Administración, independientemente de que el Estado Miembro
haya ratificado el convenio o no.

Procedimiento del artículo 24: Las organizaciones de trabajado-
res y de empleadores pueden dar a conocer dificultades de apli-
cación de convenios ratificados, para ser examinado por un co-
mité tripartito ad hoc, creado por el Consejo de Administración
o por el Comité de Libertad Sindical cuando la reclamación se
refiera al principio de la libertad sindical y de asociación.

Procedimientos de queja artículo 26: Los Estados Miembros o
los delegados en la Conferencia Internacional del Trabajo pue-
den presentar quejas relativas al incumplimiento de convenios
ratificados (OIT, 2000a: 46).

Las medidas ad hoc: Pueden consistir en contactos directos, re-
lacionados con asuntos planteados por los órganos de supervi-
sión de la OIT, o en los buenos oficios del Director General.
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D. Los principios y
derechos
fundamentales
en el trabajo

Todos los Estados Miembros de la OIT, aún cuando no hayan
ratificado los convenios que forman parte de la “Declaración de
la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el
trabajo y su seguimiento”,1 tienen el compromiso de respetar,
promover y hacer realidad los derechos fundamentales que for-
man parte de ella.

Ante la necesidad de operar sobre bases sociales en la economía
mundializada, la comunidad internacional ha llegado a un con-
senso sobre una serie de principios y derechos fundamentales
en el trabajo, a saber:

• La libertad sindical y de asociación y el reconocimiento efec-
tivo del derecho de la negociación colectiva (Convenios N° 87
y 98)

• La eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obli-
gatorio (Convenios N° 29 y 105)

• La abolición efectiva del trabajo infantil (Convenios N° 138 y
182) y

• La eliminación de la discriminación en materia de empleo y la
ocupación (Convenios N° 100 y 111).

Por Ley N° 2 332 del año 2003, Paraguay ha ratificado el Conve-
nio N° 138 (edad mínima), con lo cual la República ha incluido en
su cuerpo normativo todos los convenios fundamentales de la
OIT.

1 Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos fundamentales
en el trabajo y su seguimiento adoptada por la Conferencia Internacional
del Trabajo en su 86° reunión, en Ginebra el 18 de junio de 1998.
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E. Análisis de los
comentarios realizados
a la luz de los
convenios
fundamentales

1. La libertad sindical y el reconocimiento
efectivo de la negociación colectiva

Conforme a los Convenios Internacionales del Trabajo, los tra-
bajadores domésticos tienen derecho a la protección que les
brinda la legislación laboral, incluidas las normas relativas a
horario y condiciones de trabajo, salario, seguro, cobertura de
salud, pensión, vacaciones y tiempo libre, y capacitación. Tie-
nen derecho a la libertad de asociación (por ejemplo, afiliarse a
un sindicato o reunirse con otros trabajadores de agrupaciones
oficiosas) y de dejar de trabajar, de conformidad con sus obliga-
ciones y derechos contractuales (Kane, 2004: 47).

Es errónea de la idea de que, debido a la índole de su trabajo y a
sus relaciones con su empleador, en cuya casa viven probable-
mente, es inadecuado que los trabajadores domésticos busquen
el apoyo de una organización.

En ciertos países como por ejemplo, Brasil, Canadá, Jordania y
Kuwait, la legislación que garantiza el derecho de organización
no ampara a los trabajadores domésticos, los cuales tienen pro-
blemas muy concretos y, a menudo, están aislados y son vulne-
rables. De sexo femenino en su inmensa mayoría, es muy co-
rriente que encuentren trabajo lejos de su hogar y de su familia,
en un ambiente extraño para ellas, y aún hostil. Les resulta evi-
dentemente muy arduo ejercer su derecho a organizarse, y en el
plano individual tales dificultades son con frecuencia insupera-
bles (OIT, 2000a: párrafo 76). En el caso de Paraguay la legisla-
ción interna permite que formen parte de los sindicatos los tra-
bajadores, sin distinción de sexo, nacionales o extranjeros.

En varios países existen ciertas categorías de trabajadores que
se ven a veces privadas del derecho de constituir sindicatos, ya



Trabajo doméstico remunerado en Paraguay18

sea porque son excluidos del campo de aplicación de la legisla-
ción general del trabajo, o porque la legislación expresamente
les niega el derecho de sindicación. La CEACR ha comprobado
en particular que tal es el caso, muy a menudo, de los emplea-
dos domésticos, las personas que trabajan a domicilio o en ta-
lleres familiares, los trabajadores del sector informal, los traba-
jadores de instituciones de beneficencia, la gente de mar y los
trabajadores ocupados en las zonas francas de exportación. Sin
embargo, el Convenio N° 87 no excluye a ninguna de estas cate-
gorías de trabajadores; por consiguiente, todas ellas han de be-
neficiarse de las garantías del convenio y tener el derecho de
constituir organizaciones profesionales y de afiliarse a las mis-
mas (OIT, 1994: 29).

Para conquistar y ejercer su derecho a que se tenga en cuenta lo
que opinan del trabajo, los trabajadores y empleadores necesi-
tan una seguridad en materia de representación en el trabajo, la
cual se basa en el derecho que tienen unos y otros de constituir
organizaciones, y a afiliarse a ellas libremente, sin temor a re-
presalias o intimidaciones, y se refiere a los medios instituciona-
les de representación que permite el ejercicio de tales principios
y derechos (OIT, 2000a:13).

Las garantías del Convenio N° 87 deberían aplicarse, sin ningu-
na distinción a todos los trabajadores y empleadores, ya que las
únicas excepciones previstas por el convenio son las fuerzas
armadas y la policía. Las disposiciones que prohíben el derecho
de sindicación a determinadas categorías de trabajadores tales
como los funcionarios o empleados públicos, el personal direc-
tivo, los empleados domésticos o los trabajadores agrícolas, son
incompatibles con las disposiciones del convenio (OIT, 1994:
50; OIT, 1996).

Teniendo en cuenta que los trabajadores domésticos se encuen-
tran integrados en su gran mayoría por mujeres, es interesante
y necesario considerar la perspectiva desde una óptica que exa-
mine las peculiaridades de las mismas.

La evolución del mercado de trabajo y el ejercicio de la libertad
sindical y de asociación, y del derecho de negociación colectiva,
repercuten evidentemente en los derechos de la mujer al res-
pecto. La mayoría de los trabajadores subcontratados, tempore-
ros u ocasionales, de dedicación parcial y del sector no estructu-
rado, son mujeres. Incluso en el sector industrial estructurado
que produce para la exportación, las mujeres suelen dedicarse a
las tareas más modestas con una garantía mínima del empleo.
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Hay más mujeres que hombres en puestos de trabajo no
sindicalizados y no protegidos, que carecen de la seguridad del
empleo, y esto perpetúa la pobreza de las familias (OIT, 2000a:
párrafo 23).

Las mujeres constituyen una proporción grande y creciente de
la población activa, pero las trabajadoras siguen estando insufi-
cientemente sindicalizadas y representadas en los sindicatos. A
juicio de ciertos expertos, esto se debe a la exclusión de secto-
res dominados por ellas, como el servicio doméstico, de la pro-
tección legal de la libertad sindical. Con miras a establecer la
igualdad entre los sexos y dar un mayor vigor a los sindicatos,
es indispensable que las mujeres puedan ejercer su derecho a
afiliarse a un sindicato y que sus intereses estén representados
en un plano de igualdad con los de los hombres. No solamente
deberían estar presentes en la mesa de negociaciones, sino que
será también menester precisar más claramente sus intereses
durante la negociación colectiva, para tener la seguridad de que
en todo convenio colectivo se toman en consideración las priori-
dades y aspiraciones de unas y otros (Goodson et al., 1998; OIT,
2000b: 18,19).

La organización de grupos exclusivos de mujeres suele ser una
estrategia necesaria para luchar contra las formas específicas de
exclusión y discriminación social y económica que sufren las
mujeres con bajos ingresos en razón de su género. Los colecti-
vos de mujeres pueden contribuir a la formación de una nueva
identidad colectiva e independiente de trabajadoras diferente
de la que se les atribuye por el mero hecho de su nacimiento
matrimonio o maternidad. Ayudan a salvar el abismo que separa
a las mujeres pobres de las redes sociales que trascienden las
meras relaciones de afinidad social y abren nuevas oportunida-
des y alternativas (OIT, 2001a).

La visibilidad y legitimidad obtenidas gracias al hecho de organi-
zarse en torno a objetivos económicos y sociales puede, asimis-
mo, traducirse en mayor representación política de las mujeres.
La participación de las mujeres en una organización de repre-
sentación de los trabajadores aumenta las probabilidades de que
puedan ejercer control sobre sus ingresos, con la adquisición de
poder que ello conlleva (Dasgupta, 2002).

La CEACR realizó una observación en el caso de Paraguay con
relación la aplicación del Convenio N° 87 en la legislación laboral
cuyos comentarios se refieren a:
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• La exigencia de un número mínimo demasiado elevado de
trabajadores (300) para constituir un sindicato de industria
(artículo 292 del Código del Trabajo).

• La exigencia de requisitos excesivos para poder integrar la
junta directiva de un sindicato (artículos 298, inciso a y 293
inciso d del Código del Trabajo).

• El sometimiento de los conflictos colectivos al arbitraje obli-
gatorio (artículos 284 a 320 del Código Procesal Laboral).

• La imposibilidad de que el trabajador, incluso si tiene más
de un contrato de trabajo a tiempo parcial, se asocie a más
de un sindicato, ya sea de su empresa, o industria, profe-
sión u oficio, o institución (artículo 293, inciso c del Código
del Trabajo).

• El requisito, para declarar la huelga, de que ésta tenga por
objeto solamente la defensa directa y exclusiva de los intere-
ses profesionales de los trabajadores (artículos 358 y 376,
inciso a) del Código del Trabajo) y la obligación de asegurar
un suministro mínimo, en caso de huelga en los servicios
públicos imprescindibles para la comunidad, sin consultar a
las organizaciones de trabajadores y de empleadores intere-
sadas (artículo 362 del Código del Trabajo) (CEARC, 2002).

Si bien es cierto, no todos estos artículos tienen que ver con el
personal que trabaja en servicio doméstico, los beneficios fina-
les de una adecuada protección legal en cuanto a derecho de
sindicación, hace sin duda a la defensa de los derechos labora-
les y humanos fundamentales.

En lo que se refiere a procedimiento de quejas en materia de
libertad sindical o de asociación, no existe un caso presentado
al CLS de la OIT, relacionado con violaciones de los derechos
sindicales de los trabajadores domésticos.
En Paraguay el Código Laboral, garantiza el derecho de sindica-
ción. Por su parte, el Código de la Niñez y la Adolescencia, en
concordancia con la Convención de los Derechos del Niño, se
refiere a este tema, garantizando al adolescente que trabaja la
libertad de organización y participación en sindicatos (Cáceres,
2003: 64).

Sin embargo, una característica del sector es su escasa organi-
zación. Un ínfimo porcentaje está asociado al Sindicato de Tra-
bajadores Domésticos del Paraguay (SINTRADOP), el único sin-
dicato que agrupa a trabajadores domésticos en Paraguay (Soto,
2004: 263, 264).
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Por otro lado, es importante resaltar algunos comentarios reali-
zados por los expertos en virtud de Convenio N° 98 (negocia-
ción colectiva).

El derecho de organización es esencial para la representación
colectiva de los intereses, y el ejercicio del derecho de negocia-
ción colectiva es la clave para que esa representación se haga en
la realidad. En general, los resultados de la negociación colecti-
va engendran el valor añadido de la organización (OIT, 2000a:
párrafo 91).

En Argentina, Brasil, Chile, Paraguay, Uruguay y Venezuela, en
los cuales se ha realizado un estudio de la OIT, se ha puesto de
manifiesto que todos los convenios colectivos examinados in-
cluían, por término medio, unas cuatro cláusulas sobre dere-
chos de las mujeres trabajadoras, la mayoría de ellas en relación
con la protección del derecho de maternidad. El contenido de
muchas de esas cláusulas supera las exigencias de las leyes na-
cionales en este ámbito. Un pequeño número de cláusulas prevé
asimismo, aunque en términos muy generales, iguales oportu-
nidades para las mujeres trabajadoras (OIT, 2002a: 70-78).

Los problemas constatados más frecuentemente en los comen-
tarios de la comisión de expertos se refieren sobre todo al alcan-
ce del derecho de negociación colectiva, y en particular a su
negación a los funcionarios que no trabajan en la administra-
ción del Estado, y a la exigencia de que las organizaciones sindi-
cales representen a una proporción demasiado elevada de tra-
bajadores para ser reconocidas o poder negociar colectiva-
mente. Inmediatamente después aparece, en un número signifi-
cativo de países, el sometimiento de la negociación colectiva a la
política económica del gobierno. Por último, en proporción mu-
cho menor, ciertos países excluyen al arbitraje obligatorio en
ciertos casos, limitan la facultad de las partes para determinar el
nivel de la negociación o prohíben la negociación colectiva a
categorías concretas de trabajadores del sector privado o a las
federaciones y confederaciones (Gernigon et al., 2000: 83).

En algunos países, por ejemplo Jordania, se excluye del campo
de aplicación de la negociación colectiva al personal doméstico,
los jardineros, los cocineros y afines (Gernigon et al., 2000:75).

En el caso de Paraguay la CEACR realizó una observación para
garantizar la plena aplicación de los artículos 1 y 2 del Convenio
N° 98, en la legislación laboral cuyos comentarios se refieren a:
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• La inexistencia de disposiciones legales sobre protección de
los trabajadores que no sean dirigentes sindicales contra to-
dos los actos de discriminación antisindical.

• La falta de sanciones por incumplimiento de las disposicio-
nes relativas a la estabilidad sindical y a la injerencia entre
organizaciones de trabajadores y empleadores (CEACR, 2002).

Las garantías de este convenio se aplican a todas las categorías
y ramas de trabajadores.

2. La eliminación del trabajo forzoso

Según el Convenio N° 29 la expresión “trabajo forzoso u obliga-
torio” designa todo trabajo o servicio exigido a un individuo bajo
amenaza de una pena cualquiera y para el cual dicho individuo
no se ofrece voluntariamente.2 El artículo 1° del Convenio N° 105
amplía este concepto incluso a su utilización como medida de
disciplina en el trabajo. La OIT lo define de manera extensiva
(OIT, 2002b: 25) como: “Todo trabajo o servicio que imponen
coercitivamente el Estado o unos individuos que tienen la posi-
bilidad y la facultad de amenazar a los trabajadores con sancio-
nes como la violencia física o la explotación sexual, la privación
de comida, de tierra o de salario, restringiendo sus movimientos
o encerrándolos” (Cáceres, 2003).

En el trabajo doméstico tiende a asumir diferentes formas:

1) Puede ser que las personas hayan sido‘“entregadas” a otra
familia a fin de reducir gastos del hogar; esto conlleva al tra-
bajo prestado en hogares de terceros sin remuneración algu-
na o aquél se realiza solo por alojamiento y comida.

2) Puede que sea la consecuencia de una situación en la que la
familia se haya endeudado, por ejemplo, cuando ha pedido
dinero que no puede devolver o cuando ha adquirido bienes,
y como consecuencia hacen trabajar a sus hijos o los “entre-
gan” como parte de pago (servidumbre por deudas).

3) También puede suceder que los mismos hayan sido víctimas
de trata de personas.

2 Véase el artículo 2, numeral 1 del Convenio N° 29 (1930) sobre Trabajo
Forzoso.
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4) O que simplemente se encuentran en una situación de pobre-
za que entendida en su sentido más amplio, crea un contexto
en el cual las familias buscan vías para sobrevivir. Esta situa-
ción sumada a su estado de necesidad o hasta de ignorancia,
expone a las personas y las hacen vulnerables a la explotación.

Si bien no todas, en algunas familias pobres se considera que
enviar a los niños a trabajar constituye una forma de ganar un
ingreso, o por lo menos, de reducir gastos. Reducir los costos
de la familia, más que aumentar los ingresos, es una razón por
la que en algunos países se empuja a los niños al servicio do-
méstico sin que haya un intercambio de dinero; sencillamente,
se‘“entrega” al niño.3 Otros factores influyen en que los niños, y
en especial las niñas, estén expuestos a la explotación (Kane,
2004: 22).

En Paraguay una práctica muy común es la del “criadazgo” (o
“padrinazgo” en los países andinos), mediante el cual un niño,
niña o adolescente es llevado del campo –generalmente de un
medio de pocos recursos– a una zona urbana por un pariente o
persona cercana a su familia biológica, con la promesa de una
vida mejor. Desafortunadamente, esta práctica muchas veces
enmascara su explotación laboral, sea en la casa del pariente o
conocido donde labora sin paga, o peor aún, su colocación en
otra casa, recibiendo el pago por sus servicios quien ha hecho
las veces de “agente” de empleo.

Estos trabajadores domésticos son muchas veces sometidos a
tratos inhumanos y vejatorios –si no son configuratorios, por lo
menos muy cercano al trabajo forzoso– con poca o ninguna paga,
soportando condiciones infrahumanas de alimentación, vestido
y vivienda, un trato violento físico y verbal y en ocasiones de
agresión sexual, en aislamiento de sus familiares y de otras per-
sonas que puedan reportar la situación irregular en la que viven
(Cáceres, 2003: 16).

También es importante señalar que, dada su naturaleza “ocul-
ta”, y la relación servil inherente a ella, el trabajo doméstico tie-
ne el potencial de equivaler a la explotación o llegar a serlo,
tanto para niños como para adultos (Kane, 2004: 27).4

El reciente aumento del tráfico de mano de obra que afecta prin-
cipalmente a las mujeres y los niños guarda en parte relación

3 Véase, por ejemplo, Restavek: Child domestic labour in Haití, pág. 2.
4 Véase la nota al pie de página.
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con la discriminación fundada en el sexo en el mercado de tra-
bajo, lo cual provoca que las mujeres tengan acceso desigual al
empleo bien remunerado y da lugar a creencias tradicionales
que desvalorizan a las niñas (OIT, 2001b: párrafo 168).

La trata de seres humanos, constituye una preocupación cada
vez mayor de la OIT. Desemboca en las peores formas de traba-
jo infantil y las peores expresiones de explotación de trabajado-
res migrantes, y constituye otra manifestación de la grave discri-
minación que las mujeres sufren todavía en muchos países. La
“Conferencia Mundial contra el Racismo, la Discriminación Ra-
cial, la Xenofobia y las formas conexas de Intolerancia”, celebra-
da en Durban puso de manifiesto que las personas vulnerables a
la discriminación racial y de género suelen ser víctimas de trata
(OIT, 2003: párrafo 267).

En muchos casos, además, es posible que los adultos que traba-
jan en el servicio doméstico provengan de la trata, hayan sido
forzados a incorporarse o ejerzan la servidumbre por deudas.
Todos estos factores aumentan su vulnerabilidad a la explota-
ción y a los malos tratos. Un estudio realizado en Honduras (OIT-
IPEC, 2003: 74) reveló que una de cada cuatro mujeres que tra-
baja en el servicio doméstico ha sufrido quemaduras graves,
una de cada cinco, cortes, y una de cada diez había sido golpea-
da y había sufrido contusiones importantes. Los hombres de
este sector también habían tenido su cuota: Uno de cada cuatro
había sufrido cortes graves (Kane, 2004: 46).

Tras la discusión del Informe Global de 2001 “Alto al trabajo
forzoso”, la OIT estableció un programa de acción especial para
combatir el trabajo forzoso dentro del Programa InFocus para la
Promoción de la Declaración. Este programa sitúa la trata de
personas en el contexto económico más amplio de las presiones
que se producen en los ámbitos del empleo y la migración, sin
por ello olvidar la necesidad de las mujeres y los niños como
víctimas principales de la trata (OIT, 2003: párrafo 270).

Asimismo, dicho informe señala que el trabajo forzoso es uni-
versalmente condenado. Sin embargo, la eliminación de sus
múltiples formas (desde las ancestrales hasta las más recientes,
y desde la esclavitud y el trabajo en servidumbre a la trata de
seres humanos) sigue siendo uno de los problemas más com-
plejos que enfrentan las comunidades locales, los gobiernos
nacionales, las organizaciones de empleadores y trabajadores y
la comunidad internacional.
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La CEACR, se ha referido en el caso de Paraguay, a una comuni-
cación enviada por la Confederación Mundial del Trabajo (CMT)
en octubre de 1997, bajo el Convenio N° 29, indicando que las
condiciones de trabajo de indígenas en las haciendas sugieren
una práctica extendida de trabajo forzoso con el objeto de pa-
gar deudas contraídas en las tiendas de la hacienda, para la com-
pra de productos de primera necesidad, a precios sobrevaluados,
que los salarios no son pagados o sólo al final del contrato con
lo cual los trabajadores tienen que endeudarse para sobrevivir y
que se les inflige malos tratos (CEACR, 2002).

Para ello se ha tenido en cuenta una publicación realizada por
Anti-Slavery International: “Enslaved peoples in the 1990s”,5 se-
gún la cual existirían trabajadores indígenas que son empleados
en todo tipo de trabajo en las haciendas, refiriéndose también a
las trabajadoras domésticas, y resaltando que las mismas son
contratadas por empleadores no indígenas, trabajan entre 6 y
11 horas por día y reciben salarios mal pagados, de aproxima-
damente el 15% del salario mínimo, o sólo reciben comida y
provisiones.

Según algunos antropólogos, la situación de contrato de las tra-
bajadoras en el servicio doméstico en los establecimientos de
campo, es parte de una cultura propia de los países latinoameri-
canos. Por la cual, al ser contratados los varones para tareas
propias de las haciendas, las esposas o concubinas de los mis-
mos pasan a trabajar al servicio de la casa principal. Lo usual es
que exista por lo menos una mujer trabajado en estas condicio-
nes en cada hacienda, y probablemente, lo haga sin remunera-
ción alguna. A veces suele formarse entre los trabajadores y el
empleador una relación de compadrazgo.

3. La abolición del trabajo infantil

El Convenio N° 138 fija la edad mínima de admisión al empleo en
15 años como regla general, y en los países cuya economía y
medios estén insuficientemente desarrollados pueden estable-
cerla inicialmente en 14 años. Asimismo, señala la edad de 18
años para todo tipo de empleo o trabajo que, por su naturaleza

5 Págs. 153 a 181.
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o las condiciones en que se realice, pueda resultar peligroso para la
salud, la seguridad o la moralidad de los menores de edad.

Este convenio no prevé ninguna disposición específica que in-
cluya o excluya el trabajo infantil doméstico. No obstante, per-
mite excluir del ámbito normativo relativo a la edad mínima a
categorías limitadas de trabajo; así pues, cuando se establecen
normas nacionales, suele excluirse el trabajo doméstico. Este
hecho refleja la dificultad de hacer cumplir la ley dentro de los
límites de viviendas particulares sumado al hecho de que los
niños que trabajan en el servicio doméstico de hecho casi siem-
pre se encuentran en situación de trabajo infantil doméstico
(Kane, 2004: 10).

Algunos países incluyen el trabajo infantil doméstico en su le-
gislación nacional relativa a la edad mínima. Brasil, por ejemplo,
establece una edad mínima de 16 años para trabajar en el servi-
cio doméstico; Sudáfrica la de 15 años como edad mínima general,
incluso para trabajar en el servicio doméstico.

En muchos países es considerado un trabajo infantil peligroso
por lo que la edad mínima de admisión al empleo es de 18 años.
En el caso del Perú se ha elevado a 16 años la edad mínima de
admisión al empleo para el trabajo infantil doméstico.

Paraguay ha fijado una edad mínima general de 14 años para el
ingreso al empleo, y actualmente se encuentra elaborando el
listado de los considerados “trabajos peligrosos” para la legisla-
ción. El Trabajo Infantil Doméstico (TID) no está exceptuado de
esta edad. Por otro lado, se puede afirmar que en las consultas
realizadas sobre el tema, siempre ha aparecido la situación de
“criadazgo” como una de las categorías de trabajo infantil que
se debe considerar peligroso al momento de realizar la lista ofi-
cial para Paraguay.

Como es un convenio que ha sido ratificado recientemente por
el país, la CEACR no ha hecho observaciones aun con relación al
cumplimiento efectivo del mismo en la práctica.

Cuando el Convenio sobre la Edad Mínima (N° 138) y la Reco-
mendación N° 146 fueron objeto de un estudio en 1981, la CEACR
dejó en claro que el Convenio N° 138 prevé diversos tipos de
exclusiones o de excepciones, que influyen en el alcance de apli-
cación del instrumento en los países que lo ratifican.
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Tal es el caso del trabajo en empresas familiares, el trabajo a
domicilio, los menores trabajadores independientes y el servicio
doméstico.

Esta última es una exclusión muy frecuente de las disposiciones
de edad mínima. Casi siempre queda excluido explícitamente
por la ley (por ejemplo en Argentina, Austria y Bélgica), pero
cuando la legislación sobre edad mínima ha sido adoptada por
sectores y no existe una regla de aplicación general sobre este
respecto, la comisión de expertos simplemente ha tomado nota
de que no existen disposiciones al respecto (por ejemplo India y
Pakistán). Solo en un caso (Dinamarca) puede no excluirse el
trabajo doméstico peligroso o nocivo, como prevé el convenio
(OIT, 1981: 28,29).

Además de las exclusiones antes mencionadas, se pueden ver
en la legislación de diversos países otros tipos de excepciones,
incluidas aquellas personas protegidas por ciertas reglas de de-
recho consuetudinario y aquellas que desempeñan sus activida-
des en el marco tradicional de la familia (por ejemplo Camerún),
personas que trabajan directamente para el público o realizan
ciertos trabajos eventuales a domicilio sin contrato de trabajo
(por ejemplo Chile), servicios prestados por un hijo a sus pa-
dres, salvo en horario escolar (por ejemplo Guyana), trabajo fa-
miliar no remunerado (por ejemplo España y Luxemburgo), y
otros. Todas estas excepciones parecen proceder de una necesi-
dad prevista en el Convenio N° 138 de excluir a “categorías limi-
tadas de empleos o trabajos respecto de los cuales se presenten
problemas especiales e importantes de aplicación”, por lo que,
si se cumplen con los demás requisitos, podrían quedar exclui-
dos de la aplicación del convenio.

No obstante alguna de las exclusiones no parecen compatibles
con el convenio (OIT, 1981: 30).

Por su parte, el Convenio N° 182 de la OIT define las peores
formas de trabajo infantil. En su artículo 3 el mismo incluye al-
gunas de las situaciones laborales más extremas en las que es-
tán implicados niños mayores y niños menores de la edad míni-
ma de admisión al empleo, y en el trabajo doméstico los niños
están expuestos a muchos de estos tipos de peligros.

Las peores formas de trabajo infantil doméstico abarcan la si-
tuación de todo niño que ha llegado al servicio doméstico por
vía de la trata, vive en una situación de esclavitud o de cuasi
esclavitud, padece el abuso o la explotación sexuales, o realiza



Trabajo doméstico remunerado en Paraguay28

6 Véase el artículo 3 literal e, de la Recomendación N° 190.

un trabajo que en la legislación nacional se define como peligro-
so (Kane, 2004: 16).

Este convenio no tipifica el trabajo infantil doméstico como una
de las peores formas del trabajo infantil, pese a que durante su
preparación, se habló a menudo de la preocupación sobre el
trabajo doméstico realizado por los niños. En efecto, había un
claro entendimiento por la Conferencia de que la expresión “prác-
ticas análogas a la esclavitud” abarcaba las formas de trabajo
infantil. Adicionalmente, la Recomendación N° 190 hace referen-
cia a la problemática del trabajo oculto y a la especial preocupa-
ción que debe darse a la situación de la niña por el alto riesgo al
que está expuesta. Sin embargo, las condiciones en que se de-
sarrolla en la mayoría de los casos, pueden devenir en situacio-
nes altamente riesgosas para la salud, la seguridad o la morali-
dad, por lo que potencialmente puede convertirse en una de las
peores formas de trabajo infantil (Cáceres, 2003: 20).

Asimismo, el texto de la Recomendación N°190 sobre la prohibi-
ción de las peores formas de trabajo infantil y la acción inmedia-
ta para su eliminación, en su artículo 3 establece que al determi-
nar y localizar dónde se practican los tipos de trabajo peligrosos
en cada país, debería tomarse en consideración los trabajos que
implican condiciones especialmente difíciles, como horarios pro-
longados o nocturnos o los trabajos que retienen injustificada-
mente al niño en los locales del empleador.6 Lo cual sería, por
ejemplo, el hecho de pernoctar en la casa del empleador como
es el caso del TID en Paraguay.

Niños, hombres y mujeres que trabajan en el servicio doméstico
están expuestos a la explotación porque su lugar de trabajo es
una vivienda privada, porque están sujetos a la voluntad del
empleador y porque invariablemente la actividad carece de re-
gulación y control (Kane, 2004: 46).

En diversos lugares del mundo, a los niños se los maneja verda-
deramente como esclavos y se los trata como si fueran propie-
dad del empleador. Se comercia con ellos y se los traslada a casa
de terceros, donde deberán ocuparse de encender el fuego an-
tes de que la familia se levante, acarrear objetos pesados y rea-
lizar tareas peligrosas, utilizar sustancias nocivas como produc-
tos de limpieza, cocinar para toda la familia y lavar toda la ropa,
levantarse en medio de la noche para atender las necesidades
de su amo; en resumidas cuentas, un arduo trabajo que dura
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siete días a la semana todas las semanas del año. Están expues-
tos al maltrato físico y al abuso sexual. Es posible que se los
retenga dentro de la casa todo el tiempo, que tengan que
dormir en el piso de la cocina, tolerar golpizas si están can-
sados y se conducen con lentitud, que se les niegue el con-
tacto con la familia, los amigos, el acceso a servicios de
salud y una alimentación adecuada, y que incluso se les
prive de un nombre y se los llame en términos locales equi-
valentes al de “sirviente”. Esta es la realidad de la vida de
muchos niños inmersos en el trabajo infantil doméstico que
son víctimas de la explotación más extrema; su situación
es similar a la esclavitud o los expone a graves peligros y
representa una de las peores formas de trabajo infantil
(Kane, 2004: 12).

El convenio se refiere a la categoría de niños que sufren prácti-
cas análogas a la esclavitud, abarca asimismo el tráfico de ni-
ños, la servidumbre por deudas y los niños sometidos a trabajo
forzoso u obligatorio.

Se dice que un niño se encuentra en una situación de “servidumbre
por deudas” cuando se lo atrae al servicio doméstico a cambio de
dinero que se concederá a un tercero para pagar una deuda pen-
diente. El niño inmerso en dicha situación por definición se encuen-
tra en condiciones de explotación (Kane, 2004: 42).

En el documento “Un futuro sin trabajo infantil, informe global
con arreglo al seguimiento de la declaración de la OIT relativa a
los principios y derechos fundamentales en el trabajo sobre tra-
bajo infantil” (OIT, 2002c), se señala que los pequeños que tra-
bajan en el servicio doméstico pueden estar expuestos a sustan-
cias peligrosas como líquidos de limpieza, que tal vez no sepan
utilizar. Se señala que, tratándose de trabajadores adultos, se
conocen relativamente bien los perjuicios psicológicos ocasio-
nales por la exposición a diferentes sustancias y procesos labo-
rales, pero que es preciso saber más acerca de las consecuen-
cias a corto y largo plazo para las niñas y los varones de diferen-
te edad y estado de salud. Es posible que los niños tengan que
realizar tareas utilizando instrumentos o aparatos que excedan
su capacidad física o que desconozcan cómo manejar, por ejem-
plo, utensilios de cocina o de jardín, o aparatos de limpieza.

Es posible que trabajen en cocinas mal ventiladas o en las que la
temperatura se eleva a niveles insalubres, o por el contrario, que
en invierno trabajen en habitaciones sin calefacción. Todo esto
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es perjudicial para el bienestar del niño y constituye un peligro;
según la definición de la Organización Mundial de la Salud, pue-
de considerarse como forma de violencia.

Es probable que los efectos en el niño, ya sean directos, como
del maltrato físico, o indirectos, como las de la privación de ac-
ceso a la educación, persistan durante mucho tiempo (Kane,
2004: 64).

Por ser este un convenio de reciente ratificación por el país, no
se pueden citar aún observaciones de la comisión de expertos
para la aplicación práctica del mismo.

4. La discriminación en el empleo y la ocupación

El Convenio N° 111 sobre la discriminación (en materia de em-
pleo y ocupación) aclara en su artículo 1° que el término “discri-
minación” comprende:

• Cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en moti-
vos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascenden-
cia nacional u origen social que tenga por efecto anular o
alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo
y la ocupación.

• Cualquier otra que podrá ser especificada por el miembro
interesado previa consulta con las organizaciones represen-
tativas de empleadores y trabajadores, cuando dichas orga-
nizaciones existan, y con otros organismos apropiados.

La discriminación está íntimamente relacionada con el acceso
sin distinciones a una educación de calidad, previa a la incor-
poración al mercado de trabajo, lo cual se hace más evidente
respecto de las jóvenes y para las categorías más vulnerables
de población.

El convenio señala, igualmente, que con una división más iguali-
taria del trabajo y de las tareas familiares en el hogar, sería
posible que un número mayor de mujeres tuviera mejores opor-
tunidades de trabajo. Esto es así por cuanto las familias de esca-
sos recursos tienden a priorizar el acceso a una instrucción for-
mal para los varones de la familia, quedando las niñas dedica-
das a las tareas domésticas, sin preparación para afrontar nin-
guna otra actividad futura que el ser madres de familia o traba-
jadoras del hogar (Cáceres, 2003: 17,18).
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Los aspectos de la igualdad, y en el plano general, la igualdad de
oportunidades y de trato entre hombres y mujeres en el empleo
y el trabajo, son uno de los temas principales del Convenio y de
la Recomendación sobre la Discriminación (empleo y ocupación),
1958 (N° 111) (OIT, 1986: 80).

En cuanto a los trabajadores domésticos se refiere, es importan-
te destacar que la mayoría de los empleados en este sector son
mujeres, lo cual hace que este grupo de personas en particular
pueda ser objeto de discriminaciones que van desde el acceso y
permanencia en el empleo, hasta la remuneración que perciben
por sus labores. En el caso de Paraguay, gran parte de las traba-
jadoras domésticas provienen de los sectores rurales o de los
sectores pobres de las zonas urbanas.

Las ocupaciones en que predomina uno de los sexos pueden
definirse como aquellas en las que los trabajadores de un sexo
constituyen más del 80% de la fuerza de trabajo. Si bien aproxi-
madamente la mitad de los trabajadores está en ocupaciones
donde predomina uno de los sexos, las mujeres están emplea-
das en una gama más reducida de ocupaciones que los hom-
bres: En el sector no agrícola, hay siete veces más ocupacio-
nes de predominio masculino que de predominio femenino
(Ander, 1998).

La situación laboral de los hombres y las mujeres presenta ca-
racterísticas diferentes. Los hombres tienen más posibilidades
de ocupar cargos clave, puestos fijos o mejor remunerados, mien-
tras que las mujeres suelen ocupar puestos periféricos, insegu-
ros y menos prestigiosos. Las mujeres quedan excluidas o “se-
gregadas” de ciertas clases de trabajos a causa de unas prácti-
cas de contratación favorables a los hombres o de obstáculos
para obtener ascensos o progresar profesionalmente. Las muje-
res representan un porcentaje elevado de trabajadores a tiempo
parcial (OIT, 2003: párrafo 134).

Una vez que la persona ha superado la dificultad de ingre-
sar en el mercado de trabajo, él o ella pueden continuar
siendo víctimas de discriminación. Por ejemplo, las muje-
res quizás descarten alguna opción profesional por temor
a ser objeto de discriminación. Una manera de analizar este
tipo de discriminación consiste en aplicar patrones de segrega-
ción en la ocupación, los cuales indican que los hombres y las
mujeres suelen trabajar en sectores diferentes de la economía y
ocupar cargos diferentes dentro del mismo grupo profesional.
Los camioneros, por ejemplo, son generalmente hombres,
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mientras que las mujeres prevalecen en la confección y los
trabajos domésticos (segregación horizontal). Dentro de una
misma ocupación, las mujeres conforman la mayor parte
de la plantilla de obreros de la producción y los varones
tienden a predominar en la supervisión de la producción
(segregación vertical) (OIT, 2003: párrafo 137).

En los últimos años la participación de las mujeres en el merca-
do de trabajo ha aumentado notablemente, al mismo tiempo el
porcentaje de familias más pequeñas y monoparentales ha au-
mentado en casi todos los países. En su mayoría el progenitor a
cargo es una mujer, por lo que el índice del empleo de las muje-
res ha aumentado radicalmente. El porcentaje de hogares dirigi-
dos por mujeres también ha aumentado en muchos países en
desarrollo. A pesar de la redistribución de la responsabilidad
financiera dentro de la familia, la carga de las tareas domésti-
cas y el cuidado de las personas continúa reposando en gran
medida sobre los hombros femeninos (Sirianni y Negrey, 2000:
59-76), lo cual pone de manifiesto la resistencia de unas supo-
siciones profundamente ancladas sobre el trabajo, la familia,
la sociedad y los roles de los géneros en estas esferas (Barnett,
1999: 143-158).

La discriminación en el empleo y la ocupación suele exacerbar o
perpetuar la pobreza, la cual agudiza a su vez la discriminación
laboral en un círculo vicioso. La falta de trabajo, o el trabajo
improductivo, inseguro y carente de protección, son causas prin-
cipales de las carencias materiales y de la vulnerabilidad que
experimentan las personas pobres. La discriminación en el mer-
cado de trabajo, ya sea mediante la exclusión de integrantes de
determinados colectivos o la disminución de sus oportunidades
de desarrollar aptitudes adecuadas al mercado, merma la cali-
dad de los puestos de trabajo a los que pueden aspirar. Esto, a
su vez, aumenta el riesgo de que caigan en la pobreza, lo que
reduce aún más su capacidad de conseguir un trabajo que les
rescate de esa situación (OIT, 2003: párrafo 84).

La feminización de la pobreza y los factores de expulsión y
atracción relacionados con el género provocan que en muchas
partes del mundo las mujeres asuman trabajos que su familia,
su comunidad y hasta las propias mujeres consideran “trabajos
de mujeres” o trabajos “seguros” en la vivienda de otras personas.
En algunas sociedades, además, se cree que el servicio
doméstico es la alternativa adecuada para las mujeres de
las sociedad, en particular, debido a que se lo ve como un
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trabajo humilde y adecuado para las mujeres, a quienes no
se considera preparadas para manejar asuntos económicos
y políticos importantes. Se considera que la función
reproductiva de la mujer también se “adecua” al trabajo que
implica atender y servir a los demás (Kane, 2004: 46).

Se suele asociar el trabajo infantil con la pobreza de los padres
que son víctimas de discriminación en el mercado de trabajo a
causa de su origen social o étnico. Las familias pobres
monoparentales, generalmente encabezadas por mujeres, y las
familias migrantes se ven a menudo obligadas a hacer trabajar a
sus hijos (OIT, 1997: 10-11).

Las discriminaciones legislativas o reglamentarias que puedan
ocasionar discriminaciones en materia de empleo y ocupación
fundadas en el origen social son poco frecuentes, pueden con-
sistir en referencias acordadas a ciertas personas, por su origen
social o los méritos de sus padres, para ingresar a un empleo o
formación, o para excluirlos, por los mismos motivos, de ciertos
empleos o tipos de formación (OIT, 1988).

Algunas situaciones en las cuales se daría discriminación para
los trabajadores domésticos sería, por ejemplo quedar expresa-
mente excluidos de la cobertura de seguridad social, como ocu-
rre con los criados, o cualquier otra forma de colocación laboral
intrafamiliar en el servicio doméstico.

También es importante referirse a la discriminación por edad.
Sobre el particular los expertos opinan que, en general, existen
varios fenómenos de importancia desigual que afectan a los tra-
bajadores de edad avanzada: Tasas de desempleo más eleva-
das con respecto a los trabajadores más jóvenes y, especialmen-
te, desempleo de larga duración; fijación arbitraria de los límites
de edad (OIT, 1988).

Otro motivo de discriminación particular para el acceso de las
trabajadoras domésticas sería, por ejemplo, el requisito previo
de constatación de su estado de salud.

El estudio general de la CEACR en materia de Igualdad en el
empleo y la ocupación, menciona que el estado de salud física y
psíquica, a menudo se considera a priori como un elemento
esencial de la relación de trabajo. Ahora bien, varios gobiernos
han vuelto a examinar el carácter automático de esta relación,
analizando las relaciones entre el estado de salud de una per-
sona en un momento dado y las exigencias profesionales nor-
malmente necesarias para desempeñar determinado trabajo.
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En función de dicho análisis, la evaluación de la aptitud para
ocupar un empleo debe basarse en el estado de salud o en un
diagnóstico establecido en el momento, y no sobre la base de
problemas de salud anteriores o que puedan presentarse en el
futuro. En cuanto al expediente médico, ciertas disposiciones
que establecían en forma obligatoria que las personas que hu-
biesen padecido ciertas enfermedades (mentales, cáncer, tuber-
culosis, etc.), debían dar garantías en cuanto al estado de salud,
han sido modificadas o suprimidas por medidas específicas o
generales. No se exige ninguna obligación de brindar una ga-
rantía en cuanto al futuro estado de salud a las personas que no
han padecido estas enfermedades.

Un problema análogo se plantea en relación con los portadores
del virus del VIH: Se han adoptado disposiciones para prohibir
las pruebas y análisis de detección del VIH como condición pre-
via a la contratación, o para conservar el carácter confidencial de
resultados de los exámenes que se practiquen en protección de
la salud pública. Resulta por sí mismo evidente que el estado de
salud de una persona se debe tomar en consideración al evaluar
sus aptitudes para desempeñar un determinado empleo, pero
no debería corresponderle la carga de la prueba en lo relativo a
las consecuencias que tienen las afecciones sufridas en el pasa-
do o aún presentes en su aptitud actual. El estado de salud física
o mental, las incapacidades en el sentido amplio del término, las
deficiencias, los antecedentes médicos de una persona figuran
como criterios de discriminación prohibidos en las legislaciones
o en los acuerdos colectivos de varios países (OIT, 1988).

En el caso de Paraguay existen dificultades con respecto a la
realización de test de detección del virus del VIH antes de ingre-
sar a un trabajo y sobre la confidencialidad de los resultados, ya
que no existe una norma que prohíba expresamente este tipo
de análisis. Se han producido casos en los cuales se realizan
estos test como requisito previo a la contratación.

Sobre la aplicación en la práctica del Convenio N° 111, la CEACR,
ha enviado una observación general en 2002, expresando su
opinión sobre el acoso sexual como una forma de discrimina-
ción y que, por lo tanto, debe ser examinada entre los requeri-
mientos del convenio (CEACR, 2002).

En ese sentido, ya en 1995, la Conferencia Internacional del Tra-
bajo reconoció que el acoso sexual en el lugar de trabajo es
perjudicial para el bienestar y la productividad de los trabajado-
res, así como para sus perspectivas de empleo y de promoción.
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La Conferencia pidió la inclusión en las políticas nacionales en
pro de la igualdad de género de medidas para luchar contra tal
acoso e impedirlo. Para que sean eficaces, las políticas y proce-
dimientos contra el acoso sexual deben incluir: Una declaración
política; un procedimiento de queja adaptado al acoso sexual
que permita la confidencialidad; medidas disciplinarias progre-
sivas; y una estrategia de formación y comunicación. La protec-
ción contra represalias debe ser un elemento fundamental de
cualquier procedimiento de queja (Haspels, 2001; Renhart, 1999).

El Convenio N° 100 sobre igualdad de remuneración establece
en su artículo 1° que el término “remuneración”: Comprende el
salario o sueldo ordinario, básico o mínimo, y cualquier otro
emolumento en dinero o en especies pagadas por el empleador,
directa o indirectamente al trabajador, en concepto del empleo
de este último.

Los países que lo ratifiquen se comprometen a promover y, en la
medida en que sea compatible con dichos métodos, garantizar
la aplicación a todos los trabajadores del principio de igualdad
de remuneración entre la mano de obra masculina y la mano de
obra femenina por un trabajo de igual valor (Cáceres, 2003: 17).

Con relación al tema, los expertos han realizado algunas obser-
vaciones de manera general respecto a los países.

Existen dificultades que surgen al intentar llevar a la práctica la
igualdad de remuneración por un trabajo de igual valor. Estas
dificultades están íntimamente ligadas a la condición general de
las mujeres y de los hombres en el empleo y en la sociedad: En
un contexto general de desigualdad no es posible lograr una
evaluación igual del trabajo, ni tampoco que todos tengan el
mismo derecho a todos los componentes de la remuneración.

En el párrafo 99 de su Estudio General de 1975 sobre la igual-
dad de remuneración, la CEACR aludía a las indicaciones según
las cuales las disposiciones referentes al salario mínimo no sue-
len aplicarse, en particular, en los sectores, ramas y profesiones
donde trabajan mujeres, en los países en desarrollo. Las conse-
cuencias de semejante situación para el nivel de remuneración
de las mujeres son tanto más graves por cuanto trabajan en
sectores en los que hay una mayor proporción de mano de obra
no calificada, cuyos salarios oscilan en torno al mínimo legal y
son incluso inferiores a él.

Las estadísticas relativas a las remuneraciones indican que
los sectores de empleo en que predominan las mujeres se
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caracterizan en general por unos ingresos inferiores a aque-
llos otros en los cuales hay un predominio masculino, aunque
los ingresos proporcionales de las mujeres se acercan sensible-
mente más a los de los hombres allí donde predominan las mu-
jeres que cuando hay un predominio masculino.

La legislación sobre igualdad de remuneración se utiliza amplia-
mente para combatir la discriminación en materia de remunera-
ción entre hombres y mujeres. Si bien la legislación sobre igual-
dad de remuneración trata la infravaloración de los trabajos rea-
lizados predominantemente por las mujeres y los prejuicios
sexistas en las estructuras retributivas y los mecanismos de fija-
ción salarial, no afronta otros muchos factores que contribuyen
a mantener una diferencia entre el salario de la mujer y el de los
hombres. De ahí la necesidad de leyes complementarias sobre
igualdad de oportunidades o de una legislación sobre igualdad
que prescriba la obligación de promover la igualdad de modo
más general (OIT, 2003: párrafo 179).

Cabe mencionar que en Paraguay la legislación (Código Laboral)
establece un salario mínimo para los trabajadores domésticos
del 40% del salario mínimo establecido para actividades diver-
sas no especificadas. Considerando que para los trabajadores
adolescentes domésticos el salario mínimo señalado es del 60%
del mínimo legal en efectivo, ello crea toda una situación de
discriminación hacia los trabajadores domésticos adultos, pues-
to que, al alcanzar la mayoría de edad (18 años), el derecho a su
salario automáticamente decae al 40% del mínimo legal.

La CEACR, ha realizado una solicitud directa sobre la aplicación
del Convenio N° 100 en la cual:

• En Paraguay en la práctica existe una clara diferencia entre
las remuneraciones de los hombres y de las mujeres en casi
todas las ramas, categorías ocupacionales, grupos de ocupa-
ción y niveles educativos a favor de los primeros. Que los
mayores niveles educativos no le aseguran a la mujer un sueldo
equitativo en relación con los hombres en igual nivel. Por lo
cual la Comisión reiteró la importancia que reviste la utiliza-
ción de métodos de evaluación objetiva de los empleos para
mejorar la situación de la mujer tanto en el sector público
como en el privado e instó a que con la colaboración de los
interlocutores sociales, se adopten y ejecuten medidas para
reducir la brecha salarial que existe entre hombres y muje-
res. También para eliminar la segregación ocupacional y sec-
torial de las mujeres en el mercado laboral.



37

• La Comisión tomó nota de las actividades que realizó la Co-
misión Nacional Tripartita para Examinar y Promover la Parti-
cipación de la Mujer en el Trabajo (CTIO) durante el año 2002.
Pidió información sobre toda otra actividad de la CTIO para
contribuir a reducir la brecha salarial existente y para acre-
centar la escasa representación de las mujeres en cargos di-
rectivos. También solicita se le suministre el Plan de Acción
para el bienio 2002/2003 y en lo posible, de la información
que difunde la CTIO sobre el mercado laboral y la participa-
ción de las mujeres.

• Asimismo, la Comisión requirió información sobre las activi-
dades de la Dirección del Trabajo, incluyendo las relaciona-
das con las infracciones comprobadas y las sanciones im-
puestas para poder evaluar con mayor eficacia la aplicación
del convenio en la práctica (CEACR, 2003).

F. Estudio de otros
convenios
(no fundamentales)
ratificados por el país

Para el año 2004, la República del Paraguay ha ratificado 36
convenios de la OIT y tiene 34 convenios en vigor. Dos de ellos
han sido denunciados (el Convenio N° 60 sobre la edad mínima
(trabajos no industriales), y el Convenio N° 107 sobre poblacio-
nes indígenas y tribales) como consecuencia de la ratificación
por el país del Convenio N° 169 sobre la misma materia.

Si bien es cierto varios de los convenios ratificados por el país
tienen su aplicación directa, por ejemplo, en la industria, la agri-
cultura, el comercio y las oficinas, o se refieren a temas específi-
cos (como son la protección contra las radiaciones, o la maqui-
naria), que no atañen a los trabajadores domésticos, existen otros
convenios no fundamentales que, de manera más general, pue-
den aplicarse a este grupo humano de trabajadores.
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1. Salarios mínimos

Sobre el tema, Paraguay ha ratificado el Convenio N° 26 sobre
los métodos de fijación de salarios mínimos, y el Convenio N° 95
sobre la protección del salario.

Las comisiones técnicas encargadas de fijar, en ciertos casos,
los salarios mínimos lo hacen no solo por ramas de la economía,
sino también por categorías de empleo. Según el informe sobre
Salarios Mínimos de la CEACR, en Argentina, por ejemplo, no
hay realmente fijación de salarios mínimos en función de cate-
gorías profesionales. Sin embargo, los empleados del servicio
doméstico constituyen una categoría aparte cuyos salarios míni-
mos son fijados por el gobierno (OIT, 1992: 63).

En Paraguay, los trabajos domésticos son remunerados con un
40% del salario mínimo vigente para actividades diversas no es-
pecificadas, y plantea la presunción que comprende la provisión
de alimentación y vivienda (artículo 151 del Código Laboral).

Cabe señalar que el Código Laboral dispone en su artículo 126,
una escala porcentual para el salario de niños, niñas y adoles-
centes aunque indica que “si el menor de 18 años realiza un
trabajo de igual naturaleza, duración y eficacia que otros traba-
jadores mayores en la misma actividad, tendrá derecho a perci-
bir el salario mínimo legal”. Por otra parte, debe tenerse en cuenta
que el Código de la Niñez y la Adolescencia deroga disposicio-
nes del Código Laboral en lo que se oponga, y específicamente
refiere al salario del adolescente trabajador doméstico en sus
artículos 65 y 66, planteando la prohibición de que alimentos y
habitación sean considerados parte del salario, así como la obli-
gación del empleador de facilitar la concurrencia de los adoles-
centes al centro educativo, sin deducir suma alguna de su sala-
rio (Cáceres, 2003: 48).

Según lo expresa Lilian Soto en el capítulo de esta publicación,
el trabajo doméstico remunerado es una actividad laboral legal-
mente discriminada y esta discriminación actúa principalmente
contra las mujeres. De esto resulta una población de mujeres
jóvenes, trabajadoras mal pagadas, poco educadas y sujetas a
condiciones laborales sin protecciones ni beneficios adecuados
(Soto, 2004: 263).

La remuneración en esta actividad laboral, es inferior al salario
mínimo en un 95%. Las discriminaciones por razones de género
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se evidencian con claridad en estas cifras. Las mujeres son quie-
nes en más del 90% se dedican al trabajo doméstico remunera-
do, y son, sin embargo, las peor pagadas, recibiendo salarios
que alcanzan al 70% de los que reciben los hombres en la misma
categoría ocupacional. La mayor profesionalización de los hom-
bres (jardineros, choferes) podría estar incidiendo en esta situa-
ción por lo que, para corroborarla, resultaría necesario determi-
nar las tareas y cruzarlas con las remuneraciones percibidas (Soto,
2004: 263).

2. Empleo y formación

Sobre este tema se ha ratificado el Convenio N° 122 sobre la
política de empleo.

Las mujeres pobres tienen una doble desventaja, en compara-
ción con los hombres. Aunque la mayoría de los sistemas de
educación formal se basan ahora en el principio de igualdad de
oportunidades, en realidad los índices de acceso y de participa-
ción de los niños y las niñas en los países en desarrollo son muy
distintos; las mujeres van muy por detrás de los hombres en
todos los niveles educativos. Además cuando una familia tiene
dificultades y no puede prescindir del trabajo de los hijos y de
las hijas de la familia, las niñas suelen quedarse en casa para
ayudar a sus madres en los trabajos domésticos y agrícolas.
Cuando aumentan las matrículas y los gastos generales de edu-
cación, como suele ocurrir en el marco de políticas de ajuste
estructural, las niñas son las primeras en abandonar la escuela.

Como se supone que las mujeres tienen que terminar casándo-
se y teniendo hijos, la inversión en su educación y formación
suele considerarse de menor importancia, y aún poco desea-
bles. Su escaso nivel de capacitación y de educación hace que
las mujeres no sean aptas para muchos empleos y su escasa
remuneración, comparada con los hombres, lleva a las familias
a dejar de lado las inversiones en la educación de sus hijas.

La educación y la formación, tanto formales como no formales,
suelen orientar a los niños y a las niñas hacia ámbitos distintos.
En el caso de las chicas, esto significa que deben prepararse en
materias que son básicamente una ampliación de las tareas do-
mésticas y reproductoras de las mujeres como coser, cocinar, y
otras ocupaciones afines. De este modo, ya a edad muy temprana,
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las oportunidades de trabajo de las chicas se ven limitadas a las
tareas domésticas y las ocupaciones en el sector de servicios y
actividades comerciales, que tienden a ser actividades económi-
cas marginales.

Los sistemas tradiciones de aprendizaje que transmiten la expe-
riencia de una a otra generación –de las madres y otras mujeres
mayores a las muchachas– han servido para que las niñas pue-
dan adquirir destrezas laborales. Pero conviene insistir en que
estas capacitaciones suelen consistir en una ampliación de las
responsabilidades domésticas de las mujeres. Las propias muje-
res no son conscientes de las alternativas que pueden existir a
estas ocupaciones típicamente femeninas. Las oportunidades de
empleo y formación se fomentan con frecuencia por medio de
unos canales que no son accesibles a las mujeres, como pueden
ser los servicios de colocación dirigidos a los clientes masculi-
nos y a través de los periódicos que muchas mujeres no pueden
leer (OIT, 2001a: 32,33).

El bajo nivel de instrucción es una de las características del sec-
tor doméstico. Datos sobre el nivel de educación indican que en
Paraguay más del 70% sólo tiene instrucción primaria o carece
de instrucción. Las mayores oportunidades de educación influ-
yen en los niveles salariales de los hombres, no así en los de las
mujeres, como lo demuestran el hecho que la educación secun-
daria duplica el monto de las remuneraciones recibidas por los
hombres y apenas eleva la de las mujeres (Soto, 2004: 263).

La CEACR ha enviado una solicitud directa en 2003, que se refie-
ren a la aplicación práctica del Convenio N° 122, y en particular:

• Se refiere a los resultados alcanzados para la generación de
empleo productivo.

• Recuerda que la recopilación y análisis de información esta-
dística debe servir como base para la adopción de medidas
en materia de política de empleo. Solicita información sobre
la situación, nivel, tendencia del empleo, desempleo y subem-
pleo en el conjunto del país y en la medida en que afectan a
las categorías más vulnerables de trabajadores (como las
mujeres, los jóvenes y los trabajadores rurales), que suelen
ser quienes más dificultades tienen para encontrar empleo.

• Solicita información sobre las labores para formular y ejecu-
tar una política activa de pleno empleo productivo, como re-
quiere el convenio.
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• Se refiere finalmente a la participación de la OIT en un pro-
grama de apoyo a la elaboración de la estrategia nacional
para la reducción de la pobreza en el campo sociolaboral
(CEACR, 2003).

3. Trabajo nocturno

El Convenio  N° 89 (revisado) sobre el trabajo nocturno (mu-
jeres), y el Convenio sobre el trabajo nocturno de los meno-
res (trabajos no industriales), N° 79 han sido ratificados por
Paraguay.

El artículo 3 del Convenio N° 89 establece una prohibición gene-
ral del trabajo nocturno aplicable a todas las mujeres, sin distin-
ción de edad. La legislación de Paraguay prohíbe el trabajo noc-
turno de las mujeres sólo durante la gestación o el período de
lactancia, así como para los menores de edad. Al respecto la
CEACR en 2003 ha realizado una solicitud directa, en la cual
pide que se adopten medidas para armonizar la legislación na-
cional con el Convenio, para hacer efectivas sus disposiciones, y
para seguir garantizando su aplicación hasta tanto el país no
decida denunciarlo (CEACR, 2003).

Por su parte el Convenio N° 79, en su artículo 3 establece que los
menores no serán empleados durante la noche en un período de
12 horas consecutivas.

El Código Laboral7 y el Código de la Niñez y la Adolescencia8 del
Paraguay establecen un intervalo de 10 horas, que comprende
entre las 20:00 y las 06:00 horas de la mañana, por lo cual la
CEACR expresó su preocupación sobre la disminución de la pro-
tección de los menores en cuanto a la limitación del trabajo noc-
turno, y solicitó se tomen las medidas necesarias para poner la
legislación en conformidad con las disposiciones del convenio
(CEACR, 2003).

Cabe indicar, igualmente, que las normas del Código Laboral que
excluían de la prohibición de realizar horas extraordinarias y traba-
jo nocturno para los adolescentes, a los trabajadores domésticos

7 Ley N° 496, Código Laboral, artículo 122.

8 Ley N° 1680, Código de la Niñez y la Adolescencia, artículo 58 (del hora-
rio de trabajo).
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9 Véase Cáceres, P., 2003, pag. 61.

realizados en el domicilio del empleador, han sido derogadas por el
Código de la Niñez y la Adolescencia, prohibiendo de manera ex-
presa el trabajo por cuenta ajena desde las 20:00 hasta las 06:00
horas (Cáceres, 2003: 60).

4. Vacaciones9

El Convenio N° 52 sobre las vacaciones pagadas también ha sido
ratificado por Paraguay. Este convenio se aplica a los trabajado-
res de la industria, del comercio y de las oficinas, fija seis días
laborables la duración mínima de las vacaciones después de un
año de servicios continuos. Posteriormente la Conferencia Inter-
nacional del Trabajo adopta la Recomendación N° 98 en 1954,
ésta se aplica a todas las personas empleadas, con excepción de
la gente de mar y de los trabajadores de la agricultura, y preco-
niza unas vacaciones de por lo menos dos semanas por cada
doce meses de servicios.

El artículo 154 del Código Laboral establece vacaciones anuales
remuneradas para los trabajadores domésticos (de 30 días hábi-
les para los menores de 18 años) como todos los trabajadores,
en cuanto a duración y remuneración en efectivo.

En el caso de Paraguay, la comisión de expertos, ha enviado una
solicitud directa en 2003, recordando que, según el Convenio N°
52, toda persona a la que se aplique el mismo, tiene derecho a
vacaciones anuales pagadas de seis días laborales, por lo menor
(artículo 2, párrafo 1, y artículo 4 del convenio), y que sólo parte
de las vacaciones que excedan esta duración mínima puede ser
diferida (artículo 2, párrafo 4).

Como la legislación laboral paraguaya establece que, debido a
una necesidad urgente del empleador, éste podrá requerir a los
trabajadores la reintegración al trabajo, durante el goce de sus
vacaciones, la comisión solicita se adopten las medidas para ase-
gurar que las personas amparadas por el convenio, disfruten de
un mínimo de seis días laborales de vacaciones remuneradas
cada año (CEACR, 2003).
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5. Tiempo de trabajo

Paraguay ha ratificado también el Convenio N° 14 sobre descan-
so semanal (industria) y el Convenio 106 sobre el descanso se-
manal (comercios y oficinas)

El cálculo del promedio de horas normales sobre un período
semanal o mayor, permite una apropiada flexibilidad para ajus-
tarse a las exigencias de ciertas actividades o de ciertos traba-
jos, y puede ser necesario, en ciertas circunstancias, que se ex-
cedan las horas normales de trabajo.

En el caso de Paraguay la legislación interna dispone 12 horas
de trabajo para los trabajadores domésticos a diferencia de las
ocho horas de trabajo establecidas para los que realizan otras
labores (jornada de trabajo diurno).

En lo que se refiere a trabajadores adolescentes domésticos, se
establece una jornada máxima de seis horas diarias, que son
reducidas a cuatro para los que asistan a instituciones educati-
vas (Cáceres, 2003: 65).

Según el estudio general de la CEACR, sobre tiempo de trabajo,
existen excepciones permanentes, que se pueden permitir en
los trabajos esencialmente discontinuos pero en los cuales la
presencia de los trabajadores se exige durante períodos relati-
vamente largos10. En muchos países esto puede abarcar los ser-
vicios de los trabajadores sanitarios (por ejemplo Malí, Suiza),
vigilantes (por ejemplo, España, Mauricio, Pakistán, Somalia, Sui-
za, Zambia), peluqueros (por ejemplo, Malí, Suiza), personal de
hoteles y restaurantes (por ejemplo, Malí, Rwanda, Suiza), per-
sonal doméstico (por ejemplo, Argentina, Barbados, Etiopía, Pa-
namá, Suecia, Tanzanía), algunos trabajadores del transporte y
los que manipulan mercancías (por ejemplo, India, Pakistán, Sui-
za). En este contexto que se aplica con frecuencia la noción de
“tiempo equivalente” de trabajo, donde la asistencia y disponibi-
lidad del trabajador en el lugar de trabajo se exigen durante
gran número de horas, durante las cuales el desempeño del tra-
bajo en cuestión es intermitente o irregular (OIT, 1984: 20, 30,32).

10 Párrafo 14, a), i) de la Recomendación N° 116.
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6. Exámenes médicos

Paraguay ha ratificado también los Convenios N° 77 y 78 relati-
vos a los exámenes médicos de menores en trabajos industria-
les y no industriales respectivamente.

Los textos de estos convenios disponen la obligatoriedad de
realizar exámenes médicos iniciales y periódicos a los menores
empleados al servicio de terceros. Ambos convenios han tenido
observaciones por la comisión de expertos en 2001, y se solici-
taran nuevamente memorias regulares en el año 2007.

El Código de la Niñez y la Adolescencia, garantiza al adolescente
trabajador la protección de su salud, estableciendo la obligato-
riedad del examen médico periódico (Cáceres, 2003: 58).

7. Política social

El Convenio N° 117 sobre la política social (normas y objetivos
básicos) ha sido ratificado por el país en 1969.

La CEACR ha realizado una solicitud directa en 2003, relativa a
la aplicación en la práctica de los artículos 6 y 7 del convenio, en
particular sobre la situación de los movimientos migratorios en
el país, y solicita se dé la debida protección a los trabajadores
migrantes.

Asimismo, solicita información sobre el desarrollo de la educa-
ción, la formación profesional y el aprendizaje a fin de preparar
eficazmente a los menores de uno y otro sexo para un empleo
útil. Termina peticionando datos estadísticos relacionados con
los índices que demuestren entre otros, la distribución de la
tierra, estadísticas relativas a los movimientos migratorios, fluc-
tuación de las tasas de los salarios mínimos y de los salarios en
general, informes o extractos de informes relacionados con las
medidas adoptadas a favor de los pueblos indígenas, estadísti-
cas sobre los niveles de alfabetización de la población y de la
escolaridad de los menores (CEACR, 2003).
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8. Pueblos indígenas y tribales

El Convenio N° 169 sobre pueblos indígenas y tribales, ha sido,
en 2003 objeto de una observación, sobre la aplicación en la
práctica. Además, se refiere a la solicitud de información reque-
rida en virtud del Convenio N° 29 (trabajo forzoso), que ya en
1997 la CMT informó que los pueblos indígenas eran obligados
a realizar trabajo forzoso (CEACR, 2003).

Esta información se relaciona, por tanto, con la proporcionada
en virtud de los convenios relativos al trabajo forzoso, en la cual
se ha individualizado la situación particular de las trabajadoras
domésticas indígenas.

9. Inspección del Trabajo

La Inspección del Trabajo es un órgano fundamental de ejecu-
ción de la ley. Paraguay ha ratificado el Convenio N° 81.

El párrafo 1 del artículo 2 del Convenio N° 81 estipula lo siguien-
te: “El sistema de inspección del trabajo en los establecimientos
industriales se aplicará a todos los establecimientos a cuyo res-
pecto los inspectores del trabajo estén encargados de velar por
el cumplimiento de las disposiciones legales relativas a las con-
diciones de trabajo y a la protección de los trabajadores en el
ejercicio de su profesión”. El artículo 23 del convenio relativo a
los establecimientos comerciales prevé disposiciones análogas.

Conforme al estudio general de la CEACR, sobre Inspección del
Trabajo, ni el artículo 2 ni el artículo 23 del Convenio N° 81
definen lo que ha de entenderse por “establecimientos indus-
triales” y “establecimientos comerciales”. El campo de aplicación
del convenio queda fijado de manera indirecta por referencia a
las disposiciones legales cuya aplicación han de asegurar los
inspectores, lo que deja a cada Estado en libertad para determi-
nar cuáles son los establecimientos que habrá de cubrir el siste-
ma de inspección. A ese respecto el Convenio N° 81 se caracteri-
za por su muy extrema flexibilidad (OIT, 1985: 13).

La autoridad competente a nivel nacional para el cumplimiento
de las leyes del trabajo, conforme al Código Laboral, es el Minis-
terio de Justicia y Trabajo, el cual cumplirá estas funciones a
través de un servicio de inspección y vigilancia.
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11 Artículo 109: La propiedad privada es inviolable.

Sin embargo, no existen en el país mecanismos efectivos para el
control del cumplimiento de las normas laborales en relación a
los trabajadores domésticos en hogares de terceros, fundamen-
talmente por las características propias de la actividad y del sis-
tema de fiscalización. En efecto, este sistema es impulsado por
el órgano administrativo del trabajo, plantea la dificultad de no
contar con un procedimiento especial que, considerando las ca-
racterísticas propias del trabajo doméstico, sea capaz de garan-
tizar el cumplimiento de las normas aplicables a esta actividad
(Cáceres, 2003: 33).

La dificultad principal para la inspección laboral en el tema de
trabajo doméstico de adultos o de niños estriba en que la activi-
dad se realiza dentro del ámbito privado el cual es inviolable por
disposición de la Constitución Nacional11. Ello determina que
dicha residencia particular sería susceptible de inspección sólo
si el o la propietario(a) de la vivienda, lo autoriza expresamente.

• En el caso particular del trabajo infantil doméstico, es nece-
sario precisar que existen varias dificultades para abordar el
tema. El primero de ellos es que el trabajo doméstico ejerci-
do por niños suele no ser reconocido como una forma de
trabajo infantil debido a que tiene lugar en el hogar. Se cree
que el niño está seguro en ese entorno y que, en ningún
caso, los demás deben “entrometerse” en lo que ocurre en
una casa particular.

Los niños explotados en el trabajo doméstico son “invisibles”,
están ocultos tras puertas cerradas y es difícil llegar a ellos, por
ello, el problema resulta difícil de investigar y documentar, y
muy difícil de cuantificar, localizar y abordar.

• Debido a su naturaleza oculta y a la falta de reconocimiento
del trabajo doméstico como una forma de actividad económi-
ca, no se aplican sistemáticamente mecanismos laborales
habituales a situaciones en las que podrán encontrarse niños
que ejercen el servicio doméstico; no se organizan inspeccio-
nes del trabajo, sistemas de registro y seguimiento ni otros
controles del lugar de trabajo y, por los tanto, no se hacen
funcionar mecanismos tan útiles para detectar la presencia
de niños o de situaciones encubiertas de explotación (Kane,
2004:72).

Con relación al control de salarios, motivos de discriminación, y
exclusión de los trabajadores domésticos adultos, cabe recalcar
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que los inspectores del trabajo se encargan de hacer cumplir las
disposiciones en materia de igualdad vigentes en la legislación
laboral general o en leyes especiales sobre igualdad. Las funcio-
nes consultivas de la Inspección del Trabajo pueden ayudar a
impedir la discriminación o a superarla. Los inspectores pueden
contribuir a la resolución efectiva de casos de discriminación y
prestar asistencia a otros órganos encargados del cumplimiento
de la ley. Por desgracia, la mayoría de los órganos de inspección
del trabajo carecen de infraestructura así como de recursos fi-
nancieros y humanos. Están a menudo sobrecargados con res-
ponsabilidades diversas y están dotados de escasa formación
sobre la discriminación (OIT, 2003: párrafo 190).

La CEACR ha planteado a Paraguay una observación en 2003, en
la cual se examinan diversas dificultades encontradas para reali-
zar inspecciones en los establecimientos sujetos a inspección.
Además, hace una solicitud directa sobre los siguientes puntos:
Las funciones del sistema de inspección del trabajo, la situación
jurídica y condiciones de servicio del personal de inspección, la
formación adecuada para el desempeño de sus funciones de
inspección, las facultades de los inspectores de trabajo, la nece-
sidad de un rápido procedimiento judicial y la necesidad de con-
tar con informes anuales.

G. Conclusiones

En definitiva, los trabajadores domésticos al igual que todos los
trabajadores que realizan otras actividades laborales, gozan de
la protección que les brindan tanto los Convenios Internaciona-
les del Trabajo, como la legislación laboral interna del país.

Si bien es cierto no existe un convenio que se haya elaborado
específicamente para los trabajadores domésticos, las garantías
y protecciones generales de los convenios de la OIT se aplican a
los mismos.

Gozan del derecho de recurrir a las instancias administrativas y
judiciales locales para reclamar el cumplimiento de las normas
laborales, así como de optar por los procedimientos de quejas y
reclamos de acuerdo al mecanismo de control que tiene la OIT.

Sin embargo a nivel local el acceso a las instancias de denuncia
y los medios de justicia, en particular para los menores de edad,



Trabajo doméstico remunerado en Paraguay48

se encuentra limitado por la necesidad de contar con la previa
autorización de los padres, para lo cual podrían plantearse va-
rias alternativas (López:2004).

Para conocer la problemática, es necesario contar con datos es-
tadísticos certeros sobre el tema. Según se expresa en el trabajo
arriba citado, falta en ese sentido, obtener más información cuan-
titativa y cualitativa clave sobre la población: de dónde proviene,
qué la impulsa a dedicarse al trabajo doméstico, qué otras ex-
pectativas tiene, cuál es el trato que recibe, cuáles son los bene-
ficios que reciben, que grado de conocimiento tiene de sus de-
rechos, y varios otros datos que podrán posibilitar el diseño de
políticas adecuadas al sector.

Las estadísticas disponibles relativas a los trabajadores domés-
ticos (adultos y niños) resultan, insuficientes. Por ello, de mane-
ra a poder cuantificar la realidad del trabajo doméstico en el
país, sería propicio incluir dentro de las Encuestas Integradas de
Hogares (EIH) que realiza la Dirección General de Estadísticas,
Encuestas y Censos (DGEEC), algunas preguntas bien concretas,
de manera a realizar el cruzamiento de datos y contar con la
información correcta. De esta forma, se podrán tener datos más
certeros como tienen algunos otros países. Por otro lado, se han
realizado estudios legislativos, compendios y textos con rela-
ción al tema.

En materia legislativa han habido importantes avances, entre los
cuales cabe destacar la labor de la OIT en la consecución de sus
objetivos, así como de su programa IPEC, a través del cual se
han realizado estudios legislativos que han detectado vacíos e
incongruencias en materia legislativa, que servirían de base para
plantear el tema ya con conocimiento de causa. Se pueden citar,
por ejemplo, los Documentos de Trabajo N° 170 “Legislación
comparada sobre trabajo adolescente doméstico. El caso de Bra-
sil, Paraguay, Colombia y Perú” de Patricia Cáceres; y el N° 183
“Análisis y recomendaciones para la mejor regulación y cumpli-
miento de la normativa nacional e internacional sobre el trabajo
de los niños, niñas y adolescentes en Paraguay”, de Verónica
López. Estos estudios recogen varias conclusiones y realizan re-
comendaciones en varios sentidos; proponen soluciones a los
diversos problemas planteados en el trabajo de adolescentes y
que, a su vez, beneficiarían a la población adulta.

Se destaca también la labor del Proyecto Género, Pobreza y
Empleo en América Latina, el cual ha publicado el libro “Políti-
cas de empleo para superar la pobreza. Paraguay”, el cual
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trata aspectos relacionados con las políticas públicas, la pro-
moción de la igualdad de género, la estrategia de reducción
de la pobreza, la dimensión de la pobreza en el sector rural.
Asimismo, realiza un estudio sobre la situación de las trabaja-
doras domésticas en Paraguay y el trabajo infantil doméstico
remunerado.

Los documentos de trabajo y publicaciones sobre el tema, son
instrumentos que facilitan el acceso a la información y propician
el debate por parte de los actores. Ello genera ámbitos de discu-
sión que encaminan los esfuerzos a promover cambios.

Si bien es cierto, la Inspección del Trabajo es el órgano funda-
mental de ejecución de la ley, en Paraguay es de difícil aplica-
ción en el recinto privado de una vivienda, por el principio cons-
titucional de la inviolabilidad del domicilio, por lo cual se podría
pensar en la posibilidad de realizar labores inspectivas en forma
conjunta (Ministerio de Justicia y Trabajo-Instituto de Previsión
Social), de tal modo que al realizar la inspección necesaria para
integrar al trabajador doméstico al sistema de seguridad social
(IPS), se podrían llevar adelante ambas inspecciones a la vez.

Asimismo, se plantea la necesidad de capacitar a los funciona-
rios inspectores, incluyendo la sensibilización sobre el tema, así
como la distribución y correcta utilización de la “Guía para la
implementación de un sistema de inspección y monitoreo del
trabajo infantil en los países del Mercosur y Chile” (Documento
de Trabajo N° 169), cuyo resultados final beneficiaran también a
los trabajadores adultos.

La OIT reconoce que el trabajo es el mejor medio para superar la
pobreza. La Memoria del Director General para la 91° reunión de
la Conferencia Internacional del Trabajo (“Superar la pobreza
mediante el trabajo”) está centrada en los pobres que trabajan y
en los pobres que no tienen acceso al trabajo. Destaca que “nues-
tro cometido común en el esfuerzo internacional encaminado a
erradicar la pobreza es promover políticas públicas, derechos,
instituciones sociales y soluciones de mercado que permitan a
todos ganarse la vida decorosamente, satisfacer las necesida-
des familiares y superar la pobreza mediante el trabajo” y agre-
ga: “Para acabar con la pobreza es esencial promover la igual-
dad de género y eliminar todas las formas de discriminación en
el trabajo”.

El postulado de la OIT de un “trabajo decente” para las perso-
nas, en términos sencillos significa que todos los trabajadores
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puedan lograr empleos dignos, lo cual supone generar las con-
diciones necesarias para facilitar la incorporación de ellas a la
fuerza de trabajo, el acceso efectivo a los recursos y la partici-
pación en el control de ellos por parte de los sectores de me-
nores ingresos, como lo serían en este caso, las trabajadoras
domésticas.
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A. Introduccción

Este capítulo presenta una sistematización y análisis de la legis-
lación aplicable al trabajo doméstico en Paraguay, en lo relativo
a las condiciones de trabajo y al derecho a la seguridad social.
Para este análisis se realiza una aproximación a partir de tres
lugares diferentes, pero que resultan convergentes y comple-
mentarios, no sólo desde un punto de vista teórico, sino tam-
bién normativo. En primer lugar, se realiza una visión retrospec-
tiva en busca de los orígenes de la legislación actual sobre tra-
bajo doméstico, indagando en sus antecedentes históricos, tan-
to en los siglos XX y XIX como en los tres siglos previos que
abarcan el período de colonización hispánica, detectando sus
vínculos con las instituciones legales de la esclavitud y exami-
nando la evolución de las leyes sobre trabajo doméstico en para-
lelo a la evolución de la legislación laboral aplicable al resto de
los trabajadores. Por otro lado, se analiza la legislación desde su
compatibilidad con las obligaciones que derivan del derecho la-
boral internacional y del derecho internacional de los derechos
humanos ratificado por Paraguay, en particular, con el derecho
fundamental a la no discriminación.

B. La discriminación en la
regulación legal del
trabajo doméstico

El trabajo doméstico ha sido objeto de una regulación jurídica
particular. Casi siempre, esta especificidad implicó un menor
reconocimiento de derechos garantizados como regla general,
básica e inderogable para el resto de los trabajadores. Cuando
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se observa un estatuto diferenciado para el servicio doméstico
es porque en él se estipulan excepciones a la protección general
de las instituciones del derecho social. Un ligero repaso a la
dogmática más clásica en el derecho laboral del ámbito hispa-
noamericano explica esta exclusión a partir de una serie de con-
sideraciones de las que no están ausentes arraigados prejuicios
sociales y culturales, entre otros:

a) La improductividad económica del trabajo doméstico. Barassi
(1953:293) explica la exclusión a partir de la consideración
de que el trabajo doméstico no es un trabajo de producción;
carece de carácter económico y no guarda relación con la
actividad profesional de la persona a quien se presta. Lozano
Montero, citado por Cabanellas (1988:101), sostiene que “sin
la realización del trabajo doméstico, la marcha de la pro-
ducción nacional no sufriría entorpecimiento o menoscabo
alguno”, a diferencia del trabajo obrero común.

b) Las particulares condiciones en que se desenvuelven las tra-
bajadoras, derivadas de las diferencias de clase. Cabanellas
(1988:111), Frescura (1975:382) y De Litala (1946:425) ca-
racterizan al trabajo doméstico por las notas de convivencia,
continuidad, indeterminación de las labores y mayor subor-
dinación. Cabanellas sostiene que es resaltante “el hecho que
el vínculo de subordinación y la obligación de disciplina, in-
sertos en todo contrato de trabajo, son más rigurosos para el
trabajador doméstico que en los otros contratos, y tanto más
cuanto mayor diferencia social exista entre las partes”.

c) Prácticas sociales inveteradas que se imponen como ley.
En el trabajo doméstico “prevalece su origen más anti-
guo en el ordenamiento legislativo, ya que el sistema de
contratación de estos trabajadores se remonta en el tiem-
po mucho más que los obreros industriales cuyo desen-
volvimiento constituye un fenómeno de los dos últimos
siglos. El servicio doméstico no ha evolucionado sino muy
lentamente, en tanto que el trabajo industrial ha experi-
mentado en poco tiempo un extraordinario desarrollo”
(Cabanellas, 1988:101).

d) Las dificultades de inspección del trabajo frente a la inviolabi-
lidad del domicilio. Menéndez Pidal sostiene que las relacio-
nes del trabajo doméstico “deben permanecer en su condi-
ción de íntimas, borrando las manifestaciones propias del
contrato de trabajo de profesionalidad y dependencia labo-
ral, y que resulta imposible, sin destruir la inviolabilidad del
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domicilio particular, establecer e inspeccionar la jornada de
trabajo, horas extraordinarias y tantas otras disposiciones
propias del Derecho Social” (1952:80). Por su parte, Da Cunha
Gonçalves (1935:204-205) afirma que no es posible aplicar
uniformemente una regulación laboral para el trabajo domés-
tico sobre un gremio homogéneo de empleadores, debido a
la gran diversidad social de los patrones y sus familias.

e) La protección de la familia como interés prevalente frente a
los derechos laborales. Barbagelata, citado por Cabanellas
(1988:114), sostiene que la aplicación rigurosa de los princi-
pios del derecho laboral al trabajo doméstico “incide en for-
ma peligrosa sobre la integridad del instituto familiar”.

f) La presencia de aspectos extra económicos en las contrapresta-
ciones laborales. Para Frescura (1975), son factores fundamen-
tales en el trabajo doméstico los de carácter extra económico, o
la “naturaleza moral” de las prestaciones que deben cumplir las
partes. Cabanellas sostiene que “durante mucho tiempo, los
domésticos no han sido objeto de protección; e, incluso actual-
mente, el legislador interviene con muy pocas medidas a favor
de esta clase de trabajadores, dado que las tareas domésticas se
desenvuelven en la esfera familiar, sin tener las prestaciones ca-
rácter económico alguno” (1988:99).

g) La afirmación de que no se trata de relaciones laborales.
Cabanellas sostiene, al igual que otros tantos, la opinión de
que el contrato de trabajo doméstico debe ser excluido total-
mente de la protección del derecho laboral y regirse bajo la
forma del contrato de locación de servicios, u otras figuras
del derecho civil (1988:101).

h) La relación afectiva y cuasi familiar con el patrón. Para Calde-
ra (1939:31) “las relaciones que existen entre un trabajador
doméstico y la familia para la cual presta sus servicios no son
indudablemente las mismas que generalmente hay entre un
patrón y un trabajador. Tienen lugar vinculaciones más ínti-
mas, desde luego, que suponen la convivencia en las horas
de reposo, en las cuales se entrega todo hombre a la ineludi-
ble sinceridad del hogar”. Bayón Chacón y Peréz Botija, cita-
dos en Cristaldo (1987), sostienen que “razones de orden
sociológico y político-social más que jurídico han aconsejado
esa exclusión. La relación cuasi familiar que se establece en
algunos casos, la asistencia y protección intensificada que
espontáneamente se les reconocen o exigen individualmente
a esta clase de trabajadores: salario en especie difíciles de
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evaluar por una tarificación mínima, descansos y vacaciones
de facto, muchas veces más beneficiosas que las de otros
trabajadores, pero, sobre todo, que en este sector se hace
cada vez más invisible la existencia de ese hipotético ‘ejérci-
to de reserva’ constituyen, entre otros factores de orden téc-
nico (dificultades de inspección, jurisdicción, etc.) los funda-
mentos más comunes para justificar aquella exclusión”.

Asimismo, se ha señalado la escasa o nula importancia que se
ha otorgado desde la teoría del derecho social a esta rama de
la actividad económica. “El tema del servicio doméstico –histó-
ricamente– ha sido muy poco tratado por estudiosos del dere-
cho. Irritantes e inadmisibles discriminaciones, la escasa valo-
ración social conferida a la actividad y el supuesto irrelevante
aporte social del colectivo conformado por los prestadores del
servicio, han servido de excusa para tan injusto abandono”
(Altamirano, 2002:1). Esta insuficiencia teórica es sintomática
de una debilidad política del colectivo y correlato de la desventa-
ja normativa en la materia. Al menos en el ámbito de América
Latina, donde esta labor es la principal ocupación femenina, la
regulación legal del trabajo doméstico consagra siempre están-
dares más desfavorables para el sector en relación al resto de
los trabajadores1/2.

1 Véanse por ejemplo las siguientes leyes: en Argentina, el Decreto-Ley Nº
326/56 Estatuto de los Empleados del Servicio Doméstico; en Brasil la
Ley 5 859/72 Dispõe sobre a profissão de empregado doméstico e dá
outras providencias; en Bolivia la Ley de la Trabajadora del Hogar del 3
de abril del 2003; en Costa Rica el Código del Trabajo de 1943 (art. 101
y concordantes); en Chile el Código del Trabajo (art. 146 y concordantes);
en Ecuador el Código del Trabajo de 1997 (arts. 268-269 y concordantes);
en El Salvador el Código del Trabajo (art. 77 y concordantes); en Guate-
mala el Código del Trabajo (art. 161 y concordantes); en Honduras el
Código del Trabajo, Decreto Nº 189/59 (art. 159 y concordantes); en
México la Ley Federal del Trabajo (art. 331 y concordantes); en Nicara-
gua el Código del Trabajo (art. 145 y concordantes); en Panamá el Códi-
go del Trabajo (art. 230 y concordantes; en Perú la Ley Nº 27.986/03 De
los Trabajadores del Hogar; en República Dominicana el Código del Tra-
bajo, Ley Nº 1.692/92 (art. 258 y concordantes); en Uruguay, la Ley Nº
12.597/58 (art. 7) y el Decreto Nº 611/80; en Venezuela la Ley Orgánica
del Trabajo (art. 274 y concordantes).

2 Organismos internacionales de derechos humanos han señalado el ca-
rácter discriminatorio de la legislación y la ineficacia de la inspección del
trabajo en materia de servicio doméstico, o la situación de discrimina-
ción laboral y explotación de las mujeres y niñas en este sector de la
economía en Guatemala, Nicaragua, Bolivia, Chile, Colombia, Argentina,
República Dominicana, Venezuela, Ecuador, Perú, Haití y Panamá (Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos, 2003: párr. 306; Comité de
Derechos del Niño, 1995; 1997a; 1998a; 1998b; 1999a; 1999b; 2001a;
2003; Comité para la Eliminación de la Discriminación Contra la Mujer,
1994; 1995; 1997; 1998a; 1998b; 1999a; 1999b; Consejo Económico y
Social, 1997; 1999; 2001a; 2001b; 2003).



61

Un complejo sistema de razones derivadas de la asignación a las
mujeres de los trabajos más devaluados socialmente, sumado al
origen social, étnico y nacional –y en algunos casos la minoría
de edad–3 de las trabajadoras explica esta discriminación. El Es-
tado de Paraguay informó al Comité de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales en su primer informe de implementación
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales que “en relación al trabajo de la mujer y el salario, el
diagnóstico elaborado por la Secretaría Técnica de Planificación
revela que el salario de la mujer es proporcionalmente menor
que el del hombre en la misma ocupación. Así también hay una
clara diferencia entre los ingresos masculinos y femeninos a fa-
vor de los primeros para casi todas las ramas, para todas las
categorías ocupacionales, grupos de ocupación y niveles educa-
tivos. El acceso a los niveles educativos medio y superior no
asegura a la mujer un ingreso equitativo con respecto a los hom-
bres de su mismo nivel educativo. El diferencial de salarios por
sexo se mantiene cualesquiera sean los años de estudio aproba-
dos y en el nivel universitario completo la diferencia es de casi el
doble en desventaja para las mujeres”. Por otra parte, la discri-
minación no sólo se da en el aspecto de los ingresos sino en la
posibilidad de conseguir y conservar el empleo: “La inserción
laboral de la mujer no se da en condiciones de igualdad con el
hombre que en parte se debe al tipo de responsabilidades fami-
liares que recaen sobre ella como lo es su responsabilidad para
el trabajo reproductivo en la esfera doméstica, mientras que el
hombre debe desempeñarse en la esfera pública, en la producción
y el empleo remunerado. La maternidad sigue siendo considera-
da la razón principal por la cual se concede un status menor a la
mujer en el mercado laboral y están insertas en los estratos de
menores niveles de remuneración. Por un lado, los tipos de tra-
bajo que obtiene son los menos calificados y los peores paga-
dos; y por otro generalmente las mujeres no acceden a cargos
superiores en la jerarquía profesional” (Consejo Económico y So-
cial, 1995: párr. 121 y 123). La Comisión Interamericana de De-
rechos Humanos (CIDH), en su último informe sobre Paraguay,
señala que en el ámbito laboral continúa la segregación y discri-
minación en perjuicio de las mujeres, situación que las lleva a
aceptar los peores trabajos y las remuneraciones más bajas, las

3 El Comité de Derechos del Niño en sus últimas observaciones al Para-
guay expresó “su profunda preocupación por el creciente número de
niños y niñas económicamente explotados, en particular aquellos meno-
res de 14 años de edad. En particular, nota los casos de maltrato de
niñas ofreciendo servicios domésticos” (2001b: párr. 47).
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mujeres ganan entre un tercio y la mitad de lo que gana un
hombre en su misma condición educativa y las tasas de desem-
pleo son superiores para las mujeres respecto de los hombres.
Además la CIDH indica que “es importante destacar también la
discriminación que se sigue presentando en la legislación labo-
ral respecto del trabajo doméstico. (…) Esta disposición tiene
gran repercusión sobre las mujeres, ya que como se dijo, un
gran porcentaje de la población económicamente activa femeni-
na (el 25%) está ocupada en el servicio doméstico remunerado,
mientras que sólo se afecta al 0.4% de la población económica-
mente activa masculina” (2001: párr. 38-40).

La Constitución Nacional de Paraguay (1992) ha garantizado en
su artículo 46 el derecho fundamental a la no discriminación,4

concordante con similares disposiciones de derecho internacio-
nal de los derechos humanos5 y del derecho laboral internacio-
nal configurando lo que se ha denominado el paradigma de la
valoración jurídica de las diferencias (Ferrajoli, 2001:73). Éste
se caracteriza por haber ampliado el número de sujetos que
fueron considerados titulares de derechos fundamentales, por
haber sumado al mandato de interdicción de diferenciaciones
injustas el mandato de acciones positivas y protectoras para la
eliminación de desigualdades injustas. Asimismo, se caracteri-
za por garantizar a todas las personas la libre afirmación y
desarrollo de las diferencias, no dejándolas al libre juego de la
ley del más fuerte, y protegiéndolas mediante la tutela de los
derechos fundamentales; no privilegia ni discrimina ninguna
diferencia sobre otras, sino las asume y valora a todas, pres-
cribiendo igualdad de trato y respeto; por último, no descono-
ce las diferencias, sino que las reconoce y valoriza como ras-
gos definitorios de las identidades humanas. El Convenio Nº

4 “Todos los habitantes de la República son iguales en dignidad y dere-
chos. No se admiten discriminaciones. El Estado removerá los obstáculos
e impedirá los factores que las mantengan o las propicien. Las proteccio-
nes que se establezcan sobre desigualdades injustas no serán considera-
das como factores discriminatorios sino igualitarios” (art. 46 de la Cons-
titución Nacional de Paraguay).

5 Véase al respecto la Convención Americana de Derechos Humanos (Ley
Nº 1/89, arts. 1, 17.4, 17.5 y 24). El Protocolo Adicional a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador” (Ley Nº 1.040/97,
arts. 3, 13.3.e, 16 y 18). El Pacto Internacional de Derechos Civiles y
Políticos (Ley Nº 5/92, arts. 2.1, 3, 14.1, 23.4, 24, 25, 26 y 27). El Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Ley Nº 4/
92 arts. 2.2, 3, 10.3). La Convención Internacional sobre la Eliminación
de todas las Formas de Discriminación Racial (no ratificado por Para-
guay). La Convención sobre la eliminación de todas las formas de discri-
minación contra la mujer (Ley Nº 1.215/86). La Convención de Naciones
Unidas sobre Derechos del Niño (Ley Nº 57/90, arts. 2).
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111 relativo a la discriminación en materia de empleo y ocu-
pación, ratificado por Paraguay por Ley N° 1 154/66.6 El
Convenio OIT Nº 100 relativo a la igualdad de remunera-
ción (ratificado por Paraguay por Ley Nº 925/64)7. El Con-
venio Nº 169 sobre pueblos indígenas y tribales.

Ferrajoli propone este marco conceptual para definir y anali-
zar las relaciones que se establecen entre las diferencias, las
desigualdades y los derechos fundamentales dentro de este
paradigma:

“Las diferencias –sean naturales o culturales– no son otra
cosa que los rasgos específicos que diferencian y al mismo
tiempo individualizan a las personas y que, en cuanto ta-
les, son tutelados por los derechos fundamentales. Las des-
igualdades –sean económicas o sociales– son en cambio
las disparidades entre sujetos producidas por la diversi-
dad de sus derechos patrimoniales, así como de sus posi-
ciones de poder y sujeción. Las primeras concurren, en su
conjunto, a formar las diversas y concretas identidades
de cada persona; las segundas a formar las diversas esfe-
ras jurídicas. Unas son tuteladas y valorizadas frente a
discriminaciones o privilegios, por el principio de igualdad
formal en los derechos fundamentales de libertad; las otras
son, si no removidas, al menos reducidas o compensadas
por aquellos niveles mínimos de igualdad sustancial que
están asegurados por la satisfacción de los derechos fun-
damentales sociales. En ambos casos la igualdad está co-
nectada a los derechos fundamentales: a los de libertad
en cuanto derechos al igual respeto de todas las diferen-
cias; a los sociales en cuanto derechos a la reducción de
las desigualdades” (2001:82).

En los ámbitos del derecho internacional de los derechos huma-
nos y del derecho laboral internacional, los derechos a la no
discriminación, a la igualdad ante la ley, y a la igual protección
de la ley constituyen principios básicos y generales que estable-
cen la obligación para los Estados de respetar y garantizar a
todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén
sujetos a su jurisdicción el mismo reconocimiento y protección
de los derechos fundamentales. La Corte Interamericana de De-
rechos Humanos ha determinado que en virtud de esta obliga-
ción general, se derivan diversos efectos y consecuencias para
los Estados. En primer lugar, la prohibición de discriminación

6 A febrero de 2005, 160 Estados han ratificado el Convenio OIT N° 111.
7 A febrero de 2005, el Convenio OIT Nº 100 ha recibido 161 ratificaciones.
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impone a los Estados que deban “abstenerse de realizar accio-
nes que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o indirecta-
mente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto.
Esto se traduce, por ejemplo, en la prohibición de emitir leyes,
en sentido amplio, de dictar disposiciones civiles, administrati-
vas o de cualquier otro carácter, así como de favorecer actuacio-
nes y prácticas de sus funcionarios, en aplicación o interpreta-
ción de la ley, que discriminen a determinado grupo de perso-
nas en razón de su raza, género, color, u otras causales”. En
segundo lugar, la prohibición de discriminar genera obligacio-
nes de acción, o el deber de “adoptar medidas positivas para
revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en sus
sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto
implica el deber especial de protección que el Estado debe ejer-
cer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros que, bajo
su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las
situaciones discriminatorias” (Corte Interamericana de Derechos
Humanos, Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre
de 2003. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes
Indocumentados, Serie A N° 18, párr. 104-105).

Por discriminación se debe entender toda distinción, exclusión,
restricción o preferencia que tenga por objeto o por resultado
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en con-
diciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fun-
damentales de todas las personas, en las esferas política, eco-
nómica, social, cultural o en cualquier otra esfera, y que se fun-
de en determinados motivos como el sexo, la orientación se-
xual, el estado civil, la raza, el color, el linaje, el origen nacional,
la identidad étnica, el idioma, la religión, la opinión política o de
otra índole, el origen social, la posición económica, el nacimien-
to, la filiación, la edad, la discapacidad física o psicológica, o
cualquier otra condición social.8 Esta definición es concordante
con el concepto de discriminación que se establece en el dere-
cho laboral internacional, a partir de los convenios de la OIT.

No toda norma que prescriba diferentes situaciones será dis-
criminatoria por este solo hecho. Se deben distinguir a las dis-
criminaciones prohibidas, de las diferencias de trato y de las
acciones positivas.

Por diferencia de trato se debe entender la distinción que,
fundada en motivos razonables y objetivos, persigue un fin

8 Véase al respecto: Comité de Derechos Humanos, Observación General
Nº 18, párr. 7
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legítimo y congruente con el conjunto de los derechos fun-
damentales y no tiene efectos injustificables respecto de
otro grupo. Por ejemplo, las distinciones en cuanto a dere-
chos políticos entre ciudadanos y no ciudadanos, las medidas
encaminadas a la protección de la maternidad, o las preferen-
cias basadas en las calificaciones exigidas para un empleo de-
terminado.9

Por acciones afirmativas se deben entender las distinciones
preferenciales que con carácter temporal se establecen en bene-
ficio de un grupo desaventajado con el fin de reducir o eliminar
las condiciones que originan o facilitan que se perpetúe una
discriminación prohibida. Se justifican en cuanto son necesarias
para corregir una situación de discriminación de hecho en la que
la aplicación indiferenciada de una norma igual invisibilizaría la
discriminación o la agravaría. Estas distinciones son mantenidas
en vigor hasta que cumplan sus objetivos de lograr la igualdad
de trato y de oportunidades.

Este es el marco conceptual y normativo desde el cual se debe
analizar la legislación paraguaya sobre servicio doméstico.

C. El trabajo doméstico a
la luz del derecho
laboral internacional

A la fecha, el conjunto de normas convencionales aprobadas en
el ámbito de la OIT conforman un verdadero corpus iuris

9 Véase al respecto: Comité de Derechos Humanos, Observación General
Nº 18, párr. 13). La Convención para la Eliminación de la Discriminación
Racial (art. 1.2). Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial.
Recomendación General Nº XIV/93 párr. 2. La Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (art. 4.1).
El Convenio de la OIT Nº 111 (art. 1 inc. c). Corte Interamericana de
Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de
1984. Propuesta de modificación a la Constitución Política de Costa Rica
relacionada con la naturalización. Serie A Nº 4. párr. 56. La Corte Intera-
mericana sostiene en su jurisprudencia que se debe distinguir entre “dis-
tinción” que es la diferencia de trato “admisible, en virtud de ser razona-
ble, proporcional y objetivo” de la “discriminación” que es “inadmisible,
por violar los derechos humanos. Por tanto, se utilizará el término discri-
minación para hacer referencia a toda exclusión, restricción o privilegio
que no sea objetivo y razonable, que redunde en detrimento de los dere-
chos humanos” (Corte I.D.H. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de sep-
tiembre de 2003. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes
Indocumentados, Serie A N° 18, párr. 84).
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comprehensivo de buena parte de los aspectos que se derivan
de la regulación del trabajo, y es una fuente importante de las
obligaciones de los Estados en la materia. En el ámbito de la
actividad normativa de la OIT se registra, al igual que en el dere-
cho laboral comparado del ámbito iberoamericano, un similar
silencio en el reconocimiento de derechos para la trabajadora
doméstica, o se formulan parecidas exclusiones expresas. Sin
embargo, cabe señalar que esta tendencia pareciera estar
revirtiéndose, y se destaca una mayor atención al trabajo do-
méstico a partir de la entrada que otorgan los Convenios N° 138
(ratificado por Paraguay por Ley Nº 2.332/03)10 y N° 182 (ratifi-
cado por Paraguay mediante Ley Nº 1.657/01),11 en la conside-
ración del trabajo infantil doméstico como una de las peores
formas de trabajo infantil. En este sentido, es destacable el
novísimo informe “¿Ayudantes o esclavos? Comprender el tra-
bajo infantil doméstico y cómo intervenir” (Kane, 2004). De en-
tre los múltiples convenios existentes para regular las condicio-
nes de trabajo de categorías socio ocupacionales particulares,
no existe ninguno que sea de aplicación específica al empleo
doméstico, así como tampoco existen cláusulas en convenios
generales que extiendan expresamente a las trabajadoras do-
mésticas el ámbito de protección en las materias que prescri-
ben. En otros textos convencionales, el empleo doméstico po-
dría caer dentro de las categorías ocupacionales o los grupos
que son excluidos temporalmente de la aplicación del convenio,
cuando el Estado parte considere, en consulta con las organiza-
ciones representativas de trabajadores y empleadores, que se
trata de un sector de la economía que presenta problemas de
particular importancia, o por tratarse de países que no cuentan
con una economía y servicios administrativos o médicos sufi-
cientemente desarrollados.12

10 Este Convenio ha sido ratificado por 135 Estados a febrero de 2005.

11 Este Convenio ha recibido a febrero de 2005 151 ratificaciones.

12 Por citar algunos ejemplos, Convenio OIT Nº 102 sobre la Seguridad So-
cial (norma mínima) (art. 3); el Convenio OIT N° 131 sobre la Fijación de
Salarios Mínimos (art. 1); el Convenio OIT Nº 132 sobre las Vacaciones
Pagadas (art. 2.2); el Convenio OIT Nº 138 sobre la Edad Mínima (art. 4.1
y 5.1); el Convenio OIT Nº 128 sobre las Prestaciones de Invalidez, Vejez
y Sobrevivientes (art. 4.1); el Convenio OIT N° 158 sobre la Terminación
de la Relación de Trabajo (art. 2.5); el Convenio OIT Nº 183 sobre la
Protección de la Maternidad (art. 2.2). La OIT considera que el trabajo
doméstico en hogares privados se encuentra, a título de ejemplo, entre
los sectores que pueden estar excluidos temporalmente del ámbito de
aplicación del Convenio Nº 138 (OIT, 1981: párr 75).
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No obstante, interesa analizar el alcance del derecho antidiscri-
minatorio en el ámbito normativo de la OIT, y su aplicación al
trabajo doméstico, teniendo en cuenta las posibles discrimina-
ciones por razón de sexo13 y origen social14 que persisten como
subyacente cultural en la legislación positiva en la materia y la
práctica administrativa. Estos patrones discriminatorios están
expresamente prohibidos en el derecho convencional de la OIT,
y los Estados Miembros de la OIT se encuentran obligados a
modificar sus disposiciones de derecho interno para adecuarlas
a sus obligaciones internacionales.

El principio de no discriminación en el empleo, el de igualdad de
oportunidades y el derecho a igual salario por un trabajo de
igual valor fueron consagrados en el derecho laboral internacio-
nal desde la misma constitución de la OIT de 1919, y han cons-
tituido principios fundamentales de la acción de la organiza-
ción. La Constitución de 1919 reconocía “el principio de salario
igual, sin distinción de sexos para un trabajo de igual valor” y
además señalaba que el principio de no discriminación está en-
tre los que son “de importancia particular y urgente” (art. 41
apartados 7 y 8), y estableció que “las reglas que en cada país se
dicten con respecto a las condiciones de trabajo deberían ase-
gurar un trato económico equitativo a todos los obreros que
residan legalmente en dicho país” (preámbulo).

Con posterioridad, la Declaración de Filadelfia de 1944 señaló
que “todos los seres humanos, sin distinción de raza, credo o
sexo, tienen derecho a perseguir su bienestar material y su de-
sarrollo espiritual en condiciones de libertad y dignidad, de se-
guridad económica y en igualdad de oportunidades”, señalando

13 La Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendacio-
nes ha señalado que por discriminación por razón de sexo deben enten-
derse las distinciones que se establecen explícita o implícitamente en
detrimento de uno u otro sexo, aunque en la práctica, con mayor fre-
cuencia las discriminaciones sean practicadas en detrimento de las mu-
jeres. La discriminación por razón de sexo abarca también las discrimi-
naciones basadas en el estado civil; el estado matrimonial o más especí-
ficamente la situación familiar (las responsabilidades sobre personas a
cargo), el embarazo y el parto, cuando tienen por efecto imponer a una
persona de un sexo determinado una exigencia o una condición que no
se impondrá a una persona del otro sexo. El acoso sexual o las atencio-
nes sexuales no solicitadas son también formas particulares de discrimi-
nación por razón de sexo (OIT, 1988: 37-48).

14 Para la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios, la discrimina-
ción por origen social se refiere al hecho de que a determinadas perso-
nas, debido a su pertenencia a una clase, categoría sociocupacional o
casta, se les determina su futuro ocupacional, porque se les niega el
acceso a ciertos trabajos o actividades o porque sólo se le asignan deter-
minados empleos (OIT, 1988: 56-58).
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que el logro de las condiciones que permitan alcanzar este re-
sultado deben ser un objetivo central de la política nacional e
internacional, y que “cualquier política y medida de índole nacio-
nal e internacional, particularmente de carácter económico y fi-
nanciero, debe juzgarse desde este punto de vista y aceptarse
solamente cuando favorezca, y no entorpezca, el cumplimiento
de este objetivo fundamental” (párr. II de la Declaración, incor-
porada a la Constitución de la OIT, como parte de sus objetivos,
art. 1.1).

Tras la creación de la Organización de Naciones Unidas y la apro-
bación de la Declaración Universal de Derechos Humanos de
1948, se aprueban los primeros instrumentos convencionales
en el seno de la OIT con miras a promover la igualdad y eliminar
la discriminación en el ámbito del trabajo. En 1951 se aprueba el
Convenio Nº 100 sobre igualdad de remuneración y su Reco-
mendación Nº 90, cuyo objetivo se limitaba a la promoción de
mecanismos que garanticen la igualdad de salarios entre hom-
bres y mujeres. Con el fin ampliar la cobertura de la prohibición
de discriminación a otros patrones de diferenciación humana, y
en el entendimiento que no se podía enfocar eficazmente la lu-
cha contra la discriminación en la remuneración sin abarcar ade-
más otros aspectos del empleo y la ocupación, la Conferencia
Internacional del Trabajo aprobó en 1958 el Convenio Nº 111
sobre la discriminación en el empleo y la ocupación y su Reco-
mendación Nº 111, cuyo ámbito de aplicación material es más
amplio y que protege específicamente contra las discriminacio-
nes en seis supuestos, además de la variable “sexo”.

Estos dos instrumentos internacionales, considerados fundamen-
tales por la OIT por enfocar con un criterio universal una temáti-
ca de derechos humanos, se encuentran estrechamente vincula-
dos con las disposiciones antidiscriminatorias del derecho inter-
nacional de los derechos humanos (Válticos, 1998). Con ante-
rioridad a la adopción de estos instrumentos, las normas de la
OIT dirigidas a las mujeres tenían la intención de promover me-
didas de protección especial o prohibiciones, que en muchos
casos generaban como resultado prácticas discriminatorias en
perjuicio de las mujeres. Se trataba más bien de medidas pro-
teccionistas de la función reproductiva de las mujeres amena-
zadas por su acelerada incorporación al mundo del trabajo a
las esferas de lo público, así como encaminadas a preservar la
integridad física y la honestidad moral de las mujeres, restrin-
giendo su incorporación al trabajo en determinados sectores
u horarios “la producción normativa relativa a los derechos de
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la mujer trabajadora y a la igualdad de género en cuanto al
trato y las oportunidades en el trabajo ha estado fuertemente
condicionada por el debate y las posiciones que fueron preva-
leciendo en el derecho internacional, así como en la agenda
social internacional, a lo largo de la existencia de la Organiza-
ción. Esto queda reflejado en las razones, que en el transcurso
de los años, motivaron la revisión de ciertos instrumentos o con-
dujeron a la adopción de nuevos convenios. Al principio, la pro-
tección de la mujer trabajadora obedecía a la preocupación de
tutelar su función primaria, que era la de madre y ama de casa.
En años más recientes, la figura de la mujer como trabajadora
secundaria ha ido desapareciendo de los textos normativos de
la OIT para ceder el paso a la imagen de una mujer que parti-
cipa en el mercado de trabajo, en pie de igualdad con los hom-
bres, y cuya incorporación a la actividad económica sin discri-
minaciones de género se considera esencial para el fortaleci-
miento de la democracia, el alivio de la pobreza y la justicia
social, el aumento de la productividad y la eficiencia económi-
ca” (Tomei, 2003: 36).

En 1975, la Conferencia Internacional del Trabajo adoptó la De-
claración sobre la Igualdad de Trato para las Trabajadoras, seña-
ló un cambio de paradigma en ese sentido, disponiendo que las
mujeres deben estar protegidas sobre la misma base y con las
mismas normas de protección que se establecen para los hom-
bres, y señalando que la incompatibilidad de la discriminación
contra las trabajadoras con los intereses de la economía y con la
justicia social, proclama que la protección de la mujer en el tra-
bajo constituirá una parte integral de los esfuerzos realizados
para promover y mejorar continuamente las condiciones de vida
y de trabajo de todos los empleados.

En 1985 la Conferencia Internacional del Trabajo adoptó una
resolución sobre igualdad de oportunidades y trato en el em-
pleo entre hombres y mujeres, en la que señaló que las medidas
de protección especial aplicadas a las mujeres en la legislación
laboral deben ser continuamente revisadas, complementadas o
derogadas, a la luz del conocimiento científico actualizado, los
cambios técnicos y las circunstancias de la realidad nacional.

En 1998, la Conferencia Internacional del Trabajo, tras varios
años de debate, aprobó la declaración relativa a los principios y
derechos fundamentales en el trabajo. Esta Declaración procla-
ma que los Estados Miembros de la OIT, al incorporarse libre-
mente a la organización, adhieren los principios fundamentales
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de ella, expresadas en la Constitución de la OIT y en la Declara-
ción de Filadelfia, y que han sido desarrollados en convenios
específicos que han sido declarados fundamentales por la OIT y
que revisten carácter vinculante. Estos principios son obligato-
rios, independientemente que el Estado en cuestión haya ratifi-
cado alguno de los instrumentos específicos.

Los derechos y principios fundamentales generan para los Es-
tados la obligación de “respetar, promover y hacer realidad,
de buena fe y de conformidad con la Constitución”, el derecho
a la libertad de asociación y libertad sindical y el derecho de
negociación colectiva, la eliminación del trabajo forzoso, la
eliminación del trabajo infantil y la eliminación de todas las
formas de discriminación en el empleo y ocupación. Los prin-
cipios y derechos fundamentales de la Declaración no sólo re-
visten una importancia normativa, sino informan toda la polí-
tica promocional de la OIT.

El Convenio N° 111 sobre la discriminación (empleo y ocupa-
ción), y la Recomendación N° 111 vinculada a dicho convenio,
establecen obligaciones de carácter universal para los Estados
parte del instrumento, en relación a la eliminación de la discri-
minación en el ámbito laboral en relación a todos los trabajado-
res, sin excluir a ninguna categoría ocupacional o sector y sin
hacer distinciones entre trabajadores nacionales y no naciona-
les del Estado en cuestión (Von Potobsky y Bartolomei, 1990:432;
Thomas y Horii, 2002:70).

Este convenio obliga a los Estados parte a “formular y llevar a
cabo una política nacional que promueva, por métodos adecua-
dos a las condiciones y a la práctica nacionales, la igualdad de
oportunidades y de trato en materia de empleo y ocupación, con
objeto de eliminar cualquier discriminación a este respecto” (art.
2). Entre los métodos adecuados para la promoción de la polí-
tica de igualdad, el convenio obliga a derogar las leyes y modi-
ficar las prácticas administrativas discriminatorias, y a sancio-
nar la legislación necesaria para garantizar el cumplimiento
del principio de no discriminación, estableciendo mecanismos
apropiados para la atención de quejas, que puedan remediar y
corregir, mediante procedimientos conciliatorios o de otro
carácter, las prácticas discriminatorias comprobadas; promo-
ver programas educativos al respecto, fomentar la aceptación
y cooperación de las organizaciones de trabajadores y de em-
pleadores para lograr la promoción de dicha política y aplicar-
la en los servicios de orientación y formación profesional, y de
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colocación que dependan de la autoridad pública y estimulan-
do cuando estos servicios tengan carácter privado. Asimismo,
se deben tomar medidas que tiendan a que el principio de no
discriminación sea comprendido y aceptado por el público (art.
3; y Recomendación N° 111, § 3).

Define, el convenio, a la discriminación como “cualquier distin-
ción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color,
sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen
social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de opor-
tunidades o de trato en el empleo y la ocupación” (art. 1.1.a).
Asimismo, un Estado Parte del Convenio N° 111 podrá, previa
consulta con las organizaciones de empleadores y trabajadores
u otros organismos apropiados, incluir mediante los métodos
apropiados, ya sea mediante su legislación o en contratos colec-
tivos, cualquier otra forma de distinción, exclusión o preferen-
cia que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportuni-
dades o de trato en el empleo u ocupación, y que no esté espe-
cíficamente cubierta por el convenio (art. 1.1.b; Recomendación
N° 111, § I.1.b).
La Comisión de Expertos de la OIT ha señalado que esta defini-
ción contiene tres elementos: un hecho, que consiste en la ac-
ción u omisión que origina la diferencia de trato (la distinción,
exclusión o preferencia) que se manifiesta en una norma jurídi-
ca, prácticas administrativas o judiciales, o en la costumbre; un
criterio sobre el cual se fundamente esa diferencia de trato, que
debe tratarse de uno de los patrones de diferenciación por los
cuales el convenio prohíbe la discriminación; y un resultado ob-
jetivo de la diferencia de trato, que consiste en la alteración o
destrucción de la igualdad de trato y de oportunidades (OIT,
1988: 22). La concurrencia de un efecto o resultado objetivo en
la definición de discriminación, contribuye a que el Convenio N°
111 ampare contra las discriminaciones directas (las diferencias
de trato prohibidas estatuidas por las normas o la práctica), como
contra las discriminaciones indirectas, que son aquellas diferen-
cias de trato aparentemente neutrales o de carácter tuitivo, que
tienen un impacto desproporcionado sobre un colectivo de per-
sonas con algunas características específicas.

El convenio define que las expresiones “empleo” y “ocupación”
abarcan tanto “el acceso a los medios de formación profesional
y la admisión en el empleo” así como las “condiciones de traba-
jo” (art. 1.3). Estas últimas comprenden la seguridad en el em-
pleo, el ascenso de acuerdo con la conducta, experiencia, capa-
cidad y laboriosidad de cada persona, la remuneración por un
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trabajo de igual valor, horas de trabajo, períodos de descanso,
vacaciones anuales pagadas, seguridad e higiene en el trabajo,
seguridad social, servicios sociales y prestaciones sociales en rela-
ción con el empleo (Recomendación N° 111, § II.2.b, iv, v y vi).

El convenio señala que no serán consideradas discriminatorias
las distinciones, exclusiones o preferencias basadas en las califi-
caciones exigidas para un empleo determinado (art. 1.1.2; Re-
comendación N° 111, § I.2), así como las medidas especiales de
protección o asistencia reconocidas en la legislación o en otros
convenios internacionales, que tienen la finalidad de satisfacer
las necesidades particulares de ciertas personas por razones tales
como el sexo, la edad, la invalidez, las cargas de familia o el
nivel social o cultural (art. 5; Recomendación N° 111, § II.6).
A la luz de esta obligación fundamental de eliminar las discrimi-
naciones, será analizado el grado de reconocimiento de dere-
chos sociales concedido a las trabajadoras domésticas, en rela-
ción con el término medio de derechos reconocidos y aplicables
al régimen del trabajo en general, tanto en la normativa de la
OIT como en el derecho laboral interno del Estado paraguayo.

D. Naturaleza de las
obligaciones de los
Estados en materia de
derechos económicos,
sociales y culturales

Cuáles son las obligaciones de los Estados en materia de derechos
sociales, cuál es la naturaleza de éstas y hasta qué nivel responsabi-
lizan a los poderes públicos son cuestiones que debemos precisar
para analizar, desde ese marco normativo y teórico, el cumplimien-
to de los derechos sociales garantizados por Paraguay en la legisla-
ción aplicable al sector de las trabajadoras domésticas.

Para una sistematización de las obligaciones de los Estados en
materia de derechos económicos, sociales y culturales, seguire-
mos la sistemática elaborada por Abramovich et al. (2001:65-
116). De acuerdo a esta clasificación, los Estados asumen en
materia de derechos sociales las siguientes obligaciones: a) obli-
gación de adopción de medidas inmediatas; b) obligación de
garantizar niveles esenciales mínimos de derechos; c) obliga-
ción de progresividad y prohibición de regresividad.
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1. Obligaciones de adoptar medidas inmediatas

Existen dos compromisos que el Comité de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales considera que son de aplicación inme-
diata: el compromiso de “adoptar medidas”, sobre el que consi-
dera que es un “compromiso que en sí mismo no queda condi-
cionado ni limitado por ninguna otra consideración”; y la obliga-
ción de garantizar que los derechos sociales se ejercerán sin
discriminación.

Sobre estas dos obligaciones esenciales, el Comité considera
que si bien el pleno disfrute de varios de los derechos conteni-
dos en el instrumento son en gran medida de realización pro-
gresiva, las medidas tendientes a lograr este objetivo deben
adoptarse dentro de un plazo razonablemente breve tras la en-
trada en vigor del Pacto. Las medidas deben ser “deliberadas,
concretas y orientadas lo más claramente posible hacia la satis-
facción de las obligaciones reconocidas en el Pacto”. Los Princi-
pios de Limburgo (16-17) establecen que las medidas para el
cumplimiento del Pacto deben adoptarse “de inmediato” y de-
ben ser “coherentes con la naturaleza de los derechos”.

Cuáles deben ser las medidas a ser adoptadas, es un asunto que
queda remitido a las circunstancias de cada caso, de acuerdo al
principio del margen de apreciación, por el cual compete a los
Estados la decisión del método más adecuado para dar efectivi-
dad en el plano interno a los compromisos internacionales con-
traídos en los tratados, sobre todo en lo referido a las obligacio-
nes de hacer.

Los Estados no pueden utilizar como pretexto tras el carácter
progresivo de la realización de la mayoría de los derechos eco-
nómicos, sociales y culturales para evitar adoptar “algunas me-
didas de forma inmediata y otras a la mayor brevedad posible”.
A los Estados les “corresponde la obligación de demostrar lo-
gros cuantificables encaminados a la plena efectividad de los
derechos aludidos”. Asimismo, “los Estados no pueden justificar
la derogación o limitación de los derechos reconocidos en el
Pacto en base a diferencias en las tradiciones sociales, religiosas
o culturales” (Directrices de Maastricht, 8).

Además, el Comité ha establecido que existen disposiciones del
Pacto que son de aplicación inmediata (auto ejecutables), así
como tampoco cabe respecto de ellas el principio de realización
progresiva. Entre estos derechos se encuentran la igualdad de
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hombres y mujeres en el disfrute de los derechos reconocidos
en el Pacto (art. 3), el principio de igual salario por igual trabajo
sin discriminaciones, en especial referido a las mujeres (art. 7.a.i),
los derechos a la sindicalización y a la huelga (art. 8), las medi-
das de protección especial a favor de los niños, en particular
respecto de la explotación laboral (art. 10.3), la enseñanza pri-
maria obligatoria, gratuita y asequible a todos (art. 13.2.a), en-
tre otros. Respecto de estos derechos, el Comité señala que “ca-
bría considerar de aplicación inmediata por parte de los órganos
judiciales y de otra índole en numerosos sistemas legales nacio-
nales. Parecería difícilmente sostenible sugerir que las disposi-
ciones indicadas son intrínsecamente no autoejecutables” (Ob-
servación General Nº 3, párr. 5).

Respecto de la obligación de no discriminar en el disfrute de los
derechos económicos, sociales y culturales se considera que es
“aplicación inmediata y requiere de una garantía explícita por
parte de cada uno de los Estados Partes. Por lo tanto, esto debe-
ría ser sujeto a la revisión judicial y a otros recursos procesales”
(Principios de Limburgo, 35). La prohibición de discriminación
conlleva para el Estado el deber de garantizar que las personas
no serán víctimas de prácticas discriminatorias en cualquier es-
fera de la vida pública cometida por personas o entidades priva-
das (Principios de Limburgo, 40).

Se considera que “los motivos de discriminación mencionados
en el artículo 2(2) no son exhaustivos” (Principios de Limburgo,
36), con lo que cualquier consideración de facto o jurídica, que
por causa de alguno de los patrones de diferenciación en el gé-
nero humano no expresamente previstos por el Pacto, establez-
ca restricciones ilegítimas o peores oportunidades de acceso al
disfrute de los derechos sociales a determinados colectivos po-
drá ser considerada una práctica discriminatoria, cuando esta
diferenciación no derive estrictamente del sentido común, del
sentido de justicia o de la naturaleza de las cosas.

Para el cumplimiento inmediato de la obligación de no discrimi-
nación, los Estados Partes del Pacto deben eliminar la discrimi-
nación legal “mediante la abolición inmediata de toda legisla-
ción, regulación y práctica discriminatoria (incluyendo acciones
de omisión y comisión) que afectan el disfrute de los derechos
económicos, sociales y culturales” (Principios de Limburgo, 37).

Asimismo, los Estados parte deben eliminar las discrimina-
ciones de facto, que se originan en la escasez de recursos u
otros factores (Principios de Limburgo, 38). A tal fin, no se



75

considerarán prácticas discriminatorias “la adopción de
medidas especiales cuyo único fin sea asegurar el progreso
adecuado de determinados grupos o individuos que requie-
ren de la protección que sea necesaria para garantizar a
dichos grupos o individuos igualdad en el disfrute de los
derechos económicos, sociales y culturales, siempre que
dichas medidas no resulten en el mantenimiento de dere-
chos separados para distintos grupos y que las mismas no
sigan vigentes después de lograr los objetivos planteados”
(Principios de Limburgo, 39).

Respecto de las medidas de adopción inmediata, éstas pueden
consistir en la adecuación del marco legislativo para hacer efec-
tivos los derechos sociales en el ámbito interno, la obligación de
relevar información sobre la realidad, formular planes y políticas
nacionales y establecer una vigilancia efectiva sobre los indica-
dores socio económicos, y garantizar recursos judiciales o ad-
ministrativos para un efectivo acceso a la justicia.

2. Obligación de preservar niveles mínimos de
disfrute de derechos

El Comité ha señalado que el Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales establece niveles de conteni-
do mínimo en relación a cada uno de los derechos, cuya deroga-
ción es inadmisible (Observación General Nº 3, párr. 10; Direc-
trices de Maastricht, 9). Esta obligación comprende el deber de
proveer y garantizar la satisfacción de unos determinados es-
tándares esenciales, sin los cuales no tendría razón de ser el
reconocimiento de ese derecho.

La existencia de un contenido mínimo inderogable tiene conse-
cuencias prácticas de importancia. Primero, las limitaciones y
restricciones que se establezcan sobre el disfrute de los dere-
chos económicos, sociales y culturales deberán permitir siem-
pre la vigencia de esos niveles esenciales, cuya supresión resul-
ta injustificable. Estas obligaciones “son aplicables independien-
te de la disponibilidad de recursos en el país de que se trate o
cualquier otro factor o dificultad” (Directrices de Maastricht, 9).
Particularmente, “la escasez de recursos no exime a los Estados
de ciertas obligaciones mínimas esenciales en la aplicación de
los derechos económicos, sociales y culturales” (Directrices de
Maastricht, 10).
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Asimismo, los Estados tienen una obligación, “independiente-
mente de su nivel de desarrollo económico, de garantizar el res-
peto de los derechos de subsistencia mínima de todas las perso-
nas” (Principios de Limburgo, 25). De esta manera, “aun en tiem-
pos de limitaciones graves de recursos, causadas sea por el pro-
ceso de ajuste, de recesión económica o por otros factores, se
puede y se debe en realidad proteger a los miembros vulnera-
bles de la sociedad mediante la adopción de programas de rela-
tivo bajo costo” (Observación General Nº 3, párr. 12).

3. Obligación de progresividad y prohibición de
regresividad

El principio de realización progresiva es una disposición común
a la normativa internacional de derechos económicos sociales y
culturales15 y supone la obligación de avanzar gradualmente a
través de los años, en la realización de estándares cada vez
mayores de disfrute de los derechos humanos. Esta idea de pro-
greso recalca la necesidad de una mejora substantiva en el acce-
so a los derechos humanos de la población, para lo cual los
Estados deben adoptar medidas que “deben ser deliberadas,
concretas y orientadas hacia el cumplimiento de las obligacio-
nes”. Asimismo, esta obligación de realización progresiva, su-
pone, como contrapartida, que cualquier regresión que supon-
ga un menoscabo o merma respecto de la legislación ya vigente,
o cualquier política que sufra cambios que conlleven menor co-
bertura y acceso al disfrute de los derechos que situaciones
preexistentes, sería violatoria del Pacto, “La obligación mínima
asumida por el Estado al respecto es la obligación de no
regresividad, es decir, la prohibición de adoptar políticas y me-
didas, y por ende, de sancionar normas jurídicas, que empeoren
la situación de los derechos económicos, sociales y culturales
de los que gozaba la población al momento de adoptado el tra-
tado internacional respectivo, o bien en cada mejora ‘progresi-
va’. Dado que el Estado se obliga a mejorar la situación de estos
derechos, simultáneamente asume la prohibición de reducir los

15 Siguiendo la obligación contenida en el artículo 2.1 del Pacto de “lograr
progresivamente (...) la plena efectividad” de los derechos reconocidos
en el Pacto; similar enunciación contiene el artículo 1 del Protocolo de
San Salvador.
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niveles de protección de los derechos vigentes, o, en su caso, de
derogar los derechos ya existentes” (Abramovich et al., 2001:94).

Como sostiene el Comité: La principal obligación en lo que ata-
ñe a resultados que se refleja en el párrafo 1 del artículo 2 es la
de adoptar medidas “para lograr progresivamente... la plena efec-
tividad de los derechos reconocidos [en el Pacto]”. La expresión
“progresiva efectividad” se usa con frecuencia para describir la
intención de esta frase. El concepto de progresiva efectividad
constituye un reconocimiento del hecho de que la plena efectivi-
dad de todos los derechos económicos, sociales y culturales en
general no podrá lograrse en un breve período de tiempo. En
este sentido, la obligación difiere de manera importante de la
que figura en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos e incorpora una obligación inmediata de res-
petar y garantizar todos los derechos pertinentes. Sin embargo,
el hecho de que la efectividad a lo largo del tiempo, o en otras
palabras progresivamente, se prevea en relación con el Pacto no
se ha de interpretar equivocadamente como que priva a la obli-
gación de todo contenido significativo. Por una parte, se requie-
re un dispositivo de flexibilidad necesaria que refleje las realida-
des del mundo real y las dificultades que implica para cada país
el asegurar la plena efectividad de los derechos económicos,
sociales y culturales. Por otra parte, la frase debe interpretarse a
la luz del objetivo general, en realidad la razón de ser, del Pacto,
que es establecer claras obligaciones para los Estados partes
con respecto a la plena efectividad de los derechos de que se
trata. Este impone así una obligación de proceder lo más expe-
dita y eficazmente posible con miras a lograr ese objetivo. Ade-
más, todas las medidas de carácter deliberadamente retroactivo
en este aspecto requerirán la consideración más cuidadosa y
deberán justificarse plenamente por referencia a la totalidad de
los derechos previstos en el Pacto y en el contexto del aprove-
chamiento pleno del máximo de los recursos de que se dispon-
ga (Observación General Nº 3, párr. 9).

La obligación de progresividad no exonera a los Estados de
la necesaria rapidez con la que deben adoptar medidas para
el logro de la efectividad de los derechos, medidas que de-
ben ser inmediatas, deliberadas, concretas y orientadas lo
más claramente posible al cumplimiento de las obligacio-
nes, y a partir de los niveles alcanzados, ir mejorando los
niveles de calidad, acceso, cobertura de los distintos servi-
cios en forma paulatina; en otras palabras, la noción de
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progresividad en ninguna circunstancia “será interpretada
de manera que implique que los Estados tienen el derecho
de aplazar indefinidamente esfuerzos destinados a asegu-
rar la plena efectividad. Al contrario, todos los Estados par-
tes tienen la obligación de comenzar inmediatamente a
adoptar medidas dirigidas a cumplir sus obligaciones bajo
el Pacto” (Principios de Limburgo, 21).

La obligación del logro progresivo existe independientemente
de cualquier aumento de recursos; requiere de una utilización
eficaz de los recursos de que se disponga (Principios de Limburgo,
23). Asimismo, la carga de demostrar que una medida regresiva
fue adoptada con la consideración más cuidadosa de todas las
alternativas y que la medida se justifica plenamente en relación
al resto de los derechos reconocidos en el Pacto y a la utilización
plena del máximo de los recursos de los que se dispone corres-
ponde al Estado, existiendo una fuerte presunción de invalidez
sobre las medidas de carácter regresivo.16

Los Principios de Limburgo (46-56) señalan que el artículo 4 del
Pacto limita considerablemente a los Estados en su capacidad
de restringir los niveles de disfrute de los derechos sociales, de
modo que el margen de discrecionalidad estatal en este aspecto
está notoriamente delimitado. A ese respecto, las limitaciones
que se establezcan sobre los derechos económicos, sociales y
culturales deberán estar previstos en una ley nacional de aplica-
ción general vigente en el momento de aplicar la limitación, que
sea clara, pública y accesible a todos. Estas limitaciones no se-
rán arbitrarias, irrazonables o discriminatorias, y deberán ser
coherentes con el Pacto y compatibles con la naturaleza de los
derechos reconocidos en él; esto último requiere que la limita-
ción no deberá interpretarse o aplicarse en menoscabo de la
naturaleza intrínseca de un determinado derecho. Por último,
es responsabilidad del Estado demostrar que las limitaciones
no impiden el funcionamiento democrático de la sociedad, en-
tendiéndose por esto que las restricciones establecidas por el
Estado no menoscaben el reconocimiento, respeto y protec-
ción del resto de los derechos humanos enunciados en la Car-
ta de las Naciones Unidas y en la Declaración Universal de De-
rechos Humanos. Se deberán establecer las protecciones ade-
cuadas y recursos judiciales efectivos contra la imposición ile-
gal o abusiva de limitaciones a los derechos económicos, so-
ciales y culturales.

16 A ese respecto se pueden ver las Observaciones Generales Nº 13 (párr.
45) y Nº 14 (párr. 32).
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La prohibición de regresividad es una garantía substantiva para
la defensa de los derechos económicos, sociales y culturales, ya
que fundamenta la justiciabilidad mediante los mecanismos lo-
cales de constitucionalidad y amparo frente a leyes o decretos
que supongan retrocesos en relación a niveles ya alcanzados. Es
un límite que establecen el Pacto y la Constitución a la discrecio-
nalidad reglamentaria del Legislativo o el Ejecutivo. “Desde el
punto de vista del ciudadano, la obligación constituye una ga-
rantía de mantenimiento de los derechos económicos, socia-
les y culturales de los que goza desde la adopción del Pacto
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
y de su nivel de goce, a partir de dicha adopción y de toda
mejora que hayan experimentado desde entonces” (Abramovich
et al., 2001:96).

4. Las violaciones a los derechos sociales

Una vez precisadas las obligaciones estatales en el ámbito de
los derechos económicos, sociales y culturales, cabe determinar
los tipos de violación y el alcance de las responsabilidades del
Estado. Desde el punto de vista del derecho internacional, cual-
quier incumplimiento de una obligación del Pacto constituye una
violación del mismo. Para poder determinar cuándo un Estado
incumple una obligación “es necesario tomar en cuenta que el
Pacto permite al Estado Parte cierto margen de discreción con
respecto a la selección de los mecanismos que utilizará para
llevar a cabo sus objetivos y que existen factores ajenos a su
control inmediato que pueden ejercer un efecto adverso sobre
su capacidad de hacer efectivos ciertos derechos” (Principios de
Limburgo, 70-71). Las Directrices de Maastricht (14-15) inter-
pretan que al igual que en otros derechos, los ilícitos que origi-
nan la responsabilidad de los Estados en materia de derechos
sociales se originan tanto en actos como en omisiones. Existen
acciones directas, tanto de los Estados como de entidades y ter-
ceros no debidamente regulados por el Estado que pueden ori-
ginar estas violaciones por acción:

a) La anulación o suspensión de cualquier legislación que sea
necesaria para seguir ejerciendo un derecho económico, so-
cial y cultural que esté vigente en ese momento.
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b) La denegación activa de estos derechos a determinados indi-
viduos o grupos mediante cualquier forma de discriminación
legislada o impuesta.

c) El apoyo activo a cualquier medida adoptada por terceros
que sea contraria a los derechos económicos, sociales y
culturales.

d) La aprobación de cualquier legislación o política que sea cla-
ramente incompatible con las obligaciones legales preexis-
tentes relativas a estos derechos, salvo cuando esto se hace
con el propósito y efecto de aumentar la igualdad y mejorar
la realización de los derechos económicos, sociales y cultura-
les de los grupos más vulnerables.

e) La adopción de cualquier medida que sea intencionalmente
regresiva y que reduzca el nivel de protección de cualquiera
de estos derechos.

f) La obstaculización o interrupción intencional de la realiza-
ción progresiva de un derecho previsto en el Pacto, salvo cuan-
do el Estado actúa dentro de los parámetros de una limita-
ción estipulada en el Pacto o debido a la falta de recursos
disponibles o fuerza mayor.

g) La reducción o desviación de un gasto público específico,
cuando dicha reducción o desviación resulta en la imposibili-
dad del goce de estos derechos y no sea acompañada por la
adopción de medidas adecuadas que aseguren a todos la
subsistencia mínima.

Del mismo modo, a raíz de la omisión o incumplimiento del
Estado de tomar las medidas necesarias para la protección o
promoción de los derechos sociales, pueden derivarse estas vio-
laciones por omisión:

a) La no adopción de las medidas adecuadas estipuladas en el
Pacto.

b) La no modificación o revocación de cualquier legislación que
sea claramente inconsistente con una obligación prevista en
el Pacto.

c) La no aplicación de legislaciones o ejecución de políticas des-
tinadas a hacer efectivas las disposiciones en el Pacto.
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d) La no regulación de actividades de particulares o grupos para
evitar que éstos violen los derechos económicos, sociales y
culturales.

e) La no utilización al máximo de los recursos disponibles para
lograr la plena realización del Pacto.

f) La falta de vigilancia de la efectividad de los derechos econó-
micos sociales y culturales, incluyendo la elaboración y apli-
cación de criterios e indicadores para evaluar el acatamiento.

g) La no eliminación inmediata de los obstáculos que debe eli-
minar para permitir la efectividad inmediata de un derecho
garantizado en el Pacto.

h) La no aplicación inmediata de un derecho que debe tener
efectividad inmediata conforme al Pacto.

i) El no cumplimiento de la norma mínima internacional de rea-
lización cuando dicho cumplimiento queda dentro de sus
posibilidades.

j) Cuando el Estado, al celebrar convenios bilaterales o
multilaterales con otro Estado y con organizaciones interna-
cionales o empresas multinacionales, no tenga en cuenta sus
obligaciones legales internacionales en la esfera de los dere-
chos económicos, sociales y culturales.

Por su parte, los Principios de Limburgo (72) señalan que los
Estados incurren en una violación del Pacto si:

• no toma alguna medida que le es requerida por el Pacto.

• no elimina rápidamente los obstáculos a que está obli-
gado a eliminar para permitir la efectividad inmediata de
un derecho.

• no aplica sin demora un derecho a que está obligado a garan-
tizar de inmediato conforme al Pacto.

• incumple intencionalmente una norma mínima internacional
de realización ampliamente reconocida y cuya efectividad está
dentro de sus posibilidades.

• impone una limitación a un derecho reconocido en el Pacto
en contraposición con lo estipulado en el Pacto.
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• retrasa o interrumpe intencionalmente la realización progre-
siva de un derecho, al menos que se actúe dentro del contex-
to de una limitación admitida por el Pacto o por razones de la
falta de recursos disponibles o de fuerza mayor.

· no presenta informes tal como lo estipula el Pacto.

E. Antecedentes
históricos de las leyes
sobre trabajo
doméstico en Paraguay

El origen de las prácticas sociales e instituciones legales asocia-
das al trabajo doméstico en Paraguay hay que buscarlas en el
proceso de domesticación de la mano de obra esclava en el ini-
cio del período hispánico. Desde que las primeras expediciones
de conquistadores españoles arriban al Paraguay hacia media-
dos del siglo XVI y durante toda la segunda mitad del siglo, los
europeos se vieron enfrentados militarmente a la resistencia de
diversos pueblos indígenas. En un momento, fueron poblacio-
nes guaraníes que no aceptaban las condiciones del vasallaje
español las que ofrecieron resistencia y que tuvieron que ser
combatidas (Roulet, 1993). Ulrico Schmidl, el más importante
cronista de la conquista del Paraguay, describe uno de los pri-
meros enfrentamientos que mantuvieron con los guaraníes en
la zona de Lambaré. Luego de combatir con ellos durante dos
días, se rindieron y pidieron perdón a los españoles: “También
trajeron y regalaron a nuestro capitán Juan Ayolas seis mujeres,
la mayor era de diez y ocho años de edad; también le hicieron
un presente de alrededor de unos nueve venados y otra carne de
monte. A más nos pidieron que permaneciéramos con ellos y a
cada gente de guerra u hombre dieron dos mujeres a disposi-
ción para que cuidaran de nosotros, cocinaran, lavaran y [aten-
dieran en] otras cosas más de las que uno en aquel tiempo ha
necesitado (...) Así con esto quedó hecha la paz con los Carios”
(1983:64). Escena ésta que se habrá repetido en cada lugar de
Paraguay y de América Latina donde llegaban los europeos en
aquellos años. Luego, y hasta finales del siglo XVI, los españoles
y sus aliados guaraníes realizaron numerosas incursiones y ex-
pediciones a través del Chaco, buscando el camino hacia el Perú
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por el occidente, teniendo encuentros bélicos con poblaciones
no guaraníes, guaicurúes de la región chaqueña.

De resultas de las expediciones punitivas que realizaban los es-
pañoles frente a conspiraciones reales o inventadas en contra
de las comunidades indígenas, los europeos capturaron una gran
cantidad de prisioneros de guerra, mayoritariamente mujeres y
niños, que eran traídos como esclavos a Asunción. Según un
primer censo de 1570, en Asunción había unos 10 000 in-
dígenas en esta condición, pudiendo contar un colono español,
por más humilde que fuera, con 20 ó 30 esclavos a su servicio
(Susnik, 1982:121).

Los españoles dieron forma legal a esta servidumbre utilizando
una figura legal del derecho incaico que fue adoptada por la
legislación de Indias. Cuando los españoles derrotaron a los in-
dígenas del Perú, debieron adoptar una serie de instituciones
administrativas del sistema político incaico para poder seguir
administrando ese vasto imperio. Muchas de estas instituciones
fueron incorporadas a las Leyes de Indias, y convertidas en dere-
cho colonial español, transplantadas sin más a otros lugares de
Sudamérica. Una de estas instituciones fueron las encomiendas,
y en particular la mita y la yanacona o el régimen de la servidum-
bre perpetua de los esclavos capturados en la guerra (Susnik,
1982; Rodríguez Molas, 1985).

La encomienda era una institución jurídica y social que regulaba
las relaciones de explotación de mano de obra entre los señores
españoles y los vasallos indígenas. La mita fue la institución que
rigió el trabajo obligatorio de los indígenas libres. Ésta era más
bien un impuesto de conscripción o de servicio por el cual los
indígenas varones libres de entre 15 y 50 años que pertenecían
a los pueblos que habían sido reducidos bajo una autoridad
eclesial debían servir un período de 30 días al año a un señor
encomendero. El trabajo de los mitayos, si bien fue objeto de
abusos varios, era dedicado básicamente a las actividades eco-
nómicas extractivas agropecuarias (explotación de la yerba y la
ganadería, principalmente).

La encomienda de yanacona o yanaconato era una servidumbre
que se aplicaba a todos los indígenas capturados sin importar el
sexo ni la edad, era de por vida y la condición servil se transmitía
hereditariamente. En Paraguay los yanaconas fueron totalmente
destinados al servicio doméstico en la casa de sus patrones. Al
ser indígenas rebeldes capturados, no se les podía encomendar
trabajos de los que pudieran huir y volver al monte. Refiere Susnik
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que “se trabajaba en las chacras, estancias, preparación de ali-
mentos, hilanzas, los famosos molinos de mano, una especie de
trapiche actual movido a mano, en fin, todo tipo de servicios
debían ser prestados por estos siervos domésticos o piezas do-
mésticas” (1982:121). Asimismo, las yanaconas fueron elemen-
tos claves en el proceso de mestizaje, ya que como sostiene
Godoy Ziogas (1987) la provisión de mujeres indígenas no sólo
buscaba la apropiación de mano de obra sino de concubinas,
“Las yanaconas eran en general consideradas propiedad priva-
da, sus dueños podían castigarlas, prestarlas o cambiarlas como
hemos dicho anteriormente, pero además, sobre la mujer
yanacona el señor tenía derecho de disponer de su cuerpo y
tener relaciones sexuales con ellas antes que sus maridos (...) La
reproducción biológica del grupo doméstico del señor encomen-
dero, representaba para las mujeres una pesada sobrecarga de
trabajo (...) Los españoles exigían que las yanaconas tuvieran
varios hijos” (Godoy Ziogas, 1987:71-72).17

Las primeras normas legales que se dictan para legitimar esta
práctica esclavista, las sanciona Domingo Martínez de Irala en
forma de Ordenanzas el 14 de mayo de 1556. Estas ordenanzas
fueron cambiadas por los gobernadores Juan Ramírez de Velazco
en 1597 y Hernandarias en 1598 y 1603, y por el visitador de la
Provincia de Paraguay Francisco de Alfaro en 1611. Sin embar-
go, la mayoría de las disposiciones que tenían el fin de suavizar
el trato dado a los indígenas encomendados y yanaconas eran
incumplidas en la práctica (Pastore, 1972:17-45). Hacia finales
de la segunda mitad del siglo XVII la práctica de la yanacona fue
progresivamente eliminada en la legalidad indiana. Sin embar-
go, existían en toda la provincia de Paraguay unos 2.100 indíge-
nas sometidos a yanaconato entre unos 111 encomenderos. El
trato dado a los yanaconas era particularmente brutal, mucho
peor que el que se brindaba a los indios encomendados a través
de la mita y a veces peor que el dado a los mulatos, Susnik
refiere que “las quejas de los ‘yanacona’ contra sus amos
referíanse al excesivo trabajo para los hombres, abuso de hilanza
para las mujeres, el trabajo obligatorio de los niños, la falta de
vestuario y la severa disciplina con duros castigos, a veces más
rigurosa que para los esclavos pardos” (1990-1991:48). En 1718
se declara totalmente extinguida la práctica de la encomienda y
yanacona en la legislación indiana (Argüello, 1999:21-31).

17 En un sentido muy similar, se puede consultar la opinión de Garavaglia
(1983:261 y ss.).
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Otras formas de apropiación de mano de obra esclava para el
servicio doméstico consistieron en que los criollos sacaban a
adolescentes de los táva-pueblos de indígenas libres para llevar-
los a trabajar a sus casonas, con el pretexto de educarlos por
medio del trabajo y de enseñarles la lengua castellana. Otro
método consistía en “amparar” a los mulatos libres, asumiendo
el tributo que éstos debían pagar. Antequera registró en 1722
unos 166 “amparadores” que contaban con unos 796 hombres y
mujeres “amparados”, con 172 matrimonios y 290 hijos (Susnik,
1990-1991:49). En el siglo XIX, durante el gobierno de Carlos
Antonio López, empieza a fomentarse la institución del criadaz-
go. “El número de niños y adolescentes, huérfanos e insolventes,
aumentaba en la ciudad y en la campaña (...) las niñas huérfanas
se distribuían por las casas de ‘doñas’, viudas o casadas, con
prestigio sociomoral, surgiendo de esta manera el hábito de
‘mantener criaditas’. El concepto de ‘huérfano’ era extensivo a
los hijos de las madres solteras insolventes” (Susnik, 1992:133).

La introducción de los primeros esclavos negros al Paraguay hacia
la segunda mitad del siglo XVII fue cambiando el mapa socioracial
y las instituciones que regían el trabajo doméstico esclavo en
Paraguay. Los indios yanaconas habían sufrido un intenso pro-
ceso de aculturación a partir de su deslocalización forzada, de la
cruza interétnica entre individuos provenientes de distintas co-
munidades y por el proceso de incorporación coactiva a la cultu-
ra cristiana mediante el castigo y el trabajo. Con la llegada de los
negros, el mestizaje con la población yanacona superviviente
generó el tipo racial del zambo. Tanto indígenas yanaconas como
zambos estuvieron siempre en el nivel más bajo de la estratifica-
ción racial de la sociedad colonial hispánica.

Pla (1972:25) sostiene que durante los 300 años que rigió la
esclavitud en Paraguay, fueron importados no más de 300 ó
400 esclavos afrodescendientes. La economía colonial paragua-
ya no dependió mayormente de la explotación de mano de obra
esclava, y el destino de estos esclavos fue casi en su totalidad el
trabajo doméstico. Datos censales de hacia finales del siglo XVIII
nos dan la información del mayoritario predominio de las muje-
res en la población esclava. Similares datos de finales del siglo
XVIII y estimaciones de la población poco antes de la Guerra
Grande (1865-1870) nos muestran que cerca del 11% de la po-
blación era afrodescendiente (Cooney, 1994:28-29).

Desde el período hispánico y durante el siglo XIX, la legisla-
ción que reguló la esclavitud de los negros estuvo dispersa en



Trabajo doméstico remunerado en Paraguay86

la Recopilación de las Leyes de Indias y en Las Partidas, que
siguieron rigiendo mucho tiempo después de la independen-
cia del Paraguay. De acuerdo a estas disposiciones, el esclavo
no tenía personalidad civil y era regulado como si fuera una
cosa; no podía poseer inmuebles, y las pocas cosas muebles a
las que tenía derecho quedaban supeditadas a la autorización
de su amo. “El esclavo servía a su amo sin limitación de tiempo o
esfuerzo razonable, aunque por ley, y como ya se dijo, descan-
saba los domingos (salvo alguna pequeña ocupación domésti-
ca). Desde luego eran las suyas las faenas más pesadas o consi-
deradas más bajas” (Pla, 1972:69). Para mediados del siglo XIX,
el principal propietario de esclavos era, sin embargo, el Estado,
que los empleaba en sus estancias, obrajes, fundición de hierro,
construcción, etc. “Los ciudadanos particulares utilizaban a los
esclavos y libertos en las tareas domésticas, como artesanos,
jornaleros comunes y también en actividades agrícolas y de pas-
toreo”. La esclavitud era una institución que se mantenía por
razones sociales mas que económicas (Cooney, 1994:30). El
patrón, a su vez, se obligaba a alimentarlo y vestirlo, a instruirlo
en la fe cristiana, a permitirle la asistencia a misa los domingos
y en otras fiestas religiosas. En caso de enfermedad, el amo de-
bía proporcionarle asistencia médica y remedios, aunque era
común la práctica de abandonar al esclavo enfermo o venderlo a
bajo precio. En caso de muerte, el amo debía proporcionarle una
cristiana sepultura (Pla, 1972:63 y ss.).

En 1842 el Gobierno del Consulado de Carlos Antonio López y
Mariano Roque Alonso dictó un Decreto por el que se declaró la
“libertad de vientres” y la prohibición del comercio internacional
de esclavos, que recibiría la misma pena que la piratería. De
acuerdo a esta ley, los hijos e hijas de esclavos que nacieran con
posterioridad al 1 de enero de 1843 serían declarados libertos,
aunque quedarían obligados a servir a sus patrones hasta alcan-
zar los 25 años los varones y 24 años las mujeres. El decreto
regulaba, asimismo, la gratuidad a cargo del Estado, de los bau-
tismos y funerales de los libertos, su registro público, la obliga-
ción de los amos de “educarlos en la Santa Religión, buen ejem-
plo, y máximas morales”, las reglas de enajenación de esclavas
con hijos libertos, y las reglas que regularían el trabajo de los
libertos con sus amos.

La abolición real de la esclavitud se produjo recién con el fin de
la Guerra Grande. Mas que cambios en las instituciones políticas
o en los procesos económicos, el fin de la era esclavista en Para-
guay se debió a las trágicas consecuencias de la guerra. Desde
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1866 los esclavos y libertos habían empezado a ser reclutados
masivamente para las filas del ejército, y es probable que la tasa
de mortalidad entre los soldados afroparaguayos haya sido muy
superior a la de los paraguayos, porque el mariscal López orde-
naba a los ex esclavos que realizaran las tareas más riesgosas.
Cuando el Triunvirato provisional instalado tras la ocupación alia-
da decretó, a sugerencia del comandante en Jefe del Ejército
Aliado el conde d’Eu, la abolición de la esclavitud, ya no había
sino aproximadamente unos 400 afrodescendientes esclavos. El
Decreto del 2 de octubre de 1869 extinguió desde esa fecha la
esclavitud en toda la República y estableció que a partir de seis
meses de la promulgación sería igualmente libre cualquier es-
clavo que pisase el territorio paraguayo. Asimismo, se ordenó la
apertura de un registro judicial que recepcionaría reclamaciones
indemnizatorias de los amos perjudicados. Posteriormente, la
Constitución Nacional de 1870, en su artículo 25,18 confirmó
esta declaración. Nadie, en ninguno de los dos casos, se presen-
tó a reclamar indemnización alguna (Cooney, 1994:25-38;
Rivarola, 1994: 90-91; Boccia Romañach, 2004:266-271).

Con posterioridad al fin de la esclavitud en Paraguay, se pro-
duce una transformación de las viejas instituciones y prácticas
coloniales hispánicas en materia de trabajo doméstico en nue-
vas figuras e instituciones del derecho republicano, aunque
en esencia se regularan las mismas relaciones de poder y sub-
ordinación.

El servicio doméstico fue una de los primeros sectores de la
fuerza del trabajo en ser objeto de una regulación legal en Para-
guay constitucional. Durante la presidencia del General Bernar-
dino Caballero, mediante la Ley del 8 de julio de 1884 se sancio-
nó el Reglamento para el Servicio Doméstico.19 Increíblemente,
gran parte de los prejuicios y discriminaciones que afectan al
sector permanecen casi intactos más de un siglo después.

18 La abolición de la esclavitud fue aprobada por unanimidad de los con-
vencionales, sobre la base de la propuesta presentada por Juan José
Decoud, inspirada en la Constitución de Argentina, hacia el final de la
39ª Sesión de la Convención Constituyente, el viernes 21 de octubre de
1870.

19 Esta fue la segunda regulación legal sancionada en Paraguay en rela-
ción al trabajo. Unos días antes de la entrada en vigor del Reglamento
para el Servicio Doméstico, por Ley del 19 de mayo de 1884 se había
sancionado el reglamento del oficio de mozo de cordel (changadores
del puerto), en términos y contenidos bastante similares a la ley del
servicio doméstico.
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Gaona (1967:47) refiere que la razón de esta iniciativa legislati-
va había sido la necesidad de controlar a un sector de la mano
de obra que se caracterizaba por su inestabilidad, y por la nece-
sidad de “moralizar” a esos trabajadores que convivían en el
ámbito doméstico del empleador, en una sociedad que aún con-
servaba sus trazas semicoloniales intactas.20

Este autor sostiene que “Esta ley (...) venía a satisfacer, primor-
dialmente, exigencias de las amas de casa de la sociedad
semicolonial asunceña, atormentada por la inestabilidad de este
personal desprendido de la comunidad rural y de consiguiente,
constituido e integrado por el sector de las capas más empobre-
cidas del campesinado que, sin horizontes y sin esperanzas, huían
de sus ambientes lugareños, abatidos por la miseria y la amar-
gura, carentes de los conocimientos más elementales sobre el
manejo del hogar y que en su total mayoría, eran analfabetos”
(Gaona, 1967:48). Susnik también refiere este proceso de em-
pobrecimiento de la población rural y de migración campo ciu-
dad en este período: “Desaglomerándose parcialmente la prime-
ra afluencia del gentío a la capital después de la guerra, el gran
problema social consistía en la falta de trabajo para los que se
llamaban de ‘clase proletaria’ (...). El  problema social básico se
manifestaba con el servicio del ‘gentío conchabado’ y la crecien-
te clase de ‘servicio doméstico’, el problema que se planteó si-
multáneamente con la creciente emigración del campesinado
sin tierra, un nuevo cuadro social de ‘clase insolvente’, que per-
duró por más de 20 años” (1992:158).

De acuerdo a Rivarola (1993:72), las trabajadoras del servicio
doméstico entre los años 1885 y 1888 percibían los niveles más
bajos de salarios de la fuerza de trabajo. Las niñeras cobraban,
en moneda de la época, salarios de entre 5 a 8 $ y las sirvientas
de entre 6 a 12 $, incluida casa y comida. La mitad o hasta cinco
veces menos que otras categorías de trabajadores domésticos
ejercidos tradicionalmente por hombres, como los jardineros y
los choferes respectivamente. La mano de obra no calificada (entre
la que se contaba al personal del servicio doméstico) constituía
poco más del 7% de la población económicamente activa (Rivarola,
1993:68-69).

20 La pervivencia de las prácticas e instituciones coloniales en la regulación
del mundo del trabajo en el siglo XIX en América Latina, en particular en
el ámbito doméstico, es una sugerente idea que también sostiene
Rodríguez Molas (1985: 87-88).
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La Ley de 1884 no reconocía derechos ni establecía descansos o
regulaciones tuitivas del trabajador en las relaciones obrero pa-
tronales. La ley obligaba a portar una libreta de trabajo a todas
las personas que trabajaban en el servicio, para lo cual se esta-
blecía un registro de trabajadores domésticos en el consejo
municipal. Sin la libreta, ninguna persona podía emplearse en
ningún género de trabajo doméstico.

De acuerdo a esta ley, eran considerados sirvientes domésti-
cos los cocineros y cocineras, los mucamos y mucamas, las
amas de cría, los cocheros, los lacayos y palafreneros en casa
particulares, los porteros y los mozos de hoteles, cafés y ca-
sas de huéspedes.

En la libreta de trabajo debían asentarse el número de orden,
nombre del sirviente, su nacionalidad, su edad, su estado, la
clase de ocupación que desempeñaría y el nombre y domicilio
de la persona que la tenía a su servicio. En la libreta y en el
registro se debían asentar los cambios de empleo, el certificado
de conducta en los empleos anteriores, el cambio de ocupación
o el abandono del servicio. Estos registros debían estar disponi-
bles para que jueces o empleados de policía pudieran hacer ave-
riguaciones en casos de crímenes o delitos.

La ley no fijaba salario mínimo ni establecía ninguna garantía a
ese respecto. Sólo se limitaba a establecer que el patrón debía
proveer de habitación y comida, e indemnizar a su sirviente por
pérdidas o daños que sufriese por defender los bienes o intere-
ses del patrón. Sin embargo, en otros derechos reinaba la total
desprotección. En caso de enfermedad, el patrón debía socorrer
a la empleada(o), a costa de su sueldo, salvo que por caridad,
quisiera asistirlo a su costa. En caso de enfermedad contagiosa,
o de que la dolencia se prolongara por más de ocho días, el
patrón podría despedir a la empleada(o), llevándolo al lugar que
éste solicite.

La ley establecía un plazo común de diez días para preavisar
tanto para los patronos como para los empleados, salvo deter-
minadas causales que permitirían abandonar el servicio o des-
pedir al empleado inmediatamente. El empleado podía abando-
nar el servicio por enfermedad que le imposibilite visiblemente
en el servicio, falta de pago del sueldo en el tiempo convenido o
por maltrato físico del patrón. Éste, a su vez, podía despedir a su
sirviente porque se negase a hacer su trabajo, porque “se
insolentase o cometiese robo o algún delito” contra su patrón, o
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le sobreviniera una enfermedad que le imposibilitare para se-
guir en el trabajo.

Tampoco la legislación establecía ninguna limitación o restric-
ción en relación a la edad mínima en la cual podrían las perso-
nas emplearse en el servicio doméstico. Sólo se limitaba a pres-
cribir que en el caso de las(os) menores de edad colocadas(os) a
sueldo por sus padres o tutores, sería aplicable la misma legisla-
ción que a las(os) adultos, con la salvedad que los contratos
debían ser hechos por los padres. Se exceptuaban de la legisla-
ción las(os) criaditas(os), que sólo recibían alimentación y edu-
cación de sus encargados.

Por último, la legislación establecía una serie de penalizaciones
con multa para las contravenciones a la ley, tanto para la patro-
nal como para los empleados. La multa era equiparable a pena
penitenciaria, a razón de un día de arresto por cada peso fuerte.

Con el transcurso de los años es presumible que esta legisla-
ción cayera en desuso; en el sector de las trabajadoras domés-
ticas campeó la desregulación completa, y las menciones que
hicieran de ellas las sucesivas leyes laborales, más bien fue
con el propósito de excluirlas de los beneficios laborales que
establecían.

Luego, toda la legislación laboral que fue sancionada a lo largo
del siglo XX hasta el Código Laboral de 1961, no contempló al
servicio doméstico sino como sector exceptuado de los dere-
chos que prescribía.

Así, por Ley Nº 242 de 7 de julio de 1917 se estableció el feriado
dominical obligatorio en toda la República, prohibiéndose el tra-
bajo material por cuenta ajena y el que se efectuaba pública-
mente por cuenta propia en las fábricas, talleres, casa de comer-
cio y demás establecimientos laborales. Entre los sectores ex-
ceptuados del derecho al descanso dominical se incluía expre-
samente al servicio doméstico. El Decreto Nº 22.037 del 19 de
octubre de 1925 reglamentó esta ley, y definió el servicio do-
méstico como “el estado de las personas a sueldo al servicio de
otras personas o familias con el objeto de consagrarles su traba-
jo y su cuidado, sin que puedan ser dedicadas a fines de lucro
directo, comercio o industria” (art. 5).

El Decreto-Ley Nº 2.303 del 24 de junio de 1936, promulgado
por el gobierno revolucionario del coronel Rafael Franco, creó la
Departamento Nacional del Trabajo como un organismo admi-
nistrativo encargado de la solución de los conflictos del trabajo
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mediante la intervención y regulación estatal. En este decreto-
ley se estableció la obligación de establecer progresivamente
las 8 horas diarias y 48 semanales, el descanso dominical, la
asistencia sanitaria, la asistencia por maternidad, la regulación
del trabajo de mujeres y niños, la prohibición de la jornada noc-
turna para niños, y la inspección y vigilancia de las leyes del
trabajo en los establecimientos industriales y comerciales. Por
Decreto Nº 8 732 del 30 de agosto de 1938 se estableció el
derecho a la jornada diaria de 8 horas y 48 horas semanales. En
ambos casos, las leyes no hicieron salvedad alguna acerca de la
aplicación de estos derechos y la extensión de los mecanismos
de inspección hacia el trabajo doméstico.

Mediante Decreto-Ley Nº 16.875 del 8 de febrero de 1943, pro-
mulgado por el gobierno del general Higinio Morínigo, se regla-
mentó el trabajo de menores y la edad mínima para trabajar y
los sectores y trabajos considerados insalubres o peligrosos para
los menores de edad. Con esta normativa se prohibía el trabajo
de menores de 12 años, exceptuándose de esta disposición el
caso de aquellos niños y niñas que fueran colocados por conve-
nio entre sus padres y los empleadores en carácter de aprendi-
ces o “como medio de asegurar su mejor educación”. Esta legis-
lación, si bien estableció normas novedosas de protección de
los niños de ciertas áreas que se consideraban perjudiciales
para su desarrollo y educación, dejó bien expresa la excep-
ción que estos límites de edad no regían para la vieja institu-
ción del criadazgo.

En este período se produce un cambio paradigmático en el dise-
ño constitucional del Estado que incorporaría la dimensión so-
cial de los derechos fundamentales, pero desde un sesgo autori-
tario. La Constitución de 1940 diseña el prototipo del Estado
centralista y autoritario, con un Poder Ejecutivo fuerte y sin estar
sometido a reglas de control parlamentario ni judicial. Incluso el
Presidente podía disolver el Parlamento y legislar mediante de-
cretos con fuerza de ley. Además del diseño de una estructura
orgánica del gobierno desequilibrada y poco democrática, la
Constitución de 1940 es regresiva por su poco clara legitimi-
dad de origen, ya que fue elaborada por una Comisión Redac-
tora elegida por decreto presidencial y sometida a referéndum
sin que existan condiciones mínimas para que sea respetada
la voluntad del cuerpo electoral. Bajo el influjo de las doctrinas
que sostenían que únicamente mediante la directa supresión
de los derechos civiles y políticos, y mediante la asignación de
atribuciones discrecionales al Ejecutivo es posible fomentar el
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desarrollo social y económico de una nación, la Constitución
de 1940 regula algunos dominios de los derechos económi-
cos, sociales y culturales, mediante la extensión de la inter-
vención estatal a estas áreas.21 En materia de la regulación del
trabajo se destacan:

• El régimen de contratos de trabajo, de los seguros sociales, y
las condiciones de seguridad e higiene laborales estaban bajo
vigilancia y fiscalización del Estado, con el fin de “asegurar a
todo trabajador un nivel de vida compatible con la dignidad
humana” (art. 14).

• Regulación estatal de la economía privada. Facultad para na-
cionalizar servicios y establecer monopolios estatales sobre
la producción, circulación y venta de productos de primera
necesidad (art. 15).

• Obligación de ganarse la vida mediante un trabajo lícito. Para
ello, los habitantes tienen el derecho “a elegir profesión, tra-
bajar y ejercer todo comercio e industria lícitos, salvo las li-
mitaciones que, por razones sociales y económicas de inte-
rés nacional imponga la ley” (art. 19 y 22).

• Limitación de las libertades públicas: “Las libertades que esta
Constitución garantiza son todas de carácter social. Las exi-
gencias del orden público las limitan en su ejercicio por el
modo y en la forma que establezcan las leyes” (art. 35).

El Código Laboral de 1961 volvió a regular específicas condicio-
nes de trabajo para el personal doméstico, en la línea de adoptar
un estatuto jurídico diferenciado del trabajo en general, con
mayores desventajas que el contrato de trabajo general. De acuer-
do con el Código, eran trabajadores domésticos “las personas
de uno u otro sexo, que desempeñan en forma habitual y conti-
nua, las labores de aseo, asistencia y demás del servicio interior
de una casa u otro lugar de residencia o habitación particular o
de instituciones de beneficencia pública que no importen lucro

21 Similar planteamiento doctrinario sostuvo la Constitución de 1967. Dise-
ñada para dar legitimidad jurídica a una dictadura militar, otorgaba fa-
cultades discrecionales a un Ejecutivo que subordinaba al Poder Judicial
y podía gobernar sin el concurso del Congreso, además de las institucio-
nes de un estado de sitio sin restricciones ni mecanismos efectivos de
control, la irresponsabilidad del presidente que no podía ser removido
por juicio político y la reelección presidencial indefinida. No obstante,
esta Constitución avanza aún más en la configuración de un marco cons-
titucional que reconoce mayores derechos y garantías de carácter social,
que en materia laboral son de destacar: la seguridad social como respon-
sabilidad del Estado (art. 88); el derecho a las condiciones satisfactorias y
justas de trabajo, incluida la sindicalización y huelga (arts. 104-110).
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para el empleador. Son también trabajadores domésticos, los
choferes del servicio familiar” (art. 144). No estaban incluidos en
esta definición “los trabajadores domésticos que presten servi-
cio en hoteles, fondas, bares, sanatorios u otros establecimien-
tos comerciales análogos” y los trabajadores domésticos que
además de las labores del servicio en el domicilio de su patrón
“desempeñen otras propias de la industria o comercio a que se
dedique el empleador” (Art. 145).

Sin embargo, el Código expresamente excluía de cualquier re-
gulación laboral a los criaditos, definidos como “los menores
voluntariamente confiados por sus padres o encargados a la
guarda, custodia y protección de otras familias” (art. 155). En
1961, la edad mínima para la admisión de menores al trabajo
doméstico fue establecida en 12 años, aunque esa edad fue ele-
vada a 15 por Ley Nº 506/74.

El Código establecía expresamente que el trabajo doméstico
estaba entre las categorías de trabajo que podrían contratarse
sin la necesidad de un convenio escrito y firmado por las partes
(art. 45 inc. a). Sin embargo, el Código de 1961 establecía que a
falta de contrato escrito, el empleador debía proporcionar a el
trabajador una “declaración escrita, fechada y firmada que con-
tenga las estipulaciones convenidas, conservando una copia en
su poder” (art. 46). Estas disposiciones dificultaban la prueba de
la relación laboral, la aplicación de estándares más adecuados y
la inspección y vigilancia de la autoridad administrativa del tra-
bajo; no obstante no era obligatoria la inscripción y homologa-
ción de los contratos laborales en la Dirección del Trabajo.

Las trabajadoras domésticas no estaban beneficiadas por las
disposiciones relativas al salario mínimo. Estaba permitido el
ajuste convencional de la retribución que les correspondiere por
el trabajo realizado, presumiéndose, salvo prueba en contrario,
que el salario comportaba el pago en especie (alimentación y
habitación) además del pago en dinero (arts. 146-147). Se pre-
sumía que era una obligación del empleador suministrarle habi-
tación y comida “decorosa”, que guarde relación con la situación
socioeconómica del empleador y con las normas generales (art.
148 inc. b). Asimismo, tampoco se beneficiaban de la duración
máxima de la jornada laboral y del régimen de descansos. Los
trabajadores estaban obligados a trabajar los días feriados civi-
les y religiosos, y gozaban de dos descansos: uno absoluto de
10 horas diarias, de las cuales al menos ocho debían dedicarlas
al sueño por lo cual debían ser nocturnas y corridas y otro de
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medio día por lo menos, al término de cada semana de trabajo.
En relación a las vacaciones pagadas, se encontraban sujetos al
mismo régimen vigente para todos los trabajadores (art. 149).

Tampoco en esa época el personal del servicio doméstico se
encontraba cubierto por el régimen del seguro social del Institu-
to de Previsión Social (IPS). La atención primaria de una enferme-
dad no crónica era una obligación del patrón (art. 148 inc. b) así
como el proporcionar una “decorosa sepultura” en caso de muerte
(art. 148 inc. e). Sin embargo, un patrón podía despedir a la
trabajadora doméstica si ella tuviera una “enfermedad infecto
contagiosa” (art. 151 inc. d).

Por lo demás, el empleador estaba obligado a tratar a su em-
pleada “con la debida consideración, absteniéndose de maltra-
tarlo de palabra u obra” y de permitirle la asistencia “a las escue-
las nocturnas” (art. 148 inc. a y d). El empleador podía despedir
con justa causa y sin previo aviso, pagando solamente los días
servidos, en caso de desidia y abandono en el cumplimiento de
sus deberes, por “falta de honradez o moralidad”, desobedien-
cia o maltrato a las personas de la casa y por enfermedad infecto
contagiosa (art. 151). La trabajadora doméstica podía rescindir
el contrato, sin previo aviso y con derecho a una indemnización
de un mes de salario, por maltrato del empleador o de alguna
otra persona de la casa, por ser inducida a “cometer un hecho
criminal o inmoral”, por enfermedad infecto contagiosa del em-
pleador o alguna otra persona de la casa o por falta de pago del
salario. En este último caso, la indemnización se acrecentaba
además con siete días de salario si llevaba trabajando menos de
un año, y con 15 días si hubiera trabajado un año o más (art.
152). Se establecía que la base para calcular las indemnizacio-
nes era únicamente el salario en dinero que percibiera (art. 153).

Posteriormente, el derogado Código del Menor (Ley Nº 903/81),
reguló el trabajo doméstico de menores de edad, incorporando
algunas normas complementarias al Código del Trabajo. Se es-
tablecía que la edad mínima para contratarse en el servicio do-
méstico, la menor de edad debía contar con 15 años como míni-
mo (art. 190). El empleador estaba obligado a proporcionar,
además del pago de un salario inferior al mínimo fijado conven-
cionalmente, una retribución complementaria en especie, con-
sistente en alimentación y habitación (art. 192 y 193 inc b). Para
la cuestión del salario, se disponía que debía regir el Código del
Trabajo, en lo relativo al salario de los menores trabajadores, es
decir, establecer un mínimo inicial, y una escala progresiva en
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relación con los salarios percibidos por los trabajadores mayo-
res de edad para actividades diversas no especificadas (art. 196).

La menor trabajadora doméstica contaba con el derecho a un
descanso absoluto de 10 horas, de las cuales 8 debían ser noc-
turnas y continuas y dos horas destinadas a las comidas. Luego
de una semana de trabajo, un descanso de mediodía, que debía
ser normalmente domingo (art. 193 inc. c). Además de eso, las
menores trabajadoras domésticas debían gozar de vacaciones
anuales pagadas no inferiores a 20 días hábiles (art. 197) y agui-
naldo de conformidad con las reglas generales del Código del
Trabajo (art. 193 inc. f).

El empleador, por otro lado, estaba obligado a darle un trato
humano y justo a la trabajadora doméstica menor de edad, a
proporcionarle los medios y ocuparse de su asistencia a la es-
cuela y procurar que con el trabajo aprenda un oficio o profe-
sión (art. 193 y 198). En caso de enfermedad, proporcionarle la
asistencia adecuada, ya que no se encontraban cubiertos por el
seguro social (art. 193).

Los patrones estaban obligados a inscribir a las trabajadoras
domésticas en un Registro Laboral de Menores en la Dirección
General de Protección del Menor (DGPM).22 En base a este regis-
tro, la DGPM autorizaba el trabajo de menores y podía ejercer
las actividades de inspección y vigilancia de las condiciones de
trabajo (arts. 179 y ss, 191). En la práctica, la DGPM nunca tuvo
una mínima capacidad operativa para ejercer estas funciones y
el trabajo doméstico de menores funcionó completamente
desregularizado.23

Esta regulación fue derogada con la entrada en vigor del ac-
tual Código Laboral (Ley Nº 213/93, y sus modificaciones de
1995). Posteriormente, en lo relativo a las adolescentes traba-
jadoras domésticas, la entrada en vigor del Código de la Niñez

22 La DGPM dependió del Ministerio de Justicia y Trabajo. A su cargo de la
DGPM se encontraban los institutos de reeducación de menores.

23 El Comité de Derechos del Niño, en sus dos primeras observaciones fina-
les a los informes inicial y segundo sobre aplicación de la Convención
presentado por el Estado de Paraguay, manifestó su preocupación por-
que no existía una institución que se encargara de la coordinación y
vigilancia de la aplicación de los derechos del niño y la niña en el país.
Igualmente preocupaba que la intervención institucional y la legislación
interna de Paraguay no se adecuaban a los principios de la Convención.
Asimismo, manifestó su preocupación por el insuficiente apoyo financie-
ro y respaldo político con que contaban los órganos establecidos para
examinar la situación de los derechos del niño para cumplir las funcio-
nes que se les habían encomendado (1994: párr. 5; 1997b: párr. 9).
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y la Adolescencia (Ley Nº 1.680/01) derogó el Código del Me-
nor de 1981 y adecuó la legislación interna a la Convención de
Derechos del Niño. Estas normas, sumadas a otras disposicio-
nes legales y reglamentarias dispersas sobre seguridad social
conforman el marco regulatorio básico vigente sobre el traba-
jo doméstico de mujeres.

Este cambio generalizado en la legislación paraguaya se debió
al proceso de democratización iniciado en Paraguay en 1989 y a
la transformación radical que se operó con la apertura del siste-
ma político en el diseño constitucional y en la sujeción del Esta-
do al derecho internacional. Por una parte, la sanción de la Cons-
titución Nacional de 1992 no solamente sentó las bases para la
construcción de un Estado Social de Derecho, sino que además
reconoció plenamente a las mujeres, a los niños y niñas y a los
pueblos indígenas como sujetos de derecho constitucional. Por
otra parte, durante el transcurso de la década del noventa, Para-
guay ratificó y se puso al día con casi todos los instrumentos
internacionales de derechos humanos.

Período Esclavista (Siglo XVI hasta 1869)

Yanaconazgo (Siglos XVI y XVII) Legislación de Indias sobre
la encomienda de yanacona

Esclavitud de afrodescendientes Leyes de Partidas
y zambos (Siglos XVII, Recopilación de Leyes de Indias
XVIII y XIX) Decreto de Libertad de Vientres (1842)

Período Constitucional (1869 hasta el presente)

Primera legislación Ley de 8 de julio de 1884
post-esclavista
Período del reconocimiento Ley Nº 242/17
paulatino de los derechos Decreto-Ley Nº 16.875/43
de los trabajadores
Período de Codificación Código Laboral de 1961(derogado);

Código Procesal Laboral (Ley Nº 742/61,
vigente); Código del Menor de 1981(de
rogado); Código Laboral (Ley Nº 213/93
y modificaciones de las Leyes Nº  496/95
y 1.416/99); Código de la Infancia y la
Adolescencia (Ley Nº 1.680/01); Ley del
Instituto de Previsión Social (modificacio-
nes de  Leyes Nº  1.085/65 y 98/92)

Cuadro 1
EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL MARCO LEGAL SOBRE TRABAJO
DOMÉSTICO EN PARAGUAY

Fuente: Elaboración del autor.
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F. Condiciones laborales
generales para el
trabajo doméstico

1. Definición del trabajo doméstico.
Categorías abarcadas y excluidas

El Código Laboral (Ley N° 213/93) sigue la tendencia de diferen-
ciar la modalidad del trabajo doméstico del contrato de trabajo
en general adoptada por muchas legislaciones laborales de la
región, con el resultado de establecer estándares de derechos
laborales desaventajados para este sector.

De acuerdo con la definición adoptada por el Código Laboral
(Ley N° 213/93, art. 148) los trabajadores domésticos “son las
personas de uno u otro sexo que desempeñan en forma habi-
tual las labores de aseo, asistencia y demás del servicio interior
de una casa u otro lugar de residencia o habitación particular”.
En particular, en esta categoría se incluye a los siguientes traba-
jos y servicios:

a) Choferes del servicio familiar

b) Amas de llave

c) Mucamas

d) Lavanderas y/o planchadoras en casas particulares

e) Niñeras

f) Cocineras de la casa de familia y sus ayudantes

g) Jardineros en relación de dependencia y ayudantes

h) Cuidadoras de enfermos, ancianos o minusválidos

i) Mandaderos y,

j) Trabajadores domésticos para actividades diversas del hogar.

A pesar de la amplitud de la definición, el Código Laboral (Ley N°
213/93, art. 150) dispone que no cabe aplicar las disposiciones
del contrato especial del trabajo doméstico, sino las reglas del
contrato en general, a algunas categorías de personas que
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desempeñan tareas propias del servicio doméstico, pero en un
régimen distinto. En estas categorías excluidas se encuentran:

a) Los trabajadores domésticos que presten servicios en hote-
les, fondas, bares, sanatorios u otros establecimientos co-
merciales análogos.

b) A los trabajadores domésticos que además de las labores
especificadas en el artículo anterior, desempeñan otras pro-
pias de la industria o comercio a que se dedique el emplea-
dor; y

c) A los trabajadores domésticos que realizan sus servicios en
forma independiente y con sus propios elementos.

Asimismo, para el Código Laboral vigente tampoco se encuen-
tran incluidos dentro de las reglas del trabajo doméstico, las
personas que realicen las tareas propias del servicio doméstico
para entidades “sin fines de lucro”, “de beneficencia pública”,
entidades de enseñanza aunque sean públicas, oficinas de la
administración del Estado, embajadas, etc.

La jurisprudencia de los tribunales paraguayos señala que no es
trabajo doméstico el que se realiza en una oficina, y que la carga
de la prueba de que la empleada se desempeñaba exclusiva-
mente como trabajadora doméstica corresponde a la parte
empleadora (Cristaldo y Kriskovich, 1987:208-207).

También se aplicará la regulación del trabajo doméstico a las
personas que realicen el servicio doméstico en las casas de habi-
tación del empleador rural o dependencias de un establecimien-
to ganadero, agrícola o forestal (art. 159 inc. b). Asimismo, las
personas familiares del peón o trabajador rural que desempe-
ñen tareas de servicio doméstico en la casa particular del em-
pleador o en las dependencias del establecimiento deberán
ser consideradas trabajadoras dependientes y remuneradas
como tales (art. 179). Existe, sin embargo, una práctica muy
arraigada en los establecimientos ganaderos de considerar
incluido en el trabajo contratado al peón, la prestación de tra-
bajo doméstico de su esposa, concubina o hijas, sin remune-
ración complementaria.

Las(os) trabajadoras(es) domésticas(os) se clasifican en trabaja-
dores sin retiro y con retiro, según pernocten o no en la casa del
empleador durante la semana laboral, respectivamente. Las tra-
bajadoras domésticas con retiro podrán ser contratadas por jor-
nada completa o parcial (art. 149).
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2. Contrato de trabajo

La libertad contractual entre quien busca trabajo y ofrece em-
pleo es una de las bases de la regulación legal del derecho fun-
damental al trabajo. Esta libertad se expresa mediante la mani-
festación libre de la voluntad de las partes (art. 39 del Código
Laboral). No obstante, todo el derecho social se construye a
partir de un paradigma que asume que la racionalidad del su-
jeto –su capacidad para conocer y decidir lo que es mejor para
él– se encuentra relativizada por límites que median su cono-
cimiento y voluntad (presiones sociales, mediaciones cultura-
les, diferencia de poder entre las partes, falta de acceso a la
información, etc.). En el derecho laboral, estas garantías se
manifiestan en la regulación de límites tuitivos a la libertad con-
tractual: forma escrita del contrato, en condiciones legales míni-
mas inderogables, en el beneficio de la duda a favor del trabaja-
dor y en salvaguardias contra el abuso de poder.

El Código Laboral establece que el contrato24 puede ser verbal o
escrito. Se deberá celebrar por escrito todo contrato en que se
estipule una remuneración superior al salario mínimo corres-
pondiente a la naturaleza del trabajo (art. 43). La existencia de
un contrato laboral se presume entre aquel que da trabajo o
utiliza un servicio y quien lo presta (art. 19). Las cláusulas injus-
tas o no equitativas que se estipulen en abuso de la necesidad o
inexperiencia de una de las partes se considerarán nulas (art.
41). No se admite renuncia, limitación o transacción contractual
de los derechos reconocidos por la legislación laboral interna-
cional e interna. Las cláusulas de reglamentos internos, contratos
colectivos o individuales de trabajo que establezcan peores condi-
ciones que las reconocidas en las leyes, se considerarán automáti-
camente sustituidas por los estándares legales (arts. 4, 5, 10).

El contrato de trabajo escrito podrá ser registrado y homologa-
do por cualquiera de las partes en la Dirección del Trabajo (art.
45). Esta inscripción, si bien no es obligatoria, contribuye a faci-
litar la exigibilidad de los derechos laborales y el acceso a la
justicia, porque el contrato así registrado adquiere publicidad,
fecha cierta y un pleno valor probatorio. Del mismo modo, faci-
lita la acción de inspección y vigilancia de la autoridad adminis-
trativa del trabajo.

24 El Código Laboral define el contrato de trabajo como “el convenio en virtud
del cual un trabajador se obliga a ejecutar una obra o a prestar un servicio a
un empleador, bajo la dirección o dependencia de éste y por su cuenta, me-
diante el pago de una remuneración, sea cual fuere la clase de ella” (art. 17).
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El Código Laboral (art. 44. inc. a) establece que el servicio do-
méstico es una de las categorías de trabajo que pueden contra-
tarse en forma verbal.25 Esta excepción rige aún cuando el sala-
rio convenido para la trabajadora doméstica supere el mínimo
establecido para ese régimen laboral especial.

Ante la falta de un contrato por escrito que determinen las con-
diciones laborales, se adoptan una serie de presunciones lega-
les para dar certeza a la relación contractual. Cuando no exista
contrato por escrito “se presumirá la existencia de la relación
laboral alegada por el trabajador, salvo prueba en contrario, si
existe prestación subordinada de servicios” (art 48). Ante la inexis-
tencia de un contrato, en caso de controversia serán aplicables
los estándares reconocidos por el Código Laboral. A falta de
plazo expreso, se entenderá por duración del contrato la esta-
blecida por la costumbre o por tiempo indefinido (art. 49).

La falta de una expresa obligación de contratar por escrito y de
registrar los contratos contribuiría a dificultar el acceso a la jus-
ticia de las trabajadoras domésticas y a obstruir un control más
efectivo de la autoridad administrativa. La falta de un documen-
to que pruebe la existencia del acuerdo documental y que esta-
blezca las condiciones de trabajo, complica más la exigibilidad
de los derechos laborales, al tener que demostrar, por otros
medios de prueba, la existencia del contrato de trabajo.

Esta excepción legal no rige, sin embargo, para las trabajado-
ras domésticas adolescentes (de 14 a 18 años), con quienes
los patrones están obligados a celebrar contrato laboral por
escrito y a inscribir y homologar dichos convenios en los re-
gistros correspondientes.

3. Salario

La Constitución Nacional establece el derecho fundamental de
todo trabajador a “una remuneración que le asegure, a él y a su
familia, una existencia libre y digna”. La Constitución reconoce
como contenido de este derecho los beneficios del salario vital
mínimo, el aguinaldo anual, la bonificación familiar, el reconoci-
miento de un salario superior al básico por horas de trabajo
insalubre o riesgoso, y las horas extraordinarias, nocturnas y en

25 Las otras dos categorías son los trabajos accidentales o temporales que
no excedan de 90 días y los contratos de trabajo por obra determinada
cuyo valor no exceda el salario mínimo legal correspondiente a la natura-
leza del trabajo.
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días feriados, cuya reglamentación deja diferida a la ley (art. 92).
El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales, reconoce como parte del Derecho a Condiciones de Tra-
bajo Equitativas y Satisfactorias (art. 7), el derecho a una remu-
neración que proporcione como mínimo a todos los trabajado-
res unas condiciones de existencia dignas para ellos y para sus
familias conforme a los estándares de disfrute de derechos re-
conocidos por el Pacto. El Protocolo de San Salvador, del mismo
modo, reconoce como contenido del Derecho a Condiciones Jus-
tas, Equitativas y Satisfactorias de Trabajo (art. 7) el derecho a
“una remuneración que asegure como mínimo a todos los traba-
jadores condiciones de subsistencia digna y decorosa para ellos
y sus familias” (art. 7.a).

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación Contra la Mujer establece que es obligación de
los Estados parte la adopción de todas medidas apropiadas
para la eliminación de la discriminación contra la mujer en la
esfera del empleo, en particular, garantizando “el derecho a
igual remuneración, inclusive prestaciones, y a igualdad de
trato con respecto a un trabajo de igual valor, así como a igual-
dad de trato con respecto a la evaluación de la calidad del
trabajo” (art. 11.1 inc. b).
El Convenio Nº 100 sobre igualdad de remuneración, establece
que “la remuneración comprende el salario o sueldo ordinario,
básico o mínimo, y cualquier otro emolumento en dinero o en
especie pagados por el empleador, directa o indirectamente, al
trabajador, en concepto del empleo de este último” (art. 1). El
Código Laboral define al salario como “la remuneración, sea cual
fuere su denominación o método de cálculo que pueda evaluar-
se en efectivo, debida por un empleador a un trabajador en vir-
tud de los servicios u obras que éste haya efectuado o debe
efectuar, de acuerdo con lo estipulado en el contrato de trabajo”
(art. 227). El salario se estipulará libremente, pero no podrá con-
venirse sobre una remuneración inferior a la establecida para el
salario mínimo (art. 228).

El Convenio N° 131 sobre fijación de salarios mínimos de 1970
(no ratificado por Paraguay),26 establece la obligación para los
Estados de implementar un sistema de salarios mínimos que se
aplique a todos los grupos de asalariados cuyas condiciones de
empleo hagan apropiada la aplicación del sistema (art. 1.2). El
convenio determina que la autoridad competente de cada país

26 El Convenio Nº 131 ha sido ratificado por 46 Estados a febrero de 2005.
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deberá establecer a cuáles categorías de asalariados será aplica-
ble el sistema de salarios mínimos, luego de haber acordado,
tras exhaustivas consultas, con las organizaciones de emplea-
dores y trabajadores del país (art. 1.2). Este mecanismo además
debe prever la posibilidad de ajustar y actualizar los salarios, en
consulta exhaustiva con las organizaciones representativas de
los trabajadores y empleadores (art. 4). Para la determinación y
actualización del salario mínimo el sistema estatal deberá tener
en consideración, de acuerdo a las realidades particulares, las
necesidades de los trabajadores y sus familias, teniendo en cuenta
el nivel general de salarios en el país, del costo de vida, de las
prestaciones de seguridad social y del nivel de vida relativo de
otros grupos sociales; y los factores económicos, incluidos los
requerimientos del desarrollo económico, los niveles de produc-
tividad y la conveniencia de alcanzar y mantener un alto nivel de
empleo (art. 3). El convenio dispone que los Estados parte y miem-
bros dispondrán que el salario mínimo fijado de este modo ten-
ga fuerza de ley, y que se impondrán sanciones penales o de
otra naturaleza a quienes paguen salarios inferiores (art. 2).

La legislación laboral estipula que la libertad de concurrencia
rige la fijación del salario entre el trabajador y el empleador,
pero nunca se podrá convenir un salario inferior al mínimo y
serán nulas todas las cláusulas que contraríen esta disposición;
el trabajador cuenta con una acción administrativa sumaria ante
la Dirección del Trabajo para reclamar el pago del diferencial
que le es debido en caso de que se le hubiese pagado un salario
inferior al mínimo (arts. 228 y 259 Ley Nº 213/93). El Código
Laboral define el salario mínimo como “aquel suficiente para
satisfacer las necesidades normales de la vida del trabajador
consistentes en: alimentación, habitación, vestuario, transpor-
te, previsión, cultura y recreaciones honestas considerándolo
como jefe de familia” (art. 249). El pago del salario mínimo es
debido a todos los trabajadores y trabajadoras desde los 18 años
que ejecuten un trabajo dentro de la jornada legal (art. 257).

La legislación laboral dispone que el Poder Ejecutivo tiene la fa-
cultad de fijar por decreto los salarios mínimos, a propuesta del
Consejo Nacional de Salarios Mínimos, que serán obligatorios
en todo el territorio del Estado. El Consejo Nacional de Salarios
Mínimos es un organismo político y técnico que funciona en la
sede de la Autoridad Administrativa del Trabajo, y que se en-
carga de realizar los estudios y de formular las propuestas
correspondientes para fijar los salarios mínimos y sus reajus-
tes y modificaciones. Lo preside el Director del Trabajo como
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representante del Estado, un representante de los empleado-
res y un representante de los trabajadores, designados por
sus gremios y sindicatos correspondientes. El salario mínimo
es definido como “vital y móvil” y para su determinación se de-
berán tomar en cuenta varios factores como el costo de vida de
la familia obrera, considerando sus necesidades básicas según
el tiempo y lugar; el nivel general de salarios en el país, o región
donde se realice el trabajo; las condiciones económicas de la
rama de actividad respectiva; la naturaleza y rendimiento del
trabajo; la edad del trabajador, en la medida que influya sobre
su productividad, y otras condiciones concurrentes (art. 250 de
la Ley Nº 213/93). El salario mínimo fijado por el Poder Ejecutivo
tendrá una vigencia de dos años, pero podrá ser alterado antes
del plazo establecido si concurrieran una profunda alteración de
las condiciones de la zona o industrias, motivadas por factores
económico financieros, o una variación del costo de vida estima-
da en por lo menos un 10% (arts. 256-257).

La fijación del salario mínimo modifica automáticamente las
asignaciones en las que se hubiera estipulado un salario infe-
rior (art. 259). La jurisprudencia constante y más reciente de
la sala constitucional de la Corte Suprema de Justicia señala
que la facultad del Poder Ejecutivo de disponer los aumentos
periódicos del salario mínimo sólo benefician a los trabajado-
res que ganan el salario mínimo o menos, y que esa facultad
no alcanza a quienes estipulan salarios superiores, para quie-
nes rige la libertad de concurrencia y el libre juego de la oferta
y la demanda del mercado de trabajo.
Para las(os) trabajadoras(es) domésticas(os), existe un salario
mínimo diferenciado, inferior al salario mínimo común, porque
se presume, con prueba en contrario en cada caso, que la retri-
bución salarial comprende, además del pago en dinero, “el su-
ministro de alimentos y, para los que presten servicios sin reti-
ro, el suministro de habitación” (art. 152). Esta presunción que
el contrato supone necesariamente el pago de una parte del sa-
lario en especie para las trabajadoras domésticas con o sin reti-
ro, determina que rija la remuneración en dinero que “no podrá
ser inferior al 40% del salario mínimo para tareas diversas no
especificadas de la zona del país donde preste servicio”, pudien-
do pagarse el 60% en especie (art. 152).27 No se rigen por esta

27 “La Ley establece una presunción arbitraria e injusta (...) Estimo suma-
mente injusta la imposición legal de la carga de la prueba al trabajador
doméstico, ya que creo que le sería relativamente fácil probar el suminis-
tro de los alimentos y la habitación y extremadamente difícil la cantidad
y calidad convenientes de aquellos y la condición decorosa de ésta, bas-
tando para colocarlo en esta situación la afirmación del empleador de
que estas obligaciones están cumplidas” (Altamirano, 2002:16-17).
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disposición las trabajadoras domésticas adolescentes, para
quienes se aplica la regla general del salario mínimo de los
trabajadores adolescentes, de un salario mínimo inicial y pro-
gresivo con base en el 60% del salario mínimo para activida-
des diversas no especificadas (art. 126 del Código Laboral).

Para los trabajadores en general rige la regla de que el pago
en especie no podrá ser superior al 30% del total del salario
convenido, y será siempre parcial, excepcional, apropiada al
uso personal del trabajador y de su familia, que redunde en
beneficio de los mismos y que el valor que se les atribuya sea
justo y razonable (art. 231 del Código Laboral; art. 4.2 del
Convenio Nº 95, ratificado por Ley Nº 935/64).
El salario mínimo para actividades diversas no especificadas
en la capital vigente en la actualidad es de 972.413 guaraníes
(Decreto Nº 20.400 de 18 de febrero de 2003). Sobre esta
base, el salario mínimo de la trabajadora doméstica es de
388.975 guaraníes.

Cuadro 2
EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL SALARIO MÍNIMO
DE LAS TRABAJADORAS DOMÉSTICAS DE CAPITAL
DESDE LA VIGENCIA DEL CÓDIGO LABORAL DE 1993

Fecha de reajuste Salario mínimo Salario mínimo

capital de las trabajadoras

 domésticas

1993 (abril) 300.000 (171 US$) 120.000 (68 US$)
1994 (enero) 345.000 (180 US$) 138.000 (72 US$)
1994 (julio) 379.500 (198 US$) 151.800 (79 US$)
1995 (mayo) 436.425 (221 US$) 174.570 (88 US$)
1996 (abril) 480.068 (232 US$) 192.027 (93 US$)
1997 (enero) 528.075 (239 US$) 211.230 (96 US$)
1998 (marzo) 591.444 (215 US$) 236.578 (86 US$)
2000 (febrero) 680.160 (194 US$) 272.064 (78 US$)
2001 (mayo) 782.186 (187 US$) 312.874 (75 US$)
2002 (agosto) 876.048 (150 US$) 350.419 (60 US$)
2003 (febrero) 972.413 (147 US$) 388.965 (59 US$)

Fuente: Ministerio de Justicia y Trabajo y Banco Central del Paraguay.

Nota: Equivalencia en dólares de Estados Unidos a la tasa de cambio vigente
a la fecha del reajuste.
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Respecto del aguinaldo, o la remuneración anual complementa-
ria equivalente a la doceava parte de las remuneraciones
devengadas durante el año calendario a favor del trabajador en
todo concepto (salario, horas extraordinarias, comisiones, u
otras), que se paga el 31 de diciembre o, en la proporción que
corresponda cuando la relación laboral termine (arts. 243 y 244
del Código Laboral), rige para las trabajadoras domésticas la
misma regla que para los trabajadores en general (art. 153 inc. f
del Código Laboral, introducido por la Ley Nº 496/95). El agui-
naldo es inembargable (art. 244 del Código Laboral).

Por último, en la legislación laboral paraguaya, las bonificacio-
nes o prestaciones monetarias o en especie que se reciben por
hijos a cargo del trabajador(a) no son cubiertas por la seguridad
social sino que se cargan al empleador, que las debe abonar
conjuntamente con el salario. El Convenio Nº 102 sobre seguri-
dad social (norma mínima), aprobado en 1952 pero no ratifica-
do por Paraguay,28 establece que los Estados Parte podrán in-
cluir dentro de su sistema de seguro social la concesión de pres-
taciones familiares que cubran la contingencia de tener el traba-
jador hijos a cargo en las condiciones que establezca la regla-
mentación de la legislación interna del Estado (arts. 39-40). Las
prestaciones podrán consistir en un pago periódico al trabaja-
dor que haya cumplido el término de calificación previsto por la
legislación interna, por el suministro para los hijos, de alimen-
tos, vestido, vivienda y el disfrute de vacaciones o de asistencia
doméstica, o bien una combinación de las prestaciones en mo-
neda y en especie (art. 42).29

Aunque la asignación familiar se estatuye para “todo traba-
jador”,30 la misma no es reconocida expresamente como un

28 El Convenio Nº 102 ha recibido a febrero de 2005 un total de 41 ratifica-
ciones.

29 El convenio dispone que el monto de las prestaciones concedidas por
cargas familiares deberán representar por lo menos el 3% del salario de
un trabajador ordinario no calificado adulto de sexo masculino multipli-
cado por el número total de hijos de todas las personas protegidas, o
bien el 1.5 por ciento de dicho salario multiplicado por el número total
de hijos de todas las personas que residen habitualmente en el territorio
del Estado parte (art. 44).

30 “Hasta que se implante un sistema legal de compensación para las asig-
naciones familiares sobre la base del seguro social, todo trabajador tie-
ne derecho a percibir una asignación equivalente al 5% del salario míni-
mo por cada hijo matrimonial, extra-matrimonial o adoptivo” (art. 261
del Código Laboral). Para acceder a este derecho es necesario que el/la
hijo(a) sea menor de 17 años de edad, se encuentre bajo la patria potes-
tad del trabajador y en el territorio nacional, y que su educación y crian-
za sea a expensas del mismo (art. 262).
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derecho de la trabajadora doméstica, como se establece con
el aguinaldo. En la práctica, no se paga el derecho a la asigna-
ción familiar a las trabajadoras domésticas. No obstante, que el
derecho sea cargado al empleador contribuye a prácticas discri-
minatorias en perjuicio de las mujeres en particular, y de los
trabajadores con hijos en general, al momento de la selección
del personal.

4. Descansos, feriados, horas extraordinarias y
vacaciones

La Constitución Nacional consagra como derecho fundamental
la jornada máxima de 8 horas de trabajo y 48 horas semanales,
diurnas, aunque se reconoce la posibilidad de otras jornadas
por motivos especiales o cargas horarias más cortas de acuerdo
a la naturaleza del trabajo.31 El Pacto Internacional de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales y el Protocolo de San Salvador
reconocen como contenido del Derecho a Condiciones de Tra-
bajo Equitativas y Satisfactorias la obligación de los Estados de
garantizar a través de su legislación interna el derecho a una
“limitación razonable de las horas de trabajo” y al descanso y
disfrute del tiempo libre (art. 7 inc. d y art. 7 inc. g, respectiva-
mente). El Protocolo de San Salvador dispone que se estipulará
una jornada mejor para “trabajos peligrosos, insalubres o noc-
turnos”. Asimismo, la Constitución establece que los descansos
y las vacaciones anuales remuneradas serán garantizadas por
ley (art. 91 in fine), derechos que también reconocen los dos
principales instrumentos internacionales de derechos económi-
cos, sociales y culturales.32

El Convenio N° 132 sobre las vacaciones pagadas (revisado), no
ratificado por Paraguay,33 establece obligaciones de adopción

31 “La duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo no excederá de
ocho horas diarias y cuarenta y ocho horas semanales, diurnas, salvo las
legalmente establecidas por motivos especiales. La ley fijará jornadas
más favorables para las tareas insalubres, peligrosas, penosas, noctur-
nas o las que se desarrollen en turnos continuos rotativos” (Art. 91 de la
Constitución Nacional).

32 El Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 7 inc. d)
habla del derecho a “vacaciones periódicas pagadas” y el descanso remu-
nerado en los “días festivos”. El Protocolo de San Salvador dispone que la
legislación garantice las “vacaciones pagadas” y el descanso remunerado
en los “días feriados nacionales”.

33 El Convenio N° 132 ha sido ratificado por 33 Estados a febrero de 2005.
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de medidas legislativas, u otras de índole similar, y de cumpli-
miento progresivo para garantizar el derecho a vacaciones anua-
les pagadas a todas las personas empleadas por cuenta ajena,
con excepción de la gente de mar (arts. 1 y 2.1). Las personas
pertenecientes a los Estados Partes del convenio tendrán dere-
cho a vacaciones anuales pagadas cuya duración será determi-
nada por la legislación interna, pero no podrá ser inferior a tres
semanas laborables por un año de trabajo (art. 3). No se podrán
computar como período de vacaciones los días feriados estable-
cidos por la legislación o la costumbre (art. 6.1) así como los
períodos de incapacidad para el trabajo resultantes de acciden-
tes de trabajo o enfermedad (art. 6.2). La legislación interna podrá
establecer un período de calificación mínima en el trabajo para
acceder al derecho a vacaciones pagadas, pero dicho período no
excederá los seis meses (art. 5), así como un método apropiado
para el cálculo del período de servicios para acceder al derecho
a las vacaciones. Este derecho se comprenderá el pago de vaca-
ciones proporcionales al tiempo trabajado, cuando el trabajador
no haya completado el período mínimo de calificación (art. 4.1).

El convenio dispone, en una cláusula de aplicación inmediata,
que será nula toda convención o acuerdo por el cual se renuncie
a las vacaciones a cambio de una indemnización (art. 12).

Toda persona que tome sus vacaciones “percibirá, por el perío-
do entero de esas vacaciones, por lo menos su remuneración
normal o media (incluido el equivalente en efectivo de cualquier
parte de esa remuneración que se pague en especie, salvo si se
trata de prestaciones permanentes de que disfruta el interesado
independientemente de las vacaciones pagadas)” (art. 7.1). Sal-
vo acuerdo en contrario, este pago deberá efectuarse antes que
la persona empleada salga de vacaciones (art. 7.2). Mediante
mecanismos apropiados en el derecho interno de los Estados
Parte se podrá fraccionar el período de las vacaciones anuales
pagadas, pero una de las fracciones deberá consistir, por lo
menos, en dos semanas laborables ininterrumpidas (art. 8). La
época de las vacaciones se determinará por el empleador, previa
consulta con el trabajador interesado, salvo que se disponga
otra cosa mediante un contrato colectivo o laudo arbitral. Para
determinar este período “se tendrán en cuenta las exigencias
del trabajo y las oportunidades de descanso y distracción de
que pueda disponer la persona empleada” (art. 10).

Sobre horario máximo de trabajo y descansos semanales no hay
convenios internacionales que puedan ser aplicables o equipa-
rables al sector de las empleadas domésticas.
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La legislación laboral paraguaya establece una excepción a la
categoría de trabajadores domésticos del régimen común de
horario máximo de trabajo, descansos semanales y horas ex-
traordinarias. Las trabajadoras domésticas adolescentes cuen-
tan con un régimen diferenciado de trato en relación a estos
puntos.

En cuanto al horario máximo de trabajo, el Código Laboral dis-
pone que las trabajadoras domésticas tendrán un “descanso
absoluto de doce horas diarias” y para quienes trabajen sin reti-
ro, de este descanso “por lo menos diez horas se destinará al
sueño y dos horas a las comidas” (art. 154 inc. a del Código
Laboral). El descanso intermedio de la jornada laboral debe
adaptarse “racionalmente a la naturaleza del trabajo y a las
necesidades de los trabajadores” (art. 200 del Código Laboral)
y es costumbre que para el personal doméstico coincida con
las horas del almuerzo y la siesta. El servicio doméstico se
encuentra entre las categorías “que realizan labores que por
su propia naturaleza no están sometidas a jornadas de traba-
jo” (art. 205 inc. d del Código Laboral, modificado por la Ley
Nº 496/95) por lo que están expresamente excluidas de la
limitación de la jornada de trabajo.

Para el resto de los trabajadores rige la regla de que la jornada
ordinaria de trabajo efectivo no podrá ser superior a las 8 ho-
ras diarias o 48 horas semanales, para trabajos diurnos, y 7
horas diarias o 42 horas semanales, para trabajos nocturnos,
de acuerdo al siguiente esquema (consultar con los artículos
194 y concordantes del Código Laboral, modificados por la
Ley Nº 496/95):

Tipo de horario Jornada Horario semanal

Diurno (de 6 a 20 hs.) 8 hs./día 48 hs./semana

Nocturno (de 20 a 6 hs.) 7 hs./día 42 hs./semana
Mixto (entre horas diurnas
y nocturnas) 7.5 hs./día 45 hs./semana

Insalubre 6 hs./día 36 hs./semana
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Las trabajadoras domésticas no podrán ser obligadas a trabajar
más de 12 horas diarias. Asimismo, tampoco rige la regla co-
mún del pago de horas extraordinarias,34 ya que el trabajo en
exceso será pagado sin recargo (art. 205 in fine del Código La-
boral, modificado por la Ley Nº 496/95). Circunstancia por lo
demás complicada es la de probar las horas extras en el trabajo
doméstico. Altamirano sostiene que “obviamente, en caso de
reclamo judicial por horas extras, las pruebas deberán ser feha-
cientes e incontrovertibles, ya que se trata de situaciones más
que especiales, de labores de prestación intermitente,
discontinuas y de difícil fiscalización, tanto para computar las
efectivamente trabajadas dentro de las ocho (8) horas como las
que las exceden. Los reclamos serán aún mayores en los casos
de reclamos que también incluyeran recargos por nocturnidad y
por labores realizadas en días feriados” (2002:25).

En el caso de las trabajadoras domésticas adolescentes, como
se detallará más adelante, existe un régimen diferenciado más
favorable de jornada laboral máxima y prohibición de horas ex-
traordinarias (arts. 122, 123 y 204 del Código Laboral, modifica-
do por la Ley Nº 496/95, y el art. 64 de la Ley Nº 1.680/01).

Con relación al descanso semanal, la legislación laboral dispone
que las trabajadoras domésticas podrán trabajar, de común acuer-
do con el empleador, los días feriados, que incluyen no sólo los
días festivos civiles y religiosos declarados así por ley, sino tam-
bién todos los domingos (art. 154 del Código Laboral). La regla
común para el resto de los trabajadores es que son días de des-
canso obligatorio los feriados establecidos por ley (art. 217 del
Código Laboral) así como un día de descanso semanal que nor-
malmente será el domingo (art. 213 del Código Laboral).

Respecto del derecho de vacaciones anuales pagadas, la legisla-
ción laboral paraguaya equipara el derecho de las trabajadoras
domésticas al derecho de los trabajadores en general “en cuanto

34 La regla común que rige para el resto de los trabajadores es la siguiente
(art. 234 del Código Laboral):

· Las horas extraordinarias se pagarán con un recargo del 50% sobre el
sobre el salario ordinario convenido.

· Las horas nocturnas se pagarán con un recargo del 30% sobre el sala-
rio ordinario fijado para el trabajo diurno.

· Las horas extraordinarias nocturnas se pagarán con recargo del 100%
sobre el salario hora ordinario nocturno (o el 130% sobre el salario
ordinario fijado para el trabajo diurno).

· Las horas trabajadas en días feriados se pagarán con recargo del 100%
sobre el salario hora ordinario de día hábil.
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a duración y remuneración en efectivo” (art. 164 inc. b). En estas
dos dimensiones del derecho a las vacaciones, no existe discri-
minación ni diferencia de trato legal, ya que a las trabajadoras
domésticas se les aplica la regla común que dispone que el tra-
bajador “tiene derecho a un período de vacaciones remuneradas
después de cada año de trabajo continuo al servicio del mismo
empleador” en una escala progresiva ascendente por años de
servicio (art. 218 del Código Laboral, modificado por la Ley Nº
496/95). Este artículo establece la siguiente escala mínima:

Antigüedad Días hábiles corridos de vacaciones

Hasta 5 años 12 días
Más de 5 y hasta 10 años 18 días

Más de 10 30 días

Las trabajadoras domésticas adolescentes se rigen por otro
estándar de vacaciones más favorable (art. 127 del Código La-
boral, modificado por la Ley Nº 496/95).

Para el cálculo del monto que deba pagarse por vacaciones al
trabajador, se tomará en cuenta el salario mínimo legal vigente
al momento del disfrute de las vacaciones o el salario que en ese
momento reciba el trabajador, si éste fuera superior al mínimo.
Las vacaciones deberán pagarse anticipadamente a la iniciación
de las mismas (art. 220 del Código Laboral). Cuando el contrato
laboral concluya sin haberse hecho uso de las vacaciones ya cau-
sadas, será obligatoria la compensación de éstas en dinero. La
compensación será elevada al doble cuando el despido sobrevi-
niera luego del período de goce de las vacaciones sin que éstas
hayan sido usadas. Corresponderá, asimismo, el pago de vaca-
ciones proporcionales al tiempo de servicio, cuando antes de un
año la relación laboral terminara por causa imputable al emplea-
dor (art. 221 del Código Laboral).

No son aplicables, sin embargo, otras disposiciones reglamen-
tarias relativas al derecho a las vacaciones, como:

• La prueba de las vacaciones, que incumbe a la parte
empleadora, que la deberá documentar en libros de tenencia
obligatoria: “Cada empleador deberá inscribir en un registro
la fecha en que entran a prestar servicios sus trabajadores,
las fechas en que cada uno toma sus vacaciones anuales
pagadas, la duración de las mismas y la remuneración
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correspondiente a ellas. Si no lo hiciese así se presumirá, salvo
prueba en contrario, que las vacaciones no han sido otorgadas”
(art. 226 del Código Laboral).

• El acuerdo acerca del tiempo en el que se deba disfrutar del
período de vacaciones: “La época de las vacaciones debe ser
señalada por el empleador, a más tardar dentro de los seis
meses siguientes a la fecha en que se tiene derecho a vaca-
ciones y ellas deben ser concedidas oficiosamente o a peti-
ción del trabajador, sin perjudicar el servicio y la efectividad
del descanso, para lo cual podrá establecer turnos, si no pre-
firiese cerrar el establecimiento. El empleador dará a conocer
por escrito al trabajador, con quince días de anticipación, la
fecha en que se le concederán las vacaciones” (art. 222 del
Código Laboral).

5. Terminación de la relación laboral

La Constitución Nacional consagra como un derecho la estabili-
dad laboral, de acuerdo a límites a ser determinados en la legis-
lación y el derecho a un resarcimiento económico por causa de
despido injustificado (art. 94). Entre los derechos que confor-
man el contenido mínimo del Derecho a Condiciones Justas,
Equitativas y Satisfactorias de Trabajo, el Protocolo de San Salva-
dor establece el derecho a la estabilidad laboral y a la
inamovilidad, salvo justa causa. El Protocolo establece que los
Estados deberán garantizar mediante su legislación interna la
“la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo
con las características de las industrias y profesiones y con las
causas de justa separación. En casos de despido injustificado, el
trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la readmi-
sión en el empleo o a cualesquiera otra prestación prevista por
la legislación nacional” (art. 7 inc. d).

El derecho al trabajo exige su protección mediante la extensión
de las reglas del debido proceso legal a la terminación de la
relación laboral por iniciativa del empleador. Esto significa, bá-
sicamente, la aplicación del principio de legalidad, la invoca-
ción de causales previstas en una ley/norma contractual ante-
rior, el ejercicio de la defensa, la posibilidad de interponer un
recurso, etc.
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El Convenio Nº 158 sobre la terminación de la relación de traba-
jo (1982), no ratificado por Paraguay,35 establece obligaciones
progresivas de adecuación legislativa y de aplicación inmediata
a través de contratos colectivos, laudos y sentencias judiciales
para garantizar el derecho de los trabajadores en el sentido que
no se podrá poner término unilateralmente a una relación labo-
ral “a menos que exista para ello una causa justificada relaciona-
da con su capacidad o su conducta o basada en las necesidades
de funcionamiento de la empresa, establecimiento o servicio”
(art. 1 y 4). El convenio enumera una serie de circunstancias que
no podrán constituir de ningún modo causales que justifiquen
la terminación del contrato. Entre estas causas están:

• La afiliación a un sindicato o la participación en actividades
sindicales fuera de las horas de trabajo o, con el consenti-
miento del empleador, durante las horas de trabajo.

• Ser candidato a representante de los trabajadores o actuar o
haber actuado en esa calidad.

• Presentar una queja o participar en un procedimiento enta-
blado contra un empleador por supuestas violaciones de le-
yes o reglamentos, o recurrir ante las autoridades adminis-
trativas competentes.

• La raza, el color, el sexo, el estado civil, las responsabilida-
des familiares, el embarazo, la religión, las opiniones políti-
cas, la ascendencia nacional o el origen social.

• La ausencia del trabajo durante la licencia de maternidad, o
por motivo de enfermedad o lesión (art. 5 y 6).

El convenio establece que se deberá garantizar el principio de
legítima defensa al trabajador con el que se termina una rela-
ción laboral, “a menos que no pueda pedirse razonablemente al
empleador que le conceda esta posibilidad” (art. 7). El trabaja-
dor deberá contar con un recurso antes un organismo indepen-
diente, tribunal o junta arbitral con facultades “para examinar
las causas invocadas para justificar la terminación de la relación
de trabajo y todas las demás circunstancias relacionadas con el
caso, y para pronunciarse sobre si la terminación estaba justifi-
cada” (arts. 8.1 y 9.1); acción cuyo ejercicio podrá prescribir en
un plazo razonable (art. 8.4). Estos tribunales podrán resolver
aplicando mecanismos que permitan la inversión de la carga de

35 El Convenio Nº 158 fue ratificado por 33 Estados a febrero de 2005.
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la prueba al empleador a fin de equilibrar la igualdad de armas
en beneficio del trabajador (art. 8.2 inc. a). Asimismo, podrán
decidir el reintegro del trabajador o el pago de una indemniza-
ción u otra forma de reparación en caso de determinar que el
despido fue injustificado “Si los organismos mencionados en el
artículo 8 del presente Convenio llegan a la conclusión de que la
terminación de la relación de trabajo es injustificada y si en vir-
tud de la legislación y la práctica nacionales no estuvieran
facultados o no consideraran posible, dadas las circunstancias,
anular la terminación y eventualmente ordenar o proponer la
readmisión del trabajador, tendrán la facultad de ordenar el pago
de una indemnización adecuada u otra reparación que se consi-
dere apropiada” (art. 10).

Asimismo, el convenio establece el derecho a un preaviso en un
período razonable, o en su lugar, a una indemnización, cuando
fuere procedente.36 Asimismo, el convenio obliga a que el Esta-
do garantice a todo trabajador cuya relación se haya dado por
terminada el derecho a una indemnización por fin de servicios
que sea establecida en función a la antigüedad y al monto del
salario percibido, imputable directamente al empleador o a fon-
dos previsionales constituidos por los empleadores y/o a pres-
taciones del seguro de desempleo, con cargo a la seguridad so-
cial (art. 12.1), salvo casos de faltas graves (art. 12.3).

En la legislación laboral paraguaya, el contrato de trabajo do-
méstico puede darse por terminado unilateralmente, sin previo
aviso, con causa justificada, pagando a la trabajadora solamente
los días servidos en los casos previstos en el artículo 81 del
Código Laboral, de aplicación común a todos los trabajadores, y
en un supuesto que es de aplicación exclusiva para las(os)
trabajadoras(es) domésticos: la desidia y abandono en el cum-
plimiento de sus deberes (art. 156 inc. a del Código Laboral,
modificado por Ley Nº 496/95).

Las causales de despido justificado comunes a todos los traba-
jadores son:

a) El engaño por parte del trabajador mediante certificados o
referencias personales falsas sobre la capacidad, conducta
moral o actitudes profesionales del trabajador.

36 “El trabajador cuya relación de trabajo vaya a darse por terminada tendrá
derecho a un plazo de preaviso razonable o, en su lugar, a una indemni-
zación, a menos que sea culpable de una falta grave de tal índole que
sería irrazonable pedir al empleador que continuara empleándolo duran-
te el plazo de preaviso” (art. 11).
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b) Hurto, robo u otro delito contra el patrimonio de las perso-
nas, cometido por el trabajador en el lugar del trabajo, cual-
quiera que sean las circunstancias de su comisión.

c) Los actos de violencia, amenazas, injurias o malos tratamien-
tos del trabajador para con el empleador, sus representan-
tes, similares o jefes de la empresa, oficina o taller, cometi-
dos durante las labores.

d) La comisión de alguno de los mismos actos contra los com-
pañeros de labor, si con ellos se alterase el orden en el lugar
del trabajo.

e) La perpetración fuera del servicio, contra el empleador, sus
representantes, o familiares, de algunos de los actos enun-
ciados en el inciso c), si fuesen de tal gravedad que hicieran
imposible el cumplimiento del contrato.

f) Los perjuicios materiales que ocasione el trabajador intencio-
nalmente, por negligencia, imprudencia o falta grave, en los
edificios, obras, maquinarias, herramientas, materias primas,
productos y demás objetos relacionados con el trabajo.

g) La comisión por el trabajador de actos inmorales, en el lugar
del trabajo.

h) La revelación por el trabajador de secretos industriales o de
fábrica o asuntos de carácter reservado que conociese en ra-
zón de sus funciones en perjuicio de la empresa.

i) El hecho de comprometer el trabajador con su imprudencia
o descuido inexcusables la seguridad de la empresa, fábri-
ca, taller u oficina, así como la de las personas que allí se
encontrasen.

j) La concurrencia del trabajador a sus tareas en estado de em-
briaguez, o bajo influencia de alguna droga o narcótico, o
portando armas peligrosas, salvo aquéllas que, por la natura-
leza de su trabajo, le estuviesen permitidas.

k) La condena del trabajador a una pena privativa de libertad de
cumplimiento efectivo.

l) La negativa manifiesta del trabajador para adoptar las medi-
das preventivas o someterse a los procedimientos indicados
por las Leyes, los reglamentos, las autoridades competentes
o el empleador, que tiendan a evitar accidentes de trabajo y
enfermedades profesionales.
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ll) La falta de acatamiento del trabajador, en forma manifiesta y
reiterada y con perjuicio del empleador, de las normas que
éste o sus delegados le indiquen claramente para la mayor
eficacia y rendimiento en las labores.

m) El trabajo a desgano o disminución intencional en el rendi-
miento del trabajo y la incitación a otros trabajadores para el
mismo fin.

n) La pérdida de la confianza del empleador en el trabajador
que ejerza un puesto de dirección, fiscalización o vigilancia.
Si dicho trabajador hubiese sido promovido de un empleo de
escalafón, podrá volver a éste, salvo que medie otra causa
justificada de despido.

ñ) La negociación del trabajador por cuenta propia o ajena, sin
permiso expreso del empleador, cuando constituya un acto
de competencia a la empresa donde trabaja.

o) Participar en una huelga declarada ilegal por autoridad com-
petente.

p) La inasistencia del trabajador a las tareas contratadas duran-
te tres días consecutivos o cuatro veces en el mes, siempre
que se produjera sin permiso o sin causa justificada.

q) El abandono del trabajo de parte del trabajador. Se entiende
por abandono del trabajo:

1.la dejación o interrupción intempestiva e injustificada de
las tareas;

2.la negativa de trabajar en las labores a que ha sido desti-
nado; y,

3.la falta injustificada o sin aviso previo, de asistencia del
trabajador que tenga a su cargo una faena o máquina, cuya
paralización implique perturbación en el resto de la obra o
industria.

El abandono del trabajo como acto de incumplimiento del
trabajador sólo quedará configurado, con la falta de justifi-
cación o silencio del trabajador, ante intimación hecha en
forma fehaciente para que se reintegre al trabajo, en un
plazo no menor de tres días.

r) La falta reiterada de puntualidad del trabajador en el cumpli-
miento del horario de trabajo, después de haber sido aperci-
bido por el empleador o sus delegados.
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s) La interrupción de las tareas por el trabajador, sin causa jus-
tificada aunque permanezca en su puesto.

En caso de huelga, deberá abandonar el lugar de trabajo.

t) La desobediencia del trabajador al empleador o sus repre-
sentantes, siempre que se trate del servicio contratado.

Habrá desobediencia justificada, cuando la orden del emplea-
dor o sus representantes ponga en peligro la vida, integridad
orgánica o la salud del trabajador o vaya en desmedro de su
decoro o personalidad.

u) Comprobación en el trabajador de enfermedad infectoconta-
giosa o mental o de otras dolencias o perturbación orgáni-
cas, siempre que le incapaciten permanentemente para el
cumplimiento de las tareas contratadas o constituyan un pe-
ligro para terceros.

v) Las violaciones graves por el trabajador de las cláusulas del
contrato de trabajo o disposiciones del reglamento interno
de taller, aprobado por la autoridad competente.

w) Los actos de acoso sexual consistentes en amenaza, presión,
hostigamiento, chantaje o manoseo con propósitos sexuales
hacia un trabajador de uno u otro sexo por parte de los re-
presentantes del empleador, jefes de la empresa, oficina o
taller o cualquier otro superior jerárquico” (inciso incorpora-
do por la Ley Nº 496/95).

Es de señalar que la causa de terminación justificada de la rela-
ción laboral previstas para el caso específico de las(os)
trabajadoras(es) domésticas(os) es reiteración de una causa ya
prevista por el artículo 81. La desidia y abandono en el cumpli-
miento de sus deberes (art. 156 inc. a) reitera el art. 81 inc. q,
que a su vez tipifica de un modo más claro y garantista lo que
debe entenderse por “abandono del trabajo”. Esta aparente du-
plicación innecesaria de normas podría deberse a la necesidad
de garantizar con mayor discrecionalidad la facultad del emplea-
dor de despedir justificadamente y sin preaviso a su trabajadora
doméstica, prevaliéndose de normas que deliberadamente re-
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sultan más ambiguas, de difícil ponderación objetiva o sujetas a
la subjetividad valorativa del patrón.37

Del mismo modo, la legislación laboral paraguaya establece una
regulación diferente para el derecho de preaviso en el caso de
las trabajadoras domésticas (art. 155 del Código Laboral). De
acuerdo a la norma aplicable al caso, durante el período de prue-
ba, que para las trabajadoras domésticas es de 30 días como
máximo (art.58 inc. a), cualquiera de las partes puede dar por
terminada la relación laboral dando preaviso verbal de 24 ho-
ras.38 En este caso el preaviso verbal se presume, mientras no se
pruebe lo contrario.

Después del período de prueba y durante el primer año de tra-
bajo, el preaviso deberá ser de siete días, o en su defecto abo-
narse el importe correspondiente.39 El trabajador doméstico con
más de un año de trabajo continuo deberá ser preavisado con
15 días, o pagársele el importe correspondiente.40 En estos ca-
sos, es aplicable la regla común que dispone que el preaviso
debe notificarse por escrito o también podrá cursarse por inter-
medio de la Autoridad Administrativa del Trabajo (art. 88 del
Código Laboral).

En caso que el despido haya resultado injustificado, con o sin
preaviso, el empleador estará obligado a abonar a la trabajadora
doméstica “una indemnización equivalente a quince salarios dia-
rios por cada año de servicio o fracción superior a seis meses”

37 Es el caso, por ejemplo, de un concepto tan vago y sujeto a la valoración
individual como la “desidia”. Cabe recordar que el principio de legalidad,
fundamental para el Estado de Derecho y estructural en el derecho penal
(entendido en su sentido más amplio, como derecho que regula cual-
quier régimen de sanciones que supongan pérdida de derechos y que se
deriven de la violación de normas laborales, administrativas, etc.) impo-
ne que las tipificaciones de las conductas sancionables se encuentren
plenamente determinadas por la norma (ley, contrato, en este caso) uti-
lizando términos unívocos y describiendo adecuada y estrictamente las
situaciones que pudieran dar lugar a la pérdida del derecho, de manera
que se pueda deslindar con precisión aquellas conductas que caen fuera
de la norma.

38 La regla común para todos los trabajadores es que durante el período de
prueba no existe preaviso ni indemnización por despido (art. 60).

39 La regla común para el resto de los trabajadores es que cumplido el
período de prueba y durante el primer año de trabajo el preaviso será de
30 días (art. 87 inc. a del Código Laboral).

40 La escala establecida como regla común para todos los trabajadores dice:
45 días de preaviso para los trabajadores con más de uno y hasta cinco
años de antigüedad; 60 días de preaviso para los trabajadores con más
de cinco y hasta diez años de antigüedad; 90 días de preaviso para los
trabajadores con más de diez años de antigüedad (art. 87. incs. b, c y d).
El cómputo de la antigüedad se realiza incluyendo el período de preaviso,
si el trabajador prestó servicio en ese tiempo.
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que se calculará “tomando como base el promedio de los sala-
rios devengados por el trabajador, durante los últimos seis me-
ses que tenga de vigencia el contrato o fracción de tiempo me-
nor, si no se hubiese ajustado dicho término” (arts. 91 y 92 inc.
b del Código Laboral, modificado el 91 por la Ley Nº 496/95).
Este derecho se transmite a los herederos del trabajador, o
concubino con quien haya convivido al menos los dos últimos
años antes del fallecimiento. Esta es la regla común de indemni-
zación por despido injustificado para todos los trabajadores.

Con respecto a la estabilidad laboral por antigüedad de 10
años de servicio ininterrumpido con el mismo empleador,
regulado en el Código del Trabajo como regla general para
todos los trabajadores (arts. 94-102), no existe una excep-
ción claramente establecida en las reglas del contrato es-
pecial del trabajo doméstico. No obstante, los tribunales del
trabajo han establecido, por vía de una interpretación judicial
menos tuitiva, una jurisprudencia que sostiene que a las trabaja-
doras domésticas no les corresponde el derecho a la estabilidad
por 10 años de antigüedad, ni el derecho al reintegro en el pues-
to o, en su defecto, a la doble indemnización, en caso de despi-
do injustificado41. De todos modos, es necesario señalar que
esta jurisprudencia está siendo discutida. El Tribunal de Apela-
ción del Trabajo, Segunda Sala, de la circunscripción de Asun-
ción, sostiene que sí corresponde la estabilidad por 10 años y,
en consecuencia, la doble indemnización en caso de despido
injustificado, aunque no corresponda el reintegro en el puesto,
en protección del derecho a la intimidad e inviolabilidad del do-
micilio, ya que no se puede obligar a una persona a convivir con
otra contra su voluntad (interpretación sostenida a partir del
Acuerdo y Sentencia Nº 57 del 4 de agosto de 1999).

41 En caso de comprobarse que el despido de un trabajador con estabilidad
especial por 10 años de antigüedad no fue justificado, “el empleador
quedará obligado a reintegrar al trabajador en su empleo y a pagarle el
salario y las demás remuneraciones correspondientes al período de sus-
pensión en el trabajo” (art. 96). Cuando la reintegración “no fuera factible
por haber sobrevenido alguna incompatibilidad entre el trabajador y, el
empleador, o representante principal de la persona jurídica contratante,
probada en juicio, el empleador pagará una indemnización equivalente
al doble de lo que le correspondería al trabajador en caso de despido
injustificado, conforme a su antigüedad” (art. 97).
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6. Seguridad Social

La Constitución Nacional establece como un derecho para todo
trabajador dependiente y su familia la seguridad social como un
sistema obligatorio e integral. Los servicios del sistema podrán
ser públicos, privados o mixtos, y en todos los casos estarán
supervisados por el Estado. Se establece que el Estado deberá
promover la extensión de la seguridad social a todos los secto-
res de la sociedad (art. 95). El derecho a la seguridad social tam-
bién se encuentra reconocido en el Pacto de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales (art. 9) y en el Protocolo de San Salva-
dor que determinan que toda persona tiene derecho a la seguri-
dad social, como sistema que lo proteja “contra las consecuen-
cias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o
mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna
y decorosa”. Para las personas que se encuentren trabajando, el
sistema de seguridad social “cubrirá al menos la atención médi-
ca y el subsidio o jubilación en casos de accidentes de trabajo o
de enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, licen-
cia retribuida por maternidad antes y después del parto”. El Pro-
tocolo dispone que se deberá garantizar que los beneficios con-
tra riesgos de largo plazo (vejez e incapacidad) serán aplicados
a sus dependientes en caso de muerte del beneficiario (art. 9).

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación Contra la Mujer establece que los Estados deberán
adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar la discrimi-
nación de la mujer en el ámbito laboral, garantizando “el dere-
cho a la seguridad social, en particular en casos de jubilación,
desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra incapacidad para
trabajar, así como el derecho a vacaciones pagadas” (art. 11.1
inc. e), y el “derecho a la protección de la salud y a la seguridad
en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la fun-
ción de reproducción” (art. 11.1 inc. f).

El Convenio Nº 102 sobre la seguridad social (norma mínima)
establece lineamientos básicos para la implantación progresiva
de la seguridad social a los trabajadores de los Estados Parte del
convenio, en materia de asistencia médica, prestaciones mone-
tarias en caso de enfermedad, prestaciones por desempleo, por
vejez, en caso de accidentes de trabajo o enfermedades profe-
sionales, prestaciones familiares, prestaciones de maternidad,
de invalidez, y prestaciones a los sobrevivientes.



Trabajo doméstico remunerado en Paraguay120

Los Estados que establezcan prestaciones de asistencia médica,
deberán garantizar a las personas protegidas la concesión, cuan-
do su estado lo requiera, de atención médica, de carácter pre-
ventivo o curativo (art. 7). La asistencia deberá cubrir las contin-
gencias de todo estado mórbido cualquiera que fuere su causa,
el embarazo, el parto y sus consecuencias (art. 8), para los ase-
gurados que hayan cumplido con un período básico de califica-
ción (art. 11), y durante el tiempo que dure la contingencia cu-
bierta, hasta por un máximo de 26 semanas, salvo que la legis-
lación nacional extienda ese plazo para enfermedades a las que
se reconozca la necesidad de una asistencia prolongada (art.
12.1). En caso de embarazo, parto y sus consecuencias, la pres-
tación deberá comprender la asistencia prenatal, la asistencia
durante el parto y la asistencia puerperal prestada por un médi-
co o por una comadrona diplomada; y la hospitalización, cuan-
do fuere necesaria (art. 10.1 inc. b). En cualquiera de los casos,
el beneficiario podrá ser obligado a concurrir conjuntamente con
el sistema de seguridad social con los gastos de asistencia mé-
dica recibida, pero esta participación deberá ser reglamentada
de modo que no sea un gravamen excesivo para el asegurado.
La asistencia médica en este concepto deberá tener por finali-
dad “conservar, restablecer o mejorar la salud de la persona pro-
tegida, así como su aptitud para el trabajo y para hacer frente a
sus necesidades personales” (art. 10.3). En estas condiciones,
los Estados podrán garantizar prestaciones monetarias por en-
fermedad, las que deberán cubrir la contingencia de “la incapa-
cidad para trabajar, resultante de un estado mórbido, que entrañe
la suspensión de ganancias según la defina la legislación nacio-
nal” (arts. 13 y 14). El Convenio N° 102 establece un mecanismo
para el cálculo de los pagos periódicos en las prestaciones mo-
netarias (arts. 16 y 65-67).

Asimismo, el Convenio Nº 130 sobre asistencia médica y presta-
ciones monetarias de enfermedad (1969), no ratificado por Pa-
raguay,42 establece obligaciones de cumplimiento progresivo en
materia de seguridad social de los asalariados ante las contin-
gencias de necesidad de atención médica curativa y, en ciertos
casos establecidos, de atención preventiva, y de la incapacidad
de trabajar que resulte de una enfermedad y que tenga como

42 El Convenio Nº 130 ha sido ratificado por 14 Estados a febrero de 2005.
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consecuencia la suspensión de ganancias (arts. 1-8).43 Respecto
de la obligación de garantizar la asistencia médica preventiva y
curativa, la misma deberá “conservar, restablecer o mejorar la
salud de la persona protegida y su aptitud para trabajar y para
hacer frente a sus necesidades personales” (art. 9). El mejor
estándar de cobertura de la asistencia médica establecido por el
convenio señala que por lo menos deberá comprender: la asis-
tencia médica general, incluidas las visitas a domicilio; la asis-
tencia por especialistas prestada en hospitales a personas hos-
pitalizadas o no y la asistencia que pueda ser prestada por espe-
cialistas fuera de los hospitales; el suministro de los productos
farmacéuticos necesarios recetados por médicos u otros profe-
sionales calificados; la hospitalización, cuando fuere necesaria;
la asistencia odontológica según esté prescrita; y la readapta-
ción médica, incluidos el suministro, mantenimiento y renova-
ción de aparatos de prótesis y de ortopedia, según fuere esta-
blecida por las reglamentaciones del Estado Parte (art 13). Las
prestaciones monetarias deberán consistir en un pago periódico
cuya cuantía es calculada en base a unas reglas básicas (arts.
21-24). El acceso al derecho a la prestación monetaria deberá
operar desde que el cotizante alcance un período de calificación
(art. 25) y cubrirá mientras dure la contingencia, aunque se po-
drá limitar a un período no inferior a 52 semanas (art. 26.1) o 26
semanas (art. 26.2) en cada caso de incapacidad, según estén
desarrollados los recursos médicos y la economía del Estado
parte del convenio.

Las trabajadoras domésticas pertenecen a una de las últimas
categorías en ingresar al sistema de seguridad social en Para-
guay, y aún hoy día la cobertura al sector es muy parcial, incom-
pleta y discriminatoria. Si bien existían cajas de jubilaciones y
pensiones desde principios del siglo XX, éstas cubrían parcial-
mente al personal de la administración pública. Recién en la
década de 1940 se crea un sistema de seguridad social con
pretensiones de universalidad. Por Decreto-Ley Nº 17.701 del
18 de febrero de 1943 es creado el IPS, con el objetivo de
dirigir y controlar el seguro social obligatorio para los trabaja-
dores asalariados, postulantes o aprendices menores de 60

43 La extensión de la cobertura de las prestaciones establece una escala
progresiva que va desde la cobertura del 25% del total de asalariados, el
50% de los asalariados de empresas industriales, el 75% de la población
económicamente activa determinado por categorías, todos los trabaja-
dores residentes cuyos recursos durante la contingencia no excedan un
límite establecido por la legislación del Estado, hasta todos los asalaria-
dos, incluidos los aprendices (arts. 10, 11, 19 y 20).
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años, pertenecientes al sector privado, cubriéndose los ries-
gos de enfermedad, maternidad, invalidez y accidentes de tra-
bajo. En sucesivas reformas que ocurren entre 1950 hasta 1998,
el sistema va ampliándose en la cobertura, en las prestaciones
concedidas y en su estructura orgánica (Guillén, 1997).

En una de esas reformas el personal del servicio doméstico
ingresa a la cobertura de la seguridad social. Por Ley Nº 1.085/
65 se incluye en el seguro obligatorio por los riesgos de ma-
ternidad, enfermedad y accidente de trabajo a las(os)
trabajadoras(es) domésticas(os) de la capital. Esta disposición,
sin embargo, tenía la intención de extenderse progresivamen-
te a otros lugares del país. El seguro social de las domésticas
empezó a ser efectivo en enero de 1967. Sin embargo, esta
evolución progresiva de la cobertura no operó, y hasta la ac-
tualidad sólo pueden ser aseguradas al IPS las empleadas do-
mésticas que trabajan en Asunción.

De acuerdo a la Ley Nº 98/92, que modifica y actualiza diversas
disposiciones del Decreto Ley 1.860/50, el personal del servicio
doméstico se encuentra cubierto por el seguro obligatorio del
IPS, pero sólo en los riesgos de accidente, enfermedad y mater-
nidad (art. 2), y están excluidas expresamente de la cobertura
contra contingencias de largo plazo. La Ley Nº 98/92 no intro-
dujo modificaciones en cuanto al alcance de la cobertura, sólo
se limitó a modificar la base del cálculo y el monto de los apor-
tes de las trabajadoras y sus patrones.
La cobertura de estos servicios se financia con el aporte de las
cuotas mensuales del seguro social provenientes de la trabaja-
dora y del empleador. La trabajadora aporta una cuota mensual
consistente en el 2.5% del salario mínimo del trabajador de cate-
goría “A” de los establecimientos ganaderos. La ley establece
que esta base salarial se mantendrá mientras no se establezca el
salario mínimo para el trabajador doméstico. Sin embargo, si el
salario devengado a la trabajadora doméstica cotizante supera
ese monto, será tomado el salario cobrado como base del apor-
te (art. 17 inc. e, modificado por la Ley Nº 98/92). Por su parte,
el empleador del servicio doméstico aportará el 5.5% sobre la
misma base (art. 17 inc. h, modificado por la Ley 98/92). Para
agosto del 2003, la base sobre la que se calcula el aporte de la
trabajadora doméstica y el empleador es el salario del trabaja-
dor rural categoría “A” que consiste en 389.295 guaraníes. So-
bre esta base, la trabajadora aporta 9.732 guaraníes (2.5%) y el
empleador 21.411 guaraníes (5.5%). En total, el aporte es de
31.143 guaraníes.



123

En el nivel administrativo sigue vigente y aplicándose en la prác-
tica la Resolución C. S. Nº 3 del 23 de enero de 1967 “Reglamen-
to del Seguro Social Obligatorio para el Personal del Servicio
doméstico”, que fuera dictado en desarrollo de la Ley Nº 1.085/
65. Esta resolución administrativa es la norma de aplicación in-
mediata utilizada por los funcionarios del IPS.

De acuerdo a este reglamento, el personal del servicio domésti-
co comprende “la persona de uno u otro sexo, de más de 12
años, que desempeña exclusivamente y en forma habitual y con-
tinua, las labores que sean propias del servicio de una casa o
habitación familiar o particular, u otro lugar de residencia, que
no importe lucro para el empleador, bien que dicho personal
resida dentro o fuera del lugar de su trabajo. Los choferes del
servicio familiar son, igualmente, considerados personal del ser-
vicio doméstico” (art. 2).

No pueden ser considerados personal del servicio doméstico,
las personas que realicen las tareas propias del servicio en “ho-
teles, fondas, bares, sanatorios, colegios y otros establecimien-
tos análogos, que importen lucro”. De la misma manera, no son
considerados trabajadores domésticos, quienes además de las
labores propias del servicio “desempeñan otras propias de la
industria, comercio, o cualquier otra actividad lucrativa a que se
dedique el empleador” (art. 4). Como empleador, es considera-
do toda “persona cabeza de familia o ama de casa que contrata
servicios de una o más personas a los que retribuye en dinero y/
o especia, y las somete a su dependencia en cuanto a las ocupa-
ciones [definidas como trabajo doméstico]” (art. 5).

Sin embargo, quedan expresamente excluidos de la cobertura
del servicio social los criaditos, las amas de casa, o cualquier
otra forma de colocación laboral intrafamiliar en el servicio do-
méstico. En concreto, están excluidos de la aplicación del segu-
ro del servicio doméstico “los menores de hasta 14 años de edad,
voluntariamente confiados por sus padres o encargados a la
guarda, custodia o protección de otra familia, conforme a las
formalidades legales correspondientes” y “los parientes hasta el
tercer grado de consanguinidad o afinidad, debidamente com-
probado” (art. 3).

Tampoco pueden ser asegurados en el servicio doméstico las
mujeres desde 44 años y los hombres desde los 49. Este requi-
sito no está expresamente establecido en ninguna ley o resolu-
ción, pero sí está consagrado como una práctica administrativa
constante y excluyente. La razón de esta disposición tampoco



Trabajo doméstico remunerado en Paraguay124

está muy clara. Posiblemente se fundaría en el supuesto de que
con posterioridad a esa edad, las mujeres no pueden contar con
las mismas aptitudes físicas para las labores del servicio domés-
tico. Quizá por el prejuicio de no asegurar a una población a una
edad en que la mayor incidencia de enfermedades tornaría más
deficitario aún ese seguro especial. Lo cierto es que una prácti-
ca discrecional de la administración que se repite desde la
década de los 60 genera una discriminación hacia las trabaja-
doras domésticas en el derecho al seguro social, ya que para
el resto de los trabajadores asalariados no existe un límite de
edad que los excluya del régimen de seguro (art. 2 modificado
por la Ley Nº 98/92).

La inscripción de la trabajadora doméstica en el seguro social es
obligatoria y recae bajo la responsabilidad del patrón. Así tam-
bién, debe ser registrado cualquier cambio de domicilio y el fin
de la relación laboral. Toda inscripción debe realizarse a los tres
días del ingreso, entrada o salida de la empleada (art. 6 y 7).
Para la inscripción, el patrón retira los formularios de inscrip-
ción y entrada del personal. A estos formularios llenados con los
datos correspondientes, se adjuntan las fotocopias de los docu-
mentos de identidad de la asegurada, del empleador y de su
cónyuge. En caso que tengan coincidencia en el apellido, la inexis-
tencia de parentesco debe ser comprobada por información su-
maria de testigos rendida ante el Poder Judicial.

Luego de la inscripción, dentro del mes siguiente, el IPS envía a
un fiscalizador al domicilio señalado por el empleador, para cons-
tatar si la misma se encuentra en su lugar de trabajo y si el
mismo constituye trabajo doméstico. Allí el fiscalizador le pro-
porciona un talón de aceptación, con el cual se debe presentar a
efectuar el primer pago en la caja central del IPS. Luego del pri-
mer pago y con el retiro de una tarjeta de comprobación de
derecho, se le proporciona una solicitud para su inspección
médica en el Departamento de Salud Ocupacional del IPS. Con el
certificado de aprobación de la salud ocupacional que certifique
su aptitud para el trabajo, la trabajadora queda inscripta en el
seguro. El examen es de clínica general y se orientará sobre los
antecedentes laborales y la futura actividad laboral del ingresante.
Se hace un estudio complementario básico que incluye hemo-
grama, glucomia, VDRL y orina simple. Para las personas que
trabajarán en ambientes con polvo o material inhalante (perso-
nal doméstico de limpieza) se practica una radiografía de tórax,
espirometría y examen de agudeza visual.
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Las prestaciones que el seguro por enfermedad, maternidad y
accidentes de trabajo establecidos para el personal del servicio
doméstico comprenden “la atención médico-quirúrgica, dental,
medicamentos, hospitalización y un subsidio en dinero a los
sometidos a tratamientos médicos que sufren una incapacidad
para el trabajo” (art. 9 de la Resolución C.S. Nº 3/67).

Los beneficios por riesgo de enfermedad se extienden a los fa-
miliares de la trabajadora asegurada: al esposo, en caso que
éste se encontrase desempleado, los hijos solteros de la asegu-
rada, los incapaces, mientras dure la incapacidad y los padres
mayores de 60 años que vivan bajo la protección del asegurado
(art. 33 de la Ley del Instituto de Previsión Social, modificada por
Ley Nº 98/92).

La Ley del IPS establece que la cobertura por enfermedad no
profesional y accidente comprende la “atención médico-quirúr-
gica y dental, medicamentos y hospitalización, conforme a las
normas que dispongan los reglamentos del Instituto”. La aten-
ción por una misma enfermedad se extenderá por el plazo de
26 semanas, plazo que podrá ser prorrogado en los casos que el
reglamento acuerde atendiendo a las posibilidades de recupera-
ción de los enfermos (art. 30, modificada por Ley Nº 98/92).

Para tener derecho a operaciones quirúrgicas y hospitalización
por enfermedad crónica, se requiere que la trabajadora domés-
tica haya aportado durante seis meses por lo menos, dentro de
los últimos doce meses anteriores a la fecha en la que se solicita
la atención (art. 10 de la Resolución C.S. Nº 3/67). Pero en caso
de tuberculosis y enfermedad de Hansen deberá haber aportado
durante ocho meses por lo menos, dentro de los últimos doce
meses anteriores al diagnóstico de tales enfermedades (art. 13
de la Resolución C.S. Nº 3/67).

La atención dental, a su vez, comprenderá para la trabajadora
doméstica asegurada la extracción dental, las curaciones,
obturaciones con amalgama y apertura de abscesos; para acce-
der a la atención dental, la asegurada debió de haber aportado
por lo menos dos meses dentro de los últimos cuatro anteriores
a la fecha de prestación (art. 12 de la Resolución C.S. Nº 3/67).

También el IPS deberá proporcionar a la empleada doméstica
asegurada un subsidio por enfermedad o accidente, que ini-
ciará al día siguiente de la incapacidad. El subsidio se calcula-
rá sobre el 50% del promedio de salarios sobre los cuales coti-
zó la asegurada en los cuatro meses anteriores al comienzo
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de la incapacidad. El salario promedio diario se determinará
dividiendo el total de dichos salarios por 120, y el subsidio
cubrirá los días festivos intermedios de los períodos de inca-
pacidad (art. 32 de la Ley del IPS). Para que la trabajadora do-
méstica tenga derecho al subsidio por enfermedad y acciden-
te no profesional tuvo que haber efectuado el aporte corres-
pondiente a dos meses dentro de los últimos cinco anteriores
a la enfermedad o accidente no profesional, salvo casos de
tuberculosis y enfermedad de Hansen (art. 15 de la Resolución
C.S. Nº 3/67).

Para las trabajadoras domésticas, el subsidio por enfermedad y
por accidente no profesional es de 194.632 guaraníes “que se
abonará a partir del cuarto día de la incapacidad y durará mien-
tras ésta subsista; hasta por un máximo de (6) seis meses” (art.
14.a de la Resolución C.S. Nº 3/67).

El riesgo por accidente de trabajo comprende “toda lesión orgá-
nica que el trabajador sufra con ocasión o por consecuencia del
trabajo que ejecute para su patrón y durante el tiempo que lo
realice o debiera realizarlo. Dicha lesión ha de ser producida por
la acción repentina y violenta de una causa exterior” (art. 40.b
de la Ley del IPS). Para las trabajadoras domésticas las prestacio-
nes por accidente de trabajo comprenden la atención médico
quirúrgica, dental, farmacéutica y hospitalización; la provisión
de aparatos de prótesis hasta la restitución funcional próxima a
la normal; y el pago de un subsidio en dinero.

El subsidio en dinero “se abonará por cada día de reposo si la
incapacidad dura más de siete días, en cuyo caso el subsidio se
iniciará a partir del primer día de incapacidad; durará mientras
ésta subsista y hasta por un plazo de 52 semanas” (art. 14.c de
la Resolución C.S. Nº 3/67).44 El subsidio por accidente de traba-
jo se establece en 75% de promedio de salarios sobre los cuales
impuso el asegurado en los últimos cuatro meses, calculado del
mismo modo que para el subsidio por enfermedad (art. 42 de la
Ley del IPS, modificada por la Ley Nº 427/73). Para las trabajado-
ras domésticas el subsidio mensual por accidente de trabajo
será de 291.948 guaraníes, durante un máximo de 13 meses.

44 La regla general establecida por la Ley del IPS (art. 41.c, modificado por
la Ley Nº 427/73) establece que el subsidio corresponderá si el trabaja-
dor se incapacita para trabajar por más de tres días.
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El subsidio por accidente de trabajo se abonará si la asegurada
fue inscripta en debida forma y con anterioridad al accidente
(art. 17 de la Resolución C.S. Nº 3/67).

Ninguna trabajadora doméstica podrá hacer uso de ninguno de
los beneficios que le acuerda la seguridad social si su patrón se
encuentra en mora en el pago de las imposiciones debidas (art.
18 de la Resolución C.S. Nº 3/67).

7. Protecciones y prestaciones por maternidad

La Constitución Nacional establece que en el ámbito de las rela-
ciones laborales, tanto el hombre como la mujer gozarán de los
mismos derechos. No obstante, la maternidad será objeto de
protecciones especiales. En el nivel constitucional estas protec-
ciones comprenden la estabilidad de la trabajadora durante el
embarazo y mientras dure el reposo de maternidad, prohibién-
dose el despido en ese período; el descanso por maternidad,
que no podrá ser inferior a 12 semanas; y la extensión de la
seguridad social a las prestaciones por maternidad (art. 89).

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Dis-
criminación Contra la Mujer establece obligaciones específicas
relativas a la protección de la maternidad para impedir la discri-
minación de la mujer en el ámbito del trabajo como consecuen-
cia de su función bilógica reproductiva. Estas obligaciones inclu-
yen algunas que son de desarrollo progresivo y otras que son
susceptibles de cumplimiento inmediato, y que dicen relación
con la protección de la estabilidad laboral de la mujer durante el
embarazo, parto y puerperio, por un lado, y la extensión de la
cobertura de la seguridad social frente a los riesgos de la mater-
nidad. En ese sentido, la Convención dispone que los Estados
Parte deben adoptar las medidas apropiadas para asegurar los
mismos derechos laborales de la mujer en igualdad con los hom-
bres, para garantizar “el derecho a la protección de la salud y a
la seguridad en las condiciones de trabajo, incluso la salvaguar-
dia de la función de reproducción” (art. 11.1 inc. f). Asimismo,
los Estados deberán “implantar la licencia de maternidad con
sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables sin pér-
dida del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales”
(art. 11.2 inc. b).
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Además, los Estados Parte de la Convención deberán adoptar
medidas de aplicación inmediata, modificaciones legislativas y
acciones jurisdiccionales para “prohibir, bajo pena de sancio-
nes, el despido por motivo de embarazo o licencia de materni-
dad y la discriminación en los despidos sobre la base del estado
civil” (art. 11.2 inc. a).

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales obliga a los Estados parte a “conceder especial protec-
ción a las madres durante un período de tiempo razonable antes
y después del parto. Durante dicho período, a las madres que
trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con
prestaciones adecuadas de seguridad social” (art. 10.2). El Pro-
tocolo de San Salvador define, como parte del contenido del
Derecho a la Constitución y Protección de la Familia, la obliga-
ción de “conceder atención y ayuda especiales a la madre antes
y durante un lapso razonable después del parto” (art. 15.3 inc.
a), y como contenido del Derecho a la Seguridad Social, la cober-
tura por parte del sistema provisional de los Estados de la “licen-
cia retribuida por maternidad antes y después del parto” a favor
de las mujeres (art. 9.2).
De acuerdo al Convenio Nº 183 sobre la protección de la mater-
nidad (2000), no ratificado por Paraguay,45 establece proteccio-
nes para todas las mujeres sin discriminación que se encuen-
tren empleadas, incluso bajo formas atípicas de trabajo depen-
diente.46 De acuerdo al Convenio, los Estados deberán garanti-
zar a todas las mujeres protegidas una licencia de maternidad
de por lo menos 14 semanas, mediante la presentación de un
certificado médico o cualquier otro certificado apropiado según
la legislación o la práctica del Estado, en el que se indique la

45 Instrumento que revisa y actualiza el Convenio N° 103 sobre la protec-
ción de la maternidad (revisado) de 1952, que tampoco fue ratificado
por Paraguay. A febrero de 2005, este reciente convenio cuenta con 11
ratificaciones.

46 Sin embargo, el convenio establece la posibilidad que los Estados que lo
ratifiquen, excluyan total o parcialmente a determinadas y limitadas ca-
tegorías de trabajadoras “cuando su aplicación a esas categorías plantee
problemas especiales de particular importancia” (art. 2.2). Los Estados
Parte deberán informar en la primera memoria de aplicación del Conve-
nio 183 que presenten acerca de cuáles son las categorías excluidas y
las razones de la exclusión. En las memorias siguientes, los Estados Par-
te informarán acerca de las medidas que hayan adoptado para ir exten-
diendo progresivamente la cobertura y el reconocimiento de los dere-
chos a las categorías excluidas (art. 2.3).
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fecha presunta del parto.47 Este período incluirá una licencia
obligatoria de seis semanas posteriores al parto (arts. 4.1 y 4.4).
El período prenatal deberá incluir el plazo transcurrido entre el
parto presunto y la fecha en que el parto ha tenido lugar efecti-
vamente, sin que se pueda reducir el período de licencia obliga-
toria posterior al parto por este motivo (art. 4.5). Se deberá igual-
mente otorgar licencia ante enfermedades o complicaciones
derivadas del embarazo o el parto, o riesgo de que se produz-
can complicaciones, antes o después de la licencia de materni-
dad, sobre la base de la presentación de un certificado médico.
La naturaleza y la duración máxima de dicha licencia deberán
ser estipuladas en la legislación interna (art. 5).

Respecto de la protección del trabajo y la prohibición de discri-
minación, el Convenio Nº 183 establece que ningún empleador
podrá despedir a una trabajadora durante el período de licencia
de maternidad ni durante un período posterior al reintegro al
trabajo, que ha de establecerse por la legislación interna de los
Estados, excepto por motivos que no guarden relación alguna
con el embarazo, el nacimiento del hijo y sus consecuencias, y la
lactancia. En caso de despido, la carga de la prueba de que el
despido no se funda en alguna de las causales prohibidas in-
cumbe al empleador (art. 5.1). Se deberá garantizar que la mujer
sea reintegrada al término de la licencia al mismo puesto de
trabajo o, al menos, a un puesto equivalente con la misma remu-
neración (art. 5.2).

Los Estados Parte del convenio deberán adoptar medidas apro-
piadas para garantizar que la no discriminación en el empleo
por causa de maternidad. Entre estas medidas se establece ex-
presamente la prohibición de exigir la práctica de un examen o
la presentación de un certificado para comprobar si está o no
embarazada una mujer que solicita empleo, salvo cuando la le-
gislación interna establezca expresamente la obligación de di-
cho examen por tratarse de trabajos prohibidos para mujeres
embarazadas o en período de lactancia o puedan representar un
riesgo reconocido o significativo para la mujer y el hijo (art. 9).

47 Los Estados deberán informar en la primera memoria de aplicación del
convenio acerca del plazo que comprende el período de licencia por
maternidad reconocido por su legislación interna. En los posteriores in-
formes deberán consignar si se registraron extensiones en el término
de la licencia de maternidad (arts. 4.2 y 4.3). La obligación de
progresividad y prohibición de regresividad en el reconocimiento de los
derechos contenidos en el Convenio Nº 183 se encuentra reforzada por
la cláusula del artículo 11, que obliga a examinar periódicamente la
pertinencia de extender la duración de la licencia o aumentar las presta-
ciones de maternidad.
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En cuanto al período de lactancia, el Convenio Nº 183 dispone
que “La mujer tiene derecho a una o varias interrupciones por
día o a una reducción diaria del tiempo de trabajo para la
lactancia de su hijo” (art. 10.1). Estas interrupciones, cuyas
modalidades quedan diferidas a la reglamentación de la
legislación interna de los Estados, deberán contabilizarse como
tiempo de trabajo y ser remuneradas como tales (art. 10.2).

Para el Convenio Nº 102 sobre la seguridad social (norma míni-
ma), las prestaciones por maternidad deberán cubrir las contin-
gencias de “embarazo, el parto y sus consecuencias, y la sus-
pensión de ganancias resultantes de los mismos, según la defi-
na la legislación nacional” (arts. 46-47). La asistencia médica en
estos casos deberá comprender la asistencia prenatal, la asis-
tencia durante el parto y la asistencia en el puerperio prestada
por un médico o una comadrona diplomada y la hospitalización,
en los casos que fuere necesaria (art. 49). La prestación corres-
pondiente a la suspensión de ganancias consistirá en el pago
periódico de una suma de dinero,48 cuyo monto podrá variar
durante el transcurso de la contingencia (art. 50). Estas presta-
ciones deberán garantizarse a las mujeres pertenecientes a las
categorías protegidas o a las cónyuges de los trabajadores hom-
bres de tales categorías, una vez cumplido el período de califica-
ción previsto por la normativa (art. 51). Las prestaciones de
maternidad se proporcionarán mientras dure la contingencia,
salvo las prestaciones monetarias que podrán limitarse a 12 se-
manas, a menos que la legislación reconozca un plazo mayor de
abstención del trabajo (art. 52).

El Convenio Nº 158 sobre la terminación de la telación de traba-
jo (1982), establece que no podrá ser invocada o establecida
como causa justificada para terminar una relación laboral por
parte del empleador el embarazo o la ausencia del trabajo du-
rante la licencia de maternidad (art. 5 inc. d y e).

48 El Convenio N° 102 establece un mecanismo para el cálculo de los pagos
periódicos en las prestaciones monetarias (arts. 65-67). Para el cálculo
del monto mínimo de las pensiones de maternidad se dispone que debe-
rá ser el equivalente al 45% en relación con el total de las ganancias
anteriores de la beneficiaria o de su sostén de familia más el importe de
las asignaciones familiares. El método de cálculo del promedio de las
ganancias anteriores será establecida por la legislación nacional. O bien,
se dispone que la pensión podrá ser el 45% “total del salario del trabaja-
dor ordinario no calificado adulto del sexo masculino, y del importe de
las asignaciones familiares pagadas a una persona protegida que tenga
las mismas cargas de familia que el beneficiario tipo” (art. 66.1). El con-
venio dispone de reglas para la determinación, calificación y fijación de
ingresos promedio del trabajador ordinario no calificado adulto del sexo
masculino.
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El Convenio Nº 183 dispone que los Estados Parte deberán pro-
porcionar prestaciones médicas a la madre y a su hijo en rela-
ción al embarazo, parto y puerperio. Esta asistencia “[deberá]
comprender la asistencia prenatal, la asistencia durante el parto
y la asistencia después del parto, así como la hospitalización
cuando sea necesario” (art. 6.7). Además, se deberán proporcio-
nar prestaciones pecuniarias a toda mujer que se ausente del
trabajo en uso de la licencia de maternidad o por reposo por
enfermedad o complicaciones del embarazo y parto (art. 6.1).
Estas prestaciones “deberán establecerse en una cuantía que
garantice a la mujer y a su hijo condiciones de salud apropiadas
y un nivel de vida adecuado” (art. 6.2). Cualquiera que sea el
método adoptado por la legislación interna de los Estados, el
monto de las prestaciones no deberá ser inferior al 2/3 de las
ganancias anteriores de la mujer o de las ganancias que se to-
men en cuenta para calcular las prestaciones (arts. 6.3 y 6.4).49

Para evitar las discriminaciones contra la mujer en el ámbito del
trabajo, las prestaciones de maternidad deberán financiarse con
cargo al sistema de seguridad social o con cargo a los fondos
públicos, de acuerdo a la reglamentación que adopte la legisla-
ción interna. El empleador no deberá estar obligado personal-
mente a costear estas prestaciones (art. 6.8).

Las trabajadoras domésticas, de acuerdo con la normativa labo-
ral vigente en Paraguay en relación a la protección durante el
embarazo y la lactancia, se encuentran protegidas por las mis-
mas disposiciones establecidas para las mujeres trabajadoras
en general. Estas protecciones comprenden la prohibición de
realizar determinados trabajos peligrosos, los descansos por
maternidad, la prohibición de despido y discriminación, y la co-
bertura de servicios médicos con cargo a la seguridad social.

En relación a la prohibición de realizar determinados trabajos
peligrosos para la salud de la madre y del hijo durante el perío-
do de gestación y de lactancia, aplicables a las trabajadoras do-
mésticas, el Código del Trabajo dispone que la mujer no podrá
realizar actividades insalubres o peligrosas, realizar horas ex-
traordinarias o después de las 22 horas (art. 130 del Código
Laboral, modificado por la Ley Nº 496/95). Se definen como la-

49 Los Estados que tengan insuficientemente desarrolladas su economía y
su seguridad social, podrán acogerse a una excepción temporal por la
cual podrán limitar los subsidios por licencia de maternidad a un monto
equivalente a los subsidios por reposo de enfermedad o incapacidad
temporal, aunque con la obligación de ir aumentando progresivamente
estas prestaciones (art. 7).
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bores peligrosas o insalubres “las que, por la naturaleza del tra-
bajo, por las condiciones físicas, químicas y biológicas del me-
dio en que se presta, o por la composición de la materia prima
que se utilice, son capaces de actuar sobre la vida y la salud
física y mental de la mujer embarazada o de su hijo” (art. 131 del
Código del Trabajo, modificado por la Ley Nº 496/95). En caso
de trabajo insalubre, las mujeres durante el embarazo tienen
derecho a ser trasladas de lugar, sin desmedro del sueldo que
perciban.50 Las cláusulas de los contratos que “fijen labores pe-
ligrosas o insalubres para las mujeres embarazadas o en perío-
do de lactancia” serán consideradas nulas y no obligarán a las
partes, aunque se encuentren estipuladas.

Con respecto a la licencia por maternidad, la legislación laboral
paraguaya establece que toda trabajadora tendrá derecho a sus-
pender su actividad laboral con la presentación de un certificado
médico expedido o visado por el IPS o el Ministerio de Salud
Pública y Bienestar Social en el que se certifique que el parto
tendrá lugar en las siguientes seis semanas. La licencia se exten-
derá a las siguientes seis semanas posteriores al parto, y no se
permitirá que la mujer trabaje en ese período, salvo autoriza-
ción médica (art. 133). Ya en el período de lactancia, la trabaja-
dora tiene el derecho a dos descansos extraordinarios por día,
de media hora cada uno, para amamantar al recién nacido. Estos
descansos serán remunerados y considerados parte de la jorna-
da laboral trabajada.

Los empleadores que infrinjan los derechos de descanso de
maternidad o nieguen el permiso para lactancia serán multados
con 50 jornales mínimos por cada trabajadora afectada, multa
que se duplicará en caso de reincidencia (art. 388 del Código
Laboral, modificado por Ley Nº 496/95). La instancia de con-
trol del cumplimiento de estas disposiciones y de aplica-
ción de las sanciones correspondientes, previa instrucción
de un sumario administrativo, es la Dirección General del Traba-
jo (autoridad administrativa del trabajo).

El Código del Trabajo establece el derecho a la estabilidad labo-
ral de la trabajadora por maternidad, que se extiende desde el
momento en que el empleador haya sido notificado del embara-
zo hasta el fin del período de descanso de maternidad, siendo

50 “A partir de la fecha de la notificación del embarazo, la mujer empleada
habitualmente en trabajos insalubres, peligrosos o penosos, tiene dere-
cho a ser trasladada de lugar de trabajo, asignándosele tareas compati-
bles con su estado sin reducción de salario” (art. 135 del Código Laboral,
modificado por Ley Nº 496/95).
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nulos el preaviso y el despido (art. 136 del Código Laboral). Esta
disposición tan amplia genera posiciones controvertidas en
la doctrina laboralista y soluciones dispares en la práctica
de los tribunales de justicia por algunos vacíos presentes
en la legislación. En primer lugar, no se determina en la
legislación (y tampoco la práctica es uniforme al respecto)
si la notificación del embarazo al empleador se refiere a
una notificación verbal simple o si se requiere de una cons-
tancia médica expedida o certificada por la previsión so-
cial. Este detalle práctico se enlaza con el debate acerca del
período protegido por la prohibición de despido. Algunos
comentaristas (Arrúa de Sosa, Altamirano, Cristaldo) se incli-
nan por señalar que el requisito de una notificación formal del
embarazo sería inconstitucional, y la protección contra el des-
pido se extiende a todo el período de embarazo, sin necesi-
dad que el mismo haya sido puesto en conocimiento del em-
pleador51. Por otra parte, la legislación laboral no establece
excepciones a esta regla por las cuales pueda procederse al
despido con justa causa, por razones que no tengan relación
con el embarazo o la maternidad.

La seguridad social cubre a las trabajadoras domésticas en los
riesgos de maternidad (art. 2 de la Ley del IPS, modificada por
Ley Nº 98/92; art. 133 in fine del Código Laboral, Ley Nº 213/
93). La cobertura médica por maternidad se extenderá durante
el embarazo, el parto y el puerperio y comprenderá la atención
médico quirúrgica y dental, medicamentos y hospitalización.
Estos beneficios no pueden ser extendidos por la trabajadora
doméstica a sus hijas solteras menores de 18 años que depen-
dan económicamente de ella; no obstante, esta restricción es
común todos los trabajadores, ya que las prestaciones por ma-
ternidad sólo pueden ser extendidas a la esposa o concubina
del trabajador asegurado (arts. 30, 33 y 36 de la Ley del IPS).

El subsidio en dinero por maternidad será prestado durante las
tres semanas anteriores al parto y en las seis posteriores al posi-
ble parto, hasta un máximo de 63 días. El subsidio se calcula-
rá del mismo modo que el subsidio por enfermedad, es de-
cir, el equivalente al 50% del promedio de los salarios so-
bre los que la asegurada impuso en los últimos cuatro me-
ses (194 632 guaraníes), con la excepción que no se reducirá
a la mitad durante la permanencia en el sanatorio y del divisor

51 La Constitución Nacional establece que “la mujer no será despedida du-
rante el embarazo, y tampoco mientras duren los descansos por mater-
nidad” (art. 89).
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120 para el cálculo de los salarios promedios de los últimos
cuatro meses se descontarán tantas unidades como días de re-
poso por prescripción médica haya tenido la asegurada (art. 37
y 39 de la Ley del IPS; art. 14 inc. b de la Resolución C.S. Nº 3/
67). Las prestaciones por maternidad comprenden la provisión
de leche para el hijo que no pueda amamantar por incapacidad
constatada por el médico, durante los ocho meses posteriores al
parto como máximo (art. 37 inc. b de la Ley del IPS).

Para tener derecho a la atención médica por maternidad la tra-
bajadora doméstica asegurada debe haber aportado por lo me-
nos cuatro meses anteriores a la fecha del probable parto (art.
11 de la Resolución C.S. Nº 3/67). Para acceder al derecho de
subsidio por maternidad, es necesario que la trabajadora do-
méstica asegurada haya aportado por lo menos seis meses de
imposiciones anteriores a la fecha del parto (art. 16 de la Resolu-
ción C.S. Nº 3/67).

8. Jubilación

El derecho a la jubilación y a una pensión que asegure contra los
riesgos de vejez e invalidez forma parte del derecho fundamen-
tal a la seguridad social. La Constitución Nacional reconoce este
derecho (art. 95, ya citado) así como el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 9). El Protocolo
de San Salvador establece que toda persona tiene derecho a la
seguridad social, como sistema que lo proteja “contra las conse-
cuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física
o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida
digna y decorosa” mediante beneficios que serán aplicados a
sus dependientes en caso de muerte del beneficiario (art. 9).
Asimismo, es un derecho reconocido por la Convención sobre la
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la
Mujer (art. 11.1 inc. e, ya citado) que no puede ser objeto de
discriminación contra la mujer.

El Convenio Nº 102 sobre la seguridad social (norma mínima),
establece lineamientos básicos para la implantación progresiva
de la seguridad social a los trabajadores de los Estados Parte del
convenio, contra los riesgos a largo plazo en materia de vejez
invalidez y prestaciones a los sobrevivientes. Los Estados que
establezcan prestaciones por vejez, deberán garantizar la co-
bertura de la supervivencia del asegurado más allá de una edad
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prescrita, que no podrá ser superior a 65 años, y durante todo el
transcurso de la contingencia, aunque el Estado podrá fijar una
edad más elevada “teniendo en cuenta la capacidad de trabajo
de las personas de edad avanzada en el país de que se trate”
(arts. 25 y 26.1), así como establecer en su legislación otras
limitaciones.52 Las prestaciones podrán prescribirse para los
asegurados que hayan cumplido con un período básico de ca-
lificación, que podrá consistir en treinta años de cotización o
de empleo, o en veinte años de residencia habitual en el Esta-
do Parte, o la combinación de un período de calificación y un
promedio anual de cotizaciones establecido en la legislación,
con la posibilidad de prestaciones reducidas a personas que
hayan calificado por lo menos en la mitad de los requisitos
establecidos (art. 29). El Convenio N° 102 establece un meca-
nismo para el cálculo de los pagos periódicos en las prestacio-
nes monetarias (arts. 28 y 65-67).

El Convenio Nº 128 sobre las prestaciones de invalidez, vejez y
sobrevivientes (1967), no ratificado por Paraguay,53 establece
similares obligaciones de realización progresiva en materia de
cobertura previsional contra riesgos de largo plazo, aunque en
algunos casos, fijando estándares superiores o mecanismos de
implementación más detallados.

En la legislación laboral y previsional paraguaya las trabajadoras
domésticas están expresamente excluidas del beneficio de la jubila-
ción o prestaciones monetarias contra riesgos de largo plazo (art. 2
segundo párrafo de la Ley del IPS, modificado por la Ley Nº 98/92).
Las trabajadoras domésticas no se encuentran protegidas por nin-
guna otra institución o sistema previsional contra tales riesgos.

La regla general aplicable al resto de los trabajadores establece
que para el riesgo de invalidez54 existirá una jubilación ordinaria,
por invalidez por enfermedad común e invalidez por accidente

52 “La legislación nacional podrá suspender la prestación si la persona que
habría tenido derecho a ella ejerce ciertas actividades remuneradas pres-
critas, o podrá reducir las prestaciones contributivas cuando las ganan-
cias del beneficiario excedan de un valor prescrito, y las prestaciones no
contributivas, cuando las ganancias del beneficiario, o sus demás recur-
sos, o ambos conjuntamente, excedan de un valor prescrito” (art. 26.2).

53 Convenio Nº 128 cuenta con 16 ratificaciones a febrero de 2005.
54 “Se considerará inválido al asegurado que a consecuencia de enferme-

dad no profesional, o de senilidad o vejez prematura, o accidente que no
sea del trabajo, se encuentre incapacitado para procurarse mediante una
labor proporcionada a sus fuerzas, capacidad y formación profesional,
una remuneración equivalente por lo menos a un tercio de la remunera-
ción habitual que percibe un trabajador sano del mismo sexo y de capa-
cidad y formación semejantes, en la misma región” (art. 53 de la Ley del
IPS, modificado por la Ley Nº 427/73).
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de trabajo o enfermedad profesional (art. 59 de la Ley del IPS,
modificado por la Ley Nº 98/92). A la jubilación ordinaria tendrá
derecho el asegurado que haya cumplido 60 años de edad y
tenga 25 años como mínimo de servicios reconocidos, debiendo
corresponderle el 100% del promedio de los salarios de los 36
últimos meses anteriores al último aporte, o 55 años de edad y
30 años como mínimo de servicios reconocidos, debiendo
corresponderle el 80% del promedio de salarios de los 36 últimos
meses anteriores al último salario. Este porcentaje aumentará a
razón del 4% por cada año que sobrepasa los 55 años de edad,
en el momento de solicitarlo hasta los 59 años de edad (art. 60
de la misma Ley, modificado por la Ley Nº 98/92).55

La jubilación mensual de invalidez por enfermedad común se
compondrá de un monto base igual al 50% del salario mensual
promedio de los 36 últimos meses anteriores a la declaratoria
de invalidez, y de aumentos que ascenderán al 1.5% de dicho
monto, por cada 50 semanas de cuotas que sobrepasen las 150
semanas de aportes, hasta totalizar el 100%.

El derecho de jubilación por invalidez por enfermedad común se
adquirirá cuando el asegurado reúna los requisitos establecidos
para el otorgamiento de pensiones: a) declaración de invalidez
por una junta de tres médicos del Instituto y b) 150 semanas de
cuota y menos de 55 años de edad al sobrevenir la invalidez, o
de 150 a 250 semanas de cuotas y menos de 60 años, o de 250
a 400 semanas de cuota y menos de 65 años.

La jubilación por invalidez causada por accidente del trabajo o
enfermedad profesional, se determinará conforme a la tabla
valorativa de incapacidades; la tabla de porcentaje de jubilación,
y al salario mensual promedio de los 36 meses anteriores a la
iniciación de la incapacidad (art. 61 de la Ley del IPS, modificado
por la Ley Nº 98/92).

La pensión jubilatoria se transmite a los sucesores en 60% del mon-
to percibido por el causante, en base a unas reglas determinadas
por la misma Ley (art. 62, modificado por la Ley Nº 98/92).

55 “Tendrá derecho a una pensión vitalicia de vejez el asegurado que haya
cumplido 60 años y tenga como mínimo 700 semanas de cuotas. La
pensión de vejez se pagará por mensualidades vencidas y desde la fecha
en que el asegurado la solicite. Su monto se determinará en la misma
forma que el de la pensión de invalidez, tomado como períodos de base
de cálculo del salario promedio, los tres últimos años de aportación. En
el caso de que durante el último año calendario, tomando en cuenta para
el cálculo de la pensión de vejez, el monto de los salarios correspondien-
tes a las 100 semanas anteriores de los salarios correspondientes a las
últimas, el Instituto se reserva el derecho de investigar el aumento habi-
do” (Consejo Económico y Social, 1995: párr. 183).
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9. Trabajo doméstico de niñas y adolescentes

La Constitución Nacional establece que el niño deberá estar pro-
tegido contra la explotación, en cumplimiento de la obligación
de “garantizar al niño su desarrollo armónico e integral, así como
el ejercicio pleno de sus derechos” (art. 54). Asimismo, la Cons-
titución establece que tendrán prioridad los derechos del “me-
nor trabajador para garantizar su normal desarrollo físico, inte-
lectual y moral” (art. 90). La Convención Internacional de Dere-
chos del Niño establece a su vez obligaciones de adecuación
legislativa y de implementación de políticas públicas para prote-
ger a los niños y niñas de la explotación económica, fijar una
edad mínima de admisión al empleo, la regulación de horarios y
condiciones de trabajo apropiados para los niños y niñas, y el
establecimiento de sanciones legales para la garantía judicial
efectiva de tales disposiciones:

“1)Los Estados Partes reconocen el derecho del niño a estar pro-
tegido contra la explotación económica y contra el desempe-
ño de cualquier trabajo que pueda ser peligroso o entorpecer
su educación, o que sea nocivo para su salud o para su desa-
rrollo físico, mental, espiritual, moral o social.

2) Los Estados Partes adoptarán medidas legislativas, adminis-
trativas, sociales y educacionales para garantizar la aplica-
ción del presente artículo. Con ese propósito y teniendo en
cuenta las disposiciones pertinentes de otros instrumentos
internacionales, los Estados Partes, en particular:

a)Fijarán una edad o edades mínimas para trabajar;

b)Dispondrán la reglamentación apropiada de los horarios y
condiciones de trabajo;

c) Estipularán las penalidades u otras sanciones apropia-
das para asegurar la aplicación efectiva del presente artí-
culo (art. 32 de la Convención Internacional de Derechos
del Niño).”

Estas obligaciones internacionales son de aplicación inmediata
(autoejecutables), directa y de realización progresiva (Barboza
et al., 2002).

En el ámbito de la actividad normativa de la OIT se observa que
desde su misma constitución, existe un interés por la protec-
ción de los niños de la explotación laboral y en el trabajo. En el
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momento actual, existen dos instrumentos que resultan de rele-
vancia para el análisis de edad mínima para la admisión al em-
pleo y la protección de niños y niñas de la explotación económi-
ca, que constituyen instrumentos fundamentales de la OIT. Asi-
mismo, la Declaración de la OIT relativa a los principios y dere-
chos fundamentales en el trabajo y su seguimiento, dispone que
la erradicación del trabajo infantil constituye un principio funda-
mental de la Organización, y que los Estados miembros de ella
están obligados a observar y cumplir, aún cuando no sean parte
de los convenios relativos a la materia, por el sólo hecho de
adherir a la organización.

Por una parte, el Convenio Nº 138 sobre la edad mínima (1973),
obliga a los Estados Parte del instrumento a diseñar e imple-
mentar una “política nacional que asegure la abolición efectiva
del trabajo de los niños y eleve progresivamente la edad mínima
de admisión al empleo o al trabajo a un nivel que haga posible el
más completo desarrollo físico y mental de los menores” (art. 1).
Con la ratificación del convenio los Estados deberán formu-
lar una declaración legislativa vinculante respecto de cuál
es la edad mínima “de admisión al empleo o al trabajo en
su territorio y en los medios de transporte matriculados en
su territorio” por debajo de la cual no se deberá admitir en
el empleo a ningún menor (art. 2). Esta edad no deberá ser
inferior a la edad en que cesa la obligación de la educación
escolar o básica,56 en todo caso no deberá ser menor de 15
años (art. 2.3).57

Esta edad mínima podrá ir elevándose progresivamente en de-
claraciones posteriores notificadas al Director General de la OIT
(art. 2.2). Excepcionalmente, los Estados Partes cuya economía y
sistema educativo no estén suficientemente desarrollados po-
drán especificar una edad inicial de 14 años, previa consulta con
las organizaciones de empleadores y trabajadores interesados
si éstas existieren, con la obligación de informar en los reportes
periódicos de cumplimiento del convenio acerca de la persisten-
cia de las razones que justificaron la excepción (art. 2.4 y 2.5).
También el sistema de excepciones iniciales y la obligación de

56 La enseñanza primaria, que debe ser “obligatoria” y “asequible a todos
gratuitamente”, en Paraguay comprende la educación escolar básica, que
incluye los primeros nueve años de la educación (hasta los 15 años de
edad).

57 Para trabajos que “por su naturaleza o las condiciones en que se realice
pueda resultar peligroso para la salud, la seguridad o la moralidad de los
menores” el convenio establece un estándar más exigente de edad míni-
ma (art. 3).
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ampliación y extensión progresiva de la edad se aplicarán a los
sectores determinados de la economía, cuando sea consecuen-
cia del insuficiente desarrollo de la economía y los servicios ad-
ministrativos del Estado Parte.58

El trabajo doméstico se encuentra entre los sectores que po-
drían ser exceptuados inicialmente en la declaración anexa a la
ratificación (art. 5). Como instrumento para garantizar la apli-
cación y efectividad del convenio en la legislación interna, se
dispone que los Estados deberán establecer sanciones ade-
cuadas en su legislación, designar autoridades competentes
para su aplicación y prescribir los registros que los empleado-
res deberán llevar con indicación de nombre, apellidos y edad
de nacimiento, debidamente certificados en la medida de lo
posible, de los trabajadores menores de 18 años que tenga
contratados (art. 9).

Por otra parte, el Convenio Nº 182 sobre las peores formas de
trabajo infantil (1999), establece la obligación de adoptar medi-
das inmediatas y eficaces para lograr la prohibición y elimina-
ción de las peores formas de trabajo infantil. Además de las
formas de explotación infantil que son definidas como las peo-
res formas, el convenio abre la posibilidad que los Estados Par-
te, a través de su legislación interna, y previa consulta con las
organizaciones de empleadores y trabajadores, determinen otras
categorías de trabajo que por “por su naturaleza o por las condi-
ciones en que se lleva a cabo, es probable que dañe la salud, la
seguridad o la moralidad de los niño” y deban ser incluidos en la
lista de peores formas de trabajo infantil (arts. 3 inc. d y 4.1). Las
peores formas de trabajo infantil definidas por el convenio son:

• Todas las formas de esclavitud o las prácticas análogas a la
esclavitud, como la venta y el tráfico de niños, la servidumbre
por deudas y la condición de siervo, y el trabajo forzoso u
obligatorio, incluido el reclutamiento forzoso u obligatorio
de niños para utilizarlos en conflictos armados.

• La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la
prostitución, la producción de pornografía o actuaciones por-
nográficas.

58 También se establecen otras excepciones en materia de edad mínima
para el trabajo que forme parte de programas educativos o de formación
profesional o técnica, en trabajos ligeros que no sean susceptibles de
perjudicar la salud, el desarrollo o la educación del menor, o mediante
permisos individuales para trabajos con finalidades tales como repre-
sentaciones artísticas (arts. 6-8).
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• La utilización, el reclutamiento o la oferta de niños para la
realización de actividades ilícitas, en particular la producción
y el tráfico de estupefacientes, tal como se definen en los
tratados internacionales pertinente.

Entre las medidas para dar efecto a las obligaciones del conve-
nio se mencionan: la designación de una autoridad competente
encargada de la aplicación de las disposiciones (art. 7.3), el esta-
blecimiento y la aplicación de sanciones penales o de otra índole
(art. 7.1), la identificación de los niños y niñas particularmente
expuestos a las peores formas de trabajo (art. 7.2. incs. d y e),
los programas de acción (art. 6), la rehabilitación e inserción
social de los niños sometidos a las peores formas de trabajo
infantil (art. 7.2 inc. b), el acceso a la enseñanza básica gratuita
y, cuando sea posible y adecuado, a la enseñanza profesional
(art. 7.2 inc. c), y la cooperación y asistencia internacional recí-
procas entre los Estados Partes (art. 8).

La Recomendación Nº 146 establece con carácter prescriptivo
cuáles deben ser los estándares especiales que la legislación
laboral debe contemplar para la protección del trabajador ado-
lescente, en materia de condiciones de trabajo, cuando éste esté
autorizado por la legislación interna. Estas disposiciones deben
garantizar como mínimo:

“a) La fijación de una remuneración equitativa y su protección,
habida cuenta del principio “salario igual por trabajo de igual
valor”.

b) La limitación estricta de las horas dedicadas al trabajo por
día y por semana, y la prohibición de horas extraordinarias,
de modo que quede suficiente tiempo para la enseñanza o la
formación profesional (incluido el necesario para realizar los
trabajos escolares en casa), para el descanso durante el día y
para actividades de recreo.

c) El disfrute, sin posibilidad de excepción, salvo en caso de
urgencia, de un período mínimo de doce horas consecuti-
vas de descanso nocturno y de los días habituales de des-
canso semanal.

d) La concesión de vacaciones anuales pagadas de, por lo me-
nos, cuatro semanas; estas vacaciones no deberán ser en caso
alguno inferiores a aquellas de que disfrutan los adultos.

e) La protección por los planes de seguridad social, incluidos
los regímenes de prestaciones en caso de accidentes del tra-
bajo y enfermedades profesionales, la asistencia médica y las
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prestaciones de enfermedad, cualesquiera que sean las con-
diciones de trabajo o de empleo.

f) La existencia de normas satisfactorias de seguridad e higiene
y de instrucción y vigilancia adecuadas”.

La OIT ha señalado que, en atención a los compromisos contraí-
dos por los Estados con la ratificación de los Convenios Nºs 138
y 182, se debe tomar en consideración la edad de los niños al
momento de planear intervenciones en relación al trabajo infan-
til doméstico y a las condiciones de trabajo en el sector. Cuando
el niño o la niña se encuentre por encima de la edad mínima de
admisión al empleo, el objetivo de la intervención debe ser lo-
grar que goce de todos los derechos que le corresponden como
trabajador y como niño. Cuando el niño se encuentre por debajo
de la edad mínima de admisión al empleo, el objetivo de la inter-
vención estatal debe ser retirarlo, mediante una intervención
adecuada y apropiada para garantizar la seguridad y supervi-
vencia del niño en el mediano y largo plazo, y reintegrarlo en el
menor plazo posible a su núcleo familiar o, en ausencia de ésta,
a otro entorno de vida seguro. Cuando el trabajo doméstico se
encuadre dentro de una de las peores formas el retiro debe ser
inmediato. “Este marco de la edad mínima de admisión al em-
pleo y la prohibición de las peores formas de trabajo infantil
para todos los niños debería ser estipulado sin ambigüedades
en la legislación, asegurándose de que se incluye el trabajo do-
méstico” (OIT, 2004:91-92).

En la legislación interna, sin embargo, existe una dispersión nor-
mativa y poca claridad en lo que se refiere a la edad mínima para
la admisión de niños y adolescentes al trabajo doméstico y en
relación a la protección que la ley extiende.
Por una parte, la edad en la que finaliza la adolescencia, termina
el período de vida en que se adoptan medidas de protección
especial para los niños y niñas y se considera plenamente capaz
a una persona está claramente establecida a los 18 años; no
sucede así con la edad mínima para la admisión al empleo.

Si bien el Código Laboral dispone que los menores tienen capa-
cidad restringida para celebrar contratos de trabajo desde los
12 años con autorización de sus representantes legales (art. 36
y 120, modificados por la Ley Nº 496/95),59 y la Resolución C. S.
Nº 3 del 23 de enero de 1967 “Reglamento del Seguro Social

59 Asimismo, el Código Laboral establece que serán nulas las cláusulas en
los contratos que estipulen trabajos para niños menores de doce años
(art. 47 inc. c del Código Laboral).



Trabajo doméstico remunerado en Paraguay142

Obligatorio para el Personal del Servicio Doméstico” comprende
al trabajador del servicio doméstico desde los 12 años (art. 2),
estas disposiciones fueron derogadas expresamente (art. 257
de la Ley Nº 1.680/01). El Código de la Niñez y la Adolescencia
(Ley Nº 1.680/01) no prohíbe expresamente el trabajo por debajo
de una edad mínima, limita la protección del derecho al trabajo a los
adolescentes desde los 14 años (art. 52 y siguientes). No obstante,
el Código de la Niñez y la Adolescencia introduce un elemento que
aporta mucha confusión, al extender las reglas de protección del
trabajo adolescente al niño que se ocupa del trabajo familiar no
remunerado (art. 52 inc. c). La inclusión de estas actividades en el
régimen protector del trabajo induce a pensar que de alguna mane-
ra existe una admisión legal del “criadazgo” o de cualquier otra
forma de colocación laboral intrafamiliar de niños, lo cual desde
todo punto de vista es inadmisible.60

Debe entenderse, integrando estas normas, que el trabajo
adolescente en general, y el doméstico en consecuencia, se
encuentra permitido desde los 14 años y sujeto a las reglas
especiales de protección en razón de la minoridad del
trabajador hasta los 17 años inclusive. El trabajo doméstico no
se encuentra entre las actividades laborales prohibidas para los
menores de 18 años (art. 125 del Código Laboral; art. 54 de la
Ley N° 1.680/01). Hay que resaltar que no existe en la legislación
una prohibición de carácter general y expreso de contratar para
el trabajo por debajo de la edad de protección; en cambio sí se
establecen sanciones administrativas para el empleador que
contrate a menores de 12 años (art. 389 del Código Laboral,
modificado por la Ley Nº 496/95).

Asimismo, al estar ignorada la situación de los niños trabajado-
res, no son aplicables las garantías específicas de protección del
derecho a condiciones equitativas, justas y dignas de trabajo
que rigen para los adolescentes.61

60 Compartimos plenamente la opinión de Barboza et al. (2002:28) cuando
sostiene que “esta categoría de trabajo no está regulada en ninguna otra
parte del Código, y constituye una norma viciada de inconstitucionali-
dad, al afectar la garantía establecida en el artículo 92 de la Constitución
Nacional referente a la retribución del trabajo y concordante con el artí-
culo 12 del Código Laboral sobre la no presunción de la gratuidad del
trabajo. (...) Si la formulación del mencionado inciso se refiere a las ta-
reas de colaboración que habitualmente realizan los niños(as) y adoles-
centes en el ámbito familiar, y que no son remuneradas, estas activida-
des están incluidas en la relación de familia, vinculadas a los deberes del
niño establecidos en el artículo 30 del Código de la Niñez y la protección
ante la explotación en este caso, se opera desde el derecho de familia”.

61 Este mismo vacío lo señalan Cáceres (2003:76) y Barboza et al. (2002:28).
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Las(os) adolescentes trabajadoras(es) domésticas(os), entre los
14 y 17 años, se encuentran amparados por una serie de nor-
mas especiales que le brindan un estándar de mayor protección
en relación con las(os) adultas(os). Estas normas son:

Contrato y registro

Las reglas para contratar y registrar el trabajo adolescente do-
méstico son diferentes en la medida en que buscan otorgar
mayor protección a la libertad contractual del adolescente y
mayores facultades de inspección de la Autoridad Administra-
tiva del Trabajo y del sistema de protección de la infancia, en
su nivel municipal.

En primer lugar, se establece la obligación de que el adoles-
cente trabajador doméstico cuente con la autorización escrita
de su padre, madre, tutor o representante para poder prestar
servicio doméstico. Esta autorización deberá ser otorgada ante
la Conserjería Municipal por los Derechos del Niño, Niña y
Adolescente (CODENI)62 del lugar de domicilio del adolescente
(art. 66 de la Ley N° 1 680/01).

Luego, existen ciertas limitaciones al traslado de los trabajado-
res domésticos. Se prohíbe la contratación del trabajador ado-
lescente para realizar servicio doméstico fuera del territorio na-
cional (art. 67 de la Ley N° 1.680/01). Si el traslado se produce
dentro del territorio paraguayo, la CODENI del domicilio del ado-
lescente deberá comunicar el contrato a la CODENI correspon-
diente al lugar de trabajo (art. 66).

Para las trabajadoras domésticas adolescentes es obligatoria la
inscripción en un registro público y, en consecuencia, la celebra-
ción de un contrato escrito. Todo empleador debe celebrar con-
trato y registrar esa contratación luego de 72 horas ante la
CODENI de su municipio (art. 61). Asimismo, los empleadores

62 Las CODENI son servicios municipales, permanentes y gratuitos, que
protegen, promueven y defienden los derechos de la infancia y adoles-
cencia de la comunidad. Intervienen en situaciones de conflicto que afec-
tan a niños (as) y adolescentes, desde un nivel prejudicial, utilizando la
mediación como estrategia para la resolución voluntaria de conflictos.
Desde su apertura en 1998 recibieron miles de denuncias, y en la mayo-
ría delos casos su intervención oportuna resolvió los problemas, o los
derivó a la instancia concernida. Su constitución y funciones están esta-
blecidos en el Código de la Infancia y la Adolescencia (arts. 48-51 de la
Ley N° 1680/01).
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deben llevar un registro obligatorio de sus trabajadores ado-
lescentes en el que deberán asentar: a) el nombre y apellido,
lugar y fecha de nacimiento, dirección y lugar de residencia
del adolescente; b) nombres y apellidos del padre, madre, tu-
tor o responsables y el domicilio de éstos; c) la fecha de ingre-
so, labor que desempeña, remuneración que percibe, horario
de trabajo y número de inscripción del seguro social; d) centro
educativo al que asiste, horario de clases; y, e) otros datos que
considere pertinente (art. 60).

La CODENI deberá:

• Llevar un registro especial de todos los adolescentes trabaja-
dores, incluidos los domésticos, residentes en su municipio
(art. 55).

• Proveer la información de este registro a la autoridad admi-
nistrativa del trabajo de la zona para la inspección de las con-
diciones laborales y el efectivo cumplimiento de las normas
de protección (art. 57).

• Proveer al adolescente trabajador de una constancia en la
que se consignen los datos asentados en el registro.63

Salario

En el trabajo adolescente doméstico, el empleador está obliga-
do a proporcionar a la trabajadora sin retiro “una habitación in-
dependiente, cama, indumentaria y alimentación para el desem-
peño de sus labores”. Estas prestaciones en especie no pueden
ser consideradas como parte del salario (art. 63 de la Ley Nº
1.680/01). En relación al monto del salario, debe ser aplicable la
regla general establecida por el Código Laboral para el salario
de los menores, que se establecerá a partir de un salario con-
vencional inicial no inferior al 60% del salario mínimo para activi-
dades diversas no especificadas, conforme a la jornada de tra-
bajo respectiva y, a partir de allí, una escala progresiva fundada
en la antigüedad y merecimientos en relación con los salarios

63 Los datos que se deberán consignar en el registro son: a) nombre y ape-
llido del adolescente; b) nombre y apellido de su padre, madre, tutor o
responsables; c) fecha y lugar de nacimiento; d) dirección y lugar de
residencia del adolescente; e) labor que desempeña; f) remuneración; g)
horario de trabajo; y, h) escuela a la que asiste y horario de clases. A este
registro se debe acompañar copia del contrato de trabajo del adolescen-
te y de su inscripción en el sistema de seguridad social (arts. 56 y 61de la
Ley N° 1.680/01).
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percibidos por los trabajadores mayores de 18 años para activi-
dades diversas no especificadas (art. 126).64

Horario de trabajo, descansos, vacaciones

La jornada máxima de la trabajadora adolescente doméstica será
de 6 horas diarias, o 36 horas semanales, con intervalos de des-
canso. Para quienes se encuentren estudiando, la jornada será
de 4 horas (art. 64 de la Ley Nº 1.680/01, concordante con el
art. 123 párrafos 2 y 3 del Código Laboral, modificado por Ley
Nº 496/95).65 Las trabajadoras adolescentes domésticas no se
encuentran excluidas de la prohibición general de trabajo en
horario nocturno para menores de 18 años, siempre que el tra-
bajo doméstico sea ejecutado en el domicilio del empleador (art.
122 del Código Laboral, modificado por Ley Nº 496/95). Sin
embargo, sí se prohíbe el trabajo de menores de 18 años en
horas extraordinarias (art. 204 del Código Laboral, modificado
por la Ley Nº 496/95). Serán nulas las cláusulas en los contratos
que establezcan horas extraordinarias para menores de 18 años
(art. 47 inc. f del Código Laboral).

En cuanto a vacaciones, las trabajadoras domésticas adolescen-
tes tienen derecho a vacaciones anuales remuneradas cuya du-
ración no será inferior a 30 días hábiles corridos (art. 127 del
Código Laboral, modificado por Ley Nº 496/95).

Seguridad social/jubilación

El empleador está obligado a inscribir a la trabajadora adoles-
cente doméstica en el sistema de seguridad social, en las mis-
mas condiciones que la trabajadora doméstica adulta (art. 63 de
la Ley Nº 1.680/01). Con respecto al derecho a la jubilación con-
tra contingencias a largo plazo, las adolescentes, al igual que las
adultas, se encuentran excluidas.

64 El carácter prevalente del salario del trabajador adolescente en general
por sobre la regla del salario a la trabajadora doméstica, menos favora-
ble que el primero, es también la posición de Cáceres (2003:48) y Barboza
et al. (2002:29).

65 Para que las trabajadoras adolescentes domésticas puedan concluir su
educación escolar adecuada (enseñanza básica y media), los empleado-
res tienen la obligación de facilitar a los adolescentes el acceso a una
institución educativa, sin que por ello se le pueda deducir suma alguna
de su salario (art. 65 de la Ley N° 1.680/01).
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En todo lo que no se establezcan reglas especiales de protec-
ción será de aplicación supletoria la legislación ordinaria del tra-
bajo (art. 68).

10. Trabajo doméstico de migrantes
y mujeres indígenas

La Constitución Nacional reconoce a los pueblos indígenas como
“como grupos de cultura anteriores a la formación y organiza-
ción del Estado paraguayo” (art. 62), y como tales les asigna una
serie de derechos de protección especial y les reconoce el dere-
cho a un estatuto jurídico diferenciado de la sociedad nacional.
Resulta relevante señalar que entre estas disposiciones destaca
el derecho de los pueblos y las personas indígenas a preservar y
a desarrollar su identidad étnica en el respectivo hábitat, a apli-
car libremente sus sistemas de organización política, social, eco-
nómica, cultural y religiosa, al igual que la voluntaria sujeción a
sus normas consuetudinarias para la regulación de la conviven-
cia interior siempre que ellas no atenten contra los derechos
fundamentales, a que se tome en cuenta su derecho consuetudi-
nario en los conflictos jurisdiccionales, a la propiedad comunita-
ria de la tierra, a participar en la vida económica, social, política
y cultural del país, y a la protección contra la explotación econó-
mica (arts. 63-67).

En el derecho internacional, en relación a los pueblos indíge-
nas, es de fundamental importancia el Convenio Nº 169 sobre
pueblos indígenas y tribales, ratificado por Paraguay por Ley
Nº 234/93,66 que establece estándares muy favorables para la
protección de la diversidad étnica, el logro de la igualdad de
oportunidades en los derechos económicos, sociales y cultu-
rales y la protección del derecho de participación de las pobla-
ciones indígenas en las reformas políticas o legales que les
atañen, quienes deberán ser consultadas en todos los casos
mediante procedimientos apropiados y, en particular, a través
de sus instituciones representativas. En materia de contrata-
ción laboral y condiciones de empleo, el convenio obliga a que
los Estados parte sancionen una legislación que proteja eficaz-
mente a los indígenas en materia laboral, cuando no sea perti-

66 Este convenio ha sido ratificado por 17 Estados a febrero de 2005.



147

nente la legislación aplicada a los nacionales del Estado (art.
20.1). Deberán adoptarse medidas concretas para evitar la dis-
criminación, para protegerlos contra sistemas de contratación
coercitivos, de servidumbre por deudas y de protección contra
el hostigamiento sexual, entre otras múltiples acciones señala-
das por el convenio (arts. 20.2 y 20.3). Para ello se deberán
adoptar mecanismos adecuados de inspección del trabajo en las
regiones donde trabajen asalariados indígenas (art. 20.4). Asi-
mismo, los servicios de seguridad social y salud se deberán ex-
tender progresivamente a los pueblos indígenas sin discrimina-
ción alguna (arts. 24 y 25).

No existen muchas investigaciones acerca de las condiciones
del trabajo indígena en Paraguay que nos permitan realizar una
aproximación a todas las dimensiones del campo. Kidd (1994),
en uno de los trabajos más recientes en el tema, que abarca el
trabajo en las estancias ganaderas del Chaco de los indígenas
pertenecientes a los pueblos enxet, sanapaná y angaité, refiere
que en general, es practicada en forma generalizada y extrema
la discriminación laboral de los indígenas, mediante la paga de
salarios extremadamente bajos, la insuficiente provisión de ali-
mentos (provistas), falta de acceso al seguro social, inestabili-
dad laboral, no pago de horas extraordinarias, inexistencia de
descansos semanales, etc. Es patente el prejuicio generalizado
acerca de la natural “pereza”, “baja productividad” de la mano de
obra indígena y de su innecesario empleo. Muchos estancieros
consideran que dan trabajo a los indígenas no porque necesiten
de esa mano de obra, sino como un favor, para evitar que “se
mueran de hambre”. Todas estas ideas justifican que se practi-
que una intolerable diferencia de trato laboral entre peones indí-
genas y no indígenas.

Si bien en las estancias chaqueñas son mayormente demanda-
dos hombres para la peonada, las mujeres indígenas encuen-
tran trabajo como domésticas en los establecimientos del due-
ño, el capataz u otros trabajadores no indígenas. En muchos
casos, su trabajo no es considerado independiente del trabajo
contratado a su marido, por lo que no suelen recibir paga algu-
na. Desde luego, a las mujeres indígenas se las “ventajea” con
mucha mayor frecuencia y gravedad que a los hombres. Sostie-
ne Kidd (1994:24-25):
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“Las mujeres tienen dos fuentes de empleo en las estan-
cias. Pueden trabajar para la estancia o bien pueden ser
empleadas por los trabajadores no indígenas de la estan-
cia para realizar tareas domésticas. Sin embargo, no hay
mucha diferencia para ellas entre una u otra opción y son
fácilmente el sector más explotado de la población.

Las horas de trabajo varían entre seis y once por día pero
la paga es consistente y extremadamente baja. En la Es-
tancia D, las mujeres empleadas recibían aproximadamen-
te el 15% del salario mínimo. En la Estancia C, una señora
empleada por el propietario recibía por mes el 4% del suel-
do mínimo así como tres metros de tela barata. Una mujer
que trabajaba para la Estancia X recibía su salario, así
como los hombres, sólo una vez al año, el cual era de Gs.
30.000. Esto no cubriría ni siquiera el 25% de su aguinal-
do. Otras mujeres que hacían frazadas de lana para el
mismo dueño nunca fueron realmente pagadas por lo que
se les debía.

Aquellas que trabajaban para los empleados no indíge-
nas de las estancias estaban en situación similar. En la
Estancia D se les daba por mes, entre el 4% y el 13% del
salario mínimo, el 14% por mes en la Estancia N y 21%
en la Estancia H”.

El Código Laboral no contempla ninguna cláusula en la que se
reconozca la diversidad étnica como un factor de diferencia-
ción de los trabajadores que deba ser objeto de particular con-
sideración,67 no arbitra mecanismos concretos de aplicación
del derecho consuetudinario indígena en la jurisdicción labo-
ral, así como tampoco reconoce mecanismos de protección
especial en beneficio de los pueblos y personas indígenas, te-
niendo en cuenta sus condiciones particulares de explotación

67 El Código Laboral sólo se limita a mencionar una prohibición general de
discriminación “por motivo de impedimento físico, de raza, color, sexo,
religión, opinión política o condición social”, sin mencionar entre las ra-
zones prohibidas la identidad o el origen étnico o la pertenencia a un
pueblo indígena (art. 9 del Código Laboral, modificado por Ley N° 496/
95). Similar omisión se mantiene en relación a la prohibición de discrimi-
nación por tasas de remuneración (arts. 67 inc. c, 229 del Código Labo-
ral, modificado por Ley N° 496/95), y para la organización sindical (art.
283 del Código Laboral, modificado por Ley N° 496/95). El anterior Códi-
go Laboral (Ley Nº 729/61) contenía una sección dedicada a los trabaja-
dores indígenas (arts. 185-192) en la que se establecían algunas medi-
das de protección especial que, sin dejar de ser modestas, significaban
una mínima consideración para aplicar la ley con perspectiva de diversi-
dad étnica.
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económica que los ubican en una posición desaventajada en
relación a los trabajadores no indígenas. El Estatuto de Comu-
nidades Indígenas (Ley Nº 904/81) tampoco ofrece mucha clari-
dad al respecto, ya que se limita a señalar que los jueces, en los
conflictos jurisdiccionales en los que intervengan indígenas,
deberán tener en cuenta su derecho consuetudinario. El meca-
nismo para introducir ese cuerpo de normas en el material pro-
batorio del juicio será un “dictamen fundado” que se deberá so-
licitar a la entidad estatal encargada de la política indigenista, el
Instituto Paraguayo del Indígena (INDI), “o a otros especialistas
en la materia”.68 Por último se dispone que el beneficio de la
duda debe favorecer al indígena “atendiendo a su estado cultu-
ral y a sus normas consuetudinarias” (art. 6).

De la misma manera, un similar vacío en la protección legal se
registra respecto de las poblaciones migrantes campo-ciudad.

G. Medidas de protección
administrativas
y judiciales

1. Registro de trabajadoras domésticas.
Inspección del Trabajo

Paraguay es Estado Parte del Convenio Nº 81 sobre la Inspección
del trabajo aplicable a los establecimientos industriales (Ley Nº
1.235/67), no así del Protocolo de 1995 relativo a dicho conve-
nio, que permite extender las facultades de inspección del tra-
bajo a todas las clases de lugares de trabajo que no se conside-
ren industriales o comerciales.69

68 Robins (1982), Prieto (1987) y Chase-Sardi (1990) coinciden en señalar la
importancia de este artículo y los grandes desafíos que supone la siste-
matización científica del derecho consuetudinario indígena para su re-
cepción en el derecho positivo paraguayo. Si bien el derecho consuetudi-
nario resulta fundamental para conflictos penales, sobre la posesión de
la tierra, en materia de parentesco, etc., no es tan fácil entender su apli-
cación en el tema del trabajo doméstico.

69 Convenio Nº 81 ha sido ratificado por 134 Estados y el Protocolo ha
recibido, a su vez, 10 ratificaciones, a febrero de 2005.

.
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Como ya se ha señalado, los empleadores no están obligados a
celebrar por escrito el contrato de trabajo doméstico y, por ende,
no existe obligación de homologar el contrato y registrarlo ante
la Autoridad Administrativa del Trabajo (art. 44. inc. a del Códi-
go Laboral), salvo para el caso de las trabajadoras domésticas
adolescentes. Esta circunstancia es, en principio, un obstáculo
para la inspección del trabajo.

La Autoridad Administrativa del Trabajo es ejercida por la Direc-
ción General del Trabajo, dependiente del Ministerio de Justicia
y Trabajo (Decreto Nº 3.286/64, Decreto Nº 8 421/91, a los que
se debe sumar Manual de Inspección del Trabajo, aprobado por
Resolución Ministerial N° 159 del 30 de abril de 1998). A la Sec-
ción de Inspección y Vigilancia le corresponde la “inspección di-
recta y permanente de los establecimientos industriales, comer-
ciales, obrajeros, agrícolas y ganaderos (...) a fin de velar por el
cumplimiento de las leyes del trabajo” y la vigilancia y control
“del trabajo de las mujeres en fábricas, talleres, establecimien-
tos industriales o comerciales” (art. 5 del Decreto Nº 3.286/64).
Los resultados de las inspecciones darán lugar a informes escri-
tos que serán puestos a conocimiento del Director (art. 7 del
mismo Decreto). La falta de competencia y de un procedimiento
adecuado para inspeccionar el trabajo a domicilio es evidente.

Los inspectores tienen facultades para vigilar el cumplimiento
de las condiciones de trabajo establecidas por la legislación, tie-
nen facultades para entrar, visitar e inspeccionar, de día o de
noche, y en horas habilitadas para el trabajo, las fábricas, talle-
res y otros establecimientos, pueden exigir la presentación de
los libros, registros y documentos de tenencia legal obligatoria
y solicitar el allanamiento judicial de los lugares de trabajo en
caso de oposición a la inspección (art. 8 Decreto Nº 3.286/64).

El Código Laboral establece una serie de sanciones administrati-
vas para el incumplimiento de las normas de protección laboral.
Estas sanciones se estipulan en multas que son impuestas, inde-
pendientemente de las demás responsabilidades penales, indem-
nizaciones o pagos de otro orden que en la legislación se esta-
blezcan (art. 384 del Código Laboral). Estas sanciones las im-
pondrá sumariamente la Autoridad Administrativa del Traba-
jo, tras un breve procedimiento en el que se dará audiencia al
infractor y se tomarán en cuenta todas las pruebas produci-
das. La resolución administrativa es recurrible ante el Tribunal
de Apelación del Trabajo, dentro del plazo de tres días, median-
te la interposición de un recurso de apelación. El infractor que
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consienta el pago de la multa y la abone dentro de las siguientes
48 horas reducirá la sanción en un 50% (art. 398 del Código
Laboral, modificado por la Ley Nº 496/95 y art. 3 inc. i del Decre-
to Nº 3.286/64). Las infracciones y multas pertinentes para el
sector de las trabajadoras domésticas son:

• Los empleadores que obliguen a los trabajadores a trabajar
más tiempo que el establecido para la jornada ordinaria o
extraordinaria serán sancionados con multa de 10 jornales
mínimos por cada trabajador, sin perjuicio de que sea paga-
do el salario extra que corresponda (art. 386 del Código La-
boral, modificado por la Ley Nº 496/95).

• Los empleadores que infrinjan los descansos legales de ma-
ternidad o nieguen permisos para la lactancia serán sancio-
nados con multa de 50 jornales mínimos por cada trabajado-
ra afectada (art. 388 del Código Laboral, modificado por la
Ley Nº 496/95).

• El empleador que no conceda a sus trabajadores los descan-
sos legales obligatorios y días de vacaciones, será sanciona-
do con multa de 10 jornales mínimos, por cada trabajador
afectado, sin perjuicio del cumplimiento de la ley en benefi-
cio del trabajador (art. 387 del Código Laboral).

• El empleador que ocupe a niños menores de 12 años será
sancionado con multa de 50 jornales mínimos, por cada me-
nor ocupado en contravención a la ley. La misma multa será
aplicada a los representantes legales de los menores que ha-
yan dado la autorización para trabajar en contravención de la
ley, duplicándose en caso de reincidencia, sin perjuicio de la
nulidad del contrato de trabajo (art. 389 del Código Laboral,
modificado por la Ley Nº 496/95).

• El empleador que pague a sus trabajadores salarios inferio-
res al mínimo legal para la categoría de la trabajadora do-
méstica será sancionado con multa de 30 jornales mínimos,
por cada trabajadora afectada. La misma pena se aplicará
cuando se paguen salarios desiguales por igual trabajo o se
pague el salario en vales, fichas o cualquier signo representa-
tivo con que se pretenda sustituir la moneda de curso legal
(art. 390 del Código Laboral).

• Las contravenciones que carezcan de una sanción espe-
cífica serán sancionadas con multas correspondientes al
importe de 10 a 30 jornales mínimos diarios por cada
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trabajador afectado (art. 385 del Código Laboral, modi-
ficado por la Ley Nº 1.416/99).

• Todas las multas se duplicarán en caso de reincidencia.

Si bien en el caso de las trabajadoras domésticas adolescentes
el registro es obligatorio, hasta el momento, debido principal-
mente a que el sistema de protección de los derechos de la in-
fancia y la adolescencia se encuentra en un período incipiente
de instalación, su efectividad es más bien poca.70 Como princi-
pales obstáculos para la inspección del trabajo en el sector se
apuntan las clásicas dificultades de dispersión, el ámbito priva-
do inviolable del lugar de trabajo, la poca organización y capaci-
dad de gestión sindical del gremio y el escaso conocimiento y
conciencia de sus derechos de las trabajadoras domésticas.

Indudablemente, en este tema se plantea un conflicto entre prin-
cipios y derechos fundamentales de igual jerarquía en el dere-
cho constitucional e internacional, que requiere una adecuada
ponderación. Por un lado, los derechos a la intimidad y a la in-
violabilidad del domicilio, que conllevan, como regla general, la
obligación del Estado de abstenerse de perturbar el ámbito do-
méstico privado y familiar de las personas, salvo especiales ex-
cepciones establecidas por la ley fundadas en poderosos moti-
vos de orden público y con estricto apego a las garantías del
debido proceso, que exige la intervención judicial mediante or-
den escrita individualizada para el allanamiento. Por el otro, exis-
ten poderosos motivos de orden público social que exigen que
el Estado garantice el cumplimiento de la legislación sobre dere-
chos sociales.

En un muy alto porcentaje las trabajadoras domésticas no se
encuentran registradas ante la autoridad administrativa del tra-
bajo y su actividad se desenvuelve en márgenes muy altos de
ilegalidad. Asimismo, en el bajo porcentaje de trabajadoras do-
mésticas que se encuentran registradas, las cifras tampoco son
confiables por el hecho que muchas formas de explotación de la

70 “Sin embargo, no existen en el país mecanismos efectivos para el control
del cumplimiento de las normas laborales en relación a los trabajadores
adolescentes domésticos en hogares de terceros, fundamentalmente por
las características propias de la actividad y del sistema de fiscalización.
En efecto, este sistema impulsado por el órgano administrativo del tra-
bajo, plantea la dificultad de no contar con un procedimiento especial
que, considerando las características propias del trabajo doméstico, sea
capaz de garantizar el cumplimiento de las normas aplicables a esta
actividad” (Cáceres, 2003:33).
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mujer de carácter ilegal son registradas como trabajo doméstico
a los efectos de blanquear la actividad ilícita. Esto sucede prefe-
rentemente con la explotación sexual en prostíbulos en la zona
de Ciudad del Este y su Área Metropolitana (departamento
de Alto Paraná), que es registrada como trabajo doméstico.

Sin embargo, de los pocos casos de incumplimiento de la nor-
mativa laboral que son denunciados ante la Dirección General
del Trabajo, casi la totalidad se resuelve mediante un acuerdo
con el empleador, que generalmente conlleva el pago de los
salarios adeudados, el preaviso, la indemnización por despido
injustificado y la devolución, en algunos casos, de las pertenen-
cias personales de la trabajadora retenidas en la casa del patrón.
Como incentivo para el acuerdo previo con la patronal actúan
los bajos niveles salariales y de indemnizaciones que se pagan a
las trabajadoras domésticas y las ventajas de evitar una costosa
demanda judicial.

2. Protección judicial

En materia de conflictos del trabajo individuales y colectivos ju-
rídicos, son competentes los juzgados y tribunales laborales que
tienen prevista una legislación procesal específica, regulada por
el Código Procesal del Trabajo (Ley Nº 742/61). Es de competen-
cia de la justicia del trabajo toda controversia en materia de:

a) Cuestiones de carácter contenciosos que susciten la aplica-
ción del Código de Trabajo o las cláusulas del contrato indivi-
dual o el de aprendizaje, entre trabajadores o aprendices y
empleadores.

b) Controversias surgidas entre los sujetos pactantes o adhe-
rentes de un contrato colectivo de condiciones de trabajo,
respecto de la existencia, interpretación o cumplimiento de
éste.

c) Litigios sobre reconocimiento sindical, promovidos entre un
empleador u organización patronal y los sindicatos de traba-
jadores o entre éstos exclusivamente, a efectos de celebrar
contrato colectivo de trabajo.

d) Todo conflicto entre un Sindicato y sus afiliados derivado del
incumplimiento de los estatutos sociales o del contrato co-
lectivo de condiciones de trabajo; y
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e) Las controversias entre trabajadores, motivadas por el traba-
jo en equipo (art. 34 del Código Procesal del Trabajo).

Es un procedimiento judicial contencioso clásico, predominan-
temente verbal aunque con fases escritas muy importantes; tie-
ne una fase previa conciliatoria antes de pasar a la propiamente
contenciosa. Se rige por el criterio de equidad, no sólo en el
fundamento del fallo, sino en la conducción general del procedi-
miento, lo que garantiza que el juez puede adecuar el procedi-
miento de acuerdo a la desigualdad material entre las partes,
que hace que una (la del trabajador) sea notoriamente más des-
aventajada que la otra, de modo a garantizar la igualdad de ar-
mas en el proceso (art. 7 del Código Procesal del Trabajo). Des-
de la instauración de la demanda, el procedimiento debe ser
impulsado de oficio por el juez o a petición del Ministerio Públi-
co, sin perjuicio de la facultad de las partes (art. 58 del Código
Procesal del Trabajo). Este procedimiento exige el patrocinio de
abogado, aunque las partes podrán actuar por sí mismas sin
intervención de abogados en los juicios de única instancia y au-
diencias de conciliación (art. 65 del Código Procesal del Traba-
jo). La representación del trabajador podrá realizarse mediante
simple carta-poder, cuya firma será autenticada por escribano
público o juez de paz del lugar en que resida el poderdante (art.
66 del Código Procesal del Trabajo).

Existe un procedimiento abreviado para casos en los que el va-
lor del litigio no excede un mes de salario mínimo. Para los ca-
sos que excedan esa cuantía, o que no sean susceptibles de
apreciación pecuniaria, existe un procedimiento ordinario en
primera instancia que se inicia por la interposición de una de-
manda por escrito, ante el juez laboral de la circunscripción del
demandado o del trabajador, optativamente (arts. 109-113 del
Código Procesal del Trabajo). Para esta fase se sigue un camino
similar a la del juicio civil ordinario, aunque con los plazos más
reducidos y con ciertas flexibilidades, ya que el escrito inicial
puede ser modificado o ampliado antes de su traslado al de-
mandado. Por lo demás, rigen las mismas reglas en cuanto al
contenido de la demanda, información que debe ser suministra-
da, prueba que la debe acompañar, etc. Asimismo, rigen los
mismos principios para la contestación y/o reconvención de la
demanda y planteamiento de excepciones (arts. 114-124 del
Código Procesal del Trabajo).

Contestada la demanda, el juez llama a una audiencia de conci-
liación intentando avenir a las partes. En caso de llegarse a una
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solución, el acuerdo será homologado en una sentencia. En caso
de no ser posible un acuerdo, el juzgado abrirá la causa a prue-
ba, por el plazo de 20 días, en caso de existir hechos controver-
tidos (arts. 125-128 del Código Procesal del Trabajo).

Los medios de prueba aceptados en el procedimiento laboral
son la confesión, los instrumentos públicos y privados, las peri-
cias, los testigos, la inspección judicial y las presunciones (art.
139 y ss. del Código Procesal del Trabajo). Cada uno de estos
medios de prueba tienen reglas precisas que rigen su producción.
Además, el procedimiento laboral se caracteriza por tener algu-
nas ventajas en materia probatoria; en primer lugar el principio
de que la duda favorece al trabajador, que rige no solamente al
momento de dictar la sentencia, sino en todas las etapas del
proceso (art. 8 del Código Procesal del Trabajo); luego, la inver-
sión de la carga de la prueba, en los casos en que se controvierta
el cumplimiento de obligaciones impuestas por la ley (art. 137
del Código Procesal del Trabajo); en este sentido, cuestiones
como el pago del salario mínimo, la inexistencia de un contrato
de trabajo, el pago del seguro social, etc. una vez alegada su
violación por el trabajador corresponde al empleador demostrar
su falsedad.

Asimismo el procedimiento resultará gratuito para el trabajador
económicamente débil, y la condenación en costas del emplea-
dor lo obligará a responder de todos los gastos del proceso.

La sentencia en primera instancia pone fin al proceso y hará cosa
juzgada. Impondrá una condenación en moneda corriente y en tér-
minos claros y positivos, pudiendo hacer lugar en todo o en parte a
la demanda. Asimismo, podrá el juez declarar que el empleador a
violado obligaciones legales impuestas por las leyes del trabajo.
Contra esta sentencia caben los recursos de apelación en segunda
instancia y luego ante la Corte Suprema de Justicia.

En general, son excepcionales los casos de trabajadoras domés-
ticas que demandan judicialmente el cobro de sus derechos in-
cumplidos. El principal obstáculo que dificulta el acceso a la jus-
ticia por parte de las trabajadoras es el costo del juicio y su
prolongada duración. A pesar de existir defensores públicos pro-
veídos por el Estado para los casos de litigantes insolventes (en
Asunción existen cuatro abogados exclusivamente para el liti-
gio en el fuero laboral) los costos del juicio no están cubiertos
de ningún modo. En estas condiciones las trabajadoras aceptan
arreglos previos extrajudiciales por montos inferiores a los de-
mandados, para evitar el juicio hasta su finiquito. En el caso de
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las trabajadoras adolescentes, a estos obstáculos se debe su-
mar la necesidad de contar con la autorización de sus padres
para iniciar y proseguir la demanda en sede judicial, lo que mu-
chas veces, en el caso de las trabajadoras domésticas, supone
traslado desde localidades lejanas hasta el asiento de los juz-
gados, y de interrupción de las labores de los padres para
poder dedicarle el tiempo necesario a las gestiones judiciales
de sus hijas.

Por mandato constitucional, el proceso laboral debe regirse por los
principios de oralidad, publicidad, inmediatez, economía y concen-
tración (art. 256 de la Constitución Nacional). Hasta el momento no
se ha iniciado ningún proceso de reforma del procedimiento judi-
cial laboral que sigue siendo escrito y engorroso.

H. Conclusiones

El trabajo doméstico en Paraguay es una categoría especial de
contratos laborales regulado de un modo diferenciado en la le-
gislación interna. Esta diferencia supone el reconocimiento de
un menor estándar de disfrute de derechos sociales para las
trabajadoras domésticas, en relación con el resto de los trabaja-
dores, de acuerdo al siguiente cuadro sinóptico.
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Cuadro 3
CONDICIONES LEGALES DEL TRABAJO DOMÉSTICO PARA ADULTAS

            Regla General     Trabajadora doméstica
adulta (mayores de 18 años)

Contrato por escrito Obligatorio No es obligatorio
Inscripción Obligatoria No es obligatoria
Salario Obligatorio el salario Obligatorio. Salario equi-

mínimo legal valente al 40% del salario
mínimo legal en efectivo

Bonificación familiar 5% sobre el salario No es obligatorio
Aguinaldo Obligatorio Obligatorio
Protecciones por Atención médica pre y post Rigen las mismas
causa de natal para las aseguradas protecciones
maternidad Protección contra el despido

Reposo por maternidad con
cargo a la seguridad social
Descansos para lactancia

Jornada máxima 8 horas 12 horas
Descanso diario 10 horas 12 horas de descanso

absoluto, 10 para el sueño
Descanso semanal Son días de descanso Podrán trabajar feriados y

obligatorio los domingos domingos
y feriados

Vacaciones Hasta 5 años de antig.: 12 días Hasta 5 años de antig.: 12 días
Más de 5 y hasta 10 años: 18 días Más de 5 y hasta 10 años: 18 días
Más de 10 años: 30 días Rigen las mismas disposiciones

Horas extras Se pagan por regla las horas Se exceptúa el pago de
extraordinarias, nocturnas y horas extras
por días feriados, en base a
una regla prescripta

Preaviso Durante el primer año: 30 días Durante el primer año: 7 días
Más de un año y hasta 5: 45 días Más de un año de antig.: 15 días
Más de 5 y hasta 10 años: 60 días
Más de 10 años de antig.: 90 días
Derecho a la estabilidad No tienen derecho a la esta-
por 10 años de antigüedad bilidad por 10 años de

antigüedad
Seguridad social Cubiertos contra todos los Cubiertas en los riesgos

riesgos, todos los trabajadores de accidentes, enferme-
del país, de uno u otro sexo, dad y maternidad, las
cualquiera sea la edad trabajadoras domésticas

que residan en Asunción,
entre los 14 y 44 años

Jubilación Se reconoce la jubilación ordi- No tienen derecho
naria, por invalidez por enfer-
medad común e invalidez por
accidente del trabajo o enfer-
medad profesional, de acuer-
do a reglas prescriptas

Inspección del Amplias facultades para la Inspección restringida por
Trabajo inspección la inviolabilidad del domicilio

Fuente: Código Laboral (Leyes Nº 213/93 y 496/95) y Ley Nº 98/92.
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Cuadro 4
CONDICIONES LEGALES DEL TRABAJO DOMÉSTICO PARA ADOLESCENTES

Regla General para el tra-  Trabajadora doméstica
bajo adolescente (14-17 años) adolescente (14-17 años)

Contrato por escrito Obligatorio Obligatorio
Inscripción Obligatoria Obligatoria
Salario Obligatorio, mínimo del 60% Obligatorio, mínimo

del salario mínimo legal del 60% del salario
mínimo legal
Suministro de comida y habitación
NO puede considerarse como pago
en especie

Bonificación familiar 5% sobre el salario No es obligatorio
Aguinaldo Obligatorio Obligatorio
Protecciones por Atención médica pre y post Rigen las mismas protec-
causa de maternidad natal para las aseguradas ciones

Protección contra el despido
Reposo por maternidad con
cargo a la seguridad social
Descansos para lactancia

Jornada máxima 4 horas (14-15 años) 6 horas
6 horas (16-18 años) 4 horas para quienes
4 horas para quienes se se encuentren estu-
encuentren estudiando, diando
en todos los casos
Prohibición de trabajo nocturno Podrán trabajar en horario

nocturno, siempre que sea
en el domicilio del empleador

Descanso diario 10 horas 12 horas de descanso
absoluto, 10 para el sueño

Descanso semanal Son días de descanso obligatorio Podrán trabajar feriados y
los domingos y feriados domingos

Vacaciones 30 días desde el primer año Rigen las mismas
año de trabajo disposiciones

Horas extras Se prohíben las horas extraor- Se exceptúa el pago de
dinarias hasta los 18 años  horas extras

Preaviso Durante el primer año: 30 días Durante el primer año: 7 días
Más de un año y hasta 5: 45 días Más de un año de antig.: 15 días
Más de 5 y hasta 10 años: 60 días
Más de 10 años de antig.: 90 días
Derecho a la estabilidad No tienen derecho a la esta-
por 10 años de antigüedad bilidad por 10 años de

antigüedad
Seguridad social Cubiertos contra todos los riesgos, Cubiertas en los riesgos de

todos los trabajadores del país, de accidentes, enfermedad
de uno u otro sexo, cualquiera y maternidad, las trabaja
sea la edad doras domésticas adolescen-

centes que residan en Asun-
ción, entre los 14 y 17 años

Jubilación Se reconoce la jubilación ordina- No tienen derecho
ria, por invalidez por enfermedad
común e invalidez por accidente
del trabajo o enfermedad profesio-
sional, de acuerdo a reglas prescriptas

Inspección Amplias facultades para Facultades especiales para
del Trabajo la inspección la inspección

Fuente: Código Laboral (Leyes Nº 213/93 y 496/95), Código de la Niñez y la
      Adolescencia (Ley Nº 1680/01) y Ley Nº 98/92.
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En particular, se constata que existen discriminaciones directas
que afectan a las trabajadoras domésticas adultas, sobre la base
de justificaciones que no son razonables ni objetivas, y que tie-
nen por resultado un menoscabo en la titularidad y disfrute de
derechos que sí son reconocidos para el resto de los trabajado-
res. Estas discriminaciones son particularmente graves en:

• Salario

• Jornada laboral máxima y descansos obligatorios

• Preaviso e indemnización por despido injustificado

• Seguridad social

Se constata asimismo que se viola con la legislación actual el
derecho a la igual protección de la ley, porque no se arbitran
mecanismos eficaces para lograr la inscripción de los contratos
ante la Autoridad Administrativa del Trabajo y no existe un pro-
cedimiento adecuado y adaptado de inspección del trabajo para
el ámbito doméstico. Esto repercute en un menor grado de pro-
tección estatal frente a las violaciones a la normativa laboral
cometidas por los empleadores. Asimismo, la difícil adecuación
administrativa del Estado en la materia dificulta la justiciabilidad
de los derechos sociales por parte de las trabajadoras afectadas.
Al no haber mecanismos de inspección, al no sancionarse las
violaciones al derecho laboral, estas prácticas quedan impunes
y los niveles de incumplimiento de las leyes son alarmantes. Ni
siquiera se garantizan los niveles mínimos establecidos por las
leyes del trabajo doméstico.

En materia de edad mínima para la admisión al empleo doméstico,
se constata que la legislación vigente violó la obligación de
progresividad y prohibición de regresividad al establecer la edad
mínima en 14 años (Ley Nº 1.680/01) reduciendo el límite anterior
que era de 15 años (Ley Nº 506/74 y Código del Menor de 1981).

Existen tres aspectos en los que la legislación es particular-
mente inapropiada para regular las condiciones reales del tra-
bajo doméstico:

• El trabajo doméstico infantil en hogares de terceros, el
criadazgo, no tiene ningún mecanismo legal específico
de control, regulación, abolición progresiva ni protec-
ción. El silencio normativo no contribuye en modo algu-
no a la extinción del problema, sólo colabora con su
desregularización y falta de protección.
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• La legislación sobre protecciones y prestaciones por materni-
dad está pensada en función de una trabajadora dependiente
del sector primario o de servicios, que cuenta con un domici-
lio cercano a su lugar de trabajo, que tiene una jornada diaria
de ocho horas o menos, cobertura de la seguridad social y
que puede, a su vez, tener contratada a una trabajadora do-
méstica. Esta legislación es completamente inaplicable para
una trabajadora doméstica tipo que trabaja sin retiro, está
excluida del seguro social y vive a muchos kilómetros de su
domicilio. No es casual que el embarazo sea una de las prin-
cipales causas por las que se concluye el contrato con las
trabajadoras domésticas y que la protección de la ley sea ab-
solutamente ineficaz.

• La regulación del trabajo en general, y del doméstico en par-
ticular, no está adaptada a la obligación del Estado de prote-
ger a los pueblos y personas indígenas contra la explotación
y la aculturación.

En materia de seguridad social se constatan las peores condi-
ciones. Se advierten dos niveles de violaciones al derecho a la
seguridad social. En primer lugar, existe un tratamiento discri-
minatorio en cuanto a la cobertura de servicios que resulta
completamente parcial en cuanto a la población protegida y
las contingencias cubiertas.

En segundo lugar, existe una violación de la obligación general
de progresividad en materia del derecho a la seguridad social.
Desde el año 1967, momento en que las trabajadoras domésti-
cas ingresan al servicio, hasta la fecha, la cobertura del servicio
no se extendió a otros lugares fuera de la ciudad de Asunción,
tal como era el planteamiento original del proyecto de incorpo-
ración del personal doméstico al régimen del IPS.

Una deficiente técnica legislativa determina un marco regulatorio
contradictorio del trabajo doméstico de las adolescentes en su
tránsito a la adultez. El marco legal de protección del trabajo
adolescente es mucho más tuitivo que el vigente para las adul-
tas, lo que determina en consecuencia, que las trabajadoras ex-
perimentan una considerable pérdida de derechos al cumplir 18
años (en particular, en relación al salario mínimo, jornada labo-
ral máxima, vacaciones pagas y protección de la inspección del
trabajo). Una adecuada protección de los derechos laborales
adquiridos debería subsanar esta deficiencia.
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Por último, el procedimiento contencioso que rige en el fuero
del trabajo es largo y costoso para las trabajadoras domésticas
que deben litigar en sede judicial. Si bien es cierto que la propor-
ción de trabajadoras domésticas que llegan hasta esta instancia
es mínima en relación con las que cobran sus derechos por vía
del acuerdo en sede administrativa, no deja de ser preocupante
que el procedimiento judicial sea un obstáculo para la
justiciabilidad de los derechos sociales en el ámbito laboral.

Indudablemente, la discriminación de la mujer en el trabajo es
parte del complejo sistema de discriminaciones que afectan a
las mujeres en todos los ámbitos de la vida pública y privada, en
lo político, económico o social. La discriminación en el nivel le-
gal y en prácticas institucionales y sociales que sufre el trabajo
doméstico remunerado –principal empleo de las mujeres– se
enmarcan en y se nutren de este sistema.

Resulta muy difícil eliminar las discriminaciones que sufre la mujer
con intervenciones que se circunscriban estrictamente al ámbito
del trabajo, sin consideración de las otras dimensiones. No obs-
tante, el mundo del trabajo es un espacio determinante para
propiciar cambios de envergadura en la promoción de mecanis-
mos de igualdad de oportunidades y en la alteración de las rela-
ciones de poder y subordinación que se dan en entre hombres y
mujeres, que en el mediano plazo repercutan en los diferentes
ámbitos de la vida.
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A. Introducción

Las personas dedicadas al trabajo doméstico remunerado con-
forman un grupo importante de la masa laboral del Paraguay.
Datos de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) 2002 indi-
can que el 6.9% de la Población Económicamente Activa (PEA)
ocupada se dedica a este tipo de empleo. Las trabajadoras do-
mésticas, comúnmente denominadas muchachas, empleadas o
chicas, integran la cotidianidad de muchos hogares.

Sin embargo, la situación en la que se encuentran, la vigencia de
sus derechos o las violaciones de los mismos, la protección o
desprotección bajo las que están, la explotación que sufren y
sus estilos y espacios de organización son mucho menos visi-
bles. El insuficiente análisis disponible sobre la evolución de este
tipo de empleo, su grado de institucionalización, las condicio-
nes en que se ejerce y la escasa atención que las instituciones
públicas, privadas y gremiales brindan al tema, son factores que
contribuyen a esa menor visibilidad. Esta precariedad es llamati-
va cuando se considera que el trabajo doméstico remunerado
continúa siendo en el Paraguay una actividad “legalmente discri-
minada”,1 lo que contrasta con la importancia de esta categoría
ocupacional, sobre todo en la vida de las mujeres. La EPH 2002
indica que el 93% de quienes se dedican al trabajo doméstico
son mujeres y que alrededor de la quinta parte de la PEA femeni-
na está constituida por trabajadoras domésticas.2

1 El Código del Trabajo establece que los trabajadores domésticos deben
recibir como mínimo el 40% del salario mínimo vigente (porcentaje que
en general deviene en un techo) y no establece el límite de 8 horas a la
jornada laboral.

2 Datos preliminares, proveídos por la Dirección General de Estadísticas,
Encuestas y Censos (DGEEC) en setiembre de 2003 a solicitud del Centro
de Documentación y Estudios para esta investigación.
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En la población joven estas cifras se elevan. Según Juventud en
Cifras 2003, basado en la Encuesta Integrada de Hogares (EIH)
2000/2001, el 27.8% de la PEA juvenil femenina trabaja como
empleada doméstica, y los datos preliminares del Censo 2002
indican que más del 50% de las trabajadoras domésticas tiene
entre 15 y 29 años de edad.

En la población infantil, según los datos sistematizados por Cés-
pedes (2002) en Seguimiento de indicadores sobre la niñez tra-
bajadora, en el 2001, de acuerdo con la EIH, el 10.7% de los
niños trabajadores3 se dedicaba al trabajo doméstico remunera-
do y la mayoría eran mujeres. Soto, González y Martínez (2002)
indican en Evaluación rápida sobre trabajo infantil doméstico
en hogares de terceros en Paraguay que, de la población que
realiza trabajo doméstico infantil4 encuestada para la investiga-
ción, el 83% son niñas o adolescentes mujeres y su inserción en
el trabajo doméstico remunerado aumenta con la edad. El mis-
mo estudio sostiene que un tercio de esa población es empleada
doméstica (36.2%) en tanto 2 tercios (63.8%) se encuentran en
situación de criadazgo.

La calidad de vida de las mujeres jóvenes y de un importante
porcentaje de niñas y adolescentes mujeres está en juego, en
consecuencia, cuando de políticas referidas al trabajo domés-
tico remunerado se trata. La caracterización de quienes se de-
dican a esta actividad laboral, de las condiciones en las cuales
desarrollan su trabajo, así como el recuento de la información
disponible, de las cifras y sus análisis, permitirá situar el esta-
do actual del conocimiento sobre el trabajo doméstico remu-
nerado en el Paraguay, lo que puede servir de base a las rede-
finiciones necesarias.

Por otra parte, si los estudios no han sido sistemáticos, resulta
importante analizar las razones de esta ausencia; en las mismas
podrían residir algunos de los elementos que deben ser trans-
formados para lograr una modificación del estatus del trabajo
doméstico remunerado en el país. ¿Cuáles son las causas de

3 Los datos se refieren a la población comprendida entre 10 y 17 años; al
incluir a niños y niñas de 5 a 9 años, el porcentaje de la niñez dedicada al
trabajo doméstico remunerado sube a 14.4%.

4 El trabajo obtuvo información sobre la situación de niños, niñas y ado-
lescentes de 6 a 17 años de edad que realizan trabajo infantil doméstico
en Asunción, y algunas ciudades del área metropolitana, sobre sus
empleadores(as) y sus familias de origen. Las autoras indican que “si bien
la aplicación de cuestionarios no respondió a un diseño muestral, la pro-
porción de los mismos (420 niños, niñas y adolescentes, 118 familias de
origen y 34 familias empleadoras) respecto de la población permite ca-
racterizar a este sector”.
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esta falta de seguimiento a una categoría ocupacional que em-
plea a un alto porcentaje de las mujeres paraguayas? ¿Cuáles
son los elementos que inciden en el mantenimiento de esa si-
tuación de inferioridad y de poca visibilidad?

Diversas relaciones de discriminación parecen estar en juego.
Género, clase y edad se interceptan de un modo indiscutible y
constituyen el objeto central de análisis del presente trabajo, si
bien habría que investigar el papel que pudieran desempeñar
otras relaciones sociales como las originadas en el bilingüismo-
monolingüismo del país,5 las cuestiones étnicas y la migración.
Los diversos cruces podrían ser elementos claves de sustentación
de las condiciones de inferioridad y de menor visibilidad del tra-
bajo doméstico remunerado. La identificación de los mismos en
la conceptualización de actores principales podría aportar datos
al respecto.

La escasez de análisis sobre las condiciones del trabajo domés-
tico remunerado refleja, además, la ausencia de políticas hacia
este tipo de empleo en todos los ámbitos. Las instituciones pú-
blicas y las organizaciones gremiales sectoriales no han pro-
movido investigaciones sistemáticas sobre esta categoría ocu-
pacional, y las políticas públicas al respecto, si existen, son es-
casamente conocidas. Las interrogantes sobre el papel que el
Estado ha jugado en esta área son fundamentales. ¿Existen
políticas públicas relacionadas con el trabajo doméstico? ¿Cuál
es el rol desempeñado por las instancias estatales relaciona-
das con el área? ¿Ha sido éste un tema de su agenda? ¿Y de la
agenda pública?

En este contexto, el conocimiento del grado en el que las institu-
ciones públicas prestan atención a este tema, la determinación
de bajo qué marcos conceptuales lo hacen, qué propuestas tie-
nen con relación a esta forma de trabajo, el conocimiento de su
predisposición a proponer, orientar, apoyar y/o encabezar pro-
puestas al respecto, resultan indispensables para fundamentar
políticas referidas al trabajo doméstico que podrían ser viables
en el Paraguay.

5 Esta relación de discriminación ha sido recientemente debatida por Meliá
(2003), en su artículo Elogio del monolingüismo guaraní, donde analiza el
desprecio y la marginación a que son sometidos(as) los monolingües de
una lengua diferente a la hegemónica, y por Rivarola (2003), en su artícu-
lo Reflexiones en torno a la discriminación y la construcción de ciudada-
nía, en el que plantea la discriminación que sufre el koygua por su dificul-
tad en identificar códigos urbanos.
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¿Qué sucede con las organizaciones sectoriales? Los sindicatos,
las centrales sindicales, las organizaciones de mujeres, las amas
de casa, ¿cómo consideran al trabajo doméstico? ¿Tienen pro-
puestas? ¿Qué piensan de la jerarquización del trabajo domésti-
co y de su equiparación a otros tipos de trabajo? Las opiniones y
posturas que se manejan en estos ámbitos son fundamentales
para avanzar en la redefinición del papel que les cabe a las orga-
nizaciones de la sociedad civil en la colocación de temas en la
agenda pública.

Una mirada a la organización de quienes se dedican al trabajo
doméstico remunerado, de sus condiciones de trabajo y de los
principales problemas que enfrentan resulta también importan-
te al proponer políticas. En general, los temas que en un mo-
mento determinado emergen como relevantes, son impulsados
y sostenidos por aquellos sectores que más interesados están
en las modificaciones. Cuando esas organizaciones son débiles,
se reduce su capacidad de presión para que un asunto se vuelva
importante y se convierta en sujeto de política pública.

B. Marco metodológico
y conceptual y
estado actual
de las investigaciones

1. Metodología, fuentes y alcance

La investigación tiene por objeto el análisis de los elementos
conceptuales y cuantitativos relativos al trabajo doméstico re-
munerado actual en el Paraguay, a partir de datos secundarios y
de entrevistas.

El trabajo se desarrolla fundamentalmente sobre tres ejes. Por
una parte, se examinan brevemente algunos conceptos y se ana-
liza el estado actual de las investigaciones en el país. Para ello
se desarrolla una revisión bibliográfica sobre el trabajo do-
méstico en general, el trabajo doméstico remunerado y las
investigaciones realizadas en Paraguay. Por otra, se analizan
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los datos obtenidos a través de fuentes secundarias. Estos se
basan fundamentalmente en la Encuesta Permanente de Hoga-
res 2002 (EPH), y en los datos preliminares del Censo 2002,
cuya desagregación fue proveída por la Dirección General de
Estadísticas y Censos a solicitud del Centro de Documentación y
Estudios para este trabajo. Se mencionan también datos de las
EIH 2000/2001, EIH 1997/1998, EPH 1999, del documento Ju-
ventud en Cifras 2003 y del informe Seguimiento de indicadores
sobre la niñez trabajadora según las Encuestas de Hogares (Cés-
pedes, 2002). También se utilizan datos proporcionados por la
Oficina Internacional del Trabajo (OIT) provenientes de una en-
cuesta aplicada por First Análisis a 1.000 personas en todo el
país sobre la percepción que la ciudadanía tiene sobre el trabajo
infantil doméstico.

Finalmente, se aplica una metodología cualitativa con el fin de
determinar las cuestiones conceptuales, de generación e imple-
mentación de políticas, interés y predisposición al debate de
referentes de organizaciones e instituciones relacionadas con el
trabajo doméstico remunerado. Para ello se realizaron entrevis-
tas a personas cuyas opiniones son relevantes en los espacios
donde se desenvuelven, y relacionadas con esta actividad labo-
ral. Las personas entrevistadas ocupan espacios de decisión en
ámbitos del Estado, de centrales sindicales, de organizaciones
de mujeres y de amas de casa, y fueron seleccionadas porque
sus organizaciones están relacionadas con el trabajo doméstico
remunerado. Los sectores-objetivo de las entrevistas fueron:

• Las centrales sindicales. En el Paraguay funcionan a la fecha 7
centrales sindicales; 2 de ellas agrupan a trabajadores del
Estado y fueron excluidas de la investigación debido a que no
están relacionadas con el empleo doméstico. De las restan-
tes, se entrevistó a los/as presidentes/as de la Central Nacio-
nal de Trabajadores (CNT), Confederación de Trabajadores
del Paraguay (CPT), Central Unitaria de Trabajadores Auténti-
ca (CUT-A) y Central General de Trabajadores (CGT).

• Las organizaciones de amas de casa, por considerarse agru-
paciones de la patronal del sector estudiado. Se entrevistó a
la presidenta de la Unión de Amas de Casa del Paraguay, de
funcionamiento permanente.

• Las organizaciones de trabajadores domésticos. Se en-
trevistó a la secretaria general del Sindicato de Trabaja-
dores Domésticos del Paraguay (SINTRADOP), que agru-
pa a las trabajadoras del sector.
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• Las redes de organizaciones de mujeres. En el Paraguay exis-
ten 4 redes de organizaciones de mujeres: Coordinación de
Mujeres del Paraguay, Red de Mujeres Políticas, Red de Muje-
res Munícipes del Paraguay, y Coordinación Ínterpartidaria
de Mujeres del Paraguay. Sus opiniones se consideraron rele-
vantes por la cantidad de mujeres que se dedican al trabajo
doméstico remunerado, y por el papel que tienen las organi-
zaciones de mujeres en los planteamientos para el sector. Se
entrevistó a la presidenta de una de las redes.

• Las instituciones estatales relacionadas con las mujeres tra-
bajadoras en general y/o del sector estudiado. Se entrevistó
al Viceministro del Trabajo, a la sectorialista del área de em-
pleo de la Secretaría de la Mujer y a la Jefa de Regímenes
Especiales del Instituto de Previsión Social, que tiene a su
cargo el trato de los problemas previsionales con los secto-
res del magisterio y del trabajo doméstico.

Se hicieron en total 10 entrevistas. Las respuestas fueron anali-
zadas y algunas de ellas editadas libremente, de acuerdo con
los temas explorados. Faltó incorporar a niños y niñas trabaja-
dores, cuyos testimonios son fundamentales para un análisis de
esta naturaleza; sin embargo, como no fue posible
entrevistarlos(as) en esta ocasión, el desafío quedó pendiente.

2. Marco teórico, conceptualización

Para los fines de la presente investigación, y con el objeto de
analizar los datos estadísticos que aparecen bajo la categoría
ocupacional empleado doméstico se utilizará el término trabajo
doméstico remunerado. De esta forma es posible diferenciar esta
actividad del trabajo doméstico en general. Mientras el primer
concepto se refiere a las tareas domésticas realizadas por per-
sonas que reciben a cambio una retribución monetaria, el se-
gundo término se remite a las actividades del hogar realizadas
en el ámbito doméstico por personas generalmente pertene-
cientes al núcleo familiar, que no generan una retribución mo-
netaria explícita a quienes realizan las mismas, habitualmente
las “amas de casa”.

Estas definiciones pueden contribuir a ocultar la envergadura
real del trabajo doméstico remunerado. La situación de las
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“criadas” y el trabajo doméstico realizado por parientes que
no forman parte de la familia nuclear están en una zona limí-
trofe, difícil de definir a veces. La provisión de cama, techo,
comida o de los medios para realizar estudios, e incluso la
entrega de montos de dinero a padres/madres o tutores(as)
de menores suelen ser formas de retribución que, sin embar-
go, no soportan la inclusión de los grupos poblacionales suje-
tos a estos regímenes en la categoría ocupacional de “emplea-
dos domésticos” de las estadísticas comunes. Estas dificulta-
des metodológicas aún sujetas a debate, obligan, en conse-
cuencia, a acotar los conceptos.

En este marco, resulta relevante la persistencia en conceptuali-
zar el trabajo doméstico como un “no trabajo” en su acepción
económica, por carecer de las condiciones de supuesta produc-
tividad asalariada y de mercancías que las actividades laborales
requieren para ser consideradas como tales. Esto se vuelve evi-
dente en la continuidad del debate sobre la “productividad” de
estas tareas.

Si bien definiciones recientes del trabajo doméstico apuntan a
establecer su carácter productivo,6 “limpiar la casa”, “cocinar”,
“cuidar a las criaturas”, o alguna las 32 tareas básicas de produc-
ción de servicios que comprende el trabajo doméstico según
Durán (1987), continúan sin asociarse a bienes tangibles produ-
cidos, a fuentes de ingresos, a generación de plusvalía. Estas
actividades son más bien caracterizadas como funciones que la
existencia de las familias requiere y, en consecuencia, tareas
“naturales” de las mujeres, a las cuales ellas, por la construcción
genérica de las sociedades, están obligadas en razón de su sexo.
Con este proceso conceptual “el trabajo del hogar es normal-
mente despojado de su carácter de trabajo, de aporte a la socie-
dad en términos económicos, sociales y culturales” (Mayta y
Peredo, 2001). A esto se suma que las tareas domésticas están
siempre presentes, son realizadas cotidianamente, sin límites
horarios, retribución monetaria específica ni con el resultado
de bienes intercambiables en el mercado, y con el único fin de
supervivencia de las personas o familias; y eso mismo las tor-
na “invisibles”.

6 La revisión histórica sobre el trabajo doméstico realizada en Las muje-
res y el trabajo (1994) indica que en los años sesenta el programa de
investigación Nueva Economía de la Familia (NEF) (o Nueva Economía
Doméstica, NED) de la Escuela de Chicago plantea la modificación del
concepto de familia como “unidad de consumo y de oferta de trabajo” por
el de “unidad de producción” de bienes tales como el cuidado de niños(as),
la elaboración de alimentos, etc.
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Si estas característica de “no trabajo” del trabajo doméstico en
general, de actividad “natural”de las mujeres, de trabajo “invisi-
ble”, el imaginario colectivo general las extiende al trabajo do-
méstico remunerado, la dificultad para la equiparación de esta
forma de empleo con otras actividades laborales en cuanto a los
derechos, protecciones y beneficios, encuentra sus fundamen-
tos. La exploración de los contenidos que los imaginarios otor-
gan al concepto de trabajo doméstico resulta, en consecuencia,
relevante. Entre éstos, la construcción cultural de los géneros es
uno de los más importantes. La conclusión de los estudios al
respecto7 apunta a que las mujeres son quienes mayoritaria-
mente se insertan en esta categoría ocupacional y sustenta que
las cuestiones de género emerjan con claridad como condicio-
nantes de la desvalorización y consecuente discriminación de
este tipo de actividad laboral.

La vinculación del trabajo doméstico remunerado con el trabajo
doméstico no remunerado y las condiciones en que este último
se desenvuelve, así como con los conceptos que se manejan con
respecto a éste, constituye otro elemento clave para el análisis
desde una perspectiva de género, por cuanto la relación más
frecuente es la de patrona/empleada, ambas destinadas a reali-
zar las labores domésticas pero relacionadas de manera diferen-
te con las mismas según la clase social de la que provienen.
Resulta determinante que, si bien las tareas domésticas son des-
empeñadas mayoritariamente por mujeres, no puede decirse que
el trabajo doméstico remunerado sea un ámbito laboral para
todas las mujeres. Quienes se desempeñan en esta área son las
mujeres pobres. Las que no están en situación de pobreza son
las empleadoras de las mujeres pobres. Y las menos pobres son
las empleadoras de las más pobres. En palabras de Durán (1987),
“la contratación de mano de obra remunerada para la produc-
ción doméstica depende fundamentalmente de la capacidad eco-
nómica de quien la emplea: si su capacidad de trueque es infe-
rior a la media del trabajo del mercado no podrá obtener la co-
operación de mano de obra remunerada, sea cual sea su necesi-
dad o deseo”.

La variable clase cumple, en consecuencia, un papel fundamen-
tal en el análisis del trabajo doméstico remunerado. Más aún, la
pertenencia a clases sociales específicas es una condicionante
del empleo doméstico remunerado (Zurutuza y Bercovich, 1987).

7 De hecho, toda la bibliografía consultada y referida, así como los datos
empíricos que se mencionarán en el presente capítulo apuntan hacia es-
tas conclusiones.
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Si bien el análisis desde esta perspectiva puede ser más preciso
con base en estudios específicos que examinen en cuáles hoga-
res se cuenta con servicio doméstico, la percepción de actores
con vinculación a esta actividad laboral puede dar algunas pis-
tas preliminares. Las autoras mencionadas son categóricas al
respecto: las empleadas domésticas, “se incluyen en la vida coti-
diana de una clase superior a la suya; y esto condicionará en
adelante buena parte de su visión del mundo”. Todaro y Gálvez
(1987) coinciden con estos análisis: “el trabajo aislado en una
casa en contacto con una familia de otra clase social moldea los
valores y ejerce una influencia ideológica sobre la trabajadora”.
El análisis desde la mirada que aporta la cuestión de clase resul-
ta, en consecuencia, necesario.

La edad es otro factor que debe ser analizado en el empleo do-
méstico. Los datos preliminares del Censo 2002 evidencian que
el grueso de las mujeres que trabajan como empleadas domés-
ticas se concentra en la franja etaria de 15 a 29 años (57%). Esto
indica que el futuro de muchas mujeres está marcado por las
condiciones en que se desarrolla el trabajo doméstico remune-
rado. Las mujeres jóvenes, cuya puerta de entrada al mundo
laboral es un ambiente de convivencia diaria en el que cuesta
mucho separar la vida propia de la vida de los patrones y que se
caracteriza por su inclusión en un mundo que es “una versión de
lujo de su propia vida cotidiana” (Zurutuza y Bercovich, 1987),
tienen muchas posibilidades de que su pensamiento esté deter-
minado por esta situación. De este modo, la existencia de socie-
dades duales, desiguales, estratificadas y discriminatorias se con-
vierte en “normal” para un alto porcentaje de la población feme-
nina desde muy temprana edad.

La particular presencia del guaraní en la sociedad paraguaya,
asociada a los fenómenos migratorios, tampoco puede ser deja-
da de lado cuando se intenta caracterizar el empleo doméstico
en el país. Una percepción generalizada de los(as)
entrevistados(as) es que la gran mayoría de las empleadas do-
mésticas son mujeres campesinas que abandonan el área rural
para intentar insertarse en la actividad laboral de las zonas urba-
nas. Una de las características de la población rural es el
monolingüismo guaraní,8 peculiaridad que por sí sola conduce a

8 En la introducción del libro Discriminaciones y medidas antidiscrimina-
torias (2003), Line Bareiro cita el informe Estrategia Nacional de Reduc-
ción de la Pobreza y la desigualdad, 2002, donde dice: “entre pobres
extremos, siete de cada diez en el área urbana y nueve de cada diez en el
área rural hablan sólo guaraní”.
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la desvalorización e inferiorización, como expone Meliá (2003)
cuando explica el concepto de la jerarquía de las lenguas. Rivarola
(2003) menciona el mecanismo a través del cual opera esa dis-
criminación de los sectores campesinos guaraní-parlantes, men-
cionando al koyguá como “el campesino ajeno a los códigos
urbanos, que se acerca a la ciudad y devela no solamente su
incompetencia para comunicarse, sino también para desempe-
ñarse en las diversas actividades de la ciudad”. La importancia
de este elemento surge en varias de las entrevistas; la dificultad
de las empleadas domésticas para atender el teléfono, recibir a
alguien o comunicar recados es mencionada como elemento de
poca jerarquización del empleo doméstico. El monolingüismo
guaraní enfrentado a la hegemonía del español surge así como
otra de las bases de la discriminación, desvalorización y situa-
ción de inferioridad de este tipo de empleo.

Aparece así en los estudios la figura de una mujer joven, campe-
sina migrante de zonas rurales a urbanas, pobre y guaraní-ha-
blante, como la caracterización típica de quien se dedica al em-
pleo doméstico remunerado en el Paraguay.

3. Los ejes del debate relativos al trabajo
doméstico

A partir de las modificaciones conceptuales sobre el estatus so-
cial de las mujeres y los roles de las mismas en las sociedades
modernas, el trabajo femenino en general ha sido objeto de aná-
lisis en todo el mundo. La mayoría de ellos ha buscado estable-
cer las características del empleo femenino e identificar elemen-
tos relativos al acceso de las mujeres al trabajo y a las condicio-
nes en que las mismas se desenvuelven en el ámbito laboral.
Estudios históricos indican que el trabajo doméstico en particu-
lar recién empezó a ser objeto de análisis como ámbito específi-
co a finales de los años sesenta (Borderías, Carrasco y Alemany,
1994). A partir de esa época, aspectos referidos a la definición
del trabajo doméstico, al peso de este tipo de trabajo en la eco-
nomía, a los elementos conceptuales subyacentes a la inexisten-
cia de esta actividad laboral en el vocabulario economicista de la
producción, fueron objeto de reflexión y debate. En períodos
anteriores, “temas colaterales como el matrimonio, las estructu-
ras familiares, la maternidad, la infancia o la vida cotidiana han
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constituido una base fundamental para contextualizar su diná-
mica histórica” (ibídem). Los aspectos de definición y valoración
son, pues, los ejes alrededor de los cuales giran los estudios.

Con relación a las definiciones, la de Reid (1934) es considerada
clásica. La misma plantea que constituyen trabajo doméstico:
“(Las) actividades no remuneradas ejercidas por y para los
miembros de la familia, actividades que pueden ser reempla-
zadas por productos mercantiles o servicios remunerados cuan-
do circunstancias como los ingresos, la situación del mercado
y las preferencias permiten delegar servicios en una persona
ajena a la familia”.9

En cuanto a la valoración, la caracterización del trabajo doméstico
como productivo o no, generó extensos debates, basados
fundamentalmente en la posibilidad de compararlo con el tipo
de trabajo que la industrialización había generado. En este
contexto, la cuantificación del valor económico del trabajo
doméstico instala lo que podrían considerarse fundamentos de
las remuneraciones de quienes se dedican a esta actividad, si
bien el objetivo primordial de los autores era la valoración del
trabajo doméstico realizado gratuitamente por las mujeres en el
seno de sus hogares y su peso en la macroeconomía. Una de las
metodologías para esa cuantificación, la del reemplazo, que
consiste en referir el precio del trabajo doméstico al “costo de
alquilar los servicios de una persona que realizase todo el trabajo
doméstico necesario en el hogar” (Borderías, Carrasco y Alemany,
1994), provee elementos importantes a la discusión sobre el
trabajo doméstico remunerado, fundamentalmente por plantear
que “(los salarios) son más bajos que los pagados en otras
ocupaciones del mercado que podrían considerarse equivalentes,
lo cual sencillamente revela lo devaluado que está el trabajo
doméstico en nuestra sociedad, hecho que responde a razones
socioculturales e ideológicas” (ibídem). Es decir, dado el
reconocimiento de la devaluación del trabajo doméstico
remunerado, éste ni siquiera es totalmente aceptado como
parámetro para la valoración del trabajo doméstico no
remunerado. Este debate resulta fundamental cuando se
proponen redefiniciones con relación a la subvaloración y
discriminación de que es objeto, por cuanto plantea como un
eje de discusión la modificación del estatus conceptual del
mismo para valoraciones económicas justas. En este sentido,

9 Citado en Borderías, Carrasco y Alemany (1994).
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la asociación del trabajo doméstico remunerado a la idea de
“ayuda” podría brindar pistas para las reconceptualizaciones
necesarias. Si el trabajo doméstico es observado como una
tarea de “ayuda” a una familia, se torna irrelevante si finalmente
la misma es proveída por integrantes de la familia nuclear,
familiares cercanos o personas no unidas por vínculo familiar
alguno. Si a lo anterior se agrega que los(as) empleadores(as)
consideran que están “ayudando” a personas y no estableciendo
una relación de utilización de sus fuerzas o habilidades, se
dificulta la ubicación en el rol de trabajadoras de quienes se
desempeñan en esta ocupación.

Por otra parte, el análisis de los factores por los cuales el trabajo
femenino adquiere las características de secundario,10 resulta
muy interesante por cuanto los mismos pueden aplicarse a las
características del trabajo doméstico remunerado. Barron y Norris
(citado en Borderías, Carrasco y Alemany, 1994) plantean que la
existencia de varios elementos hace que las mujeres estén ubi-
cadas en situación de inferioridad, aunque realicen las mismas
actividades laborales que los hombres. Facilidad de despido (vo-
luntario o involuntario), diferencias sociales del grupo en cues-
tiones fácilmente identificables (raza, sexo), bajo interés en ad-
quirir capacitación y experiencia, pocas expectativas de retribu-
ciones monetarias elevadas, poco nivel de organización y esca-
sas posibilidades de desarrollar relaciones de solidaridad, son
todas características adosadas al empleo de las mujeres y que
pueden ser reconocidas de forma general en el trabajo domésti-
co remunerado. En la percepción de quienes han sido
entrevistados(as) para esta investigación, esas características pue-
den percibirse claramente en el sector analizado, y algunas son
corroboradas por datos empíricos. Se observa una gran facili-
dad para el despido, el sector está constituido mayoritariamente
por mujeres, la capacitación y la experiencia no son requisitos –
por el contrario, la supuesta ausencia de calificación se percibe
como la característica que convierte este tipo de empleo en la
primera alternativa para mujeres migrantes del campo a la ciu-
dad– y las expectativas salariales, el nivel de organización y la
posibilidad de desarrollar relaciones de solidaridad son bajas
como podrá verse posteriormente. La persistencia de estos ele-
mentos contribuye a que continúe el estatus poco jerarquizado

10 Las categorías—“primario”y “secundario” corresponden a las teorías
que sostienen la segmentación del mercado laboral según beneficios,
remuneración y otras características.
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del trabajo doméstico remunerado. En tanto las mismas no se
modifiquen, las dificultades para su redefinición continua-
rán siendo numerosas.

4. Estado actual de las investigaciones

En Paraguay, las investigaciones específicas publicadas en el
campo del trabajo doméstico abarcan fundamentalmente lo re-
ferido al trabajo doméstico infantil. Aquí se destacan el estudio
Las criaditas de Asunción (Heisecke et al., 1995), la Evaluación
rápida sobre trabajo infantil doméstico en hogares de terceros
en Paraguay (Soto, González y Martínez, 2002), el Estudio de
prácticas culturales sobre trabajo infantil doméstico (Base Edu-
cativa Comunitaria de Apoyo, BECA, 2002) y el estudio temático
Políticas sociales y oferta institucional frente al trabajo infantil
doméstico (Colazo, 2002). Los tres últimos trabajos han sido
realizados en el marco del proyecto “Prevención y Eliminación
del Trabajo Infantil Doméstico en Hogares de Terceros” del Pro-
grama Internacional para la Erradicación del Trabajo Infantil
(IPEC)/OIT. Estas investigaciones hacen más visible, cuantifican
y caracterizan a la población que realiza trabajo infantil domés-
tico –como criada o empleada doméstica–11 a quienes la em-
plean y a las instituciones que tienen alguna relación con el mis-
mo. El análisis del procesamiento de una encuesta administrada
por First Análisis, en el marco del proyecto mencionado ante-
riormente, en donde se solicita la calificación de la entrega de
hijos e hijas en criadazgo, también aporta datos interesantes
sobre la opinión de la población respecto al tema. Según los
datos, el porcentaje de la población paraguaya que tiene una
mala opinión sobre la “entrega” de hijos e hijas al criadazgo es
sólo ligeramente superior al de quienes tienen buena opinión.

Con relación al trabajo doméstico en general, el informe redac-
tado en noviembre de 1990 por Corvalán y Arce (1990), titulado
El sector informal en el Paraguay. Estudio de casos: Empleadas

11 La investigación de Soto, González y Martínez (2002) distingue el tra-
bajo infantil doméstico entre criadazgo y empleo doméstico, consideran-
do bajo el primer régimen a “aquella población que no recibe sueldo a
cambio de las actividades que realiza en hogares de terceros y vive en el
lugar donde trabaja”, y bajo el segundo a aquella que “a cambio de las
tareas de esta naturaleza que realiza en hogares de terceros, viviendo
dentro o fuera de ellos, recibe sueldos de montos fijos o variables, o
aquella que no recibe sueldos sino otras formas de compensación, cuan-
do no vive dentro de esos hogares”.
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domésticas y vendedoras ambulantes itinerantes, da cuenta de
los resultados de una investigación basada en la aplicación por
muestreo estadístico de 332 encuestas y 77 entrevistas en pro-
fundidad a empleadas domésticas de Asunción, de entre 14 y
45 años. Según este informe, el 77% de las empleadas domésti-
cas eran menores de 30 años y el 80% eran mujeres provenien-
tes del interior del país (38% de las áreas rurales y 42% del inte-
rior urbano), en tanto sólo el 20% provenía de Asunción.

En el Informe de Derechos Humanos del Paraguay 1996, Román
y Soto publican el artículo Trabajo doméstico de las mujeres,
donde abordan la situación de las trabajadoras domésticas re-
muneradas y el marco legal en el que se desenvuelven. Las auto-
ras concluyen y formulan recomendaciones referidas a políticas
públicas específicas como el fortalecimiento del SINTRADOP, el
impulso del debate y la investigación sobre este asunto, redefi-
niciones de la división sexual de las responsabilidades familia-
res y la profesionalización del trabajo doméstico, entre otras.

Como tesis de licenciatura en Trabajo Social –no publicada–,
Conradi analiza en el año 2000 los aspectos sociodemográficos
de las mujeres que llegaron a Asunción provenientes del interior
del país y fueron recibidas en el Hogar Santa Librada entre 1990
y 2000. En el mismo se informa que el 67.4% de esa población
eran mujeres de 13 a 22 años. Los departamentos de donde
provenía la mayor cantidad de mujeres eran: Caaguazú (22.6%),
Concepción (17.6%) y Central (15.6%).

La literatura nacional sobre el trabajo, y en particular el de las
mujeres, proporciona datos interesantes en el marco de estu-
dios más amplios. El libro Mujer y trabajo en el Paraguay,
(Galeano, 1982) realiza un análisis pormenorizado de la evolu-
ción del trabajo femenino entre 1950 y 1972. Varios artículos de
este libro se refieren al trabajo doméstico remunerado como a
una actividad que concentraba fundamentalmente a mujeres jó-
venes y migrantes del campo a la ciudad. En uno de éstos, Brizuela
señala que en Asunción había mayor proporción de mujeres
migrantes y que ellas se dedicaban mayoritariamente al servicio
doméstico. Sosa Portillo (1996), en su estudio La migración in-
terna femenina en el Paraguay, se refiere a las categorías ocu-
pacionales a las que se dedican las mujeres migrantes; entre
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ellas, la de empleada doméstica ocupa el primer lugar. Otras
autoras también se refieren al peso del empleo doméstico como
opción laboral de la PEA femenina. Entre otras se puede citar a
Zarza (1996) en Género y participación económica en Paraguay,
Heikel (1996) con varios estudios, entre ellos Ser mujer en el
Paraguay, y Corvalán y Elías (1999) en Mujer y empleo en áreas
de frontera: Impacto del MERCOSUR.

Todos estos estudios analizan la inserción de la mano de obra
femenina en este sector, fundamentalmente en razón de la baja
capacitación necesaria y de la extensión de los roles domésticos
que esta actividad laboral implica. La absorción del trabajo de
las migrantes por parte de esta categoría ocupacional es atribui-
da a que las mujeres campesinas, por la falta de opciones en sus
lugares de origen, se desplazan hacia los centros urbanos en
busca de alternativas laborales, y la principal que se les ofrece
es la del trabajo doméstico remunerado. Por esta razón, el tra-
bajo doméstico remunerado constituye la puerta de entrada más
ancha al mercado laboral de las mujeres jóvenes migrantes del
campo a la ciudad.

C. Datos actuales
sobre el trabajo
doméstico remunerado

Los datos publicados como Principales resultados de la EPH/
2002 indican que el 6.9% de la PEA ocupada del Paraguay está
dedicada al trabajo doméstico remunerado. Diversas fuentes en
los últimos 5 años indican que este porcentaje no ha sufrido
variaciones importantes y se mantiene en alrededor del 7% (véa-
se Gráfico 1).
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Gráfico 1
APORTE DEL TRABAJO DOMÉSTICO REMUNERADO A LA PEA
OCUPADA EN LOS ÚLTIMOS 5 AÑOS

Fuente: página web DGEEC.

Al desagregar por sexo a la población empleada doméstica del
2002 se observa que esta es una categoría ocupacional que ab-
sorbe principalmente mano de obra femenina: el 93% de quie-
nes se dedican al trabajo doméstico remunerado son mujeres y
un 7% hombres.

Gráfico 2
PEA DEDICADA AL EMPLEO DOMÉSTICO SEGÚN SEXO

Fuente: DGEEC, EPH 2002.

La mayoría de quienes se dedican al trabajo doméstico remune-
rado desarrollan el mismo en las zonas urbanas; sólo la quinta
parte se encuentra en las zonas rurales, como puede observarse
en el siguiente gráfico.
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Gráfico 3
POBLACIÓN OCUPADA DEDICADA AL EMPLEO DOMÉSTICO SEGÚN
ZONA, 2002

Fuente: DGEEC, EPH 2002.

Los mayores porcentajes de trabajadores domésticos se en-
cuentran en las áreas urbanas, Asunción y Departamento Cen-
tral. El porcentaje medio de la PEA ocupada dedicada al traba-
jo doméstico remunerado urbano triplica en general al de las
zonas rurales, mientras en Asunción lo cuadruplica. En las
zonas rurales el porcentaje de trabajadores domésticos sobre
la PEA ocupada es del 3.4%. De hecho, como ya se señaló, el
servicio doméstico es una de las estrategias laborales de la
masa femenina que migra de las áreas rurales a las urbanas.
Sosa Portillo (1996) consigna que, según datos censales de
1992, el 71% de las mujeres migrantes en Asunción estaba en
esa categoría ocupacional, siendo esta ciudad el principal polo
de atracción.

Gráfico 4
PORCENTAJE DE LA PEA OCUPADA DEDICADA AL EMPLEO
DOMÉSTICO SEGÚN LA ZONA, 2002

Fuente: EPH 2002.
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Al desagregar el sector por sexo y zona de residencia, se obser-
va que hay mayor porcentaje de hombres realizando tareas do-
mésticas remuneradas en las áreas urbanas (9% del total de
empleados domésticos) que en las rurales (1%); en estas últi-
mas, casi el 100% de los empleados domésticos son mujeres.

Gráfico 5
TRABAJADORES DOMÉSTICOS SEGÚN SEXO Y ZONA, 2002

Fuente: DGEEC. Datos preliminares EPH 2002.

Datos preliminares del Censo 2002 indican que el 57% de las
empleadas domésticas tiene entre 15 y 29 años de edad, lo que
evidencia la juventud de las mujeres que se dedican a esta acti-
vidad. A medida que se eleva la edad, disminuye el porcentaje
de mujeres que trabajan como empleadas domésticas; el 25%
de las trabajadoras domésticas tiene entre 30 y 44 años, el 11%
entre 45 y 60 años y sólo el 3% más de 60 años.

Gráfico 6
EDAD DE LAS EMPLEADAS DOMÉSTICAS SEGÚN ZONA, 2002

Fuente: DGEEC según datos preliminares del Censo 2002.
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El nivel de instrucción de quienes se dedican al trabajo domésti-
co remunerado es bajo; los datos de la EPH 2002 indican que
quienes trabajan en el servicio doméstico tienen, en promedio,
menos de 7 años de estudio.

Gráfico 7
PROMEDIO DE AÑOS DE ESTUDIO DE LA POBLACIÓN OCUPADA
DEDICADA AL TRABAJO DOMÉSTICO REMUNERADO, 2002

Fuente: DGEEC, EPH 2002.

Datos preliminares del Censo 2002 indican que más del 70% de
quienes se dedican al empleo doméstico sólo tienen educación
primaria o ninguna instrucción, el 24% de empleados(as)
domésticos(as) ha pasado por el nivel secundario y apenas un
1% tiene educación superior.

Gráfico 8
NIVEL EDUCATIVO DE LA PEA OCUPADA EN EMPLEO DOMÉSTICO,
2002

Fuente: DGEEC. Datos preliminares Censo 2002.
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Con relación a la remuneración percibida, el Código del Trabajo
establece que el sueldo de quienes se dedican al servicio do-
méstico asalariado debe ser al menos 40% del sueldo mínimo.
Según la EPH 2002, el 95% de los(as) empleados(as)
domésticos(as) gana menos del salario mínimo establecido para
los demás trabajadores del país. Si se considera el mínimo esta-
blecido para los trabajadores domésticos, los datos del 2002
indican que el promedio general de ingresos de los mismos su-
peraba ese mínimo, ya que la media estaba en alrededor del 50%
del salario mínimo general.

Gráfico 9
NIVELES DE REMUNERACIÓN EN EL TRABAJO DOMÉSTICO, 2002

Fuente: DGEEC, EPH 2002.

Las brechas de género son claras al analizar los salarios de hom-
bres y mujeres. Las mujeres reciben un promedio equivalente al
50% del salario mínimo, en tanto los hombres reciben un prome-
dio equivalente al 70% del salario mínimo.12 El salario de las
mujeres empleadas domésticas es, en promedio, el 70% del per-
cibido por los hombres que realizan actividades domésticas re-
muneradas. En el Gráfico 10 puede observarse también que los
salarios en las zonas rurales son bastante más bajos que en las
zonas rurales.
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12 En 2002, según datos sistematizados por el área sociogremial del Cen-
tro de Documentación y Estudios, el salario mínimo era de 876 048 gua-
raníes (US$ 151.70, al promedio del cambio de ese año). La EPH indica
que las mujeres empleadas domésticas percibían en esa época una me-
dia de 455 700 guaraníes (US$ 78.91, al promedio del cambio de ese
año) en tanto los hombres percibían una media de 642 500 guaraníes
(US$ 111.26, al promedio del cambio de ese año).
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Gráfico 10
SALARIO PROMEDIO EN EL EMPLEO DOMÉSTICO SEGÚN SEXO Y
ZONA, 2002

Fuente: DGEEC, EPH 2002.

La desagregación de las remuneraciones por nivel educativo y
sexo indica que las mujeres tienen un techo salarial que no su-
pera el 55% del salario mínimo como empleadas domésticas. Si
bien la falta de instrucción disminuye los niveles salariales, la
mayor educación no los aumenta cuando se trata de las muje-
res; a los hombres, en cambio, la mejor instrucción casi les du-
plica el salario.

Gráfico 11
PROMEDIO DE INGRESO EN EL TRABAJO DOMÉSTICO SEGÚN NIVEL
DE INSTRUCCIÓN Y SEXO, 2002

Fuente: DGEEC, EPH 2002.
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Un dato interesante se observa con las respuestas dadas en cuan-
to al interés en cambiar la ocupación. Esto proporciona elemen-
tos para determinar la viabilidad de este trabajo en cuanto a la
oferta y para el análisis de las condiciones del empleo a cuyas
modificaciones debiera apuntarse prioritariamente. Menos del
50% de quienes se dedican al trabajo doméstico remunerado
manifiesta un interés en cambiar de ocupación.

Gráfico 12
INTERÉS DEL TOTAL DE OCUPADOS EN TRABAJO DOMÉSTICO EN
CAMBIAR DE OCUPACIÓN, 2002

Fuente: DGEEC, EPH 2002.

Entre quienes quieren otro tipo de empleo, la mayoría (80%) basa
su interés, en primer lugar, en la escasa remuneración que per-
ciben. En un lejano segundo lugar (10%), la característica de tra-
bajo pesado del empleo doméstico fundamenta el interés para
cambiar de empleo. Un 3% desea dejar de ser empleada domés-
tica porque no puede aprovechar los estudios, un 2% porque
considera que el ambiente es inadecuado y un 5% menciona otras
causas. Esto indica que el debate sobre la remuneración es muy
importante.
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Gráfico 13
RAZONES POR LAS CUALES QUIENES SE DEDICAN AL EMPLEO
DOMÉSTICO DESEAN CAMBIAR DE TRABAJO

Fuente: DGEEC, EPH 2002.

1. La juventud y el empleo doméstico

Nikiphorof y Villagra (1987) señalan en El empleo juvenil, que
entre 1983 y 1986 hubo un aumento del 22% de mujeres jóve-
nes (12 a 19 años) que se dedicaban al trabajo de empleada
doméstica. Según los autores, esto es coherente con un aumen-
to del 7% de las mujeres ocupadas de entre 20 y 30 años y con-
sideran este último dato como la causa del aumento del empleo
doméstico, ya que las mismas “al abandonar el hogar para dedi-
carse a un trabajo extradoméstico remunerado, han debido sus-
tituir sus trabajos de amas de casa con el de empleadas domés-
ticas”. Las cifras consignadas en los cuadros publicados por
estos autores muestran que, con base a la Encuesta de Hoga-
res 1986, el 27.8% de la PEA femenina juvenil ocupada era
empleada doméstica.

Basado en datos de la EIH 2000/2001, el documento Juventud
en cifras (2003) indica que el 10.8% de la población de 15 a 29
años ocupada se dedica al trabajo doméstico remunerado, lo
que implica 3.2 puntos porcentuales más que la media general
de la incidencia de esta categoría ocupacional en la PEA ocupa-
da.13 Al desagregar la información por sexo puede observarse

13 Según la EIH 2000/2001 de la Dirección General de Estadísticas, En-
cuestas y Censos, el 7.6% de la PEA ocupada se dedicaba al trabajo do-
méstico remunerado.



Trabajo doméstico remunerado en Paraguay194

que la mayoría pertenece al sexo femenino. Casi la tercera parte
de las mujeres jóvenes ocupadas se dedica a esta actividad labo-
ral. Esto indica que se mantiene la importancia de esta categoría
ocupacional en la vida de las jóvenes mujeres si se comparan las
cifras con las consignadas por Nikiphorof y Villagra. Los datos,
sin embargo, podrían subestimar la participación de esta cate-
goría en la PEA femenina ocupada debido a que entre los traba-
jadores familiares no remunerados podrían estar también quie-
nes se dedican al trabajo doméstico remunerado, fundamental-
mente menores en situación de criadazgo, que no reciben ellos
mismos el salario, porque se lo entregan a sus padres o tutores
(Román y Soto, 1996; Soto, González y Martínez, 2002).

Gráfico 14
PORCENTAJE DE LA PEA JUVENIL DEDICADA AL TRABAJO
DOMÉSTICO REMUNERADO, 2000-2001

Fuente: Juventud en Cifras 2003 según datos EIH 2000/2001.

Como se señaló con anterioridad, los datos censales prelimina-
res del 2002 indican que el 57% de las empleadas domésticas
tiene entre 15 y 29 años (Gráfico 6). La desagregación por fran-
jas etarias muestra que mujeres muy jóvenes, de entre 15 y 19
años de edad, son más del 40% de ese porcentaje. Lo anterior
indica que a medida que aumenta la edad, la cantidad de muje-
res disminuye.
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Gráfico 15
DISTRIBUCIÓN DE EMPLEO DOMÉSTICO JUVENIL FEMENINO SEGÚN
FRANJA ETARIA, 2002

Fuente: DGEEC. Datos preliminares del Censo 2002.

Si bien los elementos que explican los datos expuestos en los
gráficos anteriores deberían ser objeto de investigaciones espe-
cíficas, entre las posibles causas pueden mencionarse factores
relacionados con la oferta y la demanda. Por una parte, la carac-
terística de puerta de entrada al mundo laboral de esta actividad
explica el mayor porcentaje de mujeres jóvenes, de modo que la
oferta es la variable importante en este caso. El estudio ya men-
cionado sobre el Hogar Santa Librada lo corrobora al desagregar
la edad de las mujeres que migran a Asunción para trabajar como
empleadas domésticas, de las que casi el 70% tiene entre 13 y
22 años de edad.

Por otra parte, el menor porcentaje de mujeres mayores en el
empleo doméstico podría deberse a razones de demanda. El
obstáculo que significa la maternidad cuando se busca contra-
tar empleadas domésticas y las preferencias etarias de las patro-
nales podrían ser los elementos condicionantes de la demanda.
Soto, González y Martínez (2002) mencionan entre los hallazgos
de su investigación que “en los casos de preferencia del trabajo
de adolescentes, se señaló que a esas edades son fuertes y sa-
nas, tienen mejor voluntad y mejor comprensión”.
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2. Trabajo Infantil Doméstico (TID) remunerado

Para los efectos de la presentación de los siguientes datos, se
considerará trabajo infantil remunerado al realizado por la ni-
ñez de entre 10 y 17 años de edad, que es incluida en las esta-
dísticas nacionales en la categoría ocupacional de “empleados
domésticos”, fundamentalmente para diferenciar a esta pobla-
ción de la sujeta al régimen de criadazgo.14 En este contexto, los
datos sistematizados por Céspedes (2002) en Seguimiento de
indicadores sobre la niñez trabajadora según las encuestas de
hogares, posibilitan una caracterización de los trabajadores in-
fantiles domésticos remunerados, así como la ponderación de
esta categoría laboral entre los niños y niñas que trabajan. Las
cifras, con base en los datos de la EIH 2000/2001, indican que
casi un 11% de la niñez trabajadora es empleada doméstica, lo
que implica, igual que en la población juvenil, un porcentaje
mayor que la media general de la PEA que se dedica a esta acti-
vidad laboral.

Gráfico 16
NIÑEZ TRABAJADORA SEGÚN CATEGORÍA OCUPACIONAL,
2000-2001

Fuente: Céspedes según EIH 2000/2001.

Al desagregar por sexo la población infantil que trabaja como
empleada doméstica puede observarse que el 87% son niñas. Si
bien la tendencia abrumadoramente mayoritaria de mujeres en
esta categoría ocupacional se mantiene en la población infantil,
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14 Soto, González y Martínez (2002) incluyen bajo el régimen de criadaz-
go a “aquella población que no recibe sueldo a cambio de las actividades
domésticas que realiza en hogares de terceros y vive en el hogar donde
trabaja”.
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si se compara con la distribución por sexo de la misma encuesta
se observa que hay menor porcentaje de mujeres en esta franja
etaria (casi 4 puntos porcentuales de diferencia) que en la media
general.15 Esta tendencia de la distribución por sexo coincide
con los hallazgos de la investigación de Soto, González y Martínez
(2002) sobre el trabajo infantil doméstico, donde se concluye
que “los varones registran un descenso porcentual a medida que
aumenta la edad” de los trabajadores infantiles domésticos. La
menor cantidad proporcional de mujeres en este segmento re-
munerado podría explicarse, en consecuencia, por la mayor can-
tidad de hombres que a temprana edad se inserta en esta cate-
goría y que posteriormente sale de la misma, en tanto las muje-
res permanecen.

Gráfico 17
SEXO DE LOS TID REMUNERADOS, 2000-2001

Fuente: Céspedes 2002, según EIH 2000/2001.

Después de la categoría trabajador familiar no remunerado, la
de empleada doméstica es la que mayor cantidad de niñas tra-
bajadoras absorbe. El 34% de las niñas de entre 10 y 17 años
que trabaja, lo hace como empleada doméstica.

15 Según la EIH 2000/2001, el 90.8% de quienes se dedicaban al empleo
doméstico eran mujeres.
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Gráfico 18
NIÑAS TRABAJADORAS SEGÚN CATEGORÍA OCUPACIONAL, 2000-
2001

Fuente: Céspedes 2002, según EIH 2000/2001.

La mayoría de los niños y niñas que realizan trabajo infantil re-
munerado lo hace en zonas urbanas (69%), en tanto sólo el 31%
trabaja en zonas rurales.

Gráfico 19
TID REMUNERADO SEGÚN ZONA, 2000-2001

Fuente: Céspedes 2002, según EIH 2000/2001.

Como se dijera anteriormente, resulta interesante la opinión de
la población sobre la entrega de hijos para criadazgo; la encues-
ta realizada por First Análisis en noviembre del 2002 provee
datos al respecto. Según los mismos, la opinión de la población
sobre este tema está dividida; un escaso 3% más que quienes
piensan que “está bien”, piensa que “está mal” que los hijos o las
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hijas sean “dados(as)” como criaditos(as). Al desagregar esta in-
formación por zona se observa que esta diferencia se expande
si la población proviene de Asunción y se reduce si es del inte-
rior del país. En efecto, cuando se trata de Asunción, casi un
20% más de personas piensa que esa actitud es errada con
relación a quienes sostienen que es correcta. Cuando se trata
del interior, en cambio, la relación se invierte: 20% más de la
población piensa que “dar”a hijos o hijas como criados está
bien. Estas valoraciones se corresponden con la realidad que
se observa en cada zona, pues las principales familias provee-
doras de criadas y criados son del interior, según Soto, Gonzá-
lez y Martínez (2002), que en los resultados de su estudio
consignan que el 65.2% de quienes realizan trabajo infantil
doméstico proviene del interior del país.

Gráfico 20
OPINIÓN DE LA POBLACIÓN SOBRE LA “ENTREGA” DE HIJOS E HIJAS
PARA CRIADAZGO, 2002

Fuente: First Análisis 2002.

3. Síntesis de las estadísticas presentadas

Como puede observarse a partir de los datos precedentes, el
trabajo doméstico remunerado constituye una parte importante
de la PEA ocupada paraguaya, y fundamentalmente de la PEA
ocupada femenina. En todas las franjas etarias el trabajo do-
méstico remunerado es predominantemente femenino, pero a
mayor juventud existe un mayor porcentaje de mujeres em-
pleadas domésticas. Si bien se encuentran hombres en esta
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actividad, el porcentaje de los mismos como empleados do-
mésticos disminuye con el aumento de edad. Esto refuerza la
conclusión de Soto, González y Martínez (2002) en cuanto a
que “a los varones se los capacita desde temprano en otras
labores no domésticas y además cuentan con un mercado de
trabajo más amplio y mayor demanda de mano de obra mas-
culina. Así, los varones abandonan más rápido las tareas do-
mésticas y pasan a ayudar en talleres, fábricas u oficinas, lo-
grando en la mayoría de las veces formarse en una profesión
técnica, en tanto las adolescentes se mantienen en su calidad
de trabajadoras del hogar”.

Los(as) empleados(as) domésticos(as) trabajan preferentemente
en las áreas urbanas y tienen escasa instrucción, pues la mayo-
ría no ha superado el ciclo primario.

El salario que perciben los trabajadores domésticos de ambos
sexos en el 95% de los casos es menor que el salario mínimo.
Pero mientras los hombres ganan en promedio el 70% del sala-
rio mínimo, las mujeres reciben a su vez el 70% del salario que
perciben los hombres, lo que refleja la discriminación de géne-
ro. Entre las poblaciones juvenil e infantil, el patrón de distribu-
ción por sexo se repite y acentúa.

D. Actores institucionales:
conceptos, percepciones
y opiniones

Las entrevistas realizadas a quienes se desempeñan como diri-
gentes de organizaciones sindicales, de amas de casa, de muje-
res y responsables de instituciones del Estado relacionadas con
el trabajo doméstico remunerado tuvieron por objetivo conocer
los siguientes aspectos:

• los conceptos que se manejan con respecto al trabajo do-
méstico remunerado;

• la percepción de los entrevistados sobre las condiciones en las
que se desarrolla el trabajo doméstico remunerado;

• la percepción sobre las cuestiones de género relacionadas
con el trabajo doméstico remunerado y sobre otras formas
de discriminación;
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• la opinión sobre las condiciones ideales en las que debiera
desarrollarse el trabajo doméstico remunerado;

• el conocimiento sobre las condiciones legales en las que se des-
envuelve esta actividad laboral;

• las acciones concretas que desarrollan las instituciones en
esta área;

• la predisposición al debate sobre esta actividad laboral y al
análisis de posibles redefiniciones.

1. Conceptos sobre el trabajo doméstico
remunerado en el imaginario nacional

Sin excepciones, los entrevistados consideran al trabajo domés-
tico remunerado como una opción laboral digna, que debiera
desarrollarse en mejores condiciones que en la actualidad, simi-
lares a otras ocupaciones. Este discurso de valoración del traba-
jo doméstico remunerado, que fundamenta la opinión de consi-
derarlo equiparable a cualquier otro tipo de trabajo, es sin em-
bargo contradicho por una disociación teórico-práctica. Los dis-
cursos de dignificación del trabajo doméstico remunerado no
son acompañados por acciones específicas al respecto.

Cuando se exploran las percepciones con relación a las causas
de la existencia de este tipo de actividad laboral, la pobreza
emerge como el factor fundamental. Se percibe también que las
necesidades económicas son claves para la oferta de mano de
obra en esta área. La mayor parte de la dirigencia sindical entre-
vistada apunta a cuestiones económicas estructurales como las
causas de que se acuda al empleo doméstico como alternativa.
El modelo productivo agotado, la falta de oportunidades en el
campo y la consiguiente expulsión de jóvenes del campo hacia
las ciudades son consideradas como las causas de la inserción
en el empleo doméstico.

La demanda de esta actividad laboral por las modificaciones
ocurridas en las estructuras familiares es también incluida entre
los fundamentos de la existencia del empleo doméstico. El pre-
sidente de una central sindical manifiesta: “considerando una
pareja, están trabajando ambos para sostener la casa; indefecti-
blemente tienen que tener una empleada”.
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Otra percepción generalizada es que el trabajo doméstico remu-
nerado se desarrolla en condiciones de discriminación y hasta
de explotación. Entre los factores mencionados para caracteri-
zar las condiciones de esta actividad laboral como de explota-
ción están:

• la existencia de jornadas sin fin, sin descansos, sin limitaciones;

• las condiciones salariales que no alcanzan el sueldo mínimo,
existan o no compensaciones de otras características como
casa, vestimenta y otros;

• la exposición al maltrato y la vulnerabilidad de quienes se
dedican al servicio doméstico, que deja a las mujeres en ma-
nos de sus patrones, expuestas a ofensas, humillaciones,
acoso y hasta abuso sexual;

• la falta de beneficios como jubilación, seguridad social y va-
caciones.

En general, y pese a que no mencionan datos precisos ni resulta-
dos de estudios, la percepción de los entrevistados es que el
trabajo doméstico remunerado es una opción para las mujeres
migrantes del campo a la ciudad, sin mayor capacitación, ins-
trucción ni experiencia laboral y muy pobres.

2. El empleo doméstico y las cuestiones de
género

Existe una clara percepción de que este es un empleo funda-
mentalmente femenino. Sin embargo, este reconocimiento y la
percepción de que hay malas condiciones de trabajo y que la
actividad es discriminada y desvalorizada, no implica entender
que el fundamento de estas situaciones sea el carácter de “tra-
bajo de mujeres” que el mismo tiene. Más bien se considera que
estas condiciones inferiores se basan en la escasa calificación
de quienes se dedican a esta actividad laboral, y en su falta de
educación y de capacitación.

La opinión de los entrevistados apunta a que existe una evi-
dente discriminación por razones de sexo entre quienes tra-
bajan en el servicio doméstico. Se considera que los hombres
se ocupan de trabajos más “profesionales”: choferes y jardine-
ros mayoritariamente, en tanto las mujeres “son multifacéticas,
hacen todo en las casas” (presidente de una central sindical).
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También las diferencias salariales son observadas, si bien se
manejan datos no rigurosos: “a los hombres se les paga el día
por el salario mínimo, a las mujeres no”, menciona el presi-
dente de una central sindical, cuando en realidad los datos
indican que también los hombres ganan una media que está
por debajo del salario mínimo.

Otra percepción común es que los hombres trabajadores do-
mésticos son más respetados que las mujeres: éstas “siempre
son más humilladas y están expuestas a maltratos y vejaciones”
(presidente de una central sindical). El trato denigrante se perci-
be como muy frecuente.

La maternidad es considerada una circunstancia que incide de
manera drástica en la vida de las mujeres trabajadoras domésti-
cas. El Viceministro de Trabajo apunta que una de las causas
más frecuentes de terminación de la relación laboral, sobre todo
en las casas de familias de ingresos altos, es el embarazo de las
trabajadoras domésticas: “La experiencia me dice que en los ni-
veles de clase media alta los embarazos (de las domésticas) no
son deseados, cuando mayor es el nivel económico del emplea-
dor, mayores posibilidades de que se pierda el empleo. Conoce-
mos denuncias a diplomáticos, a gente ligada al poder o con un
cierto poder económico que sencillamente despiden a sus em-
pleadas por eso”.

3. Trabajo doméstico asalariado en la agenda
pública y de las organizaciones del sector

Las entrevistas realizadas indican que la situación del trabajo
doméstico remunerado no figura actualmente como tema es-
pecífico en las agendas del sector público, de las organizacio-
nes sindicales y de mujeres. No fue posible identificar accio-
nes proactivas con relación a esta categoría ocupacional.

El Ministerio de Justicia y Trabajo carece de políticas específi-
cas para este sector. El subregistro es muy importante; el Vice-
ministro del Trabajo estima que apenas el 10% de las trabaja-
doras domésticas están registradas en esta dependencia, lo
que le confiere la característica de una suerte de “empleo ocul-
to”, no sujeto a control. Se requiere de nuevas investigaciones,
que analicen la relación del trabajo doméstico remunerado con
otras formas de empleo.
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La Secretaría de la Mujer no ha desarrollado políticas específicas
para este grupo poblacional, si bien la sectorialista del área de
empleo menciona que existen referencias al respecto en el Plan
de Igualdad de Oportunidades elaborado por esa secretaría. Los
sectores incluidos en el Plan, en lo referente al acceso a los re-
cursos económicos y al trabajo, son los informales y los trabaja-
dores a domicilio. En efecto, en el ámbito 3, De acceso a los
recursos económicos y al trabajo, bajo el lineamiento 4, Pro-
puestas de cambios en las normativas, el punto 4.6 establece
como objetivo La regulación de la situación laboral de las traba-
jadoras de mayor vulnerabilidad incluyendo a las trabajadoras
rurales, trabajadoras a domicilio y, en general, trabajadoras
informales y el punto 4.7, referido a la seguridad social apunta a
la Ampliación de la cobertura del sistema de seguridad social
hacia los sectores más vulnerables incluidos trabajadoras infor-
males y amas de casa. Si bien puede inferirse que, para esa
dependencia pública, en la categoría informales a domicilio es-
tán incluidas las empleadas domésticas, estas categorías no son
utilizadas para referirse a este sector,16 por lo que puede afir-
marse que las empleadas domésticas no figuran como sector
específico sujeto de políticas.

Tampoco se conocen políticas desde las redes de mujeres. Algu-
nas de estas apuntan en especial a la capacitación de sus organi-
zaciones y mujeres integrantes, por lo que el tópico no forma
parte de su agenda. Otras apuntan a instalar temas que intere-
san a las mujeres en el debate y en la agenda pública. Hasta la
fecha este tema no ha estado entre las prioridades, si bien la
Plataforma Política Feminista de la Coordinación de Mujeres del
Paraguay (1998), en su punto 4 que reivindica La eliminación
plena de las desigualdades legales, solicita a las próximas auto-
ridades que serían elegidas “que impulsen, apoyen y aprueben
las propuestas legales que afectan principalmente a las muje-
res”. Entre estas propuestas se plantea “la modificación de artí-
culos del Código Laboral que todavía discriminan a quienes tra-
bajan en servicio doméstico y son en su mayoría mujeres”.

En cuanto a las organizaciones sindicales, si bien todos los pre-
sidentes de las centrales sindicales afirman reconocer la discri-
minación legal de que es objeto el servicio doméstico remunera-
do, no existen planteamientos actuales al respecto y ninguna de

16 Trabajadores domicilio son, según el Convenio 177 de la OIT, “quienes
trabajan en su domicilio o en otro lugar diferente al del empleador” (cita-
do en Heikel, 1998) por lo que no incluye a los empleados domésticos.
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estas organizaciones tiene propuestas específicas presentadas
institucionalmente para el área.

Como la causa de la ausencia de políticas de las centrales sindi-
cales, se reconoce que el sector no es prioritario. El presidente
de una central considera que la escasa importancia otorgada al
asunto se debe fundamentalmente a que el gremio carece de
fuerza de presión y de capacidad de cotización, por lo que no se
encuentra entre los sectores prioritarios.

Las cabezas de las organizaciones de trabajadores manifiestan
que han empezado a tomar interés y participación en el tema
del trabajo infantil doméstico a través de los estudios que fue-
ron realizados recientemente. Todas las centrales integran la
Comisión por la Erradicación del Trabajo Infantil (COETI). En
julio de 2003, la Central Paraguaya de Trabajadores firmó un
protocolo de cooperación con la ONG Movimiento por la Paz,
el Desarme y la Libertad, que tiene por objeto “sensibilizar a
las organizaciones de la CPT frente al problema del trabajo
infantil doméstico y capacitarlas sobre la utilización de la co-
municación como una estrategia de prevención” (artículo 2 del
protocolo) y la CUT-A estaba estudiando otro convenio al mo-
mento de la entrevista.

La situación de discriminación ante el Instituto de Previsión So-
cial (IPS), al parecer, es la única que ha merecido planteamientos
de parte de las centrales sindicales. La cobertura de los servicios
de seguridad social sólo alcanza a quienes trabajan en Asunción
y contempla cuestiones menores y no riesgos de largo plazo. La
presidenta de una central sindical manifiesta que en la mesa
negociadora tripartita sobre la reestructuración del IPS ha sido
planteada la modificación de esta situación.

4. ¿Quién hace algo? El papel del Ministerio de
Justicia y Trabajo

Todos los presidentes de centrales sindicales y del SINTRADOP
entrevistados manifiestan recibir denuncias de empleadas do-
mésticas en dificultades. Los problemas mencionados con más
frecuencia son los despidos injustificados y la falta de pago de
aguinaldos. Ante las denuncias, las organizaciones acompañan
a los(as) afectados(as), en primera instancia ante sus patrones y
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posteriormente ante el Ministerio de Justicia y Trabajo, en don-
de observan buena acogida a los planteamientos. Esta institu-
ción tiene un rol protagónico en las situaciones de conflicto en-
tre patrones(as) y empleados(as) ya que las denuncias llegan
hasta allí con o sin acompañamiento de dirigencia sindical.

Ante la denuncia, el Ministerio aplica un proceso de mediación
que, según las palabras del Viceministro del Trabajo, es efectivo
en más de un 70% de los casos –no se ha accedido a registros al
respecto– debido fundamentalmente al rápido reconocimiento
por parte de los empleadores: “Como todos los empleadores
desarrollan sus actividades fuera del marco legal, no les queda
otro remedio que reconocer esas violaciones e indemnizar a sus
trabajadores, porque si llegaron a esta instancia generalmente
las domésticas están decididas a ir a una instancia judicial don-
de tienen ventajas con relación a los empleadores y entonces
prefieren arreglarlos en sede administrativa en vez de sufrir o
soportar una condición económica mucho más pesada”.

Las organizaciones sindicales mencionadas refieren recibir
denuncias con frecuencia, sin embargo, no existen registros
de esas denuncias ni un seguimiento de las mismas en ningu-
na de éstas.

El presidente de una central sindical relata el procedimiento que
siguen cuando existe una denuncia de una empleada domésti-
ca: “Nosotros hacemos una carta de denuncia en el Ministerio de
Justicia y Trabajo solicitando su intervención. Este convoca al
empleador y hacemos una reunión tripartita para tratar de llegar
a un acuerdo. De no existir ese acuerdo continuamos ya con el
siguiente paso que es una demanda judicial”.

5. Las trabajadoras domésticas y el IPS

Según informes brindados por la Jefa de Regímenes Especiales
del IPS que se ocupa de la seguridad social del magisterio y del
servicio doméstico, los trabajadores domésticos pueden acce-
der a un seguro “de favor” y de corto plazo, que “mientras paga
le sirve, deja de pagar tres meses y ya no le sirve”. Sólo 12.000
empleadas domésticas están aseguradas según esta funciona-
ria. Esto implica que menos del 10% de quienes se dedican al
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trabajo doméstico remunerado están asegurados en IPS. De esta
cantidad, sólo la mitad de los(as) empleadores(as) está al día,
según la misma fuente.

Este subaseguramiento existe por varias razones. Por una parte,
el propio proceso tiene sus dificultades. La responsable del área
de IPS informa que el aseguramiento depende de las solicitudes
de parte; después de hecha la solicitud se realizará la fiscaliza-
ción. Esta etapa del proceso tiene inconvenientes por cuanto no
se envían los fiscalizadores en horas convenidas para evitar frau-
des (aseguramiento de personas que no son en realidad em-
pleadas domésticas). Esto tiene como consecuencia que en cier-
tas ocasiones las trabajadoras domésticas que no viven en el
domicilio de los solicitantes o que están fuera ocasionalmente,
no sean encontradas por la fiscalización. Como consecuencia,
las solicitudes son rechazadas.

La movilidad propia de este tipo de empleo también estaría con-
tribuyendo a las dificultades. Según la entrevistada del IPS, si
una empleada está registrada por su empleador, y se produce
un cambio de empleo, no hay continuidad del seguro, por lo que
éste se pierde, así como los derechos de antigüedad.

El bajo salario es otro de los obstáculos mencionados para
que las empleadas domésticas sean aseguradas ya que a me-
nudo, según las opiniones de algunos entrevistados, son las
mismas quienes prefieren que no se les realice ningún des-
cuento de sus haberes.

Los sindicalistas apuntan a las necesidades de trabajo que exis-
ten como explicación de que cualquier condición sea aceptada.
El presidente de una central sindical expresa: “Tal vez por la
gran necesidad de trabajo existente en el país muchas veces hay
gente que se deja llevar por estas situaciones, no solamente las
empleadas domésticas, están los empleados de la estancia, de
la chacra, que tampoco tienen seguro social”.

También es necesario determinar la categoría ocupacional en la
que están incluidos los trabajadores mencionados (empleados
de chacras y estancias), quienes normalmente trabajan con toda
su familia en esos sitios.
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17 Amalia Romero, secretaria general del SINTRADOP, entrevistada para
este trabajo.

6. Dificultades de organización de las
trabajadoras domésticas. El SINTRADOP

La debilidad organizativa de las trabajadoras domésticas es uno
de los factores distintivos del sector. Tienen una sola organiza-
ción que las agrupa: el SINTRADOP, creado en 1989, asociado a
la CNT (la secretaría general del SINTRADOP está actualmente
en el comité ejecutivo de esta Central) y a la Confederación Lati-
noamericana y del Caribe de las Trabajadoras del Hogar
(CONLACTRAHO). Este sindicato tiene como antecedente la Aso-
ciación de Empleadas Domésticas (ADED), formada en 1985,
según el estudio de Corvalán y Arce. La secretaria general del
SINTRADOP indica que la organización tiene sólo 75 asociadas.17

Según los datos de la EPH 2002, existen 148.628 empleados(as)
domésticos(as) lo que indica que la agremiación de las mismas
es muy reducida.

Los entrevistados apuntan entre las causas del bajo nivel de
sindicalización, por una parte, a la falta de políticas al respecto
de las centrales de trabajadores, y por otra, a las condiciones
propias de ese tipo de empleo.

El trabajo de sindicalización se considera difícil y costoso. Las
dificultades surgen de las características del sector. Entre éstas,
se mencionan la poca instrucción, el aislamiento y el escaso tiem-
po libre del que disponen. Las empleadas domésticas trabajan
aisladamente y para llegar a ellas existe el obstáculo de que
desarrollan su trabajo en casas particulares, viviendas de pro-
piedad privada a las que no puede accederse fácilmente. Esta
dificultad vuelve costoso el trabajo sindical, en organizaciones
con pocos recursos; no es igual el tiempo que debe destinarse al
proceso de sindicalización de empleados domésticos, que el
destinado a otros sectores. Una reunión en una fábrica o un
local comercial en el que trabajadores desarrollan sus tareas
implica gastos muy inferiores a la aproximación a las empleadas
domésticas. La secretaria general del SINTRADOP menciona que
para contactar a las afiliadas es necesario, por ejemplo, “esperar
a que salgan a barrer las veredas o vayan al mercado”.

Amalia Romero, presidenta del SINTRADOP, recuerda que hace
un tiempo presentaron al Parlamento Nacional una carpeta con
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demandas incluyendo la equiparación del salario al mínimo, la
cobertura nacional de IPS y el derecho a la jubilación. La misma
quedó archivada. Una búsqueda realizada para esta investiga-
ción no tuvo éxito en hallarla en el Parlamento.

El SINTRADOP cuenta con un local propio en Lambaré, donde
funciona una guardería para hijos de empleadas domésticas.
Entre sus proyectos, Amalia Romero menciona la creación de
una casa de albergue y orientación de mujeres que migran del
campo a la ciudad para trabajar como empleadas domésticas.
Este planteamiento es similar al trabajo desarrollado actualmen-
te por el Hogar Santa Librada.

7. Condiciones ideales del trabajo doméstico
remunerado: propuestas, planteamientos,
demandas

Existe una opinión clara sobre la necesidad que el trabajo do-
méstico remunerado se desarrolle en mejores condiciones. Sin
embargo, hay diferentes percepciones sobre cuáles son las con-
diciones justas. Las diferencias se refieren, fundamentalmente,
a la remuneración. La instauración del salario mínimo similar al
que se percibe en otras actividades no es una propuesta com-
partida por todos los entrevistados. Quienes apoyan la equipa-
ración salarial argumentan que este es un trabajo como cual-
quier otro, aunque las opiniones varían sobre el pago de una
parte en expensas o especies. El SINTRADOP apunta que la orga-
nización recomienda a sus afiliadas que no acepten un salario
menor de 400.000 guaraníes (US$ 66.82), algo que resulta lla-
mativo considerando que el promedio referido por las estadísti-
cas bordea los 450.000 guaraníes (US$ 75.18). La secretaria ge-
neral del sindicato apunta a que existen ciertas necesidades cu-
biertas y menores requerimientos que para otros tipos de traba-
jos (calificación, vestimenta), si bien manifiesta que lo ideal se-
ría la equiparación al sueldo mínimo.

Otro factor mencionado es la individualidad del contrato, que
permite que las necesidades económicas primen. Romero afir-
ma que las trabajadoras “por necesidad aceptan cualquier cosa”.

En cuanto a las dudas sobre el planteamiento de equiparación,
el argumento principal se basa en la difícil situación económica,
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que dificulta un pago de esas características. Estas opiniones se
corresponden con la literatura, donde se concluye que si los
trabajadores del mercado laboral no doméstico no ganan lo su-
ficiente, difícilmente puedan compartir ese sueldo. En un es-
tudio sobre la mujer trabajadora en Costa Rica,18 el autor es
categórico al afirmar que “la delegación del trabajo doméstico a
terceras personas contratadas sólo es posible para una minoría
decreciente, pues, para poder contratar una empleada domésti-
ca se requiere ganar por lo menos 2 veces el sueldo mínimo”. Si
bien en el Paraguay, como ya se señaló anteriormente, los traba-
jadores domésticos no ganan el sueldo mínimo, esta afirmación
apunta un factor digno de tener en cuenta en el proceso de dis-
cusión sobre la remuneración en el empleo doméstico.

Una demanda clave es la referida al seguro social. El IPS, en la
actualidad, cubre sólo a trabajadores domésticos de Asunción
y el área metropolitana. Las peticiones apuntan a que la cober-
tura sea universal y del 100%. Según los entrevistados perte-
necientes a sectores sindicales, se han presentado propuestas
de modificaciones a la carta orgánica del IPS que realizan este
planteamiento.

Un tema de preocupación es el referido a los hijos de las em-
pleadas domésticas, quienes, según la percepción de quienes
trabajan con esos sectores, se desempeñan generalmente en las
calles de las áreas urbanas: “los niños que están en la calle, tra-
bajando, vendiendo cosas, en los mercados, en distintas formas
son los hijos de las trabajadoras domésticas” manifiesta la presi-
denta de una central sindical que realiza labor con trabajadoras
del sector informal. Esta percepción debiera corroborarse con
datos específicos.

Otras reivindicaciones mencionadas son las bonificaciones fa-
miliares y los descansos por maternidad para las mujeres, ade-
más del derecho al descanso y el establecimiento de horas labo-
rales similares a las que cumplen los demás trabajadores.

Algunos planteamientos mencionan que deben también esta-
blecerse políticas específicas de educación y capacitación, si bien
no se determinan ni plantean las áreas ni los tópicos en que
podría impartirse.

Otras sugerencias apuntan a la concientización sobre la necesi-
dad de organización: “Se debe hacer una campaña principalmente

18 Wim Dierckxsens (1996), Impacto del ajuste estructural sobre la mujer
trabajadora en Costa Rica.
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de organización de las compañeras para poder lograr defender
mínimamente sus derechos” manifiesta el presidente de una
central sindical.

8. Cama adentro y cama afuera. Parámetros de
profesionalización y de envergadura de
trabajo

Una de las cuestiones claves que emerge es que no existe una
clasificación del empleo doméstico que establezca con más jus-
ticia los beneficios, las remuneraciones y las obligaciones. Si
bien las expresiones “cama adentro” y “cama afuera”, equivalen-
tes a “sin retiro” y “con retiro” son de uso común, esta diferencia-
ción no existe en las leyes, lo que genera dificultades, en espe-
cial respecto a los descansos y tareas. Varios de los entrevista-
dos se refieren al asunto manifestando la necesidad de cuantifi-
car los aportes en “especies”de los empleadores.

El debate al respecto, sin embargo, no es sencillo, fundamental-
mente por las implicancias del trabajo doméstico desarrollado
“cama adentro”. Por una parte, parecería claro que cuando el
empleo doméstico se efectúa sin retiro resulta en “la superviven-
cia de formas cuasi feudales de organización social, que impli-
can servilismo y falta de privacidad de la empleada” (Zurutuza y
Bercovich, 1987), lo que se constituye en un elemento funda-
mental para la visión de un mundo estratificado y dual de las
mujeres que se dedican a ello.

Por otra parte, apuntar hacia la desaparición de la modalidad
“cama adentro” podría significar dejar sin opciones laborales y
en situación de mayor desprotección a mujeres jóvenes y solas,
que probablemente están alejadas de sus hogares como lo indi-
ca la literatura al respecto.19 Para estas mujeres, además de los
hogares particulares, no existen condiciones de alojamiento
digno y barato, y salvo el empleo doméstico, quizás no tengan

19 Véase, por ejemplo, de Gálvez y Todaro, Yo trabajo así en casa particu-
lar, donde se analizan las historias de las vidas de algunas trabajadoras
domésticas. Estas señalan que con ese empleo, las mujeres que deben
mantenerse ellas mismas y a otros, enfrentadas a la pobreza y con esca-
sa oferta de trabajo, “optan por la seguridad que ofrece una casa de
familia como lugar de trabajo apropiado para una mujer (…) consiguen al
mismo tiempo trabajo y lugar donde vivir”.
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opciones. La alternativa, en consecuencia, pareciera ser el es-
tablecimiento de objetivos de corto, mediano y largo plazo, en
donde en el largo plazo se apunte a la eliminación de esta
forma de trabajo –lo que debería estar acompañado de medi-
das diversas–, y en el corto y mediano plazo, al establecimien-
to de condiciones claras del trabajo “sin retiro”.

Otros planteamientos interesantes resultan las clasificaciones
según la calificación necesaria para un buen desempeño y la
caracterización de la envergadura del trabajo, relacionada con
las remuneraciones. El establecimiento de parámetros de profe-
sionalización podría ser la respuesta, así como la determinación
de la magnitud de las labores que se realizan. Con respecto al
primer punto, el planteamiento sería el establecimiento de pro-
gramas específicos de estudios que provean de calificaciones
apropiadas. Con respecto a la magnitud de las labores, el núme-
ro de personas que viven en las casas, la cantidad de tareas a
realizar, así como el tamaño de la vivienda y las horas de traba-
jo, debieran ser objeto de reglamentaciones específicas.

9. Trabajo infantil doméstico

Con relación al trabajo doméstico de menores, se conocen los
estudios realizados y las organizaciones son parte de los esfuer-
zos para la erradicación del trabajo infantil, si bien, como se dijo
anteriormente, en el debate sobre esta cuestión, las voces de
niños y niñas trabajadores deben sumarse al análisis y a los plan-
teamientos. El argumento principal es que los niños y niñas ve-
rán cercenadas sus posibilidades de educación, como lo mani-
festó el presidente de una central sindical entrevistado: “Noso-
tros consideramos que el trabajo de menores es producto de la
realidad económica que vive el país. Estamos totalmente en con-
tra, uno debe esforzarse para que los jóvenes se nutran de to-
das las posibilidades de educación”.

10. La predisposición al debate

Si bien los entrevistados, a excepción de la dirigente del
SINTRADOP, reconocen que la atención prestada a esta dimen-
sión ha sido escasa, se observa interés en el tema y predisposi-
ción a un debate que apunte a redefiniciones, aunque se puede
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presumir que éstas no serán fáciles de consensuar. Algunas cen-
trales están iniciando un proceso de sensibilización de sus diri-
gentes, fundamentalmente sobre el problema de las criadas, a
partir de los trabajos de investigación realizados sobre trabajo
infantil doméstico, lo que daría la pauta de que la información
precisa puede sensibilizar y sustentar la colocación de un tema
en la agenda pública y sectorial.

En consecuencia, se puede concluir que existe interés en el asunto
por parte de las personas entrevistadas. Como las mismas son
referentes importantes de sus organizaciones, es factible que se
promueva e instale en las respectivas agendas un debate sobre
posibles redefiniciones del trabajo doméstico remunerado.

E. Conclusiones

El trabajo doméstico remunerado es una actividad laboral que
absorbe un porcentaje importante de la PEA ocupada paragua-
ya. Si bien es necesario un recuento histórico que abarque un
período más extenso, se observa que su incidencia se ha man-
tenido en un nivel cercano al 7% de la PEA ocupada en los
últimos 5 años, sin que hayan ocurrido variaciones importan-
tes. Esta actividad laboral se desarrolla principalmente en las
zonas urbanas.

Datos de la EPH 2002, así como las conclusiones de los estudios
que han analizado el tema, indican que esta categoría ocupacio-
nal absorbe principalmente a mujeres jóvenes con escasa edu-
cación. El 20.67% de la PEA femenina se dedica a esta ocupa-
ción. Datos del 2001 indican que, en la población juvenil de 15 a
29 años, más de la cuarta parte de la PEA femenina se dedica a
esta actividad y las estadísticas sobre la niñez trabajadora mues-
tran que el 33% de las niñas trabajadoras son empleadas domés-
ticas. Estas cifras ubican al empleo doméstico como una activi-
dad de entrada al campo laboral de un importante porcentaje de
mujeres, desde edades muy tempranas.

El bajo nivel de instrucción es una de las características del sec-
tor. Datos sobre el nivel de educación indican que más del 70%
sólo tiene instrucción primaria o carece de instrucción. Las ma-
yores oportunidades de educación influyen en los niveles sala-
riales de los hombres, no así en los de las mujeres, como lo
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demuestran el hecho que la educación secundaria duplica el
monto de las remuneraciones recibidas por los hombres y ape-
nas eleva la de las mujeres.

La remuneración en esta actividad laboral, en un 95% es inferior
al salario mínimo. Las discriminaciones por razones de género
se evidencian con claridad en estas cifras. Las mujeres son quie-
nes en más del 90% se dedican al trabajo doméstico remunera-
do, y son, sin embargo, las peor pagadas, recibiendo salarios
que alcanzan al 70% de los que reciben los hombres en la misma
categoría ocupacional. La mayor profesionalización de los hom-
bres (jardineros, choferes) podría estar incidiendo en esta situa-
ción por lo que, para corroborarla, resultaría necesario determi-
nar las tareas y cruzarlas con las remuneraciones percibidas.

Pese a la importancia de esta actividad laboral en la vida de las
mujeres, no existe un seguimiento sistemático de las condicio-
nes en las que la misma se desenvuelve, ni registros específicos.
En palabras de uno de los entrevistados, es una categoría ocu-
pacional que “no está sujeta a control”.

El trabajo doméstico remunerado es, además, una actividad la-
boral legalmente discriminada. Y esta discriminación actúa prin-
cipalmente contra las mujeres. De esto resulta una población de
jóvenes mujeres trabajadoras mal pagadas, poco educadas y
sujetas a condiciones laborales sin protecciones ni beneficios
adecuados. Falta, sin embargo, obtener más información cuan-
titativa y cualitativa clave sobre esta población: de dónde provie-
ne, qué la impulsa a dedicarse al trabajo doméstico, qué otras
expectativas tiene, cuál es el trato que recibe, cuáles son los
beneficios que recibe, qué grado de conocimiento tiene de sus
derechos, y varios otros datos que podrían posibilitar el diseño
de políticas adecuadas al sector.

Otra característica del sector es su escasa organización. Un ínfi-
mo porcentaje está asociado al SINTRADOP, el único sindicato
que agrupa a trabajadoras domésticas. Las prioridades de las
centrales sindicales están orientadas hacia otros sectores y no
observan a éste como importante, probablemente por la escasa
vida colectiva de quienes se dedican a esta actividad. El aisla-
miento de quienes trabajan en el servicio doméstico, la disgre-
gación, la ausencia de espacios de reunión, de encuentro en-
tre trabajadoras domésticas son obstáculos difíciles de supe-
rar y fundamentales para la colectivización de los problemas
del sector y la formulación de propuestas de mejoría de sus
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condiciones. La instalación del tema en las agendas de las cen-
trales sindicales resulta de gran importancia.

Los conceptos en boga sobre el trabajo doméstico remunerado
lo ubican en el imaginario de los entrevistados en una categoría
de trabajo digno, equiparable a otros, si bien se percibe la nece-
sidad de mayor discusión de actores principales para su ubica-
ción conceptual como un trabajo productivo. Otra percepción
clara es que esta actividad se desarrolla en condiciones de
infravaloración y hasta de explotación. El tratamiento equipara-
do que se plantea tiene, sin embargo, sus dificultades, origina-
das especialmente por la situación de pobreza generalizada, lo
que genera un conflicto entre la necesidad de mejores remune-
raciones de las empleadas domésticas y la insuficiencia de los
salarios de los demás trabajadores, quienes en este propósito
salarial pueden constituirse en aliados u obstáculizadores de las
iniciativas. Si bien se coincide en que la valorización del trabajo
doméstico y su jerarquización es la propuesta más justa, a la
que debería propenderse, la remuneración equiparada al salario
mínimo no es un planteamiento firme y generalizado entre los
entrevistados. La apertura de un debate sobre este punto resul-
ta fundamental, y debe combinarse con el debate sobre la redis-
tribución del trabajo doméstico en la familia.

Finalmente, un elemento cultural clave de la infravaloración del
trabajo doméstico remunerado es la inexistencia del trabajo
doméstico no remunerado de las amas de casa como actividad
económica en las cuentas nacionales. Esta “invisibilidad” contri-
buye a que sea difícil la internalización en el imaginario colecti-
vo de las características de “trabajo”, en la acepción económica
predominante. Ambos conceptos están estrechamente ligados y
podría ser interesante un debate concomitante.
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